
REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número DGPL.60-II-6-828 signado el
15 del actual por las diputadas Ruth Zavaleta Salgado y
María Mercedez Maciel Ortíz, Vicepresidenta en funciones
de Presidenta y Secretaria, respectivamente, de la Mesa Di-
rectiva de ese órgano legislativo, con el presente les acom-
paño para los fines procedentes, copia del similar número
170/UCVPS/DGAVS/000128/2007 suscrito el 15 del cita-
do mes por María de los Ángeles Fromow Rangel, titular
de la Unidad Coordinadora de Vinculación y Participación
Social de la Secretaría de Salud, así como el anexo que en
el mismo se menciona, mediante los cuales da respuesta al
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal
a incorporar en el Reglamento de la Ley General de Salud,
en materia de la prestación de servicios de atención médi-
ca, la propuesta de prohibir y sancionar la retención de pa-
cientes en establecimientos que prestan servicios de salud,
pretendiendo garantizar el pago del servicio brindado por
los mismos.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 23 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Licenciado Armando Salinas Torre, subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Me refiero al punto de acuerdo por el que solicita al Ejecu-
tivo federal que reforme el Reglamento de la Ley General
de Salud en materia de prestaciones de servicios de aten-

ción médica, que presentó el diputado Efraín Morales Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática el 15 de marzo de 2007.

Al respecto, me permito acompañar oficio DGPOP/-
06/0373, suscrito por el doctor Francisco J. Bañuelos Té-
llez, coordinador de asesores de la Subsecretaría de Inno-
vación y Calidad, agradeciendo su valiosa intervención pa-
ra remitir dicha información a la comisión correspondiente
para su desahogo y al diputado promovente.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 15 de marzo de 2007.— María de los Ángeles Fromow
Rangel (rúbrica), titular de la unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Lucio Galileo Lastra Marín, director general adjun-
to de Vinculación Social.— Presente.

Por instrucciones de la doctora Maki Esther Ortiz Domín-
guez, subsecretaria de Innovación y Calidad y en atención
al oficio 170/UCVPS/DGAVS/192/2007, anexo los co-
mentarios a la siguiente proposición con punto de acuerdo
que le fue turnada para opinión a esta subsecretaría: propo-
sición con punto de acuerdo por el que se solicita al Ejecu-
tivo federal que reforme el Reglamento de la Ley General
de Salud, en materia de servicios de atención médica, del
diputado Efraín Morales Sánchez del PRD.

Sin otro particular, reciba usted un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 1 de marzo de 2007.— Doctor Francisco J. Bañuelos
Téllez (rúbrica), Coordinador de Asesores.»
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La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su co-
nocimiento. 

CAZA DE BALLENAS

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número D.G.P.L. 60-II-3-236, signa-
do el 14 de diciembre de 2006 por los diputados Jorge Zer-
meño Infante y Cuauhtémoc Velasco Oliva, Presidente y
Secretario, respectivamente, de la Mesa Directiva de ese
órgano legislativo, con el presente les acompaño, para los
fines procedentes, el original del similar número DEP-
0462/07, suscrito el 21 del actual por la Betina C. Chávez
Soriano, directora general de Coordinación Política de la
Secretaría de Relaciones Exteriores, así como los anexos
que en él se mencionan, mediante los cuales da respuesta al
punto de acuerdo relativo al restablecimiento de la caza co-
mercial de ballenas por el gobierno de Islandia.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 23 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Relaciones Exteriores..

Diputado Jorge Zermeño Infante, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 16, fracciones I y III, del
Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, hago referencia al punto de acuerdo, aprobado en
sesión ordinaria del 14 de diciembre de 2006, en el que se-
ñala:

Primero. La Cámara de Diputados solicita al Ejecutivo
federal que envíe a esta soberanía la información actual

y pormenorizada sobre la postura de nuestro país frente
al restablecimiento de la caza comercial de ballenas por
el gobierno de Islandia.

Segundo. Se exhorta al Ejecutivo de la Unión a que se
emita una enérgica protesta contra el restablecimiento
de la caza comercial de ballenas por el gobierno de Is-
landia.

Tercero. La Cámara de Diputados manifiesta su oposi-
ción a la decisión unilateral del gobierno de Islandia de
restablecer la caza comercial de ballenas.

Sobre el particular, anexa se remite copia del texto entre-
gado durante la Démarche conjunta, celebrada el pasado 18
de diciembre en Tokio, mediante la cual 27 países, entre
ellos México, se opusieron de manera contundente a la ca-
za de ballenas realizada por Japón en la Antártica, así co-
mo del texto entregado el 1 de noviembre de 2006, en Reij-
kiavik, en el cual 24 países, México incluido, manifestaron
su oposición a la reanudación de la caza comercial promo-
vida por Islandia.

Asimismo, se remite la respectiva traducción de cortesía de
ambos documentos, realizada por esta cancillería.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 21 de marzo de 2007.— Betina C. Chávez Soriano (rú-
brica), directora general de Coordinación Política.»

«Documento de posición
Traducción de cortesía

Secretaría de Relaciones Exteriores

Gestión conjunta de Argentina, Australia, Austria, Bél-
gica, Brasil, Chile, República Checa, Comisión Euro-
pea, Finlandia, Francia, Alemania, Irlanda, Israel, Ita-
lia, Luxemburgo, México, Mónaco, Países Bajos, Nueva
Zelandia, Portugal, República Eslovaca, España, Sue-
cia, Reino Unido y Estados Unidos de América

Nosotros, los gobiernos de Argentina, Australia, Austria,
Bélgica, Brasil, Chile, República Checa, Finlandia, Fran-
cia, Alemania, Irlanda, Israel, Italia, Luxemburgo, México,
Mónaco, Países Bajos, Nueva Zelandia, Portugal, Repúbli-
ca Eslovaca, España, Suecia, Reino Unido y los Estados



Unidos de América, en conjunto con la Comisión Europea,
manifestamos nuestra profunda desilusión por la decisión
del gobierno de Islandia de reiniciar la caza comercial de
ballenas en aguas islandesas, a pesar de la moratoria acor-
dada internacionalmente.

Además, estamos profundamente preocupados por la in-
tención de Islandia de capturar nueve ballenas rorcuales,
las cuales han sido clasificadas como “en peligro” en la
Lista Roja de Especies Amenazadas de la Unión Interna-
cional para la Conservación de la Naturaleza (IUCN), y se
incluyen en el Apéndice I de la CITES, junto con treinta
ballenas minke comunes. No concordamos con esta acción
propuesta, la cual se añade a las capturas actuales de balle-
nas minke comunes bajo el plan de investigación que Is-
landia ha implementado desde 2003.

Durante la Vigésima Segunda Sesión del Comité de Fauna
de la CITES –Convención sobre el Comercio Internacional
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres– ce-
lebrada en Perú en julio pasado, la propuesta de Islandia de
incluir la población central de ballenas rorcuales del Atlán-
tico norte en la revisión periódica fue aceptada. No obstan-
te, el Ministerio de Pesca de Islandia ha establecido sus
propios límites de captura, sin esperar el resultado de esta
revisión.

De manera similar, Islandia ha establecido sus cuotas utili-
zando criterios que no se han presentado o revisado y apro-
bado por el Comité Científico de la Comisión Ballenera In-
ternacional (CBI). Nos preocupa profundamente que el
gobierno de Islandia se asigne a sí mismo una cuota que no
ha sido aprobada conforme a las disposiciones internacio-
nales aplicables, aun antes de que los posibles efectos so-
bre las poblaciones de ballenas hayan sido evaluados pro-
piamente y revisados por especialistas de los organismos
reconocidos como competentes en el manejo de recursos
balleneros.

Deseamos resaltar los significativos beneficios económi-
cos y sociales que resultan de la creciente industria de ob-
servación de ballenas de Islandia, y expresar que la deci-
sión de iniciar la caza comercial de ballenas puede debilitar
seriamente estos beneficios. Somos de la opinión que la de-
cisión de iniciar la caza comercial envía una mala señal con
relación a la creciente industria de observación de ballenas
de Islandia.

Hacemos un llamado a Islandia a respetar la moratoria y
detener sus operaciones balleneras comerciales. Considera-

mos que las cuotas para la caza comercial de ballenas de-
terminadas y hechas efectivas en ausencia de cualquier sis-
tema acordado de manejo debilita el funcionamiento apro-
piado de la CBI.

Reiteramos la oposición de nuestros países por esta opera-
ción y urgimos al gobierno de Islandia a reconsiderar su
posición y revertir esta decisión no necesaria, así como
abandonar sus operaciones actuales. Nos permitimos re-
cordar a Islandia que 19 países (Argentina, Australia, Bra-
sil, Chile, Finlandia, Francia, Alemania, Italia, México,
Mónaco, Países Bajos, Nueva Zelandia, Perú, Portugal,
San Marino, España, Suecia, Reino Unido de la Gran Bre-
taña e Irlanda del Norte y Estados Unidos de América) re-
gistraron una objeción formal ante el gobierno de Estados
Unidos (en su carácter de depositario del instrumento de
adhesión de la Convención Internacional para la Regula-
ción de la Caza de Ballenas) a la reserva de Islandia sobre
caza comercial de ballenas cuando reingresó a la CBI en
2002.

1 de noviembre de 2006

Documento de posición
Traducción de cortesía

Secretaría de Relaciones Exteriores

Gestión conjunta de Argentina, Australia, Austria, Bél-
gica, Brasil, Chile, República Checa, Finlandia, Fran-
cia, Alemania, Hungría, Irlanda, Italia, Luxemburgo,
México, Mónaco, Países Bajos, Nueva Zelandia, Perú,
Portugal, San Marino, Eslovenia, España, Suecia, Sui-
za, Reino Unido y Estados Unidos

Nosotros, los gobiernos de Argentina, Australia, Austria,
Bélgica, Brasil, Chile, la República Checa, Finlandia,
Francia, Alemania, Hungría, Irlanda, Italia, Luxemburgo,
México, Mónaco, Países Bajos, Nueva Zelandia, Perú, Por-
tugal, San Marino, Eslovenia, España, Suecia, Suiza, el
Reino Unido y Estados Unidos, presentamos nuestros res-
petos al gobierno de Japón y deseamos expresar nuestras
serias preocupaciones sobre la flota ballenera japonesa que
zarpará el 15 de noviembre hacia aguas de la Antártica, con
el fin de realizar una temporada adicional de caza científi-
ca letal de ballenas como parte de la implementación del
segundo Programa Japonés de Investigación Ballenera ba-
jo Permisos Especiales en la Antártica (Jarpa II, por sus si-
glas en inglés).
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Estamos profundamente preocupados por los planes del
gobierno de Japón de cazar hasta 935 ballenas minke de la
Antártica y 10 ballenas rorcuales este año. Si bien toma-
mos nota de la posición de Japón de que sus programas Jar-
pa de caza científica no son inconsistentes con la Conven-
ción Internacional para la Regulación de la Caza de
Ballenas, enfatizamos que es innecesario el uso de métodos
letales para obtener información científica y que los datos
apropiados con propósitos de manejo pueden ser obtenidos
usando técnicas no letales. Consideramos que la caza cien-
tífica de Japón debilita los esfuerzos internacionales para
conservar y proteger a las ballenas. Por tal motivo, la Co-
misión Ballenera Internacional (CBI) ha adoptado conti-
nuamente resoluciones urgiendo a Japón a abstenerse de la
caza científica letal.

Nos alarma también que a partir del próximo año el Jarpa
II incluirá 50 ballenas rorcuales y 50 jorobadas. Deseamos
recordar al gobierno de Japón que las ballenas rorcuales y
jorobadas continúan clasificadas como “en peligro” y “vul-
nerables”, respectivamente, en la Lista Roja de Especies
Amenazadas de la Unión Internacional para la Conserva-
ción de la Naturaleza. En consecuencia, reiteramos nuestra
profunda preocupación de que el Jarpa II afectará a largo
plazo la viabilidad de estas especies en las áreas IV, V y VI
del Océano Austral.

Adicionalmente, se estima que de un tercio a la mitad de
las ballenas jorobadas que serán capturadas por el Jarpa II
de 2007/2008 en adelante son conocidas por los investiga-
dores en las costas este y oeste de Australia, Nueva Zelan-
dia, Nueva Caledonia y Tonga y han sido catalogadas en
fotografías como parte de los programas de investigación
científica no letal existentes. Estamos seriamente preocu-
pados de que estos programas de investigación científica
no letal sean afectados por el Jarpa II. Además, algunas de
las ballenas jorobadas que serán perseguidas por el Jarpa II
en sus áreas veraniegas de alimentación pertenecerán pro-
bablemente a poblaciones pequeñas y vulnerables que pa-
san el invierno en el Pacífico sur, incluyendo algunas que
continúan críticamente en peligro.

Reiteramos la fuerte oposición de nuestros países a la caza
ballenera científica letal. Reconocemos y alabamos la pre-
ocupación ambiental del gobierno de Japón en muchas
otras áreas y de manera decidida urgimos a Japón a cesar
inmediatamente toda su investigación científica letal de ba-
llenas bajo el Jarpa II.

18 de diciembre de 2006.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su
conocimiento. 

ESTADO DE VERACRUZ

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número D.G.P.L.60-II-6-632, suscrito
el 8 de febrero del año en curso por los diputados Jorge Zer-
meño Infante y Lilia Guadalupe Merodio Reza, Presidente y
Secretaria, respectivamente, de la Mesa Directiva de ese ór-
gano legislativo, con el presente les acompaño, para los fi-
nes procedentes, copia del similar número CGPC/ 573
/2007, signado el 16 del actual por la licenciada Laura Gur-
za Jaidar, coordinadora general de Protección Civil, así co-
mo dos anexos que contienen el número y el costo de las
declaratorias de emergencia y de desastre de 2006, me-
diante los cuales da respuesta al punto de acuerdo por el
que se solicita al titular del Poder Ejecutivo federal emitir
la declaratoria de desastre natural en virtud de los daños
provocados por los frentes fríos recientes en los municipios
del estado de Veracruz; y a modificar las reglas o linea-
mientos para la emisión de las declaratorias de emergencia.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Licenciado Armando Salinas Torre subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

En atención a su oficio número SEL/300/558/07, del 9 de
febrero anterior, con el que remitió para su atención copia
del oficio número D.G.P.L.60-II-6-632, del 8 del propio
mes, mediante el que el Presidente y la Secretaria de la Me-



sa Directiva de la LX Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión transcriben los puntos de
acuerdo aprobados en sesión de la misma fecha, y median-
te los cuales solicitan “al titular del Poder Ejecutivo que se
emita la declaratoria de desastre natural para los efectos de
las Reglas de Operación del Fondo de Desastres Naturales,
vigentes en virtud de los daños provocados por los frentes
fríos recientes en los municipios del estado de Veracruz” y
“la Cámara de Diputados se pronuncia porque se modifi-
quen las reglas o lineamientos para la emisión de las de-
claratorias de emergencia para efectos de las Reglas de
Operación del Fondo de Desastres Naturales emitidas por
la Secretaría de Gobernación”.

Sobre el particular, he de agradecer a usted que sea el ama-
ble conducto, de considerarlo adecuado y oportuno, para
informar a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados lo
siguiente:

Respecto al primer punto de acuerdo, resulta conveniente
considerar las disposiciones legales aplicables que, en sen-
tido estricto, impiden atender favorablemente la solicitud
formulada por la Cámara de Diputados. En efecto, en los
términos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, artículo 73, fracción XXIX-I, la materia de
protección civil es una facultad concurrente de los tres ór-
denes de gobierno: federación, estados y municipios. Por
ello, el artículo 14 de la Ley General de Protección Civil
(LGPC) establece con toda precisión que “la primera ins-
tancia de actuación especializada corresponde a la autori-
dad municipal o delegacional que conozca de la situación
de emergencia. En caso de que ésta supere su capacidad de
respuesta, acudirá a la instancia estatal correspondiente, en
los términos de la legislación aplicable. Si ésta resulta in-
suficiente, se procederá a informar a las instancias federa-
les correspondientes, que actuarán de acuerdo con los
programas establecidos al efecto, en los términos de esta
ley y de las demás disposiciones jurídicas aplicables”.

Por otra parte, el artículo 15 de la LGPC señala: “Es res-
ponsabilidad de los gobernadores de los estados, del je-
fe de Gobierno del Distrito Federal y de los presidentes
municipales la integración y el funcionamiento de los
sistemas de protección civil de las entidades federativas
y de los municipios, respectivamente, conforme a lo que
establezca la legislación local en la materia”.

De la lectura de los dispositivos legales antes transcritos se
desprende con toda claridad que la intervención de las au-
toridades federales en materia de protección civil es de co-

adyuvancia y de complementación de los esfuerzos y res-
ponsabilidades de las autoridades locales.

Por ello, el artículo 29 de la LGPC, estatuye: “Cuando la
capacidad operativa y financiera de las entidades federati-
vas para la atención de un desastre haya sido superada, és-
tas podrán solicitar el apoyo del gobierno federal para tales
efectos”. Corresponde a la federación “destinar recursos
del Fondo de Desastres autorizado para la atención de
emergencias y desastres, en la realización de acciones pre-
ventivas, ante circunstancias que valorarán los órganos ad-
ministrativos correspondientes que se deriven de lo dis-
puesto en el primer párrafo del artículo 32 de este
ordenamiento” (artículo 30, fracción III, de la LGPC), pe-
ro ello tomando en cuenta lo establecido en “el Presupues-
to de Egresos de la Federación, así como las disposiciones
administrativas en la materia (las que) regularán los me-
dios, formalidades y demás requisitos para acceder y hacer
uso de los recursos financieros tendientes a la prevención y
atención de desastres, atendiendo al principio de inmedia-
tez”.

La facultad para requerir la emisión de una declaratoria de
desastre corresponde a “los gobiernos de las entidades fe-
derativas cuando la atención de los daños causados por el
desastre rebase su capacidad operativa y financiera” (artí-
culo 35, fracción I de la LGPC), determinándose incluso
que “las disposiciones administrativas establecerán los
procedimientos y demás requisitos para la emisión de las
declaratorias de emergencia y de desastre” (artículo 35 de
la LGPC). Tales razones nos impiden jurídicamente aten-
der de manera favorable la solicitud formulada por la Cá-
mara de Diputados.

Por otra parte, en los considerandos de los puntos de acuer-
do de que se trata se fundamenta la solicitud en el hecho de
que se presentaron en el estado de Veracruz dos frentes frí-
os, los números 30 y 31, que afectaron a la población de di-
versos municipios de la entidad, “generando un drástico
descenso de temperatura, nublados y lluvias muy fuertes en
el noreste, oriente y sureste del país”.

Sin embargo, en los términos de las disposiciones adminis-
trativas aplicables en la materia a las que se refieren los ar-
tículos antes transcritos de la LGPC, es decir, el acuerdo
por el que se emiten las Reglas de Operación del Fondo de
Desastres Naturales, publicado en el Diario Oficial de la
Federación de 19 de septiembre de 2006, se determina que
no es facultad de esta Coordinación General de Protección
Civil decidir motu proprio si es procedente o no emitir una
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declaratoria de desastre, pues en el caso de fenómenos hi-
drometeorológicos, el dictamen técnico para decidir final-
mente si se trata desastre que amerite la emisión de una de-
claratoria, corresponde a la Comisión Nacional del Agua
(Conagua).

En efecto, el artículo 3, fracción XXII, del acuerdo en cita
señala que se entenderá por instancias técnicas facultadas
los “entes facultados para corroborar la ocurrencia de
un desastre natural en una fecha y lugar determinado,
siendo éstos la Comisión Nacional Forestal, para el caso de
incendios forestales; la Conagua, para el caso de los fe-
nómenos hidrometeorológicos; y el Cenapred, para el ca-
so de los fenómenos geológicos”.

Dicho dispositivo responde a cuestiones de orden técnico y
funcional, pues cada una de las instancias señaladas es la
que de acuerdo con la normatividad en vigor tiene las atri-
bución correspondientes en sus respectiva materia y, sin lu-
gar a dudas, la instancia capacitada técnicamente para de-
terminar si un fenómeno meteorológico (en el caso de que
se trata una helada) es o no atípica, es Conagua, la que
cuenta con los recursos tecnológicos suficientes para acre-
ditar los extremos de un desastre de esta naturaleza y fue
ella precisamente la que determinó en su oportunidad que
no era procedente emitir la declaratoria de desastre solici-
tada por el gobierno del estado de Veracruz, toda vez que
no se consideró que el fenómeno por el que se requirió fue-
ra atípico.

Para llegar a la consideración anterior, de manera expresa
Conagua precisó: “La ocurrencia del fenómeno meteoroló-
gico denominado ‘frente frío’ está relacionada con la cir-
culación general de la atmósfera y es una condición nor-
mal durante el periodo de invierno. En nuestro país estas
condiciones se presentan dependiendo de las característi-
cas propias de la circulación atmosférica de 4 a 6 mensual-
mente, por lo que en los lineamientos para emitir las de-
claratorias de emergencia y la utilización del fondo
revolvente no se considera como un fenómeno pertur-
bador”; y agrega: “Las condiciones que se presentaron
al paso del frente frío número 30 no rebasaron los um-
brales de los parámetros por temperatura mínima por
debajo de 0° Celsius (helada atípica) y velocidad de
viento. Las magnitudes que fueron registradas en las es-
taciones climatológicas convencionales y automáticas
representativas de los municipios en estudio están den-
tro de los rangos de la oscilación que se considera como
climáticamente normal”. Es decir, no se trata de una opi-
nión subjetiva sino, por el contrario, es una opinión técni-

ca con el suficiente sustento científico y tecnológico que
permite determinar con toda precisión si una situación pue-
de ser considerada atípica o, por el contrario, normal como
lo fue el caso que nos ocupa.

En consecuencia, se considera que si un fenómeno meteo-
rológico está dentro de los parámetros de la normalidad,
para una zona determinada, es un fenómeno previsible, y si
se trata de fenómenos previsibles, se trata de una situación
programable y, por ende, debe ser atendida de acuerdo con
los programas sociales ordinarios de atención a la pobla-
ción y en consecuencia las entidades federativas tienen la
obligación de prever las acciones correspondientes dentro
de sus presupuestos regulares, o en su caso, de acuerdo con
su propia Ley de Protección Civil, crear los programas es-
peciales y en su caso programas emergentes para atender
este tipo de situaciones que cíclicamente se presentan en
las entidades federativas y que, en consecuencia, año con
año se presentan las mismas afectaciones.

Por ello es imprescindible trabajar en mecanismos que ase-
guren la inversión estatal adecuada para atender a su po-
blación, pues se trata de una obligación legal de las autori-
dades estatales y municipales. Igualmente, es necesario
trabajar con mecanismos que permitan validar cómo y
cuándo se ve rebasada la capacidad financiera para hacer
frente a las emergencias, pues en la práctica desde el prin-
cipio hasta el fin de un ejercicio fiscal, algunas entidades
federativas solicitan constantemente la emisión de declara-
torias de emergencia y aseguran verse rebasadas en su ca-
pacidad, sin que acrediten de manera fehaciente esta cir-
cunstancia.

Por último, respecto al segundo punto de acuerdo, con el
que la Cámara de Diputados solicita que “se modifiquen
las reglas o lineamientos para la emisión de las declarato-
rias de emergencia para efectos de las reglas de operación
del Fondo de Desastres Naturales”, me permito hacer del
conocimiento de ese órgano colegiado que éstas han veni-
do siendo transformadas para establecer un marco jurídico-
operativo que permita actuar con la mayor oportunidad,
eficacia y eficiencia para atender los estragos que ocasio-
nan los fenómenos perturbadores, así como para actuar con
la mayor transparencia, evitando con ello que las decisio-
nes de la autoridad encargada de su aplicación y en conse-
cuencia de la entrega de los recursos, sea discrecional.

Por ello se han fijado reglas claras y aplicables a todas las
instancias involucradas, tanto entidades federativas, como
dependencias de la administración pública federal. Así,



desde las primeras Reglas de Operación del Fondo de De-
sastres Naturales, publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 31 de marzo de 1999, éstas han sido modifica-
das en varias ocasiones, en febrero y noviembre de 2000,
marzo de 2001, marzo de 2002, mayo de 2003, octubre de
2004, y las actualmente en vigor, publicadas en septiembre
de 2006, esto es, no han permanecido estáticas sino que,
por el contrario, se han venido transformando de acuerdo
con las experiencias en su aplicación, y en beneficio de los
intereses de la población afectada por las emergencias y los
desastres, pues a través de los años los plazos para la en-
trega de los recursos y de los bienes tanto a la población,
en el caso de las declaratorias de emergencia, como a las
entidades federativas y a las dependencias federales en el
caso de las declaratorias de desastre, se han reducido drás-
ticamente.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para reiterar
a usted las seguridades de mi consideración y afecto.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 16 de marzo de 2007.— Licenciada Laura Gurza Jaidar
(rúbrica), coordinadora general de Protección Civil.»
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La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su co-
nocimiento. 

RODOLFO RINCON TARACENA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número D.G.P.L.60-II-6-779, signado
el 6 del actual por los diputados Jorge Zermeño Infante y Jo-
sé Gildardo Guerrero Torres, Presidente y Secretario, res-
pectivamente, de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, con el presente les acompaño, para los fines procedentes,
copia de los similares números SDHAVSC/FADP/0270/-
2007 y SDHAVSC/FEADP/DGPP/180/2007, suscritos el 22
y 21 del citado mes por el doctor Octavio Alberto Orellano
Wiarco, fiscal especial para la Atención de Delitos Come-
tidos contra Periodistas; y el licenciado Marco Antonio
García Hernández, jefe de departamento encargado de la
Coordinación de las Averiguaciones Previas en las Delega-
ciones de la citada fiscalía, mediante los cuales dan res-
puesta al punto de acuerdo relativo a la desaparición del
periodista Rodolfo Rincón Taracena, ocurrida el 20 de ene-
ro último.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Procuraduría General de la República.

Licenciado Armando Salinas Torre, subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Distinguido licenciado Salinas Torre:

En alcance al similar número SDHAVSC / FEADP / DGPP
/ 180 / 2007, de fecha 21 de marzo del presente año, sirva
el presente para hacer de su conocimiento lo siguiente:

Que mediante el oficio número 51/2007, de fecha 20 de
marzo de 2007, suscrito por el licenciado Jorge Martínez
Vargas, agente del Ministerio Público de la Federación ads-
crito a la delegación de la Procuraduría General de la Re-
pública en Tabasco, encargado de conocer delitos cometi-
dos contra periodistas, respecto a la averiguación previa
número PGR/TAB/VHSA-IV/245/D/2007, iniciada por el
delito de privación ilegal de la libertad, en agravio del se-
ñor Rodolfo Rincón Taracena, quien en lo conducente no-
tificó lo siguiente:

... Consecuentemente, se considera que no es proceden-
te la atracción de las investigaciones que se practican en
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Ta-
basco, dado que hasta el momento no se encuentra
acreditada la conexidad de algún delito del orden co-
mún con el federal, tal como establecen los acuerdos
número A/136/05 y A/031/06, emitidos por el procu-
rador general de la República, en sus puntos séptimo
y quinto, respectivamente; y, en tal sentido, se estima
que no se colman los extremos que señala el artículo
475 del Código Federal de Procedimientos Penales...

No obstante lo anterior, y como se informó en el oficio a
que se da alcance, esa representación social de la federa-
ción inició la averiguación previa número PGR/TAB/
VHSA-IV/245/D/2007, independiente de la de la Procura-
duría General de Justicia del Tabasco, a efecto de estable-
cer si existe competencia federal en los hechos.

Sin otro particular, le reitero las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 22 de marzo de 2007.— Doctor Octavio Alberto Ore-
llano Wiarco (rúbrica), fiscal especial para la Atención de Delitos Co-
metidos contra Periodistas.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Procuraduría General de la República.

Licenciado Armando Salinas Torre, subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Distinguido licenciado Salinas Torre:



Sirva el presente para hacer de su conocimiento que me-
diante el oficio número PGR/ST/0465/2007, de fecha 15 de
marzo de 2007, suscrito por el licenciado Jorge Leonel
Sánchez Ruiz, secretario técnico del procurador general de
la República, se remitió el oficio número SEL/300/1089/
07, de fecha 9 de marzo del presente año, suscrito por us-
ted, así como copia del acuerdo de fecha 6 de marzo de
2007, celebrado en el Palacio Legislativo en la Cámara de
Diputados, en cuyo punto cuarto se acordó lo siguiente:
“Se exhorta a la Fiscalía Especial para la Atención de De-
litos Cometidos contra Periodistas, adscrita a la PGR, para
que atraiga el caso y le dé el debido seguimiento”; esto, con
relación a la desaparición del periodista Rodolfo Rincón
Taracena, reportero del diario Tabasco Hoy, desaparecido
el 20 de enero de 2007.

Atendiendo a lo expuesto, con fecha 14 de marzo de 2007
y mediante el oficio número SDHAVSC / FEADP / DGPP
/ 163 / 2007, se solicitó al licenciado Jorge Martínez Var-
gas, agente del Ministerio Público de la Federación adscri-
to a la delegación de la Procuraduría General de la Repú-
blica en Tabasco, encargado de conocer sobre delitos
cometidos contra periodistas, informar a esta fiscalía espe-
cial sobre los avances de dicha acta y que, previo estudio
de las diligencias practicadas, se valorara la procedencia de
la atracción de las investigaciones.

Asimismo, no omito hacer de su conocimiento que dicho
servidor público, el 20 de marzo del presente año, informó
que con fecha 12 de marzo de 2007 el acta circunstanciada
número PGR/TAB/VHSA-IV/10/D/2007 fue elevada a la
categoría de averiguación previa, correspondiéndole el
número AP/PGR/TAB/VHSA-IV/245/D/2007.

Sin otro particular, le reitero las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 21 de marzo de 2007.— Licenciado Marco Antonio
García Hernández (rúbrica), jefe de departamento encargado de la Co-
ordinación de las Averiguaciones Previas en las Delegaciones de la
Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Cometidos contra Perio-
distas.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su co-
nocimiento. 

ESTADOS DE GUERRERO, OAXACA Y CHIAPAS

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número DGPL.60-II-6-719 signado el
día 27 febrero último por los CC. diputados Jorge Zerme-
ño Infante y María Eugenia Jiménez Valenzuela, Presiden-
te y Secretaria, respectivamente, de la Mesa Directiva de
ese órgano legislativo, con el presente les acompaño para
los fines procedentes, copia del similar número 112.1.- 202
suscrito el 29 del mes en curso por la ciudadana Micaela
Aguilar González, directora general adjunta de Concerta-
ción de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, así como el anexo que en él
se cita, mediante los cuales da respuesta al punto de acuer-
do por el que se exhorta a esa dependencia a informar so-
bre el calendario de ejecución, el ejercicio y la distribución
de los recursos asignados a los estados de Guerrero, Oaxa-
ca y Chiapas.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 30 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Armando Salinas Torre, subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

En atención a su oficio número SEL/300/998/07, del 28 de
febrero de 2007, a través del cual nos comunica el

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal y a la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación para que den fiel cumplimiento a
la disposición por la cual la Cámara de Diputados apro-
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bó, de manera extraordinaria, seiscientos millones de
pesos para el desarrollo regional en los estados de Gue-
rrero, Oaxaca y Chiapas. Asimismo, se solicita atenta-
mente a la Sagarpa que informe a esta soberanía, en un
plazo de 30 días naturales, sobre el calendario de ejecu-
ción, el ejercicio y la distribución de los recursos asig-
nados a los estados de Guerrero, Oaxaca y Chiapas.

Al respecto, anexa al presente encontrará fotocopia del ofi-
cio número 510.-1189, del 23 de marzo de 2007, elaborado
por la Dirección General de Eficiencia Financiera y Rendi-
ción de Cuentas de la Oficialía Mayor, para los fines que
estime procedentes.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Micaela Aguilar González, di-
rectora general adjunta.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Ciudadana Micaela Aguilar González, directora general
adjunta de Concertación de la Coordinación General de Po-
lítica Sectorial.— Presente.

Me refiero a su oficio número 112.1.-140, de fecha 13 de
marzo del presente año, mediante el cual remite a esta ofi-
cialía mayor una copia del oficio número SEL/300/998/07,
del 28 de febrero de 2007, firmado por el licenciado Ar-
mando Salinas Torre, subsecretario de Enlace Legislativo
de la Segob, con el que remite el “punto de acuerdo apro-
bado en el Pleno de la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión” que se transcribe a continuación:

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal y a
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación para que den fiel cum-
plimiento a la disposición por la cual la Cámara de
Diputados aprobó, de manera extraordinaria, seis-
cientos millones de pesos para el desarrollo regional
en los estados de Guerrero, Oaxaca y Chiapas. Asi-
mismo, se solicita atentamente a la Sagarpa a que in-
forme a esta soberanía, en un plazo de 30 días natu-
rales, sobre el calendario de ejecución, el ejercicio y

la distribución de los recursos asignados a los estados
de Guerrero, Oaxaca y Chiapas.

Al respecto, le adjunto copia simple proveniente de la in-
formación proporcionada por la Dirección General de Ser-
vicios Profesionales para el Desarrollo Rural de esa subse-
cretaría, a fin de dar respuesta a su solicitud.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

México, DF, a 23 de marzo de 2007.— Licenciado Carlos Gutiérrez
Jaime (rúbrica), director general de Eficiencia Financiera y Rendición
de Cuentas.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Carlos Gutiérrez Jaime, director general de Efi-
ciencia Financiera y Rendición de Cuentas.— Presente.

Hago referencia a su oficio número 510.- 1005, del 15 de
marzo pasado, relacionado con la solicitud de información
sobre el calendario de ejecución, el ejercicio y la distribu-
ción de los recursos asignados a las estados de Guerrero,
Oaxaca y Chiapas en el marco del Programa Especial para
la Seguridad Alimentaria, a fin de dar respuesta al punto de
acuerdo aprobado en el Pleno de la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión el 1 de febrero pasado.

Al respecto, anexa al presente se remite la información
proporcionada al efecto por la Dirección General de Servi-
cios Profesionales para el Desarrollo Rural.

Sin otro particular, reitero a usted la seguridad de mi aten-
ta y distinguida consideración.

Atentamente

México, DF, a 22 de marzo de 2007.— Miguel Delgado Torrecillas (rú-
brica), coordinador administrativo.»

«De acuerdo con la fe de erratas del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2007 pu-
blicada el 17 de enero del presente año por la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, el Programa Especial de Se-
guridad Alimentaria (PESA) para los estados del sur (Gue-
rrero, Oaxaca y Chiapas) cuenta con un presupuesto de



561.8 millones de pesos, recursos que serán ejercidos bajo
la normatividad del Programa de Desarrollo Rural de la
Alianza para el Campo.

Sobre este monto modificado, que dividido en partes igua-
les corresponde a 187.27 millones de pesos para cada uno
de los tres estados, se solicitó a los gobiernos estatales co-
rrespondientes que presentaran propuestas de acciones co-
mo las siguientes:

• Desarrollo de programas de trabajo y supervisión de
agencias de desarrollo rural (ADR) bajo la metodología
del Programa Especial de Seguridad Alimentaria (PE-
SA-FAO).

• Proyectos. de inversión, asistencia técnica y consoli-
dación organizativa que tengan impacto estructural en el
territorio y surjan preferentemente del trabajo de pro-
moción de las ADR-PESA, del Programa Integral de
Agricultura Sostenible y Reconversión Productiva en
Zonas de Siniestralidad Recurrente (PIASRE), del Pro-
grama de Asistencia Técnica al Microfinanciamiento
Rural (Patmir) y del Programa de Microcuencas, entre
otros.

De conformidad con las propuestas recibidas a la fecha de
los estados de referencia en torno a programas de trabajo y
supervisión de ADR bajo la metodología PESA-FAO, está
en proceso una transferencia de recursos por 250.11 millo-
nes de pesos para la operación de 35 agencias de desarro-
llo rural y acciones y proyectos derivados: 68.78 millones
de pesos para Chiapas, 74.27 para Guerrero y 107.06 para
Oaxaca. Adicionalmente, se aplicarán 20 millones de pesos
de ejecución nacional para asesoría al microfinanciamien-
to rural en las tres entidades federativas. Todos estos apo-
yos han sido acordados con las secretarías de Desarrollo
Rural de los gobiernos estatales y la ampliación presupues-
tal correspondiente se formalizará mediante addendum al
anexo técnico 2007 del Programa de Desarrollo Rural.

Por lo que se refiere a la aplicación de los 291.67 millones
de pesos restantes, se está en espera de las propuestas por
parte de los tres estados, de proyectos en regiones de alta y
muy alta marginalidad que tengan impacto regional y ge-
neren cambios estructurales, preferentemente derivados del
trabajo de las ADR del PESA, o de los programas que bus-
can impactos estructurales para el desarrollo de dichas re-
giones, como son PIASRE, Patmir y Microcuencas. De la
misma manera que las anteriores, las nuevas propuestas

que presenten los estados para el ejercicio de los recursos
restantes serán analizadas por la Subsecretaría de Desarro-
llo Rural y consensuadas con los gobiernos de los estados,
antes de formalizar los recursos requeridos en addendum
del anexo técnico del Programa de Desarrollo Rural.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su co-
nocimiento. 

ESTADO DE JALISCO

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número D.G.P.L. 60-II-6-669, signa-
do el 15 de febrero del año en curso por los diputados Jor-
ge Zermeño Infante y Eduardo Sergio de la Torre Jarami-
llo, Presidente y Secretario, respectivamente, de la Mesa
Directiva de ese órgano legislativo, con el presente les
acompaño, para los fines procedentes, copia del similar nú-
mero BOO.00.04.08.- 094, suscrito el 13 del actual por la
MCC Heidi Storsberg Montes, coordinadora general de
Atención Institucional, Comunicación y Cultura del Agua
de la Comisión Nacional del Agua, así como el anexo que
en él se cita, mediante los cuales da respuesta al punto de
acuerdo por el que se solicita a ese organismo asignar re-
cursos suficientes para sanear la laguna de Cajititlán, del
municipio de Tlajomulco de Zúñiga, Jalisco.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 22 de marzo de 2007.— Armando Salinas Torre (rúbri-
ca), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Licenciado Armando Salinas Torre, subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.
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Hago referencia al punto de acuerdo aprobado por la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión el 15 de fe-
brero de 2007, relacionado con el saneamiento de la lagu-
na de Cajititlán, municipio de Tlajomulco de Zúñiga,
Jalisco.

Al respecto, me permito enviar a usted el memorando nú-
mero BOO.03.2.03.-032, de fecha 12 de marzo de 2007,
elaborado por la Subdirección General de Agua Potable,
Drenaje y Saneamiento de la Conagua, por el cual se in-
forma de las acciones que la Comisión Estatal de Agua y
Saneamiento (CEAS) tiene programadas para sanear dicho
cuerpo de agua y de los recursos que se requieren para su
ejecución.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de marzo de 2007.— MCC Heidi Storsberg Montes
(rúbrica), coordinadora general de Atención Institucional, Comunica-
ción y Cultura del Agua.»

«Comisión Nacional del Agua.

MCC Heidi Storsberg Montes, coordinadora general de
Atención Institucional Comunicación y Cultura del
Agua.— Presente.

Me refiero a su similar número BOO.00.04.08.180, del 21
de febrero del año en curso, con el cual entregó el punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión con referencia al saneamiento de la laguna
de Cajititlán, municipio de Tlajomulco de Zúñiga, Jalisco;
y en específico a la solicitud de preparar un informe para
dar la debida atención.

Al respecto, le informo que la CEAS de Jalisco presentó
una propuesta de inversión para obras de agua potable, al-
cantarillado y saneamiento por mil 118.570 millones de pe-
sos (mdp), financiando parcialmente la federación con
533.160 mdp. Entre las acciones se tiene considerada la
construcción de colectores en Tlajomulco de Zúñiga, por
un importe de 73.070 mdp, de los cuales 36.535 corres-
ponderían a recursos federales. Asimismo, se programan el
diseño y la construcción de la planta de tratamiento de
aguas residuales de la cabecera municipal por 38.400 mdp,
siendo recursos federales 19.200 mdp.

Sin embargo, los requerimientos son superiores a la dispo-
sición de recursos federales, por lo cual está entre las ac-
ciones prioritarias que realice la CEAS atender el punto de
acuerdo referido.

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para extender-
le un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 12 de marzo de 2007.—Ingeniero Milton Henestrosa
Zárate (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Remítase a las comisiones correspondientes, para su
conocimiento. 

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 
27 CONSTITUCIONAL - CODIGO PENAL

FEDERAL - CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Juan Bueno Tenorio, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó soli-
citud de excitativa en relación con la minuta proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 13
Bis, 14 Bis, 14 Ter y 15 de la Ley Reglamentaria del Artí-
culo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo; 253 y 368
Quáter del Código Penal Federal; y 194 del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales, remitida a esa colegislado-
ra el 16 de marzo de 2006.

La Presidenta dispuso que dicha solicitud se remitiera a la
Cámara de Diputados, misma que se anexa.

Atentamente

México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), Vicepresidente.»



«Juan Bueno Torio, miembro del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LX Legislatura de la Cáma-
ra de Senadores, respetuosamente solicita que, en uso y
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 66, inciso c),
67, inciso g), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 21,
fracción XVI, y demás relativos del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, solicito respetuo-
samente que, en pleno uso de sus facultades, formule exci-
tativa a las Comisiones Unidas de Energía, y de Justicia y
Derechos Humanos de la honorable Cámara de Diputados
para que, de conformidad con el artículo 45, apartado 6, in-
ciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, dictamine acerca del proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 13
Bis, 14 Bis, 14 Ter y 15 de la Ley Reglamentaria del Artí-
culo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo; 253 y 368
Quáter del Código Penal Federal; y 194 del Código Fede-
ral de Procedimientos Penales, en razón de los siguientes

Antecedentes

I. En sesión ordinaria celebrada por la Cámara de Senado-
res el 25 de abril de 2005, los senadores Orlando Alberto
Paredes Lara, César Camacho Quiroz y Miguel Sadot Sán-
chez Carreño, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentaron una iniciativa de adicio-
nes y reforma de diversos artículos de la Ley Reglamentaria
del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo y
del Código Penal Federal en materia de gasolina y otros
combustibles líquidos producto de la refinación del petró-
leo.

II. Subsiguientemente, en sesión ordinaria celebrada por el
Senado de la República el 14 de febrero de 2006, la sena-
dora Lydia Madero García y el senador Alejandro Gutié-
rrez Gutiérrez, pertenecientes a los grupos parlamentarios
del Partido Acción Nacional y del Partido Revolucionario
Institucional, respectivamente, presentaron la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria del Artícu-
lo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, del Código
Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Pe-
nales.

III. En consecuencia, dicha iniciativa fue turnada a las Co-
misiones Unidas de Justicia; de Energía; de Estudios Le-
gislativos, Segunda; y de Estudios Legislativos, Primera,
que fue dictaminada en comisiones el 28 de febrero de

2006. Posteriormente, el 16 de marzo del mismo año el dic-
tamen fue aprobado en el Pleno y turnado a la Cámara de
Diputados para sus efectos constitucionales.

IV. El 22 de marzo de 2006 fue recibida en la Cámara de
Diputados la minuta proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 13 Bis, 14 Bis, 14 Ter y 15 de la Ley
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo
del Petróleo; 253 y 368 Quáter del Código Penal Federal;
y 194 del Código Federal de Procedimientos Penales. En
este mismo acto fue turnada a las Comisiones Unidas de
Energía y de Justicia y de Derechos Humanos para su dic-
tamen correspondiente, que no ha sido presentado, por lo
que me presento ante esta soberanía para expresar las si-
guientes

Consideraciones

Primero. Corresponde al Estado, mediante la aplicación
del derecho penal, la obligación de brindar protección a la
sociedad y sus instituciones por lo cual es un deber otorgar
certidumbre jurídica y, asimismo, fortalecer los instrumen-
tos normativos que permitan la intervención de las autori-
dades para el combate a la delincuencia latu sensu.

Segundo. Las iniciativas, que fueron dictaminadas y apro-
badas en el Pleno de la Cámara de Senadores, tienen el ob-
jeto de tipificar las conductas que hasta la fecha no se en-
cuentran dentro del marco jurídico penal, estableciendo
con ello penas relativas para los autores de éstas, aplicadas
con base en el grado de su responsabilidad, y las circuns-
tancias que originan consumar el acto u omisión, provo-
cando con ello un menoscabo tanto económico como social
y que van en consecuencia en perjuicio del Estado.

Tercero. Por ende, la finalidad es castigar prácticas ilega-
les ligadas fundamentalmente al robo, la adulteración y la
comercialización de combustibles, cuyas prácticas generan
pérdidas millonarias, que van en detrimento del patrimonio
de Petróleos Mexicanos, y generan y fortalecen redes de
delincuencia organizada.

Cuarto. El mercado negro se ha vinculado con algunos de
los establecimientos enfocados al consumidor final, adulte-
rando combustibles, actividad que genera a las organizacio-
nes del hampa grandes ganancias, por lo que dicha adultera-
ción con solventes ha permitido el acrecentamiento tanto
económico como funcional de las organizaciones delicti-
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vas; asimismo, ha lesionado notablemente el patrimonio
familiar, al afectar el funcionamiento de sus vehículos.

Quinto. La corrupción se ha expandido hasta involucrar a
funcionarios, quienes otorgan datos fehacientes sobre las
características particulares de la red de transportación del
país, y de los flujos de éstos, lo que ha generado el esta-
blecimiento de depósitos clandestinos, que ponen en riesgo
la integridad física de la gente. De igual manera, es gene-
rador de daños ecológicos irreversibles.

Sexto. Se pretende terminar inmediatamente con toda rela-
ción contractual que se tenga con el infractor y prohibir el
establecimiento de alguna otra en lo sucesivo.

Séptimo. Se pretende el aumento de una sanción mínima
de tres a seis años, en lo referente al internamiento en el te-
rritorio nacional de cualquier sustancia que sea utilizada de
manera ilícita, con el fin de alterar o modificar los com-
bustibles, así como la utilización ilegal de combustibles su-
jetos a un beneficio fiscal, así como restituir de forma in-
mediata a Pemex los combustibles que se hubieran
asegurado, y lo relacionado con alterar o reducir de mane-
ra lícita las propiedades o componentes de los combusti-
bles objeto de comercialización.

Por lo expuesto y habiéndose cumplido con exceso el pla-
zo que establece el artículo 87 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a usted, ciudadano Presidente de la Mesa
Directiva, atentamente solicito

Único. En los términos del artículo 21, fracción XVI, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, excite y envíe el pre-
sente documento a las Comisiones Unidas de Energía, y de
Justicia y Derechos Humanos de la honorable Cámara de
Diputados para que formulen el dictamen correspondiente
al proyecto de decreto mencionado.

Atentamente

Senador Juan Bueno Torio (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Energía y de Justi-
cia.

LEY DE LOS SISTEMAS DE AHORRO 
PARA EL RETIRO

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene la minuta proyecto de de-
creto que adiciona y reforma diversos artículos de la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro.

Atentamente

México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

QUE ADICIONA Y REFORMA DIVERSOS ARTÍCU-
LOS DE LA LEY DE LOS SISTEMAS DE AHORRO
PARA EL RETIRO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adicionan los artículos, 3 con
una fracción V bis; 5 con una fracción XII; 66 bis, y 74 pá-
rrafos octavo, noveno y décimo, pasando los actuales pá-
rrafos octavo, noveno y décimo a ser décimo primero, dé-
cimo segundo y décimo tercero; y se reforman los artículos
7, párrafos primero y tercero; 9, párrafo segundo; 37, pá-
rrafos segundo y cuarto; 74, párrafo séptimo; 76, párrafo
primero, y 79, párrafo noveno, todos de la Ley de los Sis-
temas de Ahorro para el Retiro, para quedar como sigue:

Artículo 3.- ...

I. a V. ...

V. bis. Rendimiento Neto, en singular o en plural, a los in-
dicadores que reflejan los rendimientos menos las comi-
siones, que hayan obtenido los trabajadores por la inver-
sión de sus recursos en las Sociedades de Inversión.



La Junta de Gobierno de la Comisión deberá autorizar la
metodología que se establezca para construir los indicado-
res de Rendimiento Neto, fijando en dicha metodología el
periodo para su cálculo;

VI. a XIV. ...

Artículo 5.- ...

I. a XI. ...

XII. Dictar reglas de carácter general para determinar la
forma en que las administradoras deberán remunerar a sus
agentes promotores, ya sea que éstos tengan una relación
laboral con la administradora, le presten sus servicios a tra-
vés de terceros, o sean independientes;

XIII. a XVI. ...

Artículo 7.- La Junta de Gobierno estará integrada por el
Secretario de Hacienda y Crédito Público, quien la presidi-
rá, el Presidente de la Comisión, dos vicepresidentes de la
misma y otros trece vocales.

...

...

...

Los cinco vocales restantes serán designados por el Secre-
tario de Hacienda y Crédito Público debiendo ser cuatro re-
presentantes de las organizaciones nacionales de trabajado-
res y uno de los correspondientes a los patrones, que
formen parte del Comité Consultivo y de Vigilancia y que
ostenten la mayor representatividad.

...

Artículo 9.- ...

Habrá quórum con la presencia de nueve de sus miembros.
Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los
presentes. El Presidente de la Junta de Gobierno dirigirá
los debates, dará cuenta de los asuntos y tendrá voto de ca-
lidad en los casos de empate.

...

Artículo 37.- ...

Para promover un mayor Rendimiento Neto a favor de los
trabajadores, las comisiones por administración de las cuen-
tas individuales sólo podrán cobrarse como un porcentaje
sobre el valor de los activos administrados. Las administra-
doras sólo podrán cobrar cuotas fijas por los servicios que se
señalen en el reglamento de esta ley, y en ningún caso por
la administración de las cuentas.

...

Cada administradora deberá cobrar la comisión sobre bases
uniformes, cobrando las mismas comisiones por servicios
similares prestados en sociedades de inversión del mismo
tipo, sin discriminar contra trabajador alguno, sin perjuicio
de los incentivos o bonificaciones que realicen a las sub-
cuentas de las cuentas individuales de los trabajadores por
su ahorro voluntario, o por utilizar sistemas informáticos
para realizar trámites relacionados con su cuenta individual
o recibir información de la misma.

...

...

...

...

...

...

...

...

Artículo 66 bis. La persona designada como director ge-
neral o su equivalente de una administradora o institución
que realice funciones similares, pública o privada, además
de cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, deberá
tener un perfil profesional y ético conforme a lo siguiente:

I. Ser residente en territorio mexicano, en términos de lo
dispuesto por el Código Fiscal de la Federación;

II. Haber prestado por lo menos cinco años sus servicios en
puestos de alto nivel decisorio, cuyo desempeño requiera
conocimiento y experiencia en materia financiera y admi-
nistrativa;

III. No estar realizando ni haber realizado en los últimos
dos años, funciones de regulación de entidades del sistema
financiero mexicano;
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IV. No haber sido inhabilitado para ejercer el comercio o
para desempeñar cargo o comisión en el servicio público o
en el sistema financiero mexicano, y no haber sido conde-
nado por delito que amerite privación de la libertad o en-
contrarse inhabilitado en los términos de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, y

V. No estar desempeñando o haber desempeñado en los úl-
timos dos años previos a su designación, cargo alguno de
cualquier índole en partidos o agrupaciones políticas, ni en
organizaciones de trabajadores o de patrones o cargos de
elección popular.

En el caso de las Administradoras o instituciones que rea-
licen funciones similares de naturaleza pública, el director
general o su equivalente, adicionalmente deberá ser ciuda-
dano mexicano.

Artículo 74.- ...

...

I. a IV... 
...
...
...
...

Los trabajadores tendrán derecho a traspasar su cuenta in-
dividual de una administradora a otra una vez transcurrido
un año, contado a partir de que el trabajador se registró o
de la última ocasión en que haya ejercitado su derecho al
traspaso. Podrá hacerlo antes del año, cuando traspase su
cuenta individual a una administradora cuyas sociedades
de inversión hubieren registrado un mayor Rendimiento
Neto, en el período de cálculo inmediato anterior. La Junta
de Gobierno determinará el mínimo de diferencia que debe
de haber entre los Rendimientos Netos observados para
que se pueda ejercer el derecho de traspaso de una admi-
nistradora a otra.

Los trabajadores que ejerzan su derecho de traspasar su
cuenta individual de una administradora a otra que haya re-
gistrado un Rendimiento Neto mayor, deberán permanecer
al menos doce meses en la última administradora elegida.

Sin perjuicio de lo anterior, la Junta de Gobierno de la Co-
misión, atendiendo a las circunstancias del mercado, la
competencia entre administradoras y otros factores que

permitan propiciar las mejores condiciones de competitivi-
dad en beneficio de los trabajadores, podrá establecer un
plazo menor al del año para que éstos ejerzan su derecho al
traspaso.

Asimismo, los trabajadores afiliados podrán traspasar su
cuenta individual cuando se modifique el régimen de in-
versión o de comisiones, o la administradora entre en esta-
do de disolución, o se fusione con otra administradora. En
el caso de fusión entre administradoras, el derecho de tras-
paso sólo corresponderá a los trabajadores afiliados que se
encuentren registrados en la administradora fusionada.

...

...

...

Artículo 76.- Las cuentas individuales de los trabajadores
que no hayan elegido administradora, serán asignados a las
administradoras que hayan registrado un mayor Rendi-
miento Neto, de conformidad con los criterios que para ta-
les efectos determine la Junta de Gobierno.

...

Artículo 79.- ...
...
...
...
...
...
...
...

En caso de fallecimiento del trabajador, tendrán derecho a
disponer de los recursos de sus subcuentas de ahorro vo-
luntario de la cuenta individual, las personas que el titular
de la cuenta haya designado para tal efecto y, a falta de és-
tas, las personas que señale la legislación aplicable en cada
caso.

...

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en
vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en el
párrafo segundo del artículo 37, párrafos séptimo y octavo
del artículo 74 y primer párrafo del artículo 76, que entra-



rán en vigor nueve meses después a la fecha de publicación
del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Las personas que a la entrada
en vigor del presente Decreto desempeñen el cargo de di-
rector general de una administradora deberán en un plazo
no mayor de treinta días hábiles manifestar por escrito no
encontrarse en el supuesto de la fracción V del artículo 66
bis.

ARTÍCULO TERCERO.- Los acuerdos, circulares, re-
glas de carácter general, acuerdos delegatorios y demás
disposiciones y actos administrativos de carácter general,
expedidos por la Comisión antes de la entrada en vigor del
presente Decreto, continuarán en vigor y conservarán ple-
na validez y eficacia jurídica, en lo que no se opongan al
presente Decreto.

ARTÍCULO CUARTO.- En términos del presente Decre-
to, el Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional del
Sistema de Ahorro para el Retiro, establecerá un programa
de difusión para la comprensión de los alcances en materia
de la simplificación de las comisiones, el énfasis en rendi-
miento neto, y el fomento de una cultura de ahorro para el
retiro.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 29 de marzo de 2007.— Senador Francisco Arroyo Vieyra  (rú-
brica),  Vicepresidente; Renán Cleominio Zoreda Novelo  (rúbrica),
Secretario.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.— México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

MONEDA CONMEMORATIVA DEL V CENTENARIO
DEL ENCUENTRO DE DOS MUNDOS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la honorable Cámara de Diputados.— Pre-
sentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes el expediente que contiene minuta proyecto de decre-
to que establece las características de la séptima moneda de
plata conmemorativa del quinto centenario del Encuentro
de Dos Mundos.

Atentamente

México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

QUE ESTABLECE LAS CARACTERÍSTICAS DE
LA SÉPTIMA MONEDA DE PLATA CONMEMORA-
TIVA DEL QUINTO CENTENARIO DEL ENCUEN-
TRO DE DOS MUNDOS.

ARTÍCULO ÚNICO. Se autoriza la emisión de una sép-
tima moneda de plata conmemorativa del Quinto Centena-
rio del Encuentro de Dos Mundos, de conformidad con lo
dispuesto por el inciso c) del artículo 2º de la Ley Moneta-
ria de los Estados Unidos Mexicanos, con las característi-
cas que a continuación se señalan:

a) Valor nominal: Cinco pesos.

b) Forma: Circular.

c) Diámetro: 40.0 (cuarenta milímetros).

d) Ley: 0.925 (novecientos veinticinco milésimos) de
plata.

e) Metal de liga: 0.075 (setenta y cinco milésimos) de
cobre.

f) Peso: 27.0 (veintisiete gramos).

g) Contenido: 24.975 g. (veinticuatro gramos novecien-
tos setenta y cinco miligramos) de plata pura.

h) Tolerancia en Ley: 0.005 (cinco milésimos) en más.

i) Tolerancia en Peso: Por unidad: 0.216 g. (doscientos
dieciséis miligramos); por un conjunto de mil piezas:
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6.831 g (seis gramos ochocientos treinta y un miligra-
mo), ambas en más o en menos.

j) Canto: Estriado.

k) Cuños: Anverso: Al centro, el Escudo Nacional en
relieve escultórico, en semicírculo superior la leyenda
“ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. Rodeando a és-
te y siguiendo en contorno del marco, los escudos na-
cionales de los otros países participantes en la séptima
emisión de la moneda conmemorativa del Quinto Cen-
tenario del Encuentro de Dos Mundos. El marco liso.

Reverso: Desfasada del centro al campo izquierdo, la
figura de un jugador de pelota, de pie y en acción co-
rrespondiente a la cultura Maya de Chichén Itzá, del pe-
ríodo clásico, con atavío ritual que se compone de: pe-
nacho de plumas de ave, orejeras, collar de jade, paños
de piel de jaguar sobre el taparrabo que le cubren en el
tórax y la cadera, rodillera, muñequeras y sandalias,
también de piel; en el campo derecho superior, una es-
fera de caucho (pelota); centrado, en el campo superior,
la leyenda “DISCIPLINAS DE ORO OLÍMPICO ME-
XICANO”. En el campo derecho, entre 13 líneas verti-
cales en conjunto, siluetas de 6 disciplinas deportivas
(ecuestre, clavados, caminata, box, natación y halterofi-
lia); en el campo izquierdo superior, el número “2008”,
bajo éste, el signo de pesos “$”, continuo el número “5”,
en el campo inferior, paralela al marco y desfasada a la
izquierda, la leyenda “ENCUENTRO DE DOS MUN-
DOS”; en el campo inferior derecho, la ceca de la Casa
de Moneda de México. El marco liso.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Corresponderá a la Casa de Moneda de Mé-
xico realizar los ajustes técnicos que se requieran. En todo
caso, los ajustes técnicos que se realicen en los términos de
este artículo deberán ser acordes con las características de
la moneda descrita en el presente Decreto.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.— México,
DF, a 29 de marzo de 2007.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica), Vicepresidente; Senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rú-
brica), Secretaria.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados para los efectos consti-
tucionales.— México, DF, a 29 de marzo de 2007.— Arturo Garita, Se-
cretario General de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. 

REGISTRO DE ASISTENCIA

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se pide a la Secretaría que instruya el cierre del sistema
electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de diputa-
das y diputados.

El Secretario diputado José Gildardo Guerrero Torres:
Ciérrese el sistema electrónico. Se informa a la Presidencia
que hasta el momento hay una asistencia de 397 diputadas
y diputados. Quienes hasta el momento no han registrado
su asistencia, disponen de 15 minutos para realizarlo por
cédula.

CONDECORACIONES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de los
dictámenes relativos a las solicitudes de permiso de ciuda-
danos. Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se dispensa la lectura de los dictámenes.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la Asamblea si se dispensa la lectura de los
dictámenes. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señora Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Se dispensa la lectura; en consecuencia, se pide a la Secre-
taría poner a discusión los proyectos de decreto.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.



Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación, que suscribe, fue turnado
para su estudio y dictamen el expediente con la minuta pro-
yecto de decreto que concede permiso al ciudadano Fernan-
do Alberto Lázaro Serrano Migallón para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica, en grado de
Encomienda, que le otorga el gobierno del Reino de España.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y en tal virtud,
de conformidad con lo que establece la fracción III del apar-
tado C) del artículo 37 constitucional, se permite someter a
la consideración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único. Se concede permiso al ciudadano Fernan-
do Alberto Lázaro Serrano Migallón para aceptar y usar la
condecoración de la Orden de Isabel la Católica, en grado
de Encomienda, que le otorga el gobierno del Reino de Es-
paña.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 21 de marzo de 2007.— La Comisión
de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altamirano (rúbrica),
presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica), Rogelio Carba-
jal Tejada (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Al-
berto Amador Leal, Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica),
Érika Larregui Nagel (rúbrica), Layda Elena Sansores San Román (rú-
brica), Santiago Gustavo Pedro Cortés (rúbrica), secretarios; Carlos
Armando Biebrich Torres (rúbrica), César Camacho Quiroz (rúbrica),
Cristián Castaño Contreras, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Maricela
Contreras Julián, Jesús de León Tello (rúbrica), Javier Hernández Man-
zanares, Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra
(rúbrica), Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Her-
nández (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez, Luis Gustavo Parra
Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica),
José Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez, Francisco
Javier Santos Arreola, Alberto Vázquez Martínez, Gerardo Villanueva
Albarrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Está a discusión el proyecto de decreto. No habiendo quién
haga uso de la palabra, se reserva para su votación nominal
en conjunto.

PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Honorable Asamblea:

En oficios fechados el 9 y 12 de marzo del año en curso, la
Secretaría de Gobernación solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que los ciudadanos Marcos Romano
Hassán, José Octavio Pérez Nava, Cynthia Patricia Garza
García, Daniela Aguilar Treviño y Alejandro García García
puedan prestar servicios en las embajadas de Austria y de
Estados Unidos de América en México, y en los consula-
dos de Estados Unidos de América en Monterrey, Nuevo
León; y en Nuevo Laredo, Tamaulipas, respectivamente.

En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, el día 20 de marzo de 2007 se
turnó a la suscrita Comisión, para su estudio y dictamen, el
expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acreditan su nacionalidad me-
xicana con las copias certificadas de sus actas de naci-
miento.

b) Que los servicios que los propios interesados prestarán
al gobierno extranjero serán de carácter administrativo, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C) del artículo 37 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el
segundo párrafo del artículo 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Por lo expuesto, esta Comisión se permite someter a la
consideración de la honorable asamblea, el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano Marcos
Romano Hassán para prestar servicios como secretario en la
Oficina Comercial, en la Embajada de Austria en México.
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Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano José
Octavio Pérez Nava para prestar servicios como investiga-
dor en la Oficina de Aduanas y Seguridad Fronteriza del
Departamento de Seguridad Interna, en la Embajada de Es-
tados Unidos de América en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso a la ciudadana
Cynthia Patricia Garza García para prestar servicios como
empleada del Departamento de Visas, en el Consulado de
Estados Unidos de América en Monterrey, Nuevo León.

Artículo Cuarto. Se concede permiso a la ciudadana Da-
niela Aguilar Treviño para prestar servicios como emplea-
da del Departamento de Visas, en el Consulado de Estados
Unidos de América en Monterrey, Nuevo León.

Artículo Quinto. Se concede permiso al ciudadano Ale-
jandro García García para prestar servicios como cajero
clase S en el Consulado de Estados Unidos de América en
Nuevo Laredo, Tamaulipas.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF, a 21 de marzo de 2007.— La Comisión
de Gobernación, diputados: Diódoro Carrasco Altamirano (rúbrica),
presidente; Juan Enrique Barrios Rodríguez (rúbrica), Rogelio Carba-
jal Tejada (rúbrica), Valentina Valia Batres Guadarrama, Narcizo Al-
berto Amador Leal, Alfonso Rolando Izquierdo Bustamante (rúbrica),
Érika Larregui Nagel, Layda Elena Sansores San Román (rúbrica),
Santiago Gustavo Pedro Cortés (rúbrica), secretarios; Carlos Armando
Biebrich Torres (rúbrica), César Camacho Quiroz (rúbrica), Cristián
Castaño Contreras, Ariel Castillo Nájera (rúbrica), Maricela Contreras
Julián, Jesús de León Tello (rúbrica), Javier Hernández Manzanares,
Juan Darío Lemarroy Martínez, Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica),
Mario Eduardo Moreno Álvarez (rúbrica), Adolfo Mota Hernández
(rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez, Luis Gustavo Parra Norie-
ga (rúbrica), Raciel Pérez Cruz, Gerardo Priego Tapia (rúbrica), José
Jesús Reyna García (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez, Francisco Javier
Santos Arreola, Alberto Vázquez Martínez, Gerardo Villanueva Alba-
rrán, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Está a discusión el dictamen en lo general. No habiendo
quién haga uso de la palabra, para los efectos del artículo
134 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General, se pregunta a la Asamblea si se va a reservar al-
gún artículo para discutirlo en lo particular. En virtud de
que no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en lo
particular, proceda la Secretaría a recoger la votación no-
minal de este proyecto de decreto y el anteriormente reser-
vado, ambos en un solo acto.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Se va a proceder a recoger la votación nominal de los pro-
yectos de decreto en un solo acto. Háganse los avisos a que
se refiere el artículo 161 del Reglamento para el Gobierno
Interior. Ábrase el sistema de votación electrónico por 10
minutos para tomar la votación nominal de los proyectos de
decreto.

(Votación)

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Esta Presidencia saluda cordialmente a los alumnos de la
Facultad de Estudios Superiores de Aragón, Unidad de
Posgrado, que nos honran con su visita esta mañana. Mu-
chas gracias. Sean bienvenidos.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Víctor Ortiz del Carpio (desde la curul): A
favor.

La diputada Patricia Villanueva Abraján (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Silvia Luna Rodríguez (desde la curul): A
favor.

La diputada Adriana Rebeca Vieyra Olivares (desde la
curul): Para manifestar el sentido a favor.

El diputado Armando Jesús Félix Holguín (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado David Figueroa Ortega (desde la curul): A
favor.

La diputada Beatriz Collado Lara (desde la curul): Bea-
triz Collado, a favor.

El diputado Ariel Castillo Nájera (desde la curul): A favor.

La diputada María Oralia Vega Ortiz (desde la curul):
Oralia Vega, a favor.

Presidencia del diputado 
Jorge Zermeño Infante

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Les pe-
diría a los diputados que no han votado, si se acercan aquí
al frente y de viva voz van diciendo sus votos.



El diputado Juan Ignacio Samperio Montaño (desde la
curul): Samperio Montaño, a favor.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Si se
acercan al frente por favor y de viva voz dicen su voto.

El diputado Moisés Félix Dagdug Lützow (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Rubén Aguilar Jiménez (desde la curul): A
favor.

El diputado David Maldonado González (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Joaquín Humberto Vela González (desde la
curul): A favor.

El diputado Raciel Pérez Cruz (desde la curul): A favor.

El diputado Carlos Roberto Martínez Martínez (desde
la curul): A favor.

El diputado Benjamín Hernández Silva (desde la curul):
A favor.

El diputado Javier Guerrero García (desde la curul): A
favor.

El diputado Faustino Soto Ramos (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Raúl Ríos Gamboa (desde la curul): A favor.

El diputado Rolando Rivero Rivero (desde la curul): A
favor.

El diputado Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez
(desde la curul): A favor.

La diputada Claudia Sánchez Juárez (desde la curul): A
favor.

La diputada Leticia Díaz de León Torres (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Alonso Manuel Lizaola de la Torre (desde
la curul): A favor.

La diputada Alma Hilda Medina Macias (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Emilio Ulloa Pérez (desde la curul): A favor.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Se emitieron 383 votos a favor, 0 en contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Apro-
bados los proyectos de decreto por 383 votos pasan al
Senado y al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.

COMPAÑIA MEXICANA DE AVIACION

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: El si-
guiente punto del orden del día es de dictámenes a discu-
sión con puntos de acuerdo. 

En virtud de que se encuentran publicados en la Gaceta
Parlamentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea en vo-
tación económica si se autoriza que sólo se dé lectura a los
puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea, en votación económica, si se autoriza que sólo se dé
lectura a los puntos de acuerdo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa.

Mayoría por la afirmativa, señor Presidente. Se autoriza.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
tos de acuerdo para exhortar a la Secretaría de la Función
Pública a investigar el proceso de enajenación de Compa-
ñía Mexicana de Aviación, SA de CV

Honorable Asamblea:

A la Comisión de la Función Pública fue turnada durante la
LIX Legislatura, para su estudio y elaboración del dicta-
men correspondiente, la proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Secretaría de la Función Pública
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a investigar el proceso de enajenación de Compañía Mexi-
cana de Aviación, SA de CV; y a la Auditoría Superior de
la Federación, a conocer y sancionar los resultados de di-
cho proceso, presentada por el diputado Carlos Blackaller
Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, el 25 de abril de 2006.

En virtud del análisis y estudio de la citada proposición con
punto de acuerdo, los integrantes de esta comisión dicta-
minadora, con base en las facultades que le confieren los
artículos 39 y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7, y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, que se fundamenta en los siguientes

Antecedentes

Primero. El 25 de abril de 2006, el diputado Carlos Blac-
kaller Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de la Función
Pública a investigar el proceso de enajenación de Compa-
ñía Mexicana de Aviación, SA de CV; y a la Auditoría Su-
perior de la Federación, a conocer y sancionar los resulta-
dos de dicho proceso.

Segundo. En la misma fecha, dicha proposición con punto
de acuerdo fue turnada por la Mesa Directiva a la Comisión
de la Función Pública de la LIX Legislatura de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, para su estudio y
dictamen.

Tercero. El diputado proponente sugiere el siguiente
acuerdo:

Se exhorte a la Secretaría de la Función Pública para que
realice las investigaciones necesarias y pertinentes respec-
to al proceso de enajenación de Compañía Mexicana de
Aviación, SA de CV; asimismo, solicitar a la Comisión de
Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de es-
ta Cámara de Diputados que autorice a la Auditoría Supe-
rior de la Federación conocer y sancionar los resultados de
dicho proceso de enajenación, a efecto de garantizar la
transparencia en el procedimiento y que el precio final de
venta no haya significado una merma en los ingresos a las
arcas públicas de nuestro país.

Consideraciones

I. Respecto a esta proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a la Secretaría de la Función Pública a
investigar el proceso de enajenación de Compañía Me-
xicana de Aviación, SA de CV; y a la Auditoría Superior
de la Federación, a conocer y sancionar los resultados
de dicho proceso, podemos señalar que se pretende ex-
hortar a la Secretaría de la Función Pública a actuar con-
forme a lo establecido en la fracción XVII artículo 37 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
que es el que establece las atribuciones de la Secretaría
de la Función Pública:“Conocer e investigar las con-
ductas de los servidores públicos que puedan constituir
responsabilidades administrativas; aplicar las sanciones
que correspondan en los términos de ley; y, en su caso,
presentar las denuncias correspondientes ante el Minis-
terio Público, prestándose para tal efecto la colabora-
ción que le fuere requerida”.

De esta manera, mediante la citada propuesta se resalta
una obligación que tiene la secretaría, que se encuentra
perfectamente establecida en la ley.

I. Por otra parte, la Ley de Fiscalización Superior de la
Federación establece en su artículo 4 quiénes son suje-
tos de fiscalización superior:

Artículo 4. Son sujetos de fiscalización superior, los
Poderes de la Unión, los entes públicos federales y
las demás entidades fiscalizadas.

III. El punto de acuerdo es considerado como un pro-
nunciamiento de alguno de los órganos del Poder Legis-
lativo que produce efectos de definición respecto de
posibles soluciones a problemas de carácter nacional
o regional.

IV. Con fecha 7 de noviembre de 2006 se realizó una
reunión de la mesa directiva de esta comisión y, a pro-
puesta del diputado presidente, se acordó solicitar a la
Secretaría de la Función Pública, con fundamento en los
artículos 39 y 45, numerales 1, 2 y 3, de la ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; y en los artículos 65 y 89 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, que la Secretaría de la Función Pú-
blica informe a esta comisión acerca del estado que
guarda el asunto referido en la proposición en comento.



Derivado de lo anterior, el 29 de noviembre de 2006,
mediante el oficio número SACN/300/346/2006, suscri-
to por el licenciado Roberto Anaya Moreno, subsecreta-
rio de Atención Ciudadana y Normatividad, la Secreta-
ría de la Función Pública dio contestación a la petición
formulada por esta comisión. En dicho escrito se esta-
blece lo siguiente:

Por lo que corresponde a la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de la
Función Pública a investigar el proceso de enajena-
ción de Compañía Mexicana de Aviación, SA de CV,
(…) le informo que la enajenación de la compañía
aérea se realizó por la empresa Cintra, la cual si bien
tiene como accionista al IPAB por encontrarse dentro
del rescate bancario, no maneja recursos públicos y,
por tanto, no es posible practicar auditoría alguna a
dicha operación comercial.

Lo anterior permitió a este órgano legislativo conocer el
seguimiento que la Secretaría de la Función Pública es-
tá dando al asunto planteado.

V. Por último, es menester aclarar que la Comisión de
Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación no
está facultada para autorizar a la Auditoría Superior de
la Federación, ya que dicha comisión legislativa actúa
de conformidad con las facultades establecidas en la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y, por otra parte, la Auditoría Superior
de la Federación es un órgano de la Cámara de Diputa-
dos, de acuerdo con el artículo 79 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Fis-
calización Superior de la Federación, por lo que sólo
parcialmente se acuerda favorable la proposición en es-
tudio, para el efecto de exhortar a la Secretaría de la
Función Pública.

Con base en lo antes expuesto, la Comisión de la Función
Pública de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión se permite someter a la consideración del Pleno el
siguiente

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de la Fun-
ción Pública para que, en el marco de sus atribuciones, re-
vise el proceso de enajenación de Compañía Mexicana de

Aviación, SA de CV; y en el caso de que resultasen irregu-
laridades de servidores públicos, se proceda conforme al
régimen de responsabilidades administrativas de los servi-
dores públicos.

Segundo. Que se informe a esta Cámara, en un plazo no
mayor de tres meses, de los resultados de dicha revisión.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, DF, a 21 de febrero de
2007.

La Comisión de la Función Pública, diputados: Benjamín Ernesto
González Roaro (rúbrica), presidente; Jesús Evodio Velázquez Aguirre
(rúbrica), José Guillermo Velázquez Gutiérrez (rúbrica), Moisés Alcal-
de Virgen (rúbrica), Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), secreta-
rios; Jesús Sergio Alcántara Núñez, Alma Edwviges Alcaraz Hernán-
dez (rúbrica), Jesús Arredondo Velázquez, Carlos Armando Biebrich
Torres, María Eugenia Campos Galván (rúbrica), Liliana Carbajal
Méndez (rúbrica), Andrés Carballo Bustamante (rúbrica), Joaquín
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Mario Enrique del Toro (rú-
brica), Adriana Díaz Contreras (rúbrica), Arturo Flores Grande (rúbri-
ca), Javier Guerrero García, René Lezama Aradillas (rúbrica), María de
Jesús Martínez Díaz (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica),
Mario Mendoza Cortés, Carlos Orsoe Morales Vázquez, Alan Notholt
Guerrero (rúbrica), Héctor Padilla Gutiérrez, Rafael Plácido Ramos
Becerril, Marcos Salas Contreras (rúbrica), María Elena Torres Balta-
zar, Víctor Hugo García Rodríguez.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
considera suficientemente discutido.

PROGRAMAS DE RADIO Y TELEVISION
CON CONTENIDO SEXUAL Y VIOLENTO

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Radio, Televisión y Cinema-
tografía, con puntos de acuerdo para solicitar a la Secreta-
ría de Gobernación que aplique estrictamente a las cadenas
de radio y televisión abierta y cerrada la Ley Federal de
Radio y Televisión, su Reglamento y el Reglamento del
Servicio de Televisión y Audio Restringidos
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Honorable Asamblea:

A la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
le fue turnada para su estudio y dictamen, la proposición
con punto de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría
de Gobernación que aplique estrictamente a las cadenas de
radio y televisión tanto abierta como cerrada, la Ley Fede-
ral de Radio y Televisión y su reglamento, a fin de que se
restrinja la transmisión de programas con contenido sexual
y violento en horarios para menores.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 39, 45, numeral 6, incisos e) y f), y numeral 7, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 58, 60, 65, 87, 88, 93 y 94 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y
análisis de la proposición con punto de acuerdo antes des-
crita y somete el presente dictamen a la consideración de
esta honorable asamblea, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria celebrada el 28 de abril de 2005,
se dio cuenta al Pleno de la Cámara de Diputados de la
LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con la proposición con punto de acuerdo por el que se
solicita a la Secretaría de Gobernación que aplique es-
trictamente a las cadenas de radio y televisión, tanto
abierta como cerrada, la Ley Federal de Radio y Televi-
sión y su reglamento, a fin de que se restrinja la trans-
misión de programas con contenido sexual y violento en
horarios para menores, presentada por el diputado Ma-
nuel López Villarreal, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

2. En la misma fecha, el Presidente de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados dispuso que dicha propo-
sición con punto de acuerdo fuera turnada a las Comi-
siones Unidas de Radio, Televisión y Cinematografía, y
de Gobernación.

3. En la multicitada proposición con punto de acuerdo
se solicita lo siguiente:

Primero. Se solicita a la Secretaría de Gobernación
que haga las reformas necesarias al Reglamento de
la Ley Federal de Radio y Televisión, en materia de
concesiones, permisos y contenido de las transmi-

siones de radio y televisión, para delimitar clara-
mente lo que esta materia representa una práctica
contraria a la moral, a la integridad o bien cause una
influencia nociva.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Gobernación
que aplique estrictamente a las cadenas de radio y te-
levisión tanto abierta como cerrada, la Ley federal
de Radio y Televisión y su reglamento, a fin de que
se restringa (sic) la transmisión de programas con
contenido sexual y violento en horarios para meno-
res.

4. Con fecha 12 de febrero de 2007 se publicó en la Ga-
ceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados el acuer-
do de la Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos por el que se establecen los
lineamientos del programa de resolución de las proposi-
ciones con punto de acuerdo presentadas durante la LIX
Legislatura y pendientes de aprobación, dicho acuerdo
establece en su artículo 1 que el programa de resolución
de las proposiciones con punto de acuerdo se desarro-
llará desde el día de su publicación y hasta el día 31 de
marzo de 2007; asimismo, su artículo 3o., establece que
el Presidente de la Mesa Directiva publicará en la Ga-
ceta Parlamentaria una lista de acuerdos de modifica-
ción de turno de todas aquéllas proposiciones  con  pun-
to de acuerdo a las que se haya asignado un turno plural
de comisiones unidas, para el efecto de que únicamente
se mantenga el turno de la comisión ordinaria mencio-
nada en primer lugar.

5. Aunado al numeral 4 de los antecedentes, el 14 de
marzo de 2007 se publicó en la Gaceta Parlamentaria el
comunicado de la Mesa Directiva por medio del cual se
informa sobre la modificación de turno de las proposi-
ciones con punto de acuerdo presentadas durante la pa-
sada legislatura pendientes de dictaminación; quedando
la presente proposición con punto de acuerdo turnada
únicamente a esta comisión.

A partir de estos antecedentes, los miembros de la Comi-
sión de Radio, Televisión y Cinematografía, exponemos las
siguientes

Consideraciones

I. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4o. de
la Ley Federal de Radio y Televisión, la actividad des-
arrollada por los medios electrónicos de comunicación



es considerada de interés público, por lo que el Estado
debe protegerla y vigilarla para el debido cumplimiento
de su función social.

II. Esta disposición legal es reiterada en el precepto 1o.
del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las
Transmisiones de Radio y Televisión, al tenor siguiente:

“Artículo 1o. La radio y la televisión constituyen
una actividad de interés público y corresponde al Es-
tado protegerla y vigilar el cumplimiento de sus fun-
ciones sociales.”

III. A fin de cumplir con la función social de la radio y
la televisión, en el artículo 5o., fracción II, de la ley de
la materia se establece que las transmisiones en medios
electrónicos de comunicación procurarán evitar influen-
cias nocivas o perturbadoras al desarrollo armónico de
la niñez y la juventud.

Para los efectos del precepto de referencia, el artículo 72
de dicho cuerpo normativo señala que, independiente-
mente de las demás disposiciones relativas, la transmi-
sión de programas y publicidad impropios para la niñez
y la juventud, en su caso, deberán anunciarse como ta-
les al público en el momento de iniciar la transmisión
respectiva.

IV. Con la finalidad de proveer en la esfera administra-
tiva a la exacta observancia de las disposiciones citadas
en el apartado que antecede, el Reglamento de la Ley
Federal de Radio y Televisión en Materia de Concesio-
nes, Permisos y Contenido de las Transmisiones de Ra-
dio y Televisión contempla un sistema de autorizaciones
y clasificaciones para las películas, telenovelas, series
filmadas y teleteatros grabados; en este sentido, en su
artículo 24 se precisan las distintas clasificaciones que
pueden otorgarse a los materiales televisivos y los hora-
rios de transmisión que corresponden a cada una de es-
tas clasificaciones.

Conforme a los lineamientos reglamentarios de referen-
cia, la difusión de materiales aptos para adolescentes y
adultos –con clasificación “B”– sólo puede efectuarse a
partir de las 20:00 horas; mientras que las transmisiones
con clasificación “B-15” –aptas para adolescentes ma-
yores de 15 años y adultos– únicamente se pueden rea-
lizar a partir de las 21:00 horas. Tal y como lo estipula
el acuerdo mediante el cual se emiten los criterios gene-

rales de clasificación de películas, telenovelas, series
filmadas y teleteatros grabados, emitido por la Direc-
ción General de Radio, Televisión y Cinematografía de
la Secretaría de Gobernación, y publicado en el Diario
Oficial de la Federación con fecha 2 de marzo de 2007.

V. Por disposición del artículo 10 de la Ley Federal de
Radio y Televisión, la función estatal de vigilancia y
control del contenido de las transmisiones a través de
los medios electrónicos de comunicación, se ejerce por
conducto de la Secretaría de Gobernación. De este mo-
do, el reglamento interior de esa dependencia federal
confiere a la Dirección General de Radio, Televisión y
Cinematografía las atribuciones a que se refiere el artí-
culo 25 de dicho cuerpo normativo, entre las que se en-
cuentran las de “regular la transmisión de materiales de
radio y televisión” (fracción V), “resolver las solicitu-
des de autorización para transmitir públicamente
material grabado o filmado para cualquier tipo de
programas de radio o televisión…  y clasificarlos de
conformidad con las normas aplicables, vigilando su
observancia” (fracción VIII), y “supervisar y vigilar
que las transmisiones de radio y televisión a través de
sus distintas modalidades de difusión cumplan con las
disposiciones de la Ley Federal de Radio y Televisión,
sus respectivos reglamentos y títulos de concesión.”
(fracción XV).

VI. De la lectura de los preceptos antes citados se des-
prende, en primer término, que la función social que re-
alizan las estaciones de radio y televisión, se manifiesta
–entre otros aspectos– evitando la difusión de materia-
les que constituyan influencias nocivas o perturbadoras
al desarrollo armónico de la niñez y la juventud; por otra
parte, se obtiene también que la unidad administrativa
competente, es decir, la Dirección General de Radio, Te-
levisión y Cinematografía de la Secretaría de Goberna-
ción, tiene la atribución de supervisar y vigilar que los
medios electrónicos de comunicación realicen su activi-
dad cumpliendo con la función social encomendada,
concretamente por cuanto hace al acatamiento de los
horarios de transmisión de los distintos materiales tele-
visivos, de conformidad con las clasificaciones que les
correspondan.

VII. La proposición con punto de acuerdo que nos ocu-
pa reitera el contenido de las disposiciones legales y re-
glamentarias en comento, conminando al estricto cum-
plimiento del marco normativo aplicable, en atención a
la naturaleza de la actividad de interés público y a la
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función social encomendada a los medios electrónicos
de comunicación.

Las solicitudes a que se contrae el punto de acuerdo se
sustentan en el conjunto de disposiciones legales y re-
glamentarias que confieren a la Secretaría de Goberna-
ción –por conducto de la Dirección General de Radio,
Televisión y Cinematografía– las facultades de vigilan-
cia y supervisión sobre el contenido de los programas
televisivos, y la atribución de otorgar autorizaciones y
clasificaciones a los materiales grabados, a efecto de
que éstos se difundan en el horario que les corresponda,
de acuerdo con sus características.

En tal virtud, esta dictaminadora considera que dicho
punto de acuerdo debe ser aprobado, sin embargo, esti-
man pertinente realizar algunas modificaciones, como
se indica a continuación:

En el punto de acuerdo primero de la proposición del di-
putado López Villarreal se señala: “se solicita a la Se-
cretaría de Gobernación, haga las reformas necesarias
al Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión,
en materia de Concesiones, Permisos y Contenido de las
Transmisiones de Radio y Televisión, para delimitar cla-
ramente lo que en esta materia representa una práctica
contraria a la moral, a la integridad o bien cause una in-
fluencia nociva.”

De acuerdo con nuestro sistema jurídico, la facultad re-
glamentaria contemplada en el artículo 89, fracción I,
constitucional –consistente en proveer en la esfera ad-
ministrativa a la exacta observancia de las leyes expedi-
das por el Congreso de la Unión–, corresponde al Presi-
dente de la República; de ahí que el titular de una
secretaría de Estado carezca de atribuciones para refor-
mar ordenamientos reglamentarios. Por ello, debe susti-
tuirse el término “haga”, por la expresión “proponga al
titular del Ejecutivo Federal”.

Por su parte, en el punto de acuerdo segundo de la pro-
posición en dictamen se indica: “se solicita a la Secreta-
ría de Gobernación aplique estrictamente a las cadenas
de radio y televisión tanto abierta como cerrada, la Ley
Federal de Radio y Televisión y su Reglamento, a fin de
que se restringa (sic) la transmisión de programas con
contenido sexual y violento en horarios para menores.”

La mención de ordenamientos legales debe incluir al
Reglamento del Servicio de Televisión y Audio Restrin-

gidos, por ser éste el que resulta exactamente aplicable
a las emisoras de televisión restringida; al respecto, sus
artículos 23, 36 y 39 establecen:

Artículo 23. La programación que se difunda a tra-
vés de las redes, en el marco de la libertad de expre-
sión y recepción de ideas e información, deberá con-
tribuir a la integración familiar, al desarrollo
armónico de la niñez, al mejoramiento de los siste-
mas educativos, a la difusión de nuestros valores ar-
tísticos, históricos y culturales, al desarrollo susten-
table, y a la propalación de las ideas que afirmen
nuestra unidad nacional; para tales efectos, será
también aplicable lo dispuesto por el artículo 5o.
de la Ley Federal de Radio y Televisión.

Artículo 36. En lo no previsto por la ley y el pre-
sente reglamento en materia de contenidos, se
aplicará lo dispuesto en la Ley Federal de Radio
y Televisión.

Artículo 39. Los concesionarios y permisionarios
estarán obligados a permitir el acceso a sus instala-
ciones a los inspectores de la Secretaría y de la Se-
cretaría de Gobernación, así como a otorgarles la in-
formación y facilidades para que realicen sus
funciones en términos de ley.

El contenido de la programación quedará bajo la
vigilancia de la Secretaría de Gobernación, con-
forme a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, el presente re-
glamento y, en lo no previsto, por la Ley Federal
de Radio y Televisión.

Además, se considera que debe emplearse la expresión
“televisión restringida”, en lugar de “televisión cerra-
da”, pues este último calificativo no está contemplado
en el cuerpo reglamentario aplicable.

Finalmente, con el propósito de evitar interpretaciones
erróneas, a partir de las cuales se pudiera argumentar
que la solicitud se refiere únicamente a aquellos progra-
mas que contienen sexo y violencia al mismo tiempo,
mas no a los que sólo muestran escenas de sexo o de
violencia, se debe sustituir la expresión “contenido se-
xual y violento”, por “contenido sexual y/o violento”.

Por las consideraciones expuestas, y con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 39, 45, numeral 6, incisos e) y



f), y numeral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, así como 58, 60, 65, 87,
88, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, esta
Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía somete a
consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente punto de 

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión solicita a la Secretaría de Gobernación que
proponga al titular del Ejecutivo federal las reformas nece-
sarias al Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televi-
sión, en Materia de Concesiones, Permisos y Contenido de
las Transmisiones en Radio y Televisión, para delimitar
claramente lo que en esta materia representa una práctica
contraria a la moral, a la integridad o bien cause una in-
fluencia nociva.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Gobernación que
aplique estrictamente a las cadenas de radio y televisión,
tanto de señal abierta como restringida, la Ley Federal de
Radio y Televisión, su reglamento y el Reglamento del Ser-
vicio de Televisión y Audio Restringidos, en el ámbito que
corresponda a cada uno de estos ordenamientos, a fin de
que se restrinja la transmisión de programas con contenido
sexual y/o violento en horarios para menores.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los catorce días del
mes de marzo de dos mil siete.

La Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, diputados:
Verónica Velasco Rodríguez (rúbrica), presidenta; Rocío del Carmen
Morgan Franco (rúbrica), José Antonio Díaz García (rúbrica), Luis En-
rique Benítez Ojeda (rúbrica), Moisés Félix Dagdug Lutzow (rúbrica),
Humberto López Lena Cruz (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), secretarios; Aleida Alavez Ruiz (rúbrica), Salvador Arredon-
do Ibarra, Israel Beltrán Montes (rúbrica), Andrés Bermúdez Viramon-
tes, Enrique Cárdenas del Avellano (rúbrica), Raymundo Cárdenas
Hernández, María de Jesús Martínez Díaz, Leonardo Melesio de Jesús
Magallón Arceo (rúbrica), Aracely Escalante Jasso (rúbrica), Patricio
Flores Sandoval (rúbrica), Neftalí Garzón Contreras, Enrique Iragorri
Durán (rúbrica), David Maldonado González, Delber Medina Rodrí-
guez, Elizabeth Morales García, Ramón Félix Pacheco Llanes, Carlos
Alberto Puente Salas (rúbrica), Gloria Rasgado Corsi, Raúl Ríos Gam-
boa, Eduardo Sánchez Hernández (rúbrica), Rodolfo Solís Parga (rú-
brica), María Elena Torres Baltazar, Jaime Verdín Saldaña.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.

INSTITUTO MEXICANO DE LA JUVENTUD

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Juventud y Deporte, con pun-
to de acuerdo para exhortar al titular del Instituto Mexica-
no de la Juventud del Distrito Federal a celebrar un conve-
nio con el Instituto Mexicano de la Juventud

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Juventud y Deporte fue turnado para su
estudio y dictamen el proyecto de punto de acuerdo, sus-
crito por el diputado Jorge Triana Tena, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LIX le-
gislatura, a fin de que esta Cámara de Diputados exhorte al
titular del Instituto de la Juventud del Distrito Federal a ce-
lebrar un convenio con el Instituto Mexicano de la Juven-
tud, a efecto de que en esta entidad federativa se promue-
van e instrumenten las acciones y programas del gobierno
federal dirigidos al desarrollo integral de la juventud.

En virtud del análisis y estudio del punto de acuerdo que se
dictamina, esta comisión legislativa, con base en las facul-
tades que le confieren los artículos 39, párrafos 1 y 2, frac-
ción XXI, 45, párrafo 6, incisos e) y f), y demás relativos
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de los inte-
grantes de esta honorable asamblea el presente dictamen,
de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

Primero. El 1 de enero de 1999 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación la Ley del Instituto Mexicano de la
Juventud.
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Segundo. El 25 de julio de 2000 se publicó en la Gaceta
Oficial del Distrito Federal la Ley de las y los Jóvenes del
Distrito Federal.

Tercero. En sesión celebrada el día primero de marzo de
2005 se presentó una proposición con punto de acuerdo a
cargo del diputado Jorge Triana Tena y se turnó a esta co-
misión el presente proyecto de punto de acuerdo, para su
estudio y dictamen.

Cuarto. Los integrantes de la Comisión de Juventud y De-
porte de la LX legislatura procedieron al estudio del pro-
yecto presentado, suscribiéndolo bajo las siguientes

Consideraciones

I. La importancia de las acciones del Estado por encaminar
atinadamente el desarrollo de los jóvenes dentro de la po-
blación y en atención a sus demandas de educación, em-
pleo, salud, cultura, deporte, el impulso a la apertura de
oportunidades económicas, inclusión social, entre otras, el
gobierno federal ha tenido que implementar políticas pú-
blicas dirigidas al desarrollo de este sector, así como a la
creación de instituciones encargadas del despacho de asun-
tos de la juventud.

En otras entidades federativas, los gobiernos locales han
implementado áreas especialmente dedicadas a la atención
de los asuntos de la juventud, y éstas han dado paso a una
coordinación interinstitucional con el gobierno federal pa-
ra que los programas de éste enfocados hacia los jóvenes
permeen de manera más eficaz en el sector.

El gobierno federal creó el Instituto Mexicano de la Juven-
tud para poder canalizar todos los asuntos que tuvieran que
ver directamente con la población juvenil del país. Esta
institución tiene como propósito promover, generar e ins-
trumentar políticas públicas integrales de juventud para
que éstas puedan responder a las necesidades de los jóve-
nes, propiciando el mejoramiento de su calidad de vida y
su participación plena en el desarrollo nacional, así como
propiciar su esparcimiento.

El Gobierno del Distrito Federal creó el Instituto de la Ju-
ventud del Distrito Federal para operar, atender y despa-
char las políticas y asuntos de los jóvenes de la Ciudad de
México, fungiendo como un eje estratégico de operación
para vincular las acciones del gobierno de la ciudad con el
sector juvenil de la población del Distrito Federal.

El Instituto Mexicano de la Juventud se ha dado a la tarea
de promover y coordinar el Programa Nacional de Juven-
tud 2002-2006, donde se esbozan las acciones que tiene el
gobierno federal a fin de generar mejores resultados e im-
pactos de los programas dirigidos a los jóvenes.

Las políticas encaminadas a los jóvenes son un desafío
constante y una tarea insoslayable, la cual requiere mayor
atención en el marco de las acciones gubernamentales del
Distrito Federal.

Los programas en materia juvenil tienen como finalidad
contribuir a mejorar las condiciones de vida, a la participa-
ción social, a favorecer la socialización, a impulsar las ade-
cuadas políticas de juventud, entre muchas otras, por lo que
es de gran trascendencia llevar a cabo las acciones que per-
mitan este desarrollo.

La Ley del Instituto Mexicano de la Juventud precisa el ob-
jeto del instituto, el cual es, entre otras cosas, definir e ins-
trumentar una política nacional de juventud que permita in-
corporar plenamente a los jóvenes al desarrollo del país, así
como asesorar y promover la planeación de acciones desti-
nadas al mejoramiento del nivel de vida de la juventud, así
como en sus expectativas en los distintos ámbitos del acon-
tecer nacional.

Para el impulso y desarrollo de la juventud, la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, en su artículo 4o., define
las atribuciones que tiene el organismo para el cumpli-
miento de su objetivo.

En el marco de sus atribuciones contenidas en el artículo
49, fracción II, de la Ley de las y los Jóvenes del Distrito
Federal establece que el Instituto de la Juventud del Distri-
to Federal debe crear mecanismos de coordinación institu-
cional entre instancias del gobierno federal.

II. Esta comisión dictaminadora considera viable la pro-
puesta, en virtud de que el Instituto Mexicano de la Juven-
tud y el Instituto de la Juventud del Distrito Federal tienen
como atribuciones la creación de mecanismos de coordina-
ción entre los tres niveles de gobierno.

Lo anterior, de conformidad con la Ley de las y los Jóve-
nes del Distrito Federal, según lo dispuesto en el artículo
48:

Entre las funciones del Instituto de la Juventud del Dis-
trito Federal se encuentran elaborar un plan estratégico



de desarrollo integral de la juventud del Distrito Fede-
ral; crear mecanismos de coordinación institucional en-
tre instancias del gobierno federal, del gobierno central
del Distrito Federal, demarcaciones territoriales, orga-
nismos no gubernamentales, instituciones de asistencia
privada y asociaciones civiles que realicen trabajo con
jóvenes o que tengan relación con las temáticas juveni-
les.

Asimismo, la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud,
en su artículo 4o., fracción I, establece como atribuciones
del instituto “concertar acuerdos y convenios con las auto-
ridades de las entidades federativas para promover las po-
líticas, acciones y programas tendentes al desarrollo inte-
gral de la juventud”.

Por ello, los integrantes de esta comisión estimamos con-
veniente que se exhorte al titular del Instituto de la Juven-
tud del Distrito Federal para que, en el marco de sus atri-
buciones legales, celebre un convenio con el Instituto
Mexicano de la Juventud en el que se promuevan los pro-
gramas del gobierno federal en apoyo de la juventud.

Como resultado del estudio del proyecto de punto de acuer-
do turnado a esta Comisión de Juventud y Deporte, some-
temos a la consideración del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Instituto de la Juventud del
Distrito Federal y al titular del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud, en el ámbito de sus respectivas competencias, a
suscribir un convenio de colaboración a efecto de que en
esta entidad federativa se promuevan e instrumenten las
acciones y programas del gobierno federal dirigidos al des-
arrollo integral de la juventud.

Dado en el salón de plenos de la Cámara de Diputados, el 6 de di-
ciembre de 2006.

La Comisión de Juventud y Deporte, diputados: Elizabeth Morales
García (rúbrica), presidenta; Gregorio Barradas Miravete (rúbrica),
Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres
(rúbrica), secretarios; Daisy Selene Hernández Gaytán (rúbrica), Ge-
rardo Lagunes Gallina (rúbrica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica),
José Luis Aguilera Rico (rúbrica), Jericó Abramo Masso, Joel Arella-
no Arellano (rúbrica), Salvador Barajas del Toro (rúbrica), Omar An-
tonio Borboa Becerra (rúbrica), Gustavo Fernando Caballero Camar-
go, Luis Rodolfo Enríquez Martínez (rúbrica), Ricardo Franco Cázares

(rúbrica), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbrica), Ana Yurixi
Leyva Piñón, Alma Hilda Medina Macías (rúbrica), Pedro Montalvo
Gómez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), Carlos Alberto Navarro Su-
gich (rúbrica), Concepción Ojeda Hernández, Francisco Javier Plas-
cencia Alonso (rúbrica), Celso David Pulido Santiago, Martín Ramos
Castellanos, Rosa Elia Romero Guzmán, Mario Alberto Salazar Made-
ra, Francisco Sánchez Ramos (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Agui-
rre, Rafael García Villicaña.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.

ZONA ARQUEOLOGICA DE TLATELOLCO

La Secretaría diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Cultura, con puntos de acuer-
do para que se declare Tlatelolco zona de monumentos ar-
queológicos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como en lo previsto por los
artículos 58, 60, 65, 87 y 88, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea el presente dictamen de conformidad con los
siguientes:

Antecedentes

1. Con fecha veinticinco de abril de dos mil seis, el diputa-
do Jorge Triana Tena, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, haciendo uso de la facultad
que le confiere el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presentó ante el Pleno de la Cámara de Di-
putados proposición con punto de acuerdo, para exhortar al
Ejecutivo federal, y por conducto del Instituto Nacional de
Antropología e Historia, a que se declare una zona arqueo-
lógica en Tlatelolco, ubicada en la ciudad de México, Dis-
trito Federal. 
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2. En la referida fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo se
turnara para su estudio y dictamen a la Comisión de Cul-
tura.

Contenido de la propuesta

El proponente señala que la zona arqueológica de Tlatelol-
co es la más grande del área metropolitana, y en su propo-
sición, lleva a cabo un recorrido cronológico de la evolu-
ción del lugar, además de hacer una descripción de los
inmuebles que se ubican en lo que se denomina plaza de las
tres culturas.

Asimismo, el diputado proponente indica que las autorida-
des federales tienen la obligación de proteger el patrimonio
cultural y de establecer museos temáticos, todo ello con la
finalidad de difundir los hallazgos que desde el año de
1999 se han descubierto con motivo de la ejecución del
plan de manejo de la zona arqueológica y museo del Te-
chan de Tlatelolco.

En este tenor, el diputado proponente solicita la interven-
ción del Ejecutivo federal, para que, por conducto del Ins-
tituto Nacional de Antropología e Historia, se declare una
zona arqueológica en Tlatelolco, ubicada en la ciudad de
México, Distrito Federal.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la propues-
ta, los miembros de la Comisión de Cultura de la LX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados que suscriben el pre-
sente dictamen exponemos las siguientes: 

Consideraciones

I. El artículo 73, fracción XXV, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos señala lo siguiente: 

“Artículo 73. … 

I. a XXIV. …

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la
república escuelas rurales, elementales, superiores, se-
cundarias y profesionales; de investigación científica,
de bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácti-
cas de agricultura y de minería, de artes y oficios, mu-
seos, bibliotecas, observatorios y demás institutos con-
cernientes a la cultura general de los habitantes de la
nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas insti-

tuciones; para legislar sobre vestigios o restos fósiles y
sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históri-
cos, cuya conservación sea de interés nacional; así co-
mo para dictar las leyes encaminadas a distribuir conve-
nientemente entre la federación, los estados y los
municipios el ejercicio de la función educativa y las
aportaciones económicas correspondientes a ese servi-
cio público, buscando unificar y coordinar la educación
en toda la república. Los títulos que se expidan por los
establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en
toda la república.”

II. Por su parte, la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, establece como de
utilidad pública, la protección, conservación y recupera-
ción de nuestro patrimonio cultural. 

III. El ordenamiento legal invocado, en su artículo 28, in-
dica que son monumentos arqueológicos, los bienes mue-
bles e inmuebles, producto de culturas anteriores al esta-
blecimiento de la hispánica en el territorio nacional, así
como los restos humanos, de la flora y de la fauna, relacio-
nados con esas culturas.

IV. De igual forma, los artículos 5o., 37, 39 y 44, de la Ley
Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos, son del tenor literal siguiente:

“Artículo 5o. Son monumentos arqueológicos, artísti-
cos, históricos y zonas de monumentos los determina-
dos expresamente en esta ley y los que sean declarados
como tales, de oficio o a petición de parte.

El presidente de la república, o en su caso el secretario
de Educación Pública, expedirá o revocará la declarato-
ria correspondiente, que será publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo 37. El presidente de la república, mediante de-
creto, hará la declaratoria de zona de monumentos ar-
queológicos, artísticos o históricos, en los términos de
esta ley y su reglamento.

Las declaratorias deberán inscribirse en el registro co-
rrespondiente, a que se refiere el artículo 21 y publicar-
se en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 39. Zona de monumentos arqueológicos es el
área que comprende varios monumentos arqueológicos
inmuebles, o en que se presuma su existencia. 



Artículo 44. El Instituto Nacional de Antropología e
Historia es competente en materia de monumentos y zo-
nas de monumentos arqueológicos e históricos.”

V. Esta comisión concuerda con la propuesta de la pro-
movente, en el sentido de que todo el patrimonio cultural
debe ser protegido por el Estado, para preservarlo y di-
fundirlo.

VI. No obstante lo anterior, y en razón de que en las últi-
mas cuatro décadas han sido innumerables los trabajos re-
alizados por parte de importantes arqueólogos, restaurado-
res, antropólogos y demás profesionales, que ha tenido
como resultado múltiples investigaciones, las cuales se in-
crementaron de tal manera que la zona arqueológica de
Tlatelolco es la más grande del área metropolitana de la
ciudad de México y continúan los trabajos conforme a los
descubrimientos hechos en, por lo menos, los últimos 50
años, que se debe proteger y rescatar esta importante zona
de monumentos arqueológicos.

VII. En este sentido, se requiere una acción decidida del
Estado para que el patrimonio cultural deba ser preservado;
en consecuencia, esta dictaminadora modifica en su redac-
ción el punto de acuerdo planteado por el proponente, para
efectos de que las autoridades competentes realicen una
ampliación a la declaratoria establecida desde 1953, consi-
derando los nuevos hallazgos.

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión
de Cultura someten a la consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados, los siguientes:

Acuerdos

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal para que, a través
del Instituto Nacional de Antropología e Historia, se reali-
cen las gestiones necesarias a fin de declarar zona de mo-
numentos arqueológicos a Tlatelolco, ubicado en la ciudad
de México, Distrito Federal, así como llevar a cabo las ac-
ciones necesarias para el establecimiento y desarrollo de
los museos temáticos de la ciudad de Tlatelolco y la im-
plementación de un programa integral para su rescate.

Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal para que realice
las gestiones necesarias a fin de que Tlatelolco sea decla-
rado patrimonio de la humanidad por el comité de la Orga-
nización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO), debido a su importancia
cultural.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal a los 28
días del mes de marzo de 2007.

La Comisión de Cultura, diputados: Emilio Ulloa Pérez (rúbrica),
presidente; Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Ramón Ignacio Le-
mus Muñoz Ledo (rúbrica), Blanca Luna Becerril, María Elena de las
Nieves Noriega Blanco Vigil (rúbrica), María Beatriz Pagés Llergo
Rebollar (rúbrica), José Alfonso Suárez del Real y Aguilera (rúbrica),
secretarios; Víctor Aguirre Alcaide (rúbrica), Jesús Ricardo Canavati
Tafich, Sara Isabel Castellanos Cortés (rúbrica), María Mercedes Co-
rral Aguilar, Marcela Cuén Garibi, Yolanda Mercedes Garmendia Her-
nández (rúbrica), María Gabriela González Martínez, Alejandro Lan-
dero Gutiérrez (rúbrica), Pedro Landero López (rúbrica), Ramón
Landeros González (rúbrica), Francisco Martínez Martínez, María Es-
peranza Morelos Borja, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Concepción
Ojeda Hernández, Héctor Hugo Olivares Ventura (rúbrica), Víctor Or-
tiz del Carpio (rúbrica), Mayra Gisela Peñuelas Acuña, María del Car-
men Salvatori Bronca, Víctor Gabriel Varela López, Jaime Verdín Sal-
daña (rúbrica), Sara Latife Ruiz Chávez, Juan Manuel Villanueva
Arjona (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reservan para su votación en conjunto.

ESTADO DE DURANGO

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Cultura, con punto de acuer-
do a fin de exhortar al Ejecutivo federal a realizar las ges-
tiones necesarias para que se declare la ciudad de Lerdo,
Durango, zona de monumentos históricos

Honorable Asamblea 

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como en lo previsto en los
artículos 58, 60, 65, 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea el presente dictamen, de conformidad con los
siguientes
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Antecedentes

1. Con fecha veinticinco de septiembre de dos mil seis, la
diputada María Salomé Elyd Sáez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, haciendo uso
de la facultad que le confiere el artículo 58 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, presentó ante el Pleno de la
Cámara de Diputados proposición con punto de acuerdo,
para exhortar al Ejecutivo federal, por conducto del Insti-
tuto Nacional de Antropología e Historia, a que se declare
una zona de monumentos históricos en la ciudad de Lerdo,
municipio del mismo nombre, en el estado de Durango. 

2. En la referida fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo se
turnara para su estudio y dictamen a la Comisión de Cultu-
ra.

Contenido de la propuesta

La proponente señala que la Ley Federal sobre Monumen-
tos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos estable-
ce como de utilidad pública la protección, conservación y
recuperación de nuestro patrimonio cultural. 

El ordenamiento legal invocado indica que son monumen-
tos históricos los bienes vinculados con la historia de la na-
ción a partir del establecimiento de la cultura hispánica en
nuestro país. El artículo 41 refiere que la zona de monu-
mentos históricos es el área que comprende varios monu-
mentos relacionados con un suceso nacional o la que se en-
cuentre vinculada a hechos pasados de relevancia para el
país. 

Así, la proponente considera que la ciudad de Lerdo, en el
estado de Durango, ocupa la región que era lugar de recreo
desde tiempos del Marquesado de Aguayo, en la comarca
lagunera.

Aunado a lo anterior, la diputada proponente aporta diver-
sos datos que refuerzan su petición:

— En 1598 se funda San Juan de Casta (León Guzmán);

— En 1731 se solicita a la Real Audiencia se deslinden
las tierras del Reino de Vizcaya por su compra al Mar-
qués de Aguayo. 

— En 1836 don Juan Nepomuceno Flores adquiere es-
tas tierras logrando un imperio agrícola con el cultivo
del algodón, ganadero con industria metalúrgica y mi-
nera. 

— Lerdo se erigió como villa en el año de 1867 y reci-
bió el título de ciudad en 1875. 

Además, refiere la proponente, la ciudad de Lerdo ayuda a
conservar y engrandecer la identidad nacional, histórica,
arquitectónica, monumental y urbanística con diversas edi-
ficaciones, como son la capilla del Sagrado Corazón de Je-
sús; el quiosco de la Plaza de las Armas; los monumentos
a la Madre, a Benito Juárez, al General Francisco Villa y al
piloto aviador Francisco Sarabia Tinoco; el sitio de ejecu-
ción de Ladislao López; los Chalets Tarín y el Gorosave; la
hacienda de la Iglesia de la Goma; la iglesia de Villa Juá-
rez y casas habitación.

En este sentido, la diputada proponente solicita la inter-
vención del Ejecutivo federal, y por conducto del Instituto
Nacional de Antropología e Historia, se declare una zona
de monumentos históricos en la ciudad de Lerdo, munici-
pio del mismo nombre, en el estado de Durango.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la propues-
ta, los miembros de la Comisión de Cultura de la LX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados que suscriben el pre-
sente dictamen exponen las siguientes

Consideraciones

I. El artículo 73, fracción XXV, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos señala lo siguiente: 

“Artículo 73. … 

I. a XXIV …

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la re-
pública escuelas rurales, elementales, superiores, secun-
darias y profesionales; de investigación científica, de
bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas
de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos,
bibliotecas, observatorios y demás institutos concer-
nientes a la cultura general de los habitantes de la nación
y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones;
para legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre mo-
numentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya



conservación sea de interés nacional; así como para dic-
tar las leyes encaminadas a distribuir convenientemente
entre la federación, los estados y los municipios el ejer-
cicio de la función educativa y las aportaciones econó-
micas correspondientes a ese servicio público, buscando
unificar y coordinar la educación en toda la república.
Los títulos que se expidan por los establecimientos de
que se trata surtirán sus efectos en toda la república.”

II. De igual forma, los artículos 5o., 37, 41 y 44, de la Ley
Federal Sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 5o. Son monumentos arqueológicos, artísti-
cos, históricos y zonas de monumentos los determina-
dos expresamente en esta Ley y los que sean declarados
como tales, de oficio o a petición de parte.

El presidente de la república, o en su caso el secretario
de Educación Pública, expedirá o revocará la declarato-
ria correspondiente, que será publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Artículo 37. El presidente de la república, mediante de-
creto, hará la declaratoria de zona de monumentos ar-
queológicos, artísticos o históricos, en los términos de
esta ley y su reglamento.

Las declaratorias deberán inscribirse en el registro co-
rrespondiente, a que se refiere el artículo 21 y publicar-
se en el “Diario Oficial” de la Federación. 

Artículo 41. Zona de monumentos históricos, es el área
que comprende varios monumentos históricos relacio-
nados con un suceso nacional o la que se encuentre vin-
culada a hechos pretéritos de relevancia para el país. 

Artículo 44. El Instituto Nacional de Antropología e
Historia es competente en materia de monumentos y zo-
nas de monumentos arqueológicos e históricos.”

III. Esta comisión concuerda con la propuesta de la pro-
movente, en el sentido de que la ciudad de Lerdo, en el eta-
do de Durango debe ser declarada zona de monumentos
históricos, con la finalidad de conservar y preservar el pa-
trimonio cultural de dicha ciudad.

IV. A mayor abundamiento, la importancia de la ciudad de
Lerdo, Durango, no sólo es por ser una de las ciudades más
grandes y pobladas de esa entidad federativa, sino también

por su historia, de la cual son fiel reflejo sus monumentos
históricos, pues es reconocida por todos los historiadores y
restauradores, como una ciudad con riquezas culturales que
deben ser protegidas. Su aportación a la historia nacional,
está fuera de toda duda.

V. En este sentido, se requiere una acción decidida del Es-
tado para que el patrimonio histórico deba ser preservado
y, en su caso, mejorado ante la planificación moderna y los
intereses económicos de la ciudad.

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión
de Cultura, someten a la consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados, el siguiente

Acuerdo

Único. Se exhorta al Ejecutivo federal para que, a través
del Instituto Nacional de Antropología e Historia se reali-
cen las gestiones necesarias a fin de declarar en la ciudad
de Lerdo, municipio del mismo nombre, del estado de Du-
rango, una zona de monumentos históricos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a los 28
días del mes de marzo de 2007.

La Comisión de Cultura, diputados: Emilio Ulloa Pérez (rúbrica),
presidente; Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Ramón Ignacio Le-
mus Muñoz Ledo (rúbrica), Blanca Luna Becerril, María Elena de las
Nieves Noriega Blanco Vigil (rúbrica), María Beatriz Pagés Llergo Re-
bollar (rúbrica), José Alfonso Suárez del Real y Aguilera (rúbrica), se-
cretarios; Víctor Aguirre Alcaide (rúbrica), Jesús Ricardo Canavati Ta-
fich, Sara Isabel Castellanos Cortés (rúbrica), María Mercedes Corral
Aguilar, Marcela Cuén Garibi, Yolanda Mercedes Garmendia Hernán-
dez (rúbrica), María Gabriela González Martínez, Alejandro Landero
Gutiérrez (rúbrica), Pedro Landero López (rúbrica), Ramón Landeros
González (rúbrica), Francisco Martínez Martínez, María Esperanza
Morelos Borja, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Concepción Ojeda
Hernández, Héctor Hugo Olivares Ventura (rúbrica), Víctor Ortiz del
Carpio (rúbrica), Mayra Gisela Peñuelas Acuña, María del Carmen
Salvatori Bronca, Víctor Gabriel Varela López, Jaime Verdín Saldaña
(rúbrica), Sara Latife Ruiz Chávez, Juan Manuel Villanueva Arjona
(rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.
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ZONAS ARQUEOLOGICAS

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Cultura, con punto de acuer-
do relativo al acceso de objetos ceremoniales en zonas ar-
queológicas

Honorable Asamblea

La Comisión de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en lo previsto en los
artículos 58, 60, 65, 87 y 88 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea el presente dictamen, de conformidad con los
siguientes

Antecedentes

1. Con fecha veinticinco de abril de dos mil seis, el diputa-
do Leonardo Álvarez Romo, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, hacien-
do uso de la facultad que le confiere el artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presentó ante el Ple-
no de la Cámara de Diputados proposición con punto de
acuerdo para exhortar al Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia a que permita la introducción en zonas ar-
queológicas de instrumentos musicales, sahumerios de co-
pal, plumas y todos los objetos ceremoniales cuya función
sea la promoción, práctica y preservación de las tradiciones
culturales de México.

2. En la referida fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo se tur-
nara para su estudio y dictamen a la Comisión de Cultura.

Contenido de la propuesta

El proponente señala que las plumas constituyen, para mu-
chos pueblos indígenas, un instrumento chamánico por me-
dio del cual se llevan a cabo rituales de purificación o de
conexión. Por su parte, con el copal se preparan los ritua-
les y se purifican los ambientes y las personas, y la música
acompaña las danzas.

Todo lo anterior, a juicio del diputado proponente, son ma-
nifestaciones ricas de nuestra cultura, pues son creencias
de nuestro país que son transmitidas a través de diversos
grupos promotores de la mexicanidad, quienes más respe-
tan nuestros centros ceremoniales.

En este sentido, el diputado proponente solicita la inter-
vención del Instituto Nacional de Antropología e Historia
para que permita el acceso a los visitantes con objetos ce-
remoniales a las zonas arqueológicas del país.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la propues-
ta, los miembros de la Comisión de Cultura de la LX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el pre-
sente dictamen, exponen las siguientes

Consideraciones

I. En términos de lo previsto en el artículo 2o. de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísti-
cos e Históricos, se consideran de utilidad pública la in-
vestigación, protección, conservación, restauración y
recuperación de los monumentos arqueológicos, artísticos e
históricos y de la zona de monumentos. A su vez, la Ley Or-
gánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia se-
ñala como objetivos generales de esa institución la investi-
gación científica sobre antropología e historia relacionada
principalmente con la población del país y con la conserva-
ción y restauración del patrimonio cultural arqueológico e
histórico, así como el paleontológico, la protección, con-
servación, restauración y recuperación de ese patrimonio y
la promoción y difusión de las materias y actividades que
son de la competencia del instituto.

II. La protección del patrimonio cultural arqueológico o
histórico es facultad exclusiva del Instituto Nacional de
Antropología e Historia, pues el mismo es, a su vez, consi-
derado de utilidad pública, por lo que no puede estar suje-
to a la voluntad de los particulares.

III. A su vez, el promovente de la proposición con punto de
acuerdo señala con meridiana claridad que, en la aplicación
de las facultades del Instituto Nacional de Antropología e
Historia antes señaladas, se ha incurrido en excesos y se
“confundió el vandalismo con la cultura”, en referencia al
hecho de que existen grupos artísticos que son portadores
y reproductores de las tradiciones culturales mexicanas y
que, bajo cualquier pretexto, se les impide el acceso a las
zonas arqueológicas.



IV. Aun suponiendo, sin conceder, que dicha circunstancia
se presente, toda vez que el diputada promovente no apor-
ta mayores elementos de convicción sobre las circunstan-
cias que señala, lo cierto es que es competencia del Institu-
to Nacional de Antropología e Historia salvaguardar y
proteger el patrimonio cultural de la nación y éste no pue-
de estar sujeto a actos de particulares que, si bien es cierto
que son parte de nuestra cultura nacional, también es cier-
to que con sus actividades pueden poner en riesgo el patri-
monio cultural, tal como sucedería, por ejemplo, en el caso
de que las brasas de un sahumerio o un “bracero”, se llega-
ran a depositar en los pastos de alguna zona arqueológica,
con los consecuentes daños que implicarían no sólo para los
monumentos arqueológicos sino también para la población
que, en su momento, se encuentre visitando dicho lugar.

V. Esta comisión concuerda con la propuesta del promo-
vente; sin embargo, la autoridad deberá valorar, bajo crite-
rios técnicos, que la introducción de cualquier objeto cere-
monial que sea utilizado en la práctica y preservación de
las tradiciones culturales de México no represente un ries-
go para el patrimonio arqueológico ni para las personas, y
con base en ello se permita el acceso a los visitantes que
porten dichos objetos para tal finalidad, por lo que esta dic-
taminadora, con el fin de dar congruencia a la solicitud,
modifica la redacción, para quedar como más adelante se
indica.

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión
de Cultura someten a la consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados el siguiente

Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Instituto Nacional de An-
tropología e Historia para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones y facultades, realice una valoración técnica para
que, en su caso, los visitantes a las zonas arqueológicas del
país accedan con objetos ceremoniales, con la finalidad de
que manifiesten y practiquen las tradiciones culturales mi-
lenarias de México, a efecto de contribuir al fortalecimien-
to de las tradiciones culturales de nuestro país.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a los 28
días del mes de marzo de 2007.

La Comisión de Cultura, diputados: Emilio Ulloa Pérez (rúbrica),
presidente; Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Ramón Ignacio Le-
mus Muñoz Ledo (rúbrica), Blanca Luna Becerril, María Elena de las
Nieves Noriega Blanco Vigil (rúbrica), María Beatriz Pagés Llergo

Rebollar (rúbrica), José Alfonso Suárez del Real y Aguilera (rúbrica),
secretarios; Víctor Aguirre Alcaide (rúbrica), Jesús Ricardo Canavati
Tafich, Sara Isabel Castellanos Cortés (rúbrica), María Mercedes Co-
rral Aguilar, Marcela Cuén Garibi, Yolanda Mercedes Garmendia Her-
nández (rúbrica), María Gabriela González Martínez, Alejandro Lan-
dero Gutiérrez (rúbrica), Pedro Landero López (rúbrica), Ramón
Landeros González (rúbrica), Francisco Martínez Martínez, María Es-
peranza Morelos Borja, José Luis Murillo Torres (rúbrica), Concepción
Ojeda Hernández, Héctor Hugo Olivares Ventura (rúbrica), Víctor Or-
tiz del Carpio (rúbrica), Mayra Gisela Peñuelas Acuña, María del Car-
men Salvatori Bronca, Víctor Gabriel Varela López, Jaime Verdín Sal-
daña (rúbrica), Sara Latife Ruiz Chávez, Juan Manuel Villanueva
Arjona (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.

TRIBUNAL LATINOAMERICANO DEL AGUA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo federal y a los
gobiernos de diversas entidades federativas a atender las
recomendaciones del Tribunal Latinoamericano del Agua

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Comisión de Recursos Hidráulicos somete a la
consideración de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 4 de abril de 2006, los di-
putados Israel Tentory García y Pascual Sigala Páez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentaron la proposición con punto de acuerdo
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por el que se exhorta al Ejecutivo federal y a los gobiernos
de diversas entidades federativas, a que atiendan las reco-
mendaciones del Tribunal Latinoamericano del Agua, emi-
tidas en los veredictos del 20 de marzo de 2006.

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó tal proposición a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, para su estudio y dictamen.

Tercero. Los integrantes de la comisión determinaron ana-
lizar la propuesta y emitir el dictamen para realizar el ex-
horto a que se refieren los diputados proponentes.

II. Análisis del contenido de la proposición

El Tribunal Latinoamericano del Agua, creado en 1998, es
una instancia internacional autónoma e independiente, un
espacio alternativo de justicia en materia ambiental, que
surge ante la insuficiente capacidad de respuesta de las ins-
tancias gubernamentales nacionales en la resolución de
conflictos ambientales. Sin embargo, sus resoluciones no
son jurídicamente vinculantes, aunque durante sus audien-
cias se siguen procedimientos formales, en los que las par-
tes presentan sus puntos de vista ante un jurado. Vale decir
que, si el caso lo amerita, el tribunal emite recomendacio-
nes a instituciones o empresas cuando se le plantean casos
de iniquidad, ecocidio y gestión gubernamental inapropia-
da en el aprovechamiento y conservación del recurso hídri-
co en América Latina.

Como parte de sus actividades, el tribunal participó en el
IV Foro Mundial del Agua, que tuvo lugar en nuestro país
en el mes de marzo de 2006, llevando a la arena de los de-
bates algunos de los casos más emblemáticos en materia de
usos y eventuales abusos de los recursos hídricos en toda
América Latina.

Según los legisladores proponentes, los casos fueron elegi-
dos minuciosamente por una comisión científico-técnica
compuesta por profesionales y técnicos involucrados en la
temática. Durante las audiencias en México se presentaron
13 casos de afectación ambiental e hídrica de 10 países la-
tinoamericanos, de los cuales. México presentó 6 casos, los
cuales se enlistan enseguida:

1. Trasvase de agua de la región del sistema Cutzama-
la a la cuenca México, Distrito Federal: Se resolvió que
es inadecuada la construcción de grandes obras de tras-
vase para importar agua de lugares lejanos, con el con-
siguiente despojo de los pobladores locales, por lo cual

se recomienda cancelar la cuarta etapa del sistema Cut-
zamala.

2. Proyecto hidroeléctrico La Parota sobre el río Papa-
gayo, en el estado de Guerrero: Se resolvió que los de-
rechos agrarios de las comunidades afectadas y el con-
trol del territorio y sus recursos naturales deben ser
garantizados como lo marca la Constitución, por lo que
debe respetarse la diversidad cultural, la existencia de
comunidades indígenas y sus derechos agrarios, formas
de gobierno, usos y costumbres.

El tribunal recomendó que el proyecto hidroeléctrico
debe suspenderse, ya que no se demuestran los benefi-
cios a la población local, su contribución al desarrollo
regional ni la protección al medio ambiente.

3. Contaminación y afectación costero/marina en la ba-
hía de Zihuatanejo: Se determinó que la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Comisión Na-
cional del Agua y la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente han incurrido en negligencia y omisiones
en el control de las actividades potencialmente degrada-
torias para prevenir el impacto ambiental en la bahía de
Zihuatanejo.

El tribunal recomendó a la alcaldía de Zihuatanejo, en-
tre otras cosas, convocar a una mesa permanente de
“Resolución de conflictos ambientales”, en la que parti-
cipen organizaciones de la sociedad civil.

4. Afectación de la cuenca Lerma-Chapala-Santiago-
Pacífico. Estados de México, Querétaro, Guanajuato,
Aguascalientes, Durango. Michoacán, Jalisco, Nayarit
y Zacatecas: Se exhortó a las autoridades competentes a
que ordenen suspender la construcción de la presa del
Arcediano en la barranca de Juanacatlán, hasta que no
se realice un estudio integral sobre sus implicaciones
para la salud humana y se estudien alternativas de ma-
nejo hidráulico que respeten los ecosistemas. También
se recomendó implementar un programa para reducir
los volúmenes de consumo de agua y estimular la reuti-
lización del recurso hídrico; garantizar que los verti-
mientos provenientes de actividades agropecuarias, in-
dustriales y agroindustriales se ajusten a los parámetros
nacionales o a la normatividad internacional; que se or-
ganicen mesas de negociación de conflictos ambientales
y que, en la medida de lo posible, se devuelvan las aguas
a sus cauces naturales, asegurando el nivel mínimo del
lago.



En el caso de Jalisco y Guadalajara, se recomendó el
desarrollo de un programa de rehabilitación de cuencas
y el financiamiento de acciones de las comunidades que
aseguren la viabilidad a largo plazo de la cuenca.

5. Contaminación industrial en los ríos Atoyac y Xo-
chiac, estados de Tlaxcala y Puebla: Se determinó que
las industrias asentadas en el parque industrial Quetzal-
cóatl que descargan sus aguas residuales en el río Ato-
yac son responsables por su contaminación. Se señaló
que las instituciones gubernamentales violaron la legis-
lación mexicana al no controlar debidamente los verti-
dos de aguas residuales de estas industrias.

El tribunal resolvió que las empresas, junto con la auto-
ridad ambiental y las organizaciones civiles, deben par-
ticipar en el diseño y desarrollo de un plan de rehabili-
tación de la cuenca del río Atoyac.

6. Derrame petrolero en río y playa Coatzacoalcos, Ve-
racruz. Se señaló que Pemex ha violado leyes naciona-
les e internacionales con el inadecuado manejo de ma-
teriales peligrosos que provocan emergencias
ambientales en la cuenca del río Coatzacoalcos.

El tribunal determinó que la paraestatal debe elaborar
un plan de contingencia y difundirlo ente las poblacio-
nes aledañas para guiar a los habitantes en caso de emer-
gencia; adoptar medidas adecuadas de prevención y
mantenimiento de maquinaria y equipo, y capacitar a su
personal y a la población en su área de influencia para
la implementación de dicho plan. Pemex y la industria
petroquímica deben reportar al Registro de Emisiones y
Transferencia de Contaminantes todas sus descargas de
sustancias tóxicas al agua, aire y suelo.

Estos veredictos fueron dados a conocer el 20 de marzo de
2006 y pueden ser consultados directamente en la página
oficial del Tribunal Latinoamericano del Agua; www.tra-
gua.com/tla1.htm.

Analizados los planteamientos argumentativos presentados
por los diputados proponentes, la Comisión de Recursos
Hidráulicos expone las siguientes:

III. Consideraciones

A. Derivado de la Declaración de Johannesburgo, orga-
nizada como parte de las actividades para concretar los
Objetivos del Milenio de la ONU, surgen en la región de

América Latina y el Caribe espacios e instancias para
dar continuidad a las consultas intergubernamentales
con las autoridades ambientales más importantes;

B. Tales instancias representan un eje fundamental para
dar cumplimiento tanto a los Objetivos del Milenio co-
mo a las iniciativas regionales que persiguen los mis-
mos fines, como la Iniciativa para el Desarrollo Susten-
table para América Latina y el Caribe y el Plan de
Acción Regional;

C. Una de estas instancias es el Tribunal Latinoamerica-
no del Agua, cuyas resoluciones, más que una condena,
constituyen recomendaciones y alternativas para la so-
lución de las controversias.

D. Aunque la dirección del tribunal reconoce que hay
una tendencia en los casos de que la parte denunciada
desconozca la jurisdicción del tribunal, por ser éste de
carácter ético y no jurídico, también han señalado que
en anteriores audiencias en Centroamérica sí ha existido
respuesta a través de comunidades institucionales, em-
presariales o ministeriales.

E. Al revisar los veredictos de los seis casos de México,
resulta que prácticamente las recomendaciones emitidas
por el tribunal tendrían que ser atendidas en su totalidad
por dependencias y empresas públicas del gobierno fe-
deral, así como de gobiernos de diversas entidades fe-
derativas, gobiernos municipales y, en algunos casos,
empresas privadas.

F. Es fundamental que esta Cámara de Diputados, como
representación de la soberanía nacional, apoye las reco-
mendaciones que el Tribunal Latinoamericano del Agua
emitió sobre los seis casos arriba mencionados, aunque
estas resoluciones no tengan un carácter vinculante.

Por lo anterior, expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos considera procedente el punto de acuerdo
propuesto y, en consecuencia, pone a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente

IV. Resolutivo

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal y a los go-
biernos de los estados de Guerrero, Jalisco, México, Pue-
bla y Tlaxcala, así como del Distrito Federal, para que a
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través de las dependencias y empresas públicas considera-
das en los seis casos de México que fueron sometidos a
consideración del Tribunal Latinoamericano del Agua se
atiendan las recomendaciones emitidas por éste en sus ve-
redictos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de 2007.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Víctor Manuel Torres He-
rrera (rúbrica), Lourdes Alonso Flores (rúbrica), Cuitláhuac Condado
Escamilla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo
Ildefonso Mendivil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz
García (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar, Modesto Brito
González (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Diego Co-
bo Terrazas (rúbrica), Felipe González Ruiz, David Lara Compeán (rú-
brica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza
Maldonado (rúbrica), Irineo Mendoza Mendoza (rúbrica), Pedro Mon-
talvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventura (rúbrica), Anto-
nio Ortega Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez (rúbrica), Fran-
cisco Javier Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro
Cortés (rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica), Ramón
Salas López (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Gerardo
Octavio Vargas Landeros (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos
(rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva al final para su votación en conjunto. Continúe la
Secretaría.

ESTADO DE MICHOACAN

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo para exhortar al director general de la Co-
misión Nacional del Agua a solucionar el problema del
abasto de agua potable en diversos municipios de Michoa-
cán

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 58, 60, 88 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Recursos Hidráulicos
somete a la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 24 de agosto de 2005, el
diputado Inelvo Moreno Álvarez, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, presentó la pro-
posición con punto de acuerdo para exhortar al titular de la
Comisión Nacional del Agua a solucionar el problema del
abasto de agua potable que tienen los poblados de San An-
tonio la Labor y Puertecitos del municipio de Apatzingán
así como el poblado de El Junco, municipio de Parácuaro,
en el estado de Michoacán.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó tal proposición a la Comisión de
Recursos Hidráulicos para su estudio y dictamen.

Tercero. Los integrantes de la comisión determinaron ana-
lizar la propuesta y emitir el dictamen para realizar el ex-
horto a que se refiere el diputado proponente.

II. Análisis del contenido de la proposición

En la proposición que se analiza, el diputado proponente se
refiere a la solicitud que le hicieron llegar habitantes de los
poblados de San Antonio la Labor y Puertecitos del Muni-
cipio de Apatzingán, así como del poblado El Junco, muni-
cipio de Parácuaro, en el estado de Michoacán, respecto de
las múltiples solicitudes y trámites que han venido reali-
zando desde 1999, a fin de que las autoridades competen-
tes puedan dotarlos del servicio de agua potable, sin que
hasta la fecha lo hayan conseguido.

De igual manera, el diputado proponente refiere que ac-
tualmente en esa región, el agua tiene uso preferente para
riego, en lugar de ser destinada para satisfacer las necesi-
dades básicas de la población. Esta circunstancia, en pala-
bras del legislador, ha provocado la muerte de varias per-
sonas por consumir agua de mala calidad.

Lo anterior, manifiesta el proponente, no hace sino subra-
yar el hecho de que las familias pobres, especialmente de



las zonas rurales, son quienes llevan la peor parte de esta
ausencia de infraestructura y servicios de agua potable,
drenaje y saneamiento en el país que, en el medio rural, al-
canza el 30% de la población.

Sobre el particular, el legislador proponente llama la aten-
ción sobre el informe de México en el 2004 relativo a los
Objetivos de Desarrollo del Milenio, elaborado por el Eje-
cutivo Federal, en el cual señala textualmente que:

“La cobertura de agua potable aumentó de 78.4% en
1990 a 89.4 en el año 2003; esto es, la proporción de la
población sin ese servicio se redujo de 21.6 a 10.6% en
el periodo. Esto significa casi 30 millones de personas
más con acceso a este servicio. No obstante, persisten
rezagos en las zonas rurales donde la cobertura apenas
llega al 70.5% (en contraste con el 95.8% de las zonas
urbanas).”

De igual forma, refiere que existen cuatro principios fun-
dadores en torno al agua, que son.

1. El acceso al agua en cantidad (40 litros por día para
uso doméstico) y calidad suficientes, debe ser reconoci-
do como un derecho constitucional humano y social,
universal, indivisible e imprescindible.

2. El agua debe ser considerada como un bien común
que pertenece a todos los seres humanos y a todas las es-
pecies vivientes del planeta.

3. Compete a la autoridad pública asegurar el financia-
miento para concretizar el lema de “agua potable para
todos”.

4. Los ciudadanos deben participar, sobre las bases re-
presentativas y directas, a la definición y realización de
la política del agua, desde el nivel local al mundial.

En este contexto, resulta por demás preocupante que los
tres poblados rurales de mérito lleven más de seis años re-
alizando trámites y solicitudes ante la Comisión Nacional
del Agua para tratar de conseguir que una parte del agua de
riego con la que actualmente cuentan, pueda ser utilizada
para consumo humano, sin que a la fecha hayan consegui-
do respuesta positiva por parte de la autoridad, circunstan-
cia que viene a agravarse con las acciones que en contra de
estas gestiones han realizado un grupo de personas que se
hacen llamar Frente Cívico de Parácuaro, quienes han sus-
pendido la obra en dos ocasiones.

Por lo anterior y,

III. Considerando

1. Que, la protección de la calidad y abastecimiento de
los recursos hídricos se orienta fundamentalmente a la
aplicación de criterios integrados en el desarrollo, ma-
nejo y uso de los mismos.

2. Que en la cumbre de la Tierra celebrada en Johannes-
burgo, se adoptó el compromiso de reducir el número de
personas que no tienen acceso al agua potable.

3. Que una de las prioridades de las políticas públicas
debe ser al abastecimiento y saneamiento de agua para
la población, teniendo como metas a alcanzar: cantidad,
calidad, cobertura, continuidad y costo.

4. Que tienen que establecerse las bases para llegar a
acuerdos entre las partes y que las autoridades deben co-
adyuvar a la resolución de este añejo conflicto.

5. Que esta Cámara de Diputados es asiento de la Re-
presentación Nacional y que, como tal, es depositaria
del grave compromiso de actuar en defensa de los inte-
reses de sus representados.

6. Que es urgente la intervención de las autoridades
competentes para atender el reclamo de los pobladores
de San Antonio la Labor y de Puertecitos del municipio
de Apatzingán, así como del poblado El Junco, munici-
pio de Parácuaro, en el estado de Michoacán, respecto
de las múltiples solicitudes y trámites que han venido
realizando desde 1999, a fin de que las autoridades com-
petentes puedan dotarlos del servicio de agua potable,
sin que hasta la fecha lo hayan conseguido.

Para esta comisión dictaminadora es procedente la pro-
posición con punto de acuerdo a fin de exhortar al titu-
lar de la Comisión Nacional del Agua para que solucio-
ne el problema de abasto de agua potable que tienen los
poblados de San Antonio la Labor y Puertecitos, del mu-
nicipio de Apatzingán, así como del poblado El Junco,
municipio de Parácuaro, en el estado de Michoacán.

Por lo anterior expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos, aprueba y pone a consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados, el siguiente
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IV. Resolutivo

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Comisión Nacional del
Agua a solucionar el problema de abasto de agua potable
que tienen los poblados de San Antonio la Labor y Puerte-
citos del municipio de Apatzingán, así como del poblado El
Junco, municipio de Parácuaro, en el estado de Michoacán.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo del 2007.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herre-
ra (rúbrica), Lourdes Alonso Flores (rúbrica), Cuitláhuac Condado
Escamilla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo Il-
defonso Mendívil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz
García (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar, Modesto Brito Gon-
zález (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Diego Cobo Te-
rrazas (rúbrica), Felipe González Ruiz (rúbrica), David Lara Compeán
(rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza
Maldonado (rúbrica), Irineo Mendoza Mendoza (rúbrica), Pedro Mon-
talvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventura, Antonio Ortega
Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez (rúbrica), Francisco Javier
Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro Cortés (rúbrica),
Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica), Ramón Salas López (rú-
brica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Gerardo Octavio Vargas
Landeros (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva al final para su votación en conjunto.

COMISION NACIONAL DEL AGUA

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo para citar a comparecer al director gene-
ral de la Comisión Nacional del Agua

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Comisión de Recursos Hidráulicos somete a la
consideración de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 28 de marzo de 2006, la
diputada Modesta Vázquez Vázquez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, presentó la
proposición con punto de acuerdo para citar a comparecer
al director general de la Comisión Nacional del Agua, a fin
de que explique las acciones operativas y administrativas
por las que se establecen los límites máximos permisibles
de contaminantes en las descargas residuales en aguas y
bienes nacionales, en el trayecto de la cuenca Lerma-Cha-
pala.

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó tal proposición a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, para su estudio y dictamen.

Tercero. Los integrantes de la comisión determinaron ana-
lizar la propuesta y emitir el dictamen correspondiente.

II. Análisis del contenido de la proposición

La diputada proponente refiere que la cuenca del río San-
tiago es una de las más contaminadas de México y apunta
que las condiciones hidrológicas que presenta la región
Lerma-Chapala son verdaderamente delicadas y las pade-
cen de manera directa quienes habitan en la zona.

Sobre el particular, y a efecto de comprender la trascen-
dencia de la propuesta en análisis, la proponente señala que
debe subrayarse el hecho de que las industrias ubicadas a
lo largo de la cuenca, tales como la metalmecánica, meta-
lúrgica, electromecánica, de pinturas, de baterías, química,
petroquímica, minera y tenería, entre otras, generan gran-
des cantidades de desechos líquidos, los cuales contienen,
entre otros contaminantes, iones de metales como cadmio,
cromo, mercurio, plomo, cobre, zinc y arsénico, y que es-
tos metales representan una grave amenaza para el medio
ambiente y para todos los sistemas vivientes de la región,
debido a su alta toxicidad según un documento elaborado
por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología.



Por otro lado, refiere que es importante destacar que el río
Santiago recibe descargas de industrias como Ciba, Cela-
nese y Nestlé, entre otras, y que el vertimiento de descar-
gas industriales es uno de los más graves problemas del río
Santiago. En algunas muestras de sedimentos del río San-
tiago se encontraron compuestos muy tóxicos, tales como
hidrocarburos policíclicos aromáticos, benzaldehídos, xile-
nos, furanos y fenol, según se desprende de un informe de
la Universidad de Guadalajara.

Aunado a lo anterior, destaca la diputada proponente, otro
grave problema que impacta considerablemente en la salud
de los más de 70 mil pobladores que habitan al borde del
río es la cascada, cuya caída de 20 metros en el puente que
comunica a El Salto y Juanacatlán forma una represa que
dispara aún más la contaminación, puesto que no existe co-
rriente de agua que mueva los desechos tóxicos.

En palabras de la legisladora, la alta toxicidad ha afectado
de manera directa a la población y ha implicado el naci-
miento cada vez más frecuente de niños y niñas con leuce-
mia y cáncer, además de que ha acarreado graves problemas
de piel y ojos, problemática que enfrenta la insensibilidad
de las autoridades locales, estatales y federales para su
atención.

La diputada proponente llama la atención sobre la Norma
Oficial Mexicana NOM-001-SEMARNAT-1996, que esta-
blece los límites máximos permisibles de contaminantes en
las descargas de aguas residuales, norma que es a todas lu-
ces violentada y puesta de lado por quienes vierten sus re-
siduos tóxicos a este cuerpo de agua, a juzgar por los estu-
dios de la Universidad de Guadalajara que muestran
cantidades significativas de metales pesados en los sedi-
mentos de los ríos Verde y Santiago.

Preocupados por la situación de este importante vaso la-
custre (del lago Chapala), organismos no gubernamentales,
naciones y extranjeros, también han realizado estudios de
sus aguas, los cuales arrojan como resultado la alta conta-
minación de sus aguas con las cuales se surte a casi 22 por
ciento de la población nacional. A la luz de los resultados
que arrojan los estudios citados, además de otros no inclui-
dos en el análisis, la diputada proponente concluye que el
agua que corre por su cauce no es apta para consumo hu-
mano ni para la preservación de la biodiversidad de la re-
gión.

De otra parte, la legisladora señala que, dado que no se tie-
ne conocimiento sobre la aplicación de 50 millones de pe-

sos que la Cámara de Diputados etiquetó para la rehabilita-
ción y modernización de esta importante infraestructura en
el Presupuesto de Egresos de 2005, se concluye que la au-
toridad competente no toma medidas para modificar en la
práctica las acciones ni hábitos productivos, en detrimento
de la región y del país en su conjunto.

Analizados los motivos y argumentos esgrimidos por la di-
putada proponente, la Comisión de Recursos Hidráulicos
expone las siguientes

III. Consideraciones

1. La formación natural de las cuencas no reconoce de
límites estatales o municipales, y por ello los conflictos
generados en la zona deben ser afrontados desde una
perspectiva regional.

2. Los impactos causados por los proyectos o acciones
en un lugar determinado se manifiestan en distintos si-
tios de los programados, lo cual implica, en el caso que
se analiza, que el recurso agua no deba ser el único por
considerar, pues no deben perderse de vista la integridad
de la región y las condiciones del resto de los recursos
naturales, así como el tema de la salud de la población
afectada, y lo relativo a las actividades socioeconómicas
que se desarrollan en el área.

3. La protección de la calidad y cantidad de los recursos
hídricos se orienta fundamentalmente a la aplicación de
criterios integrados en el desarrollo, manejo y uso de los
mismos.

4. Una de las prioridades de las políticas públicas debe
ser el abastecimiento y saneamiento de agua para la po-
blación.

5. Esta Cámara de Diputados es asiento de la represen-
tación nacional y, como tal, es depositaria del grave
compromiso de actuar en defensa de los intereses de sus
representados.

6. Es urgente la intervención de la autoridad competen-
te para atender la gravísima situación que enfrenta la
cuenca Lerma-Chapala y, por tanto, procedente citar al
director general de la Comisión Nacional del Agua a
efecto de que comparezca ante la Cámara de Diputados,
en su calidad de autoridad responsable de la aplicación
de la norma oficial mexicana arriba citada, para que in-
forme sobre las acciones que está tomando la depen-
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dencia a su cargo para evitar la descarga de residuos tó-
xicos en la cuenca del río Santiago y las sanciones que
se han impuesto en esta materia, así como las razones
por las cuales se permite a las empresas seguir contami-
nando la cuenca con sus residuos.

Por lo anterior, expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos considera que es procedente el punto de
acuerdo propuesto y, en consecuencia, pone a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente

IV. Resolutivo.

Punto de Acuerdo

Único. Se cita al titular de la Comisión Nacional del Agua
a comparecer ante la Cámara de Diputados a fin de que in-
forme acerca de las acciones y medidas que esa dependen-
cia federal ha tomado con base en las normas oficiales me-
xicanas que establecen los límites máximos permisibles de
contaminantes en las descargas de aguas residuales, en
aguas y bienes nacionales, en el trayecto de la cuenca Ler-
ma-Chapala.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de 2007.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Patrón
Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbrica),
Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Víctor Manuel Torres Herrera
(rúbrica), Lourdes Alonso Flores (rúbrica), Cuitláhuac Condado Esca-
milla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo Ilde-
fonso Mendivil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz Gar-
cía (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica en contra),
Modesto Brito González (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbri-
ca), Diego Cobo Terrazas (rúbrica), Felipe González Ruiz, David Lara
Compeán (rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Fausto Fluvio
Mendoza Maldonado (rúbrica), Irineo Mendoza Mendoza (rúbrica),
Pedro Montalvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ventura (rú-
brica), Antonio Ortega Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez
(rúbrica), Francisco Javier Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gus-
tavo Pedro Cortés (rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rú-
brica), Ramón Salas López (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rú-
brica), Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), César Augusto
Verástegui Ostos (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva al final para su votación en conjunto.

ESTADO DE MEXICO

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
puntos de acuerdo para exhortar al Ejecutivo federal, al go-
bierno del estado de México y al municipio de Naucalpan
a atender la situación del río Hondo

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 58, 60, 88 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Recursos Hidráulicos
somete a la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente:

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 4 de abril de 2006, la di-
putada Concepción Cruz García, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó la proposición con
punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo federal, al go-
bierno del estado de México y al ayuntamiento de Naucal-
pan, a atender la situación del río Hondo y de la población
que habita los márgenes de éste.

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó tal proposición a la Comisión de
Recursos Hidráulicos para su estudio y dictamen.

Tercero. Los integrantes de la Comisión determinaron ana-
lizar la propuesta y emitir el dictamen para realizar el ex-
horto a que se refiere el diputado proponente.

II. Análisis del contenido de la proposición

La proposición motivo del presente dictamen llama la aten-
ción de esta soberanía sobre la situación que enfrenta ac-
tualmente el municipio de Naucalpan, estado de México,
derivada del impacto que el llamado río Hondo –que corre
por el territorio de ese municipio– tiene sobre quienes ha-
bitan en sus márgenes y que se expresa no solamente en



malos olores generados por las aguas negras que son verti-
das al río, sino por las enfermedades que provoca la conta-
minación que este cuerpo de agua presenta.

A decir de la legisladora proponente, el problema crece con
cada día que pasa, en razón del crecimiento sin control de
irregulares asentamientos humanos sobre la ribera del río
Hondo, cuyos habitantes se cuentan por miles. Tal aglome-
ración de personas ha hecho prácticamente imposible su
reubicación, a pesar de los intentos gubernamentales en es-
te sentido. Este crecimiento irregular de la población ha
propiciado la contaminación que sufre el río por dos causas
principalmente: el vertido de aguas negras crudas que ha-
cen las comunidades, y el vertido de basura en su cauce.

Los asentamientos humanos irregulares y la contaminación
de río han producido una mezcla explosiva que ha genera-
do que los habitantes de esta zona padezcan graves conse-
cuencias por el desbordamiento de sus aguas, sobre todo en
época de lluvias. Sin embargo, la difícil situación que de
por sí enfrentan quienes habitan ahí, se agrava cuando re-
presentantes de la Comisión Nacional del Agua (CNA) les
imponen sanciones económicas.

Frente a tal situación, resulta ya impostergable que las au-
toridades competentes busquen alternativas para encontrar
soluciones orientadas a sanear el río, ya sea mediante la
construcción de colectores marginales que conduzcan las
aguas negras a plantas de tratamiento o bien entubar el cau-
ce para evitar que se siga arrojando basura en sus aguas.

Asimismo, resulta fundamental crear conciencia en la ciu-
dadanía de no tirar basura en el río, por las nefastas conse-
cuencias que esto genera tanto para la salud como por el
riesgo de desbordamiento de sus aguas que incluso pueden
implicar la pérdida de vidas humanas y esta medida sola-
mente puede ser aplicada con éxito con la participación de
gobierno y sociedad.

De igual trascendencia resulta el establecimiento de pro-
gramas para reubicar a la población que actualmente vive
en dicha zona, particularmente la que se encuentra en las
áreas de mayor riesgo, y obtener el compromiso de la Co-
misión Nacional del Agua para dejar de imponer sanciones
a las personas allí asentadas durante la ejecución de dicho
programa.

Según la diputada proponente, dado que el río Hondo nace
en el Distrito Federal y cruza por el municipio de Huixqui-
lucan, el diseño de cualquier medida para atender a esta

problemática demanda el concurso de diferentes instancias
y niveles de gobierno, ya que, según sus propias palabras,
no basta colectar las aguas negras generadas en la región,
sino que es necesario que el agua que se capta en la parte
alta del municipio de Huixquilucan vaya a las zonas de
control que se tienen, como la presa El Sordo, para que
pueda nutrir y fortalecer los mantos acuíferos que hay en el
municipio de Naucalpan. De igual forma, que con obras
complementarias para impedir el arrastre de arena prove-
niente de minas areneras localizadas aguas arriba y un de-
sazolve intensivo, se ayudaría a las familias de esa zona
densamente poblada, a vivir sin el riesgo de sufrir las con-
secuencias de un desbordamiento futuro del río.

Analizados los motivos expuestos por la diputada propo-
nente, la Comisión de Recursos Hidráulicos expone las si-
guientes:

III. Consideraciones

A. Los pobladores del municipio de Naucalpan, espe-
cialmente quienes habitan a la orilla del río Hondo, vi-
ven en un estado de permanente riesgo para su salud y
su seguridad, por la situación descrita en el apartado an-
terior.

B. El río Hondo nace en una delegación del Distrito Fe-
deral y atraviesa por el municipio de Huixquilucan, an-
tes de llegar a Naucalpan, arrastrando las aguas negras
allí generadas.

C. Es urgente la aplicación de medidas para resolver la
problemática, y que dichas medidas deben ser tomadas
con el concurso de las autoridades gubernamentales
competentes.

D. Una de las prioridades de las políticas públicas es el
abastecimiento de agua para la población.

E. Esta Cámara de Diputados es asiento de la represen-
tación nacional y que, como tal, es depositaria del grave
compromiso de actuar en defensa de los intereses de sus
representados.

F. El saneamiento de los ríos representa una cuestión
fundamental y debe ser una de las principales metas de
los tres órdenes de gobierno.

Por lo anterior expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos considera procedente el punto de acuerdo
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propuesto y, en consecuencia, pasa a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:

IV. Resolutivo

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta al gobierno federal, al gobierno del
estado de México y al ayuntamiento de Naucalpan para
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, lleven a
cabo la construcción de los colectores marginales del río
Hondo, a lo largo de todo el municipio de Naucalpan, así
como para que tomen las medidas necesarias a efecto de
limpiar las aguas de este río y evitar que se siga arrojando
basura a sus aguas.

Segundo. Se exhorta al gobierno federal, al gobierno del
estado de México y al ayuntamiento de Naucalpan, para
que establezcan un programa de reubicación de las perso-
nas asentadas sobre la ribera del río Hondo, principalmen-
te las que se encuentran en zonas de alto riesgo, con el
compromiso de que la Comisión Nacional del Agua no les
imponga sanciones durante el proceso de ejecución de di-
cho programa de reubicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de 2007.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo (rúbrica), presidente; Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Víctor Manuel Torres He-
rrera (rúbrica), Lourdes Alonso Flores (rúbrica), Cuitláhuac Condado
Escamilla (rúbrica), José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Gustavo
Ildefonso Mendívil Amparán (rúbrica), secretarios; Pedro Armendáriz
García (rúbrica), Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Modesto
Brito González (rúbrica), Aurora Cervantes Rodríguez (rúbrica), Die-
go Cobo Terrazas (rúbrica), Felipe González Ruiz (rúbrica), David La-
ra Compeán (rúbrica), Alma Lilia Luna Munguía (rúbrica), Fausto
Fluvio Mendoza Maldonado (rúbrica), Irineo Mendoza Mendoza (rú-
brica), Pedro Montalvo Gómez (rúbrica), Héctor Hugo Olivares Ven-
tura, Antonio Ortega Martínez (rúbrica), José Inés Palafox Núñez (rú-
brica), Francisco Javier Paredes Rodríguez (rúbrica), Santiago Gustavo
Pedro Cortés (rúbrica), Héctor Manuel Ramos Covarrubias (rúbrica),
Ramón Salas López (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica),
Gerardo Octavio Vargas Landeros (rúbrica), César Augusto Verástegui
Ostos (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

ESTADO DE CHIAPAS

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
puntos de acuerdo para exhortar a la Comisión Nacional
del Agua, en coordinación con la Comisión Federal de
Electricidad, a la Secretaría de Turismo, a la Comisión Na-
cional de Áreas Naturales Protegidas y a los municipios
aledaños al Cañón del Sumidero a implantar un programa
de saneamiento permanente

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Comisión de Recursos Hidráulicos somete a la
consideración de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el 4 de noviembre de 2005,
el diputado Manuel Velasco Coello, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, presentó la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Comisión Nacional del Agua, en coordinación con la
Comisión Federal de Electricidad, la Secretaría de Turis-
mo, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas y
los municipios aledaños al Cañón del Sumidero, a imple-
mentar un programa de saneamiento permanente de la zo-
na, que incluya el monitoreo y la protección de especies en
categoría de riesgo.

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó tal proposición a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, para su estudio y dictamen.

Tercero. Los integrantes de la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos determinaron analizar la propuesta y emitir el
dictamen para realizar el exhorto a que se refiere el diputa-
do proponente.



II. Análisis del contenido de la proposición

El diputado proponente expone un asunto de importancia
mayúscula que tiene que ver con la preservación del medio
ambiente y la riqueza ecológica de la zona sureste del pa-
ís, específicamente en el estado de Chiapas, donde se ubi-
ca el Cañón del Sumidero.

Según informa el legislador proponente, en esta zona es ca-
paz de convivir el bosque tropical subcaducifolio con el
bosque tropical caducifolio, y éstos con el bosque de coní-
feras y el bosque de pino y encino, además de otra vegeta-
ción secundaria, como matorrales y pastizales; asimismo,
el diputado proponente señala la convivencia de diversas
especies de la fauna silvestre, entre las que destaca el pelí-
cano café, lechuza mono, tucán cuello amarillo, mono ara-
ña, tigrillo, murciélago, ardilla gris, hormiguero arborícola,
leoncillo, jabalí, venado cola blanca, cocodrilo, garza blan-
ca, gavilán, hocofaisán y zorrillo aristado.

Estas características, además de los vestigios arqueológi-
cos, conforman parte del patrimonio cultural de la nación,
identifican este majestuoso balcón geológico del Sumide-
ro, cruzado a lo largo de su fondo por el río Grijalva, con
una extensión aproximada de 30 kilómetros, lo que lo con-
vierte en un laboratorio viviente ideal para propiciar activi-
dades científicas, educativas y culturales.

Este parque nacional, decretado así el 8 de diciembre de
1980, se ubica dentro de los límites de los municipios de
Tuxtla Gutiérrez, Chiapa de Corzo, Nuevo Usumacinta y
San Fernando, en el estado de Chiapas, y tiene una exten-
sión de 21 mil 789 hectáreas.

El parque es administrado por la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas (Conanp), un órgano descon-
centrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, cuyas oficinas regionales se encuentran en la ca-
pital chiapaneca.

Desafortunadamente, a los mexicanos nos consta que la be-
lleza y majestuosidad del lugar se ven empañadas por el fe-
nómeno de invasión de predios donde se asientan irregu-
larmente nuevos habitantes, con la consecuente extracción
de madera para la construcción de vivienda rústica y las
descargas de aguas negras crudas al cauce del río Grijalva,
además de las descargas de residuos sólidos provenientes
del río Sabinal, sin contar con la presencia cada vez más
constante de caza y pesca furtiva e ilegal.

Cabe destacar que cada año, durante la temporada de llu-
vias, toneladas de basura invaden, contaminan y afean este
hermoso lugar, al grado de que trabajadores de la Conanp
y de la Secretaría de Turismo de Chiapas extraen diaria-
mente alrededor de 12 toneladas de basura del río Grijalva
y ni así logran limpiar el afluente. De este lamentable es-
pectáculo son testigos miles de turistas, nacionales y ex-
tranjeros.

En el cauce del río Grijalva se pueden encontrar troncos,
ramas, ripio, lirio acuático, botellas, plásticos diversos y
hasta animales muertos. Este problema esta íntimamente li-
gado a la temporada de lluvias, pues cada año sus diversos
afluentes arrastran hacia el cañón la basura de unas 180 co-
munidades y colonias de 14 municipios del estado, entre
ellos Tuxtla Gutiérrez, Chiapa de Corzo, Villacorzo, Acalá,
San Fernando y Berriozábal.

Se considera que la afluencia del río Sabinal, que atraviesa
Tuxtla Gutiérrez, aporta hasta 40 o 50 por ciento de la con-
taminación en el Grijalva, de ahí que ninguna campaña de
limpieza sea suficiente para mantener limpio el cañón.

De acuerdo con información de la Secretaría de Turismo,
en el año 2001 se sacaron de la zona del cañón 4 mil 400
toneladas de madera, 905 toneladas de lirio acuático y 16
mil 500 bolsas con plástico; y en 2002 la cifra alcanzó 2
mil 985 toneladas de madera, 246 de lirio acuático, 295 de
ripio y 13 mil 726 bolsas con plástico.

Durante el mes de agosto del año 2005, en el cañón del Su-
midero se encontró tanta basura, que ocupó casi un kiló-
metro de su cauce, pero las autoridades de la región no se
pusieron a trabajar en labores de limpieza sino hasta que el
hecho fue denunciado públicamente por los medios televi-
sivos nacionales.

Seiscientos elementos del Ejército Mexicano, Armada de
México y Policía Sectorial trabajaron en el saneamiento,
habiendo recogido mil 200 toneladas de basura que conta-
minaba las aguas del cañón, durante los tres días en que fue
cerrado a la navegación.

Los fuertes temporales que durante 2005 afectaron toda la
zona sureste del país, particularmente el estado de Chiapas,
como los huracanes Emily y Stan, y los que en la actual
temporada de lluvias que se auguran de igual o mayor in-
tensidad, convocan a la urgencia impostergable de tomar
acciones de prevención y protección que sean necesarias
para salvaguardar la región del cañón del Sumidero y se
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evite la contaminación de su entorno, en las que participen
todas las instancias involucradas.

Analizadas las argumentaciones vertidas por el diputado
proponente, la Comisión de Recursos Hidráulicos expone
las siguientes

III. Consideraciones

A. Este lugar, formado de paredes abruptas que alcan-
zan hasta mil metros de altura, da cobijo a una abun-
dante vegetación selvática que permite la presencia de
microambientes de climas diferentes del de la región.

B. Las singulares características del cañón del Sumide-
ro en materia de biodiversidad en fauna y flora silvestre,
clima, topografía y geología le valieron ser considerado
parque nacional.

C. La formación natural de zonas como la del cañón del
Sumidero no reconoce de límites estatales o municipa-
les, ni de competencias entre niveles de gobierno, y de-
manda por ello que la problemática que enfrenta sea
atendida desde una perspectiva integral.

D. El negativo impacto ambiental provocado por la ac-
tividad humana, sumado al desastroso impacto que con-
llevan los fenómenos meteorológicos durante la tempo-
rada de lluvias en la zona, es de tales proporciones, que
tiene la capacidad de expresarse y replicar sus nocivos
efectos en toda la región.

E. No deben perderse de vista la integridad de la región
y las condiciones de vulnerabilidad de sus recursos na-
turales; por ello, la solución que demanda la problemá-
tica planteada no puede ser responsabilidad de una sola
instancia gubernamental o civil.

F. Es urgente la intervención de la Comisión Nacional
del Agua en la implementación de acciones en coordina-
ción con la Comisión Federal de Electricidad, la Secreta-
ría de Turismo, la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas, el gobierno del estado de Chiapas y los de los
municipios aledaños al cañón del Sumidero, para dar una
solución integral a la problemática expuesta.

G. Esta Cámara de Diputados es asiento de la represen-
tación nacional y, como tal, es depositaria del grave
compromiso de actuar en defensa de los intereses de la
nación.

Por lo anterior, expuesto y fundado, la Comisión de Recur-
sos Hidráulicos considera procedente el punto de acuerdo
propuesto y, en consecuencia, pone a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente

IV. Resolutivo

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Comisión Nacional del Agua, en
coordinación con la Comisión Federal de Electricidad, la
Secretaría de Turismo, la Comisión Nacional de Áreas Na-
turales Protegidas, el gobierno del estado de Chiapas y los
gobiernos de los municipios aledaños al cañón del Sumi-
dero, a implementar un programa integral de saneamiento
permanente de la zona, que incluya el monitoreo y protec-
ción de especies en categoría de riesgo.

Segundo. Se exhorta a la Comisión Nacional del Agua a
verificar el estricto cumplimiento de la Norma Oficial Me-
xicana NOM-001-ECOL-1996 en el río Grijalva y zonas
contiguas al cañón del Sumidero y, en su caso, sancionar a
los presuntos responsables de desechar aguas residuales
que superen los límites máximos permisibles de contami-
nantes previstos en dicho ordenamiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de 2007.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Jesús Manuel Pa-
trón Montalvo, presidente; Antonio Medellín Varela, Apolonio Méndez
Meneses, Víctor Manuel Torres Herrera, Lourdes Alonso Flores, Cui-
tláhuac Condado Escamilla, José Rubén Escajeda Jiménez, Gustavo Il-
defonso Mendivil Amparán, secretarios; Pedro Armendáriz García, Ed-
mundo Javier Bolaños Aguilar, Modesto Brito González, Aurora
Cervantes Rodríguez, Diego Cobo Terrazas, Felipe González Ruiz,
David Lara Compeán, Alma Lilia Luna Munguía, Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado, Irineo Mendoza Mendoza, Pedro Montalvo Gómez,
Héctor Hugo Olivares Ventura, Antonio Ortega Martínez, José Inés Pa-
lafox Núñez, Francisco Javier Paredes Rodríguez, Santiago Gustavo
Pedro Cortés, Héctor Manuel Ramos Covarrubias, Ramón Salas Ló-
pez, Martín Stefanonni Mazzocco, Gerardo Octavio Vargas Landeros,
César Augusto Verástegui Ostos (rúbricas).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva al final para su votación en conjunto.



CENTROS DE READAPTACION SOCIAL

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con punto
de acuerdo relativo a la concesión de beneficios de libertad
anticipada a las personas que se encuentren en centros de
readaptación social federales o estatales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión de la LIX Le-
gislatura, le fue turnado para su análisis y dictamen corres-
pondiente proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al Poder Ejecutivo Federal, por conducto de la Se-
cretaría de Seguridad Pública y del Órgano Administrativo
Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, pro-
cedan a poner en libertad a los sentenciados por delitos fe-
derales, que han calificado para obtener beneficios de li-
bertad anticipada.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 nu-
merales 1, 2 fracción III y numeral 3; 45 en su numeral 6
fracción f) ambos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 58, 65, 83, 87 y 88,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para conocer de la proposición con punto de
acuerdo, por lo que sus integrantes se abocaron al estudio
y análisis del mismo con base en los siguientes:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados, celebrada el día 6 de noviembre de 2003, el dipu-
tado Pedro Ávila Nevárez del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta al Po-
der Ejecutivo Federal a que, por conducto de la Secreta-
ría de Seguridad Pública y de su Órgano Administrativo
Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, y
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley que Establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de los Sen-
tenciados, se proceda con la mayor brevedad a poner en
libertad a los sentenciados por delitos federales en re-

clusorios estatales o federales que han calificado para
obtener beneficios de libertad anticipada.

2. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva turnó para su análisis y dictamen la proposición
con punto de acuerdo a la Comisión de Seguridad Pú-
blica.

3. Con fecha 13 de marzo de 2007, se sometió a consi-
deración de los diputados y diputadas integrantes de la
Comisión de Seguridad Pública, el proyecto de dicta-
men respectivo, siendo aprobado por unanimidad.

Contenido

El diputado proponente señala que uno de los aspectos cen-
trales del sistema de procuración y administración de justi-
cia, es el relativo al fin que deben tener las sanciones pe-
nales, pasando del concepto retribucionista de la pena, se
ha llegado a dar un sentido humano a la misma, asociado al
futuro del infractor y del orden social.

Asimismo, señala que la readaptación social debe tener co-
mo fin reubicar al sentenciado en el camino de la conduc-
ta lícita. En este sentido, las autoridades del Estado han es-
tablecido diversas medidas para sustituir la pena de prisión,
atendiendo a la gravedad; así como para otorgar beneficios
de libertad anticipada, como el tratamiento en prelibera-
ción, la libertad preparatoria o la condena condicional, pa-
ra los cuales se contemplan en la ley supuestos en los cua-
les deberán ubicarse los sentenciados, así como las
condiciones que deberán cumplir.

Que al respecto, el diputado proponente sostiene que la
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados establece los beneficios de li-
bertad anticipada, los supuestos en los cuales deben ubi-
carse los sentenciados, las condiciones que deben cumplir,
así como el procedimiento para resolver sobre su otorga-
miento o no, dentro del cual se contemplan estudios que to-
man en cuenta la capacidad y voluntad del sentenciado pa-
ra reintegrarse a la sociedad.

No obstante la vigencia del marco jurídico que regula los
beneficios citados, expone el diputado proponente, existe
un grave rezago en su otorgamiento por parte de las ins-
tancias competentes, lo cual no contribuye a reducir los
graves problemas de sobrepoblación y, asimismo, limita la
readaptación social de los sentenciados.
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Consideraciones

1. Esta comisión dictaminadora, se suma a la propuesta del
diputado proponente, de agilizar los procedimientos que
tienen como fin el otorgamiento de beneficios de libertad
anticipada que permitan avanzar hacia la readaptación so-
cial de los sentenciados.

2. Que esta comisión es consciente de los problemas que
enfrentan muchos de los Centros de Readaptación Social,
entre éstos la sobrepoblación, y de la forma en la cual los
beneficios de libertad anticipada contemplados en la ley de
la materia, se constituyen en una alternativa para avanzar
hacia la readaptación social de los sentenciados y reducir el
problema de sobrepoblación.

3. Que en nuestro país, la readaptación social de las perso-
nas sentenciadas a cumplir una pena de prisión, forma par-
te de las garantías de seguridad jurídica, reconocida en el
segundo párrafo del artículo 18 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

4. Que los beneficios de libertad anticipada descritos en la
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados, juegan un papel muy impor-
tante en el proceso de readaptación social, pues el senten-
ciado interno debe acreditar a la autoridad encargada de la
ejecución de penas, generalmente un consejo técnico inter-
disciplinario, que el tratamiento proporcionado en el centro
de readaptación ha logrado inculcarle la voluntad de vivir
con respeto a las leyes.

5. Que en virtud de lo anteriormente expuesto, esta comi-
sión dictaminadora, tiene presente la Recomendación Ge-
neral No. 11 sobre el otorgamiento de beneficios de liber-
tad anticipada a los internos de reclusión de la República
Mexicana, formulada por la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, publicada el 14 de febrero de 2006, que
en su apartado de antecedentes señala:

“A pesar de su importancia, en nuestro país, existe falta
de información a los reclusos sobre el procedimiento y
aplicación de los beneficios de libertad anticipada, dis-
crecionalidad en su otorgamiento, retraso excesivo en su
tramitación, así como deficiencias en la reglamentación
que regula el procedimiento y la aplicación de los mis-
mos, lo cual provoca violaciones a los derechos humanos
de petición, a la readaptación social, a la legalidad y a la
seguridad jurídica.”

La recomendación citada, nos demuestra que las limitacio-
nes en el otorgamiento de los beneficios de libertad antici-
pada son vigentes.

6. Que esta comisión dictaminadora, tiene presente las re-
glas mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas
por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente, aproba-
das por el Consejo Económico y Social, en sus resolucio-
nes de 31 de julio de 1957 y de 13 de mayo de 1977, que
en el apartado 35.1, relativo a información y derecho de
queja de los reclusos, señala:

“A su ingreso cada recluso recibirá información escrita
sobre el régimen de los reclusos de la categoría en la
cual se haya incluido, sobre las reglas disciplinarias del
establecimiento y los medios autorizados para informar-
se y formular quejas; y cualquiera otra información ne-
cesaria para conocer sus derechos y obligaciones, que
le permita su adaptación a la vida penitenciaria.”

Por lo anteriormente expuesto, los diputados y diputadas
integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión de la LX
Legislatura, aprueban el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal, por
conducto de la Secretaría de Seguridad Pública; así como a
los gobernadores de los estados, por conducto de sus auto-
ridades competentes, en las entidades que presenten rezago
en el otorgamiento de los beneficios de libertad anticipada,
a conceder dichos beneficios a las personas que se encuen-
tren en Centros de Readaptación federales o estatales y
cumplan las condiciones y requisitos previstos en la Ley
que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación
Social de los Sentenciados.

Palacio Legislativo en San Lázaro, a los 13 días del mes de marzo de
2007.

Comisión de Seguridad Pública, diputados: Rodrigo Medina de la
Cruz (rúbrica), presidente; Víctor Hugo García Rodríguez, Edgar Ar-
mando Olvera Higuera, Luis Gerardo Serrato Castell, Patricia Villa-
nueva Abraján (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Gerardo
Octavio Vargas Landeros (rúbrica), secretarios; Gregorio Barradas Mi-
ravete (rúbrica), Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Ángel Rafael



Deschamps Falcón (rúbrica), Jorge Justiniano González Betancourt
(rúbrica), María de los Ángeles Jiménez del Castillo (rúbrica), Agustín
Leura González, Carlos Madrazo Limón (rúbrica), José Luis Murillo
Torres (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Andrés Loza-
no Lozano (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Silvia Oliva Fra-
goso (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), María Sofía
Castro Romero (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, Efraín
Morales Sánchez (rúbrica), Roberto Badillo Martínez (rúbrica), Yary
Gebhardt Garduza (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca, Jesús Sergio
Alcántara Núñez, Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Fran-
cisco Elizondo Garrido (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. Se reserva para su votación
al final.

CENTROS DE READAPTACION SOCIAL

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con punto
de acuerdo relativo al inicio de operaciones del Centro de
Readaptación Social de Guasave, Sinaloa

Honorable Asamblea

A la Comisión de Seguridad Pública de la LIX Legislatura,
le fue turnado para su análisis y dictamen proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fede-
ral a instruir al secretario de Seguridad Pública para poner
en operación, con la mayor brevedad, el Centro de Rea-
daptación Social de Guasave, Sinaloa.

Esta Comisión con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 39 y 45, numerales 6, incisos e) a g) y numeral 7, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como por los artículos 58, 60, 87, 88 y
93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; siendo compe-
tente y habiendo analizado el contenido, por lo que esta
Comisión es competente para conocer de la proposición
con punto de acuerdo referida, sometemos a la considera-
ción de esta honorable Asamblea el presente dictamen, con
base en los siguientes antecedentes y consideraciones:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, celebrada el día 28
de octubre del año 2004, el diputado Armando Leyson
Castro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, presentó proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Federal a ins-
truir al secretario de Seguridad Pública para poner en
operación, con la mayor brevedad, el Centro de Rea-
daptación Social de Guasave, Sinaloa.

2. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva, turnó para su análisis y dictamen la proposición
de referencia a la Comisión de Seguridad Pública.

3. Con fecha 13 de marzo de 2007, se sometió a consi-
deración de los diputados y diputadas integrantes de la
Comisión de Seguridad Pública, el proyecto de dicta-
men respectivo, siendo aprobado por unanimidad.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los diputados y diputadas integrantes de la Comisión de
Seguridad Pública de la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados que suscribimos el presente dictamen, expone-
mos las siguientes:

Consideraciones

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en su artículo 21, establece que la función de
seguridad pública esta a cargo de la Federación, el Dis-
trito Federal, los estados y los municipios, así como la
coordinación que deberá existir entre ellos para estable-
cer un sistema nacional de seguridad pública, tal como
se transcribe a continuación:

Artículo 21. ...

...

...

...

...

La seguridad pública es una función a cargo de la
Federación, el Distrito Federal, los estados y los
municipios, en las respectivas competencias que
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esta Constitución señala. La actuación de las insti-
tuciones policiales se regirá por los principios de le-
galidad, eficacia, profesionalismo y honradez.

La Federación, el Distrito Federal, los estados y
los municipios, se coordinarán en los términos
que la ley señale, para establecer un sistema na-
cional de seguridad pública.

2. La Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29
de diciembre de 1976, tiene por objeto establecer las ba-
ses de organización de la Administración Pública Fede-
ral, centralizada y paraestatal.

3. La Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, señala en su artículo 30 bis, el despacho de los asun-
tos que corresponden a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica, tales como la administración del Sistema Federal
Penitenciario, así como promover la celebración de con-
venios entre las autoridades federales, tal como se trans-
cribe a continuación:

Artículo 30 bis. A la Secretaría de Seguridad Públi-
ca corresponde el despacho de los siguientes asun-
tos:

I. a XXII. ...

XXIII. Ejecutar las penas por delitos del orden fe-
deral y administrar el sistema federal penitencia-
rio; así como organizar y dirigir las actividades
de apoyo a liberados;

XXIV. a XXV. ...

XXVI. Promover la celebración de convenios en-
tre las autoridades federales, y de éstas, con aqué-
llas estatales, municipales y del Distrito Federal
competentes, en aras de lograr la efectiva coordi-
nación y funcionamiento del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y el combate a la delincuencia,
y

XXVII. Las demás que le atribuyan expresamen-
te las leyes y reglamentos.

4. Que es la Secretaría de Seguridad Pública la depen-
dencia de la Administración Pública Federal centraliza-
da que tiene por objeto prevenir la comisión del delito,

mediante el desarrollo de la política criminal del Poder
Ejecutivo Federal y que entre otras funciones le corres-
ponde la de participar en la celebración de convenios de
colaboración con otras autoridades federales, estatales,
municipales y del Distrito Federal, en el ámbito de su
competencia y en el marco del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública.

5. Que la Ley de Coordinación Fiscal publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de
1978, tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la
Federación con los de los estados, municipios y Distrito
Federal, establecer la participación que corresponda a
sus haciendas públicas en los ingresos federales; distri-
buir entre ellos dichas participaciones; fijar reglas de
colaboración administrativa entre las diversas autorida-
des fiscales; constituir los organismos en materia de co-
ordinación fiscal y dar las bases de su organización y
funcionamiento.

6. Que es en esta Ley donde se encuentran, entre otros,
la regulación de los recursos federales transferidos a las
entidades federativas, a través del Programa de Apoyos
para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas
(PAFEF) y los convenios de descentralización y reasig-
nación.

7. Que en la fracción VII del artículo 25 de la Ley de
Coordinación Fiscal se establece el Fondo de Aporta-
ción para la Seguridad Pública de los Estados y del Dis-
trito Federal, tal y como se transcribe a continuación:

Artículo 25. ...

I. a VI. ...

VII. Fondo de Aportación para la Seguridad Pú-
blica de los Estados y del Distrito Federal.

Dichos Fondos se integrarán, distribuirán, admi-
nistrarán, ejercerán y supervisarán, de acuerdo a
lo dispuesto en el presente capítulo.

8. Que con base en lo dispuesto por el artículo 44 de la
Ley de Coordinación Fiscal, los recursos que se desig-
nan al Presupuesto de Egresos de la Federación se dis-
tribuyen entre los distintos rubros de gasto del Sistema
Nacional de Seguridad Pública con aprobación del Con-
sejo Nacional de Seguridad Publica y es a través de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de quien se
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entregan a las entidades federativas el Fondo de Aporta-
ción para la Seguridad Pública de los Estados y el Dis-
trito Federal (FASP).

9. Que el artículo 45 de la Ley mencionada establece
que el destino de los recursos del Fondo de Aportacio-
nes para la Seguridad Pública para atender las acciones
de profesionalización, equipamiento, modernización
tecnológica e infraestructura, de las entidades federati-
vas y el Distrito Federal, tal y como a continuación se
transcribe:

Artículo 45. Las aportaciones federales que con car-
go al Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pú-
blica de los Estados y del Distrito Federal reciban
dichas entidades se destinarán exclusivamente al re-
clutamiento, formación, selección, evaluación y de-
puración de los recursos humanos vinculados con ta-
reas de seguridad pública; al otorgamiento de
percepciones extraordinarias para los agentes del
Ministerio Público, los peritos, los policías judicia-
les o sus equivalentes de las procuradurías de Justi-
cia de los estados y del Distrito Federal, los policías
preventivos o de custodia de los centros penitencia-
rios y de menores infractores; al equipamiento de las
policías judiciales o de sus equivalentes, de los peri-
tos, de los ministerios públicos y de los policías pre-
ventivos o de custodia de los centros penitenciarios
y de menores infractores; al establecimiento y ope-
ración de la red nacional de telecomunicaciones e in-
formática para la seguridad pública y el servicio te-
lefónico nacional de emergencia; a la construcción,
mejoramiento o ampliación de las instalaciones para
la procuración e impartición de justicia, de los cen-
tros de readaptación social y de menores infractores,
así como de las instalaciones de los cuerpos de se-
guridad pública y sus centros de capacitación; al se-
guimiento y evaluación de los programas señalados.

...

...

...

...

10. Que el Presupuesto de Egresos de la Federación del
año 2000, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 17 de enero de 2000, señala que fueron destina-

dos la cantidad de $154,068,110.00 M.N. para el Fondo
de Aportación para la Seguridad Pública de los Estados
y del Distrito Federal (FASP).

11. Que en el año 2000, el entonces gobernador del es-
tado de Sinaloa, licenciado Juan S. Millán Lizárraga, en
su segundo informe de gobierno, manifestó la construc-
ción del Centro de Readaptación Social en Guasave, Si-
naloa, anunciando la conclusión de las obras del Centro
de Readaptación Social para el año siguiente, es decir,
en el año 2001.

Asimismo, el actual gobernador del estado de Sinaloa,
licenciado Jesús Alberto Aguilar Padilla, rindió su se-
gundo informe de gobierno en el año de 2006, en el cual
se refirió a los avances en el proceso para iniciar opera-
ciones en Penal de Guasave, Sinaloa.

12. En el tercer Informe anual de actividades 2005-
2006, rendido al C. gobernador constitucional del esta-
do de Sinaloa, Jesús A. Aguilar Padilla, por el presiden-
te de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de
Sinaloa, informó que durante el primer encuentro for-
mal entre el presidente de la República y el gobernador
del estado de Sinaloa se trataron, entre otros asuntos, la
posibilidad de poner en operación el penal de Guasave
para trasladar a internos del orden federal que se en-
cuentran recluidos en distintos centro de la entidad.

Resultando

1. Esta comisión dictaminadora se identifica con el inte-
rés del proponente del punto de acuerdo, de transparen-
tar las acciones de las autoridades competentes en ma-
teria de seguridad pública, en este caso, las relativas a la
construcción, así como la puesta en funcionamiento del
Centro de Readaptación Social en Guasave, Sinaloa.

2. Esta comisión dictaminadora tiene conocimiento de
que en la actualidad, la población penitenciaria del fue-
ro federal recluida en los penales de Sinaloa constituye
aproximadamente el 38 por ciento de la población total,
que oscila entre los 2,500 y 2,600 internos, de los cua-
les solamente 825 de ellos se encuentran procesados, y
que el resto ya ha sido sentenciado.

3. Esta comisión dictaminadora esta consciente de la
importancia que conlleva la creación de nuevos centros
de readaptación social, así como la puesta en funciona-
miento de estos para poder enfrentar el problema de la
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sobrepoblación que se ha venido suscitando en éstos, y
así poder mejorar las condiciones de los internos que ac-
tualmente forman parte de la población penitenciaria y
que se encuentran en condiciones por demás deplora-
bles para la dignidad humana y que de esta manera no
se contribuye en alcanzar la readaptación social de los
internos.

4. Que en virtud de lo anteriormente expuesto, esta co-
misión dictaminadora considera procedente exhortar a
la Secretaría de Seguridad Pública Federal, en el ámbi-
to de su competencia a poner en funcionamiento el Cen-
tro de Readaptación Social de Guasave, Sinaloa, ya que
hace 6 años se concluyó la obra del mismo y desde el
año pasado se han hecho referencias al inicio de opera-
ciones.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados y diputadas
integrantes de la Comisión de Seguridad Pública, somete-
mos a consideración del Pleno de esta honorable Asamblea
los siguientes puntos de

Acuerdo

Primero. Se solicita respetuosamente a la Secretaría de Se-
guridad Pública Federal, informe a esta Cámara de Diputa-
dos del H. Congreso de la Unión, sobre el estado que guar-
da el inicio de operaciones de Centro de Readaptación
Social de Guasave, Sinaloa. 

Segundo. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, solicita atentamente que la información sea remiti-
da a esta soberanía dentro de un término de 30 días natura-
les, contados a partir de la notificación del presente acuer-
do.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a los 13
días del mes de marzo de 2007.

Comisión de Seguridad Pública, diputados: Rodrigo Medina de la
Cruz (rúbrica), presidente; Víctor Hugo García Rodríguez, Edgar Ar-
mando Olvera Higuera, Luis Gerardo Serrato Castell, Patricia Villa-
nueva Abraján (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Gerardo
Octavio Vargas Landeros (rúbrica), secretarios; Gregorio Barradas Mi-
ravete (rúbrica), Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Ángel Rafael
Deschamps Falcón (rúbrica), Jorge Justiniano González Betancourt
(rúbrica), María de los Ángeles Jiménez del Castillo (rúbrica), Agustín
Leura González, Carlos Madrazo Limón (rúbrica), José Luis Murillo
Torres (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Andrés Loza-
no Lozano (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Silvia Oliva Fra-

goso (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), María Sofía
Castro Romero (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, Efraín
Morales Sánchez (rúbrica), Roberto Badillo Martínez (rúbrica), Yary
Gebhardt Garduza (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca, Jesús Sergio
Alcántara Núñez, Layda Elena Sansores San Román (rúbrica), Fran-
cisco Elizondo Garrido (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.

INSTITUTO NACIONAL DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con puntos de acuerdo para exhortar al Instituto Na-
cional de las Personas Adultas Mayores a iniciar una cam-
paña de difusión nacional de los derechos de las personas
adultas mayores

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de
la LX Legislatura fue turnada, para su estudio y dictamen,
la siguiente proposición con punto de acuerdo:

Único. Se exhorta a las secretarías de Gobernación, de
Desarrollo Social, de Hacienda y Crédito Público, de Edu-
cación Pública, de Salud, del Trabajo y Previsión Social, al
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia,
y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para que
se inicie una campaña de difusión masiva a nivel nacional
de los derechos de las personas adultas mayores.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 65, 66, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables somete a la consideración de es-
ta honorable asamblea el dictamen relativo al punto de
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acuerdo antes mencionado, el cual se realiza bajo los si-
guientes

Antecedentes

1. La proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a las Secretarías de Gobernación, de Desarrollo
Social, de Hacienda y Crédito Público, de Educación
Pública, de Salud, del Trabajo y Previsión Social, al Sis-
tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia,
y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a ini-
ciar una campaña de difusión nacional de los derechos
de las personas adultas mayores, fue presentada ante es-
ta honorable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión por la diputada Norma Patricia Rodríguez Guar-
dado, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, el 28 de marzo de 2006; y publicada
en la Gaceta Parlamentaria del mismo día.

2. Esta proposición con punto de acuerdo fue turnada a
esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables para
efectos de su análisis y elaboración del dictamen pre-
visto en el artículo 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos.

3. En la Gaceta Parlamentaria del 12 de febrero de 2007
apareció un acuerdo de la Conferencia para la Dirección
y Programación de los Trabajos Legislativos por el que
se establecen los lineamientos del programa de resolu-
ción de las proposiciones con punto de acuerdo presen-
tadas durante la LIX Legislatura y pendientes de apro-
bación, entre las que se encuentra la propuesta motivo
del presente dictamen.

Consideraciones

Esta comisión realizó el estudio y análisis de los plantea-
mientos contenidos en la proposición con punto de acuer-
do listada, a fin de valorar su contenido, deliberar e integrar
el presente dictamen.

Después de valorar las inquietudes expresadas por la dipu-
tada proponente, se considera que el objetivo, planteado en
marzo de dos mil seis, de iniciar una campaña de difusión
nacional de los derechos de las personas adultas mayores a
cargo de las secretarías de Gobernación, de Desarrollo So-
cial, de Hacienda y Crédito Público, de Educación Pública,
de Salud, del Trabajo y Previsión Social, al Sistema Nacio-
nal para el Desarrollo Integral de la Familia, y la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, no se dirige al Institu-

to Nacional de las Personas Adultas Mayores, que es el or-
ganismo rector, de consulta y asesoría obligatoria para las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
dera en el tema, de acuerdo con e artículo 28 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, que, entre
otras, le otorga las siguientes atribuciones:

Artículo 28. Para el cumplimiento de su objeto, el Ins-
tituto Nacional de las Personas Adultas Mayores tendrá
las siguientes atribuciones:

I. Impulsar las acciones de Estado y la sociedad, para
promover el desarrollo humano integral de las personas
adultas mayores, coadyuvando para que sus distintas ca-
pacidades sean valoradas y aprovechadas en el desarro-
llo comunitario, económico, social y nacional;

(…)

III. Ser el organismo de consulta y asesoría obligatoria
para las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal y, en su caso, voluntaria para las insti-
tuciones de los sectores social y privado, que realicen
acciones o programas relacionados con las personas
adultas mayores;

(…)

V. Establecer principios, criterios, indicadores y normas
para el análisis y evaluación de las políticas dirigidas a las
personas adultas mayores, así como para jerarquizar y
orientar sobre las prioridades, objetivos y metas en la ma-
teria, a efecto de atenderlas mediante los programas im-
pulsados por las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, por los estados y municipios y por
los sectores privado y social, de conformidad con sus res-
pectivas atribuciones y ámbitos de competencia;

VI. Convocar a las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, estatales y municipales de-
dicadas a la atención de las personas adultas mayores,
así como a las instituciones de educación, investigación
superior, académicos, especialistas y cualquier persona
interesada en la vejez, a efecto de que formulen pro-
puestas y opiniones respecto de las políticas, programas
y acciones de atención para ser consideradas en la for-
mulación de la política social del país en la materia y en
el programa de trabajo del instituto;
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VII. Diseñar, establecer, verificar y evaluar directrices,
estrategias, programas, proyectos y acciones en benefi-
cio de las personas adultas mayores;

(…)

IX. Elaborar y difundir campañas de comunicación pa-
ra contribuir al fortalecimiento de los valores referidos
a la solidaridad intergeneracional y el apoyo familiar en
la vejez, revalorizar los aportes de las personas adultas
mayores en los ámbitos social, económico, laboral y fa-
miliar, así como promover la protección de los derechos
de las personas adultas mayores y el reconocimiento a
su experiencia y capacidades;

(…)

XI. Promover en coordinación con las autoridades com-
petentes y en los términos de la legislación aplicable,
que la prestación de los servicios y atención que se brin-
de a las personas adultas mayores en las instituciones,
casas hogar, albergues, residencias de día o cualquier
otro centro de atención, se realice con calidad y cum-
plan con sus programas, objetivos y metas para su des-
arrollo humano integral;

(…)

XV. Establecer principios, criterios y normas para la
elaboración de la información y la estadística, así como
metodologías y formulaciones relativas a la investiga-
ción y el estudio de la problemática de las personas
adultas mayores;

XVI. Analizar, organizar, actualizar, evaluar y difundir
la información sobre las personas adultas mayores, rela-
tiva a los diagnósticos, programas, instrumentos, meca-
nismos y presupuestos, que estarán para su consulta y
que se coordinarán con el INEGI y el Conapo;

XVII. Elaborar y mantener actualizado el diagnóstico,
así como promover estudios e investigaciones especiali-
zadas sobre la problemática de las personas adultas ma-
yores, para su publicación y difusión;

(…) 

XX. Promover la inclusión de consideraciones, criterios
y previsiones sobre las demandas y necesidades de la
población de las personas adultas mayores en los planes

y programas de desarrollo económico y social de los tres
órdenes de gobierno;

XXI. Establecer convenios de coordinación con los go-
biernos estatales, con la participación de sus munici-
pios, para proporcionar asesoría y orientación para el di-
seño, establecimiento y evaluación de modelos de
atención, así como de las políticas públicas a imple-
mentar;

(…)

XXIII. Promover la coordinación de acciones y progra-
mas que realicen otras dependencias y entidades de la
administración pública federal, de los gobiernos estata-
les y municipales y del Distrito Federal, que tengan co-
mo destinatarios a las personas adultas mayores, bus-
cando con ello optimizar la utilización de los recursos
materiales y humanos y evitar la duplicidad de acciones;

(…) 

XXV. Promover y difundir las acciones y programas de
atención integral a favor de las personas adultas mayo-
res, así como los resultados de las investigaciones sobre
la vejez y su participación social, política y económica;

(…)

XXVII. Promover, fomentar y difundir en las actuales y
nuevas generaciones, una cultura de protección, com-
prensión, cariño y respeto a las personas adultas mayo-
res en un clima de interrelación generacional, a través
de los medios masivos de comunicación;

(…)

Lo anterior sin perjuicio de lo que disponen las leyes orgá-
nicas de la Administración Pública Federal y del DIF o la
Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

De lo previamente expuesto se desprende que el Instituto
Nacional de las Personas Adultas Mayores es el Organismo
encargado de Impulsar las acciones de Estado y la sociedad
para promover el desarrollo humano integral de las perso-
nas adultas mayores; e iniciar y coordinar una campaña de
difusión nacional de los derechos de las personas adultas
mayores, y que la coordinación con las dependencias, enti-
dades, órganos desconcentrados; organismos descentrali-
zados de la administración pública federal, así como los ór-

Año I, Segundo Periodo, 10 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados234



ganos constitucionales autónomos, es una atribución con la
que cuenta.

Esta comisión comparte la inquietud de la legisladora pro-
ponente de que se haga llegar a toda la ciudadanía y espe-
cíficamente a las personas adultas mayores, cuáles y en qué
consisten tales derechos y, por ello, se ha consensuado la
conveniencia de solicitar a la titular del Instituto Nacional
de las Personas Adultas Mayores, iniciar una campaña de
difusión nacional de los derechos de las personas adultas
mayores.

En mérito de lo expuesto, la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables se permite someter a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la titular del Instituto Nacional de
las Personas Adultas Mayores a iniciar una campaña de di-
fusión nacional de los derechos de las personas adultas ma-
yores.

Segundo. En todo caso deberá cumplirse con la suficiencia
presupuestal necesaria al efecto.

Dado en la sala de juntas de la comisión, a 28 de marzo de 2007.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: María
Esperanza Morelos Borja (rúbrica), presidenta; Marcela Cuén Garibi
(rúbrica), Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (rúbrica), Laura Angéli-
ca Rojas Hernández (rúbrica), David Sánchez Camacho (rúbrica), se-
cretarios; Humberto Wilfredo Alonso Razo, Irene Aragón Castillo (rú-
brica), Carlos Augusto Bracho González (rúbrica), Arnulfo Elías
Cordero Alfonzo (rúbrica), Silvia Emilia Degante Romero (rúbrica),
María Victoria Gutiérrez Lagunes (rúbrica), Juana Leticia Herrera Ale,
María Esther Jiménez Ramos (rúbrica), Rubí Laura López Silva (rú-
brica), Gerardo Lagunes Gallina, Fernando Q. Moctezuma Pereda (rú-
brica), Marisol Mora Cuevas (rúbrica), María del Carmen Pinete Var-
gas, Jorge Quintero Bello (rúbrica), Mirna Cecilia Rincón Vargas
(rúbrica), Adriana Rodríguez Vizcarra (rúbrica), José Antonio Saave-
dra Coronel, Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica), Mario Vallejo
Estevez (rúbrica), Martín Zepeda Hernández (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está a
discusión el punto de acuerdo. En virtud de que no se ha re-
gistrado orador alguno, se considera suficientemente dis-
cutido. Consulte a la Secretaría de la Asamblea, en vota-
ción económica, si se aprueban los puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada María Mercedez Maciel Ortíz:
En votación económica se pregunta a la Asamblea si se
aprueban los puntos de acuerdo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa.

Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Apro-
bados los puntos de acuerdo. Comuníquense.

LEY AGRARIA

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión de dictáme-
nes negativos relativos a iniciativas. En virtud de que se
encuentran publicados en la Gaceta Parlamentaria, consul-
te la Secretaría de la Asamblea, en votación económica, si
se autoriza que sólo se dé lectura a los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a
la Asamblea, en votación económica, si se autoriza que só-
lo se dé lectura a los puntos de acuerdo. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo
(votación); las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. Se autoriza.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria, con puntos
de acuerdo por los que se desechan dos iniciativas referen-
tes a la Ley Agraria

Honorable Asamblea:

En los términos previstos por los artículos 39, numerales 1
y 3, y 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los artículos 56, 60 y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión que suscribe
presenta a la consideración de esta H. Asamblea los si-
guientes:
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I. Antecedentes

Durante la LIX Legislatura, en sesiones celebradas los dí-
as 2 de febrero y 28 de marzo de 2006, la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,
turnó a la Comisión de Reforma Agraria, dos “iniciativas
con proyecto de decreto que reforman el párrafo segundo
del artículo 17 de la Ley Agraria”.

La Comisión de Reforma Agraria de la LX Legislatura, re-
alizó el estudio y análisis de las iniciativas que constituyen
el llamado rezago legislativo (iniciativas de la LIX Legis-
latura); por lo que a efecto de desahogar el trabajo legisla-
tivo pendiente, se emite el presente dictamen relativo a dos
iniciativas que reforman el artículo 17 de la Ley Agraria,
en los siguientes términos:

II. Objeto de las iniciativas

Se refieren fundamentalmente a la sucesión de derechos
parcelarios, mediante la cual el ejidatario ejerce la facultad
de designar a quien deba sucederle en los derechos sobre su
parcela y demás inherentes, plasmando así su voluntad su-
cesoria.

La iniciativa presentada el 2 de febrero de 2006, por el di-
putado federal Hidalgo Contreras Covarrubias, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LIX Legislatura, propone la siguiente reforma:

“Artículo 17. El ejidatario tiene la facultad de designar
a quien deba sucederle en sus derechos sobre la parcela
y en los demás inherentes a su calidad de ejidatario, pa-
ra lo cual bastará que el ejidatario formule una lista de
sucesión en la que consten los nombres de las personas
y el orden de preferencia conforme al cual deba hacerse
la adjudicación de derechos a su fallecimiento. Para ello
podrá designar al cónyuge, a la concubina o concubina-
rio en su caso, a uno de los hijos, a uno de los ascen-
dientes o a cualquier otra persona.

La lista de sucesión deberá de ser depositada ante el Re-
gistro Agrario Nacional o formalizada mediante testa-
mento ante fedatario público. Con las mismas formali-
dades podrá ser modificada por el propio ejidatario, en
cuyo caso será válida la de fecha posterior.”

Por otra parte, la iniciativa presentada el 28 de marzo de
2006, por el diputado federal René Meza Cabrera, inte-

grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, de la LIX Legislatura, propone:

“Artículo 17. El ejidatario tiene la facultad de designar
a quien deba sucederle en sus derechos sobre la parcela
y en los demás inherentes a su calidad de ejidatario, pa-
ra lo cual bastará que el ejidatario formule una lista de
sucesión en la que consten los nombres de las personas
y el orden de preferencia conforme al cual deba hacerse
la adjudicación de derechos a su fallecimiento. Para ello
podrá designar al cónyuge, a la concubina o concubina-
rio en su caso, a uno de los hijos, a uno de los ascen-
dientes o a cualquier otra persona.

La lista de sucesión deberá estar también firmada por
la cónyuge, la concubina o el concubinario, según
proceda y se depositará en el Registro Agrario Nacio-
nal o formalizada ante fedatario público. Con las mis-
mas formalidades podrá ser modificada por el propio
ejidatario, en cuyo caso será válida la de fecha poste-
rior.”

La problemática expuesta, se relaciona con la facultad que
otorga la Ley Agraria al ejidatario de designar a quien de-
ba sucederle en sus derechos sobre su parcela y demás in-
herentes.

En el primer caso, la iniciativa propone considerar una fi-
gura de derecho privado regulada por el Código Civil; con
ello, se pretende facilitar el procedimiento de sucesión de
derechos de los sujetos agrarios estableciendo en el artícu-
lo 17 de la Ley Agraria, la figura del testamento.

Por otra parte, en el segundo caso, la iniciativa propone co-
mo requisito para formalizar la lista de sucesión, que deba
estar firmada por la cónyuge, la concubina o el concubina-
rio. El objeto es proteger el patrimonio de familia, argu-
mentando que con el texto vigente, se deja abierta la posi-
bilidad de que el titular de los derechos, deje desprotegidos
y sin sustento a los miembros de su familia, así como a
quienes dependen económicamente del ejidatario.

III. Consideraciones

Actualmente la discusión respecto a la sucesión en materia
agraria, se dirige en dos vertientes, una que respeta y hace
hincapié en la naturaleza social del ámbito agrario sobre el
derecho personal a heredar; y otra, que existe una tenden-
cia que reconoce el acto de la sucesión, como un derecho
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del ámbito familiar, reconociendo el respeto de la voluntad
de la persona para heredar; el primero tiene que ver con las
características propias de la tierra como propiedad social;
el segundo, como un acto personal vinculado con el dere-
cho de familia.

Los artículos 17, 18 y 19 de la Ley Agraria, hacen referen-
cia a este derecho de sucesión; establecen un régimen es-
pecial acorde al carácter social de la propiedad. En este or-
den de ideas se emiten las siguientes consideraciones
respecto de cada una de las iniciativas.

a) Respecto a la propuesta de establecer que la lista de su-
cesión deberá de ser depositada ante el Registro Agrario
Nacional o formalizada mediante testamento ante fedata-
rio público, es preciso señalar:

El artículo 17 de la Ley Agraria, establece el derecho del
ejidatario para designar a la persona que habrá de suceder-
le en los derechos, señalando además el procedimiento pa-
ra ello. En materia de sucesión la Ley Agraria, establece
disposiciones particulares distintas al derecho privado es-
tablecido en el Código Civil.

La razón de señalar disposiciones específicas en materia de
sucesión, es porque la materia agraria, como un derecho
eminentemente social, requiere de disposiciones particula-
res que consideren las condiciones especiales de los suje-
tos agrarios; un ejemplo, es la Ley de Amparo la cual con-
tiene un libro primero de disposiciones generales y un libro
segundo relativo al amparo agrario.

De acuerdo a la Ley Agraria, el ejidatario sólo puede here-
dar los derechos sobre su parcela, a un solo sujeto, siendo ti-
tular de derechos y no de la propiedad; con la sucesión, se
transmiten también los derechos inherentes a su calidad de
ejidatario, por lo que, no es en sí un testamento; el hecho de
que se mantenga esta disposición tiene que ver con el frac-
cionamiento de la propiedad y la desintegración del núcleo
agrario. Sin embargo, es claro que dicha norma ha provoca-
do numerosos conflictos intrafamiliares en materia agraria.

El régimen especial de sucesión, limita la facultad del titu-
lar para heredar los derechos sobre la tierra, por otro lado,
restringe también el acceso a la tierra de los hijos o de las
personas con derecho a heredar.

No obstante que con la propuesta se pretende facilitar el
derecho a heredar para hacer mas ágil la tramitación y for-
malización, también es cierto que de aprobarse la propues-

ta crearía incertidumbre dentro del régimen de propiedad
del ejido, además de que vulnera el principio de certeza del
acto jurídico, al establecer una figura del derecho privado
dentro del derecho social agrario.

Por no existir la figura jurídica de testamento dentro de la
legislación agraria, de conformidad con lo establecido en el
artículo 2º de la Ley Agraria vigente, deberán observarse
las disposiciones que al respecto establece el Código Civil
Federal, derivando con ello una situación de incongruen-
cia.

Como ejemplo de incongruencia, entre otros, podemos ci-
tar lo establecido en los siguientes artículos del Código Ci-
vil Federal:

Artículo 1283. El testador puede disponer del todo o de
parte de sus bienes. La parte de que no disponga queda-
rá regida por los preceptos de la sucesión legítima.

Artículo 1344. El testador es libre para establecer con-
diciones al disponer de sus bienes.

Artículo 1374. Es inoficioso el testamento en que no se
deje la pensión alimenticia, según lo establecido en este
Capítulo.

Artículo 1512. El testador expresará de modo claro y
terminante su voluntad al notario. El notario redactará
por escrito las cláusulas del testamento, sujetándose es-
trictamente a la voluntad del testador y las leerá en voz
alta para que éste manifieste si está conforme. Si lo es-
tuviere, firmarán la escritura el testador, el notario y, en
su caso, los testigos y el intérprete, asentándose el lugar,
año, mes, día y hora en que hubiere sido otorgado.

b) Sobre la propuesta de que la lista de sucesión deberá es-
tar también firmada por la cónyuge, la concubina o el
concubinario, según proceda; es menester señalar lo si-
guiente:

La iniciativa, hace referencia a la importancia de la parce-
la como patrimonio de familia, por ello, señala que deben
protegerse los derechos de aquellas personas con quien el
ejidatario tiene relación de parentesco o dependen econó-
micamente de él.

El problema surge cuando el ejidatario designa como suce-
sor a una persona distinta a la familia o al núcleo; esta si-
tuación, según se señala, afecta la integración y sustento de
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la familia, así como al propio núcleo agrario, el texto vi-
gente, deja abierta la posibilidad de que el titular de los de-
rechos, deje desprotegidos y sin sustento a los miembros de
su familia, así como a quienes dependen económicamente
de él.

Sin embargo, es necesario señalar que el Código Civil Fe-
deral establece en su artículo 1295, que el Testamento es un
acto personalísimo, revocable y libre, por el cual una per-
sona capaz dispone de sus bienes y derechos, y declara o
cumple deberes para después de su muerte.

Si bien es cierto, que esta iniciativa en estudio, propone
proteger los derechos de la pareja del ejidatario al momen-
to de su muerte, también lo es, que con la propuesta se
afecta y vulnera un derecho eminentemente personal, uni-
lateral y solemne.

El hecho de que se establezca como requisito el que deba
ir firmado por una tercera persona, rompe con los princi-
pios fundamentales de la sucesión agraria.

Por lo anterior expuesto, los diputados integrantes de la
Comisión de Reforma Agraria, sometemos a consideración
de esta honorable Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el párrafo segundo del artículo 17 de la Ley
Agraria; presentada ante el Pleno de la LIX Legislatura de
esta Cámara de Diputados, el 2 de febrero de 2006 por el
diputado Hidalgo Contreras Covarrubias, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Segundo. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el párrafo segundo del artículo 17 de la Ley
Agraria; presentada ante el Pleno de la LIX Legislatura de
esta Cámara de Diputados, el 28 de marzo de 2006, por el
diputado René Meza Cabrera, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Tercero. Archívense los expedientes como asuntos total-
mente concluidos.

Comisión de Reforma Agraria, diputados: Ramón Ceja Romero,
presidente (rúbrica); Leticia Díaz de León Torres (rúbrica), Lizbeth
Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), Víctor Aguirre Alcaide (rúbrica),
Ramón Salas López (rúbrica), secretarios; Gerardo Aranda Orozco, Pa-
blo Leopoldo Arreola Ortega (rúbrica), Gregorio Barradas Miravete,

José Luis Blanco Pajón (rúbrica), Leobardo Curiel Preciado, Martha
Cecilia Díaz Gordillo, Ricardo Franco Cázares (rúbrica), Fernel Artu-
ro Gálvez Rodríguez, Tomás Gloria Requena (rúbrica), Pedro Landero
López (rúbrica), Arely Madrid Tovilla, Alejandro Martínez Hernández
(rúbrica), Carlos Roberto Martínez Martínez, Héctor Narcia Álvarez,
Víctor Ortiz del Carpio (rúbrica), Isidro Pedraza Chávez, Alfredo
Adolfo Ríos Camarena, José Guadalupe Rivera Rivera (rúbrica), Odi-
lón Romero Gutiérrez, José Ignacio Alberto Rubio Chávez, Martín Ste-
fanonni Mazzocco (rúbrica), Juan Victoria Alva (rúbrica), Félix Caste-
llanos Hernández (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. En virtud de que no se ha
registrado orador alguno, se reserva para su votación en
conjunto.

LEY FEDERAL DE VIVIENDA

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Vivienda, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Vi-
vienda

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Vivienda fue turnada por acuerdo de
nuestra soberanía, la iniciativa con proyecto decreto pre-
sentada por los diputados federales, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo pertenecientes a la
LIX Legislatura de la Cámara de Diputados para reformar
diversos artículos de la Ley Federal de Vivienda publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de
1984.

Antecedentes

1. Con fecha 21 de febrero de 2006, los diputados fede-
rales integrantes del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo, pertenecientes a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, presentaron al Pleno de esta repre-
sentación nacional, la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley
Federal de Vivienda.
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2. En sesión celebrada con fecha 23 de febrero de 2006,
la Presidencia de la Mesa Directiva de la H. Cámara de
Diputados, dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Co-
misión de Vivienda”, lo cual se hizo del conocimiento a
la Presidencia de esta Comisión mediante el oficio nú-
mero DGPL.59-II-4-2107 para su dictaminación.

De acuerdo a los antecedentes mencionados los diputados
federales integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo fundan su iniciativa en referencia en los si-
guientes motivos que se exponen:

Que México al igual que muchos países de América Lati-
na, enfrenta enormes rezagos en vivienda producto de la
falta de una política de Estado y de una creciente pobreza
derivada de la concentración del ingreso y de un desempleo
incontrolable. Señalan en torno al empleo que más de 12
millones de trabajadores se encuentran en la economía in-
formal y que, por tal motivo, carecen de seguridad social y
de prestaciones sociales, como un crédito para la obtención
de su vivienda. Agregan, que los trabajadores formales
cuentan con las garantías que el ISSSTE e IMSS les brin-
dan como derechohabientes, lo que no sucede con los tra-
bajadores informales; quienes encuentran escasas oportu-
nidades en la adquisición de un crédito en instituciones
como Sociedad Hipotecaria Federal, la Comisión Nacional
de Fomento a la Vivienda y el Fondo Nacional de Habita-
ciones Populares, y menos oportunidades aún en institu-
ciones privadas, como los bancos, desarrolladoras, inmobi-
liarias e hipotecarias.

Añaden que a pesar de la baja en las tasas de interés en los
últimos años y de la enorme difusión que han tenido los
créditos hipotecarios por parte de las instituciones priva-
das, los requisitos que deben reunir los solicitantes de vi-
vienda son inaccesibles y a un costo muy elevado.

Argumentan que frente a la falta de una política de Estado
que resuelva de fondo el problema de la vivienda, se han
creado un número importante de asociaciones civiles y or-
ganizaciones sociales que con base en la cooperación y la
gestión ante las autoridades federales y las locales, adquie-
ren vivienda para las clases populares mas desprotegidas.
Añaden, que es necesario abrir canales de participación a la
sociedad organizada que busca al igual que las institucio-
nes del Estado, trabajar en la dotación de viviendas para
muchos mexicanos. Por lo cual, la iniciativa que presenta-
ron a la consideración del Pleno de esta representación na-
cional, pretende incorporar la participación y experiencia
de estas organizaciones en la evaluación, diagnóstico y di-

seño de los programas de vivienda a nivel local, estatal y
federal. Señalan, que estos grupos promotores de vivienda
han evolucionado y se han especializado, conservando en
la práctica el espíritu de organización de las clases despro-
tegidas, con el fin de conseguir una morada para sus fami-
lias.

Que de acuerdo con la Ley Federal de Vivienda, compete
únicamente al gobierno federal por conducto de la Secreta-
ría de Desarrollo Social, elaborar junto con los gobiernos
de las entidades federativas y los municipios, los estudios
y requerimientos de tierra urbana para vivienda, sin la par-
ticipación hasta el momento de las organizaciones relacio-
nadas con el tema. Peor aún agregan, dicha ley no ofrece
promoción a los grupos sociales, ni a los particulares, por
lo que creen necesario puntualizar dichos términos.

Que de aprobarse esta iniciativa, se incorporaría a las or-
ganizaciones sociales en las soluciones para avanzar en la
construcción de vivienda popular y se lograría aminorar el
déficit en la materia.

Comentan, que en diversos informes presentados por So-
ciedad Hipotecaria Federal en el 2005, reconoce la labor
que las organizaciones sociales y las asociaciones de vi-
vienda han realizado por su cuenta, en la planeación, balan-
ce, diseño, análisis, construcción y desarrollo de viviendas,
por lo que recomienda al gobierno federal considerarlas pa-
ra estos temas.

Y por ultimo, proponen reformar y adicionar el artículo 22,
en su párrafo primero; el artículo 24, en su párrafo segun-
do, fracción IV; y el artículo 25, en su párrafo segundo de
la (abrogada) Ley Federal de Vivienda, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984 pa-
ra quedar como siguen:

Artículo 22. El gobierno federal, por conducto de la Se-
cretaría de Desarrollo Social y de acuerdo con lo pre-
visto en el Programa Sectorial de Desarrollo Urbano, en
el Programa Sectorial de Vivienda, así como en los pla-
nes de desarrollo urbano municipal, realizará estudios
que determinen, a nivel nacional, los requerimientos de
tierra urbana para vivienda. La misma Secretaría podrá
coordinar dichos estudios con los gobiernos de las enti-
dades federativas y los municipios, así como las orga-
nizaciones sociales y los grupos populares desarro-
lladores de vivienda que, conforme a su experiencia
y conocimiento, aporten iniciativas para los mismos,
en los términos que en cada caso convenga.
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Artículo 24. ...

Fracciones I. a III. ...

Fracción IV. ...

La Secretaría de Desarrollo Social dará un trato equi-
tativo a las organizaciones sociales y a los particula-
res para el desarrollo de viviendas, que acepten y con-
vengan que los productos de la comercialización de las
áreas o predios se sigan utilizando en acciones de vi-
vienda de interés social.

Artículo 25. ...

Con base en lo anterior, la Secretaría elaborará junto
con las organizaciones sociales y particulares des-
arrolladores de vivienda, un catálogo de terrenos aptos
para destinar programas de vivienda, siempre y cuando
la participación de éstas corresponda a un estudio
fundamentado para garantizar los preceptos men-
cionados en el presente párrafo, considerando las con-
diciones básicas de equipamiento urbano y factibilidad
de introducción de los servicios de agua potable, drena-
je, alcantarillado y electricidad, con el menor costo po-
sible.

Los integrantes de esta Comisión considera necesario refe-
rirse a las argumentaciones que hemos reproducido, a fin
de dejar su validez o su improcedencia bajo las siguientes:

Consideraciones

Primero. Los integrantes de la Comisión que dictaminan
la presente iniciativa coinciden que el problema en el défi-
cit de la vivienda no es sólo exclusivo de México, sino ge-
neralizado en la mayor parte de los países que integran
América latina como la región del mundo más urbanizada
y la de mayor concentración demográfica al inicio del siglo
XXI. Zona donde se acentúan las desigualdades económi-
cas entre los diversos sectores sociales que integran los pa-
íses de la región, persistiendo graves problemas de econo-
mía informal, subempleo, crecimiento de la pobreza,
rezagos en alimentación, educación, servicios de salud, in-
fraestructura y vivienda.

El problema del déficit habitacional en esta región del
mundo, muestra un rezago histórico que ha tenido una ca-
pacidad de atención limitada debido al crecimiento desme-
surado de la población y la falta de un crecimiento econó-

mico estable y significativo que permita afrontar las condi-
ciones de pobreza y marginación.

En el caso de México el problema habitacional no ha sido
la excepción, la oferta de créditos no alcanza a cubrir la
creciente demanda de aquellos derechohabientes y pobla-
ción en general que carecen de una vivienda como patri-
monio y fuente de ahorro e inversión. Sin embargo, ha si-
do posible fijar metas y propuestas de una política nacional
de vivienda, que contenga un diseño en los programas de
subsidio a la vivienda dirigida por una parte a los trabaja-
dores asalariados comprendidos en el apartado A y B del
artículo 123 constitucional (a través de Infonavit, Foviss-
ste) y por la otra parte, a los sectores más pobres y de mas
bajo ingreso, que no cuentan con un trabajo estable e in-
gresos seguros a través del Fondo Nacional de Habitacio-
nes Populares (Fonhapo).

Segundo. Que conforme a la fracción XII, del apartado A,
del artículo 123 constitucional que establece: “Toda em-
presa agrícola, industrial, minera o de cualquier otra clase
de trabajo, estará obligada, según lo determinen las leyes
reglamentarias a proporcionar a los trabajadores habitacio-
nes cómodas e higiénicas. Esta obligación se cumplirá me-
diante las aportaciones que las empresas hagan a un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor
de sus trabajadores y establecer un sistema de financiamien-
to que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente pa-
ra que adquieran en propiedad tales habitaciones”.

Por lo anterior, se considero de utilidad social expedir una
ley que contemplara la creación de un organismo integrado
por representantes del gobierno federal, de los trabajadores
y de los patrones, que administre los recursos del fondo na-
cional de la vivienda. Además, de regular las formas y pro-
cedimientos conforme a los cuales los trabajadores podrán
adquirir en propiedad las habitaciones.

Cabe señalar, que este precepto constitucional (artículo
123) publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14
de febrero de 1972, consagra la socialización del derecho
de los trabajadores a la habitación. Ello significa, en esen-
cia, que fue sustituida la obligación patronal, individuali-
zada, frente a un acreedor concreto, por una obligación so-
cial, con destinatario indiferenciado y orientado a la
creación de un fondo nacional cuya administración se en-
comienda a una institución descentralizada tripartita, esto
es, el Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los
Trabajadores (Infonavit). La cual tiene por objeto crear sis-
temas de financiamiento que permitan a los trabajadores
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obtener crédito barato y suficiente para adquirir una vi-
vienda digna.

Tercero. Que conforme al inciso f de la fracción XI, del
apartado B, del artículo 123 constitucional que establece:
“Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas,
en arrendamiento o venta, conforme a los programas pre-
viamente aprobados. Además, el Estado mediante las apor-
taciones que haga, establecerá un fondo nacional de la vi-
vienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos
trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que
permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que
adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas,
o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pa-
sivos adquiridos por estos conceptos.

Cabe señalar, que dichas aportaciones que se hagan al cita-
do fondo serán enteradas al organismo encargado de la se-
guridad social regulándose en su Ley y en las que corres-
ponda, la forma y el procedimiento conforme a los cuales
se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudica-
rán los créditos respectivos”.

Por lo anterior, se establece en el artículo 100 de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, que para los fines a que se refieren las
fracciones XI, inciso f) del apartado B) del artículo 123
constitucional; el inciso h) de la fracción VI del artículo 43
y las fracciones XIII y XIV del artículo 3o. de la Ley Fe-
deral de los Trabajadores al Servicio del Estado, se consti-
tuirá el Fondo de la Vivienda que tiene por objeto por una
parte, establecer y operar un sistema financiamiento que
permita a los trabajadores obtener crédito barato y sufi-
ciente, mediante préstamos con garantía hipotecaria, o
bien, a través del otorgamiento de una garantía personal, en
los casos que expresamente determine la Comisión Ejecu-
tiva. Además, de coordinar y financiar los programas de
construcción de habitaciones destinadas a ser adquiridas en
propiedad por los trabajadores que carezcan de ellas; y los
demás que esta Ley establece.

Para los integrantes de esta comisión los destinatarios del
derecho a la vivienda como lo consigna el párrafo sexto,
del artículo 4 constitucional, es “toda familia que tiene de-
recho a disfrutar de vivienda digna y decorosa”; entre los
sectores que tienen este derecho y que además los contem-
pla nuestra máxima norma jurídica se encuentran los traba-
jadores, con base a la fracción XII, del apartado A e inciso
f, de la fracción XII, del apartado B del artículo 123 cons-
titucional (Infonavit, Fovissste).

Cuarto. Que a fin de atender las necesidades habitaciona-
les de los sectores no asalariados, que no cuentan con un
trabajo estable e ingresos seguros que constituyen al lla-
mado sector informal, el gobierno mexicano destinó una
parte de su presupuesto autorizando la constitución del fi-
deicomiso del Fondo Nacional de Habitaciones Populares
(Fonhapo) en abril de 1981. Organismo que forma parte de
la administración pública paraestatal, su organización y
funcionamiento están sujetos a la Ley Federal de las Enti-
dades Paraestatales publicada el 14 de mayo de 1986 y al
contrato constitutivo del fideicomiso.

Que el fideicomitente es el gobierno federal por conducto
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el fidu-
ciario es el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos,
SNC, institución de banca de desarrollo, Banobras. Este fi-
deicomiso es coordinado por la Secretaría de Desarrollo
Social (Sedesol).

Cabe señalar, que el Fonhapo es el organismo que tiene por
objeto financiar la demanda nacional de crédito para vi-
vienda de los sectores de más bajos ingresos, que no cuen-
tan con un trabajo estable e ingresos seguros, que constitu-
yen al llamado sector informal, operando un sistema de
financiamiento acorde a su presupuesto y capacidad de cré-
dito, contribuyendo a la formación de un patrimonio propio
y digno de cualquier mexicano.

Cabe señalar que el FONHAPO, atiende a través de agen-
tes operadores y organismos estatales de vivienda la de-
manda de financiamiento para mejorar, adquirir o construir
vivienda social de población preferentemente no asalaria-
da, con ingresos individuales de hasta 2.5 veces el salario
mínimo vigente en el DF o de hasta 4 veces el salario mí-
nimo vigente en el DF, mediante un sistema de crédito ac-
cesible que contribuya a la consolidación del patrimonio
familiar con programas que buscan fomentar el mejora-
miento de una vivienda ya existente, la construcción por
etapas de vivienda o bien la introducción de servicios bási-
cos. Además, este fondo busca financiar los programas de
vivienda de los organismos del sector público federal, es-
tatal y municipal; sociedades cooperativas y todas aquellas
organizaciones legalmente constituidas que tengan como
finalidad la construcción de vivienda popular. Además, de
los programas de vivienda para productores agrícolas, pe-
cuarios, forestales y pesqueros del sector rural, con cargo a
los recursos destinados al “Fondo Nacional para la Vivien-
da Rural”.
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También busca financiar la adquisición y construcción de
vivienda o conjuntos habitacionales populares, para que se-
an dados en arrendamiento y fomentar, apoyar y desarrollar
mecanismos que permitan el abaratamiento de insumos pa-
ra la vivienda.

Otros objetivos relevantes del Fonhapo, es la de otorgar
créditos hipotecarios para la adquisición de viviendas po-
pulares y para el financiamiento a programas de parques de
materiales que se integran como apoyo a la vivienda popu-
lar, así como, descontar, redescontar o dar en redescuento
títulos de crédito derivados de préstamos otorgados en ope-
raciones que tengan relación con los fines del fideicomiso;
Garantizar la amortización y el pago de intereses de docu-
mentos o valores que, con intervención de instituciones de
crédito, que se emitan para destinar los recursos proceden-
tes de ellos al cumplimiento de los fines del propio fidei-
comiso. En general, realizar todos aquellos actos jurídicos
que se hagan necesarios, incluyendo la constitución de fi-
deicomisos sin administración propia, para apoyar los pro-
cesos de recuperación de cartera que así lo ameriten.

Cabe resaltar, que los créditos del Fondo Nacional de Ha-
bitaciones Populares son gestionados por los representan-
tes de los grupos o instituciones pertenecientes a los secto-
res público y social. Siendo el sector público quien
gestiona la mayor parte de las acciones debido a que los
institutos estatales de vivienda, son los organismos con
más participación de los créditos del Fonhapo, contando
con mayores reservas territoriales y con recursos propios.

Quinto. Que esta comisión de dictamen considera que la
iniciativa que propone reformar y adicionar el artículo 22,
en su párrafo primero; el artículo 24, en su párrafo segun-
do, fracción IV; y el artículo 25, párrafo segundo de la Ley
Federal de Vivienda (abrogada), publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984, en su ám-
bito de validez espacial y de temporalidad ha dejado de te-
ner vigencia y aplicación jurídica, debido a que se propone
adicionar a una Ley Federal de Vivienda que ha sido abro-
gada por la hoy vigente Ley de Vivienda publicada en el
Diario Oficial de la Federación del 27 de junio de 2006, la
cual contempla en diversos artículos, la participación de
los diversos sectores sociales en la concertación de la polí-
tica nacional, programas, acciones e instrumentos en mate-
ria de vivienda. Tal es el caso del párrafo tercero del artí-
culo 1; fracción II y IV del artículo 8; párrafo segundo del
artículo 9; párrafo primero artículo 12; fracción V, aparta-
do A, artículo 17; fracción III y VIII del artículo 18; frac-

ción V, artículo 29; fracción VII del artículo 30; párrafo
primero del artículo 39; artículo 41; artículo 42; artículo 54
y artículo 55 de la citada ley.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Vivienda someten a la consideración de esta hono-
rable Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
para reformar y adicionar el artículo 22, en su párrafo pri-
mero; el artículo 24, en su párrafo segundo, fracción IV y
el artículo 25, en su párrafo segundo de la Ley Federal de
Vivienda, publicada en el Diario Oficial de la Federación el
7 de febrero de 1984, propuesta presentada por los diputa-
dos federales, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo pertenecientes a la LIX Legislatura de la
Cámara de Diputados.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmen-
te concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a los
22 días del mes de febrero de 2007.

La Comisión de Vivienda, diputados: Diego Aguilar Acuña (rúbri-
ca), Araceli Escalante Jasso (rúbrica), Daniel Chávez García (rúbrica),
Raúl García Vivian (rúbrica), Eduardo Ortiz Hernández (rúbrica), Ma-
ría Elena Torres Baltazar (rúbrica), Claudia Sánchez Juárez, Martín
Zepeda Hernández (rúbrica), Joel Arellano Arellano (rúbrica), Luis
Rodolfo Enríquez Martínez, Martha Margarita García Müller (rúbrica),
Oscar González Moran (rúbrica), José Luis Murillo Torres (rúbrica),
Alejandro Sánchez Domínguez (rúbrica), Luis Gerardo Serrato Castell
(rúbrica), Marisol Mora Cuevas (rúbrica), Alberto López Rojas, Mario
Vallejo Estévez (rúbrica), María Soledad López Torres (rúbrica), Ale-
jandro David Mendoza Arellano (rúbrica), Juan Manuel San Martín
Hernández (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rúbrica), Tomás
Gloria Requena (rúbrica), Elmar Darinel Díaz Solórzano (rúbrica), Al-
fredo Barba Hernández, Lourdes Eulalia Quiñónez Canales, Jesús Ri-
cardo Canavati Tafich (rúbrica), Sergio Augusto López Ramírez, Ro-
binson Uscanga Cruz, Jaime Cervantes Rivera (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final en conjunto.
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LEY FEDERAL DE VIVIENDA

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Vivienda, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa que adiciona la frac-
ción VIII del artículo 2o. de la Ley Federal de Vivienda

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Vivienda fue turnada por acuerdo de
nuestra soberanía, la iniciativa con proyecto decreto pre-
sentada por la diputada Jacqueline G. Argüelles Guzmán
diputada de la LIX Legislatura del H. Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, para adicionar una fracción VIII
al artículo 2 de la Ley Federal de Vivienda publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984.

Antecedentes

1. Con fecha 3 de noviembre de 2005, la diputada Jac-
queline Guadalupe Argüelles Guzmán del Grupo Parla-
mentario del Partido del Verde Ecologista de México,
perteneciente a la LIX Legislatura de la Cámara de Di-
putados, presentó al Pleno de esta representación nacio-
nal, la iniciativa con proyecto de decreto de adición de
una fracción VIII del artículo 2 de la Ley Federal de Vi-
vienda.

2. En sesión celebrada con fecha 11 de noviembre de
2005, la Presidencia de la Mesa Directiva de la H. Cá-
mara de Diputados, dictó el siguiente trámite: “Túrnese
a la Comisión de Vivienda”, lo cual se hizo del conoci-
miento a la Presidencia de esta Comisión mediante el
oficio número DGPL.59-II-4-1768 para su dictamina-
ción.

De acuerdo a los antecedentes mencionados, Su autora
funda dicha iniciativa en las siguientes consideraciones:

Que las viviendas que hoy se construyen están repletas de
elementos nocivos para la salud, que incluso algunas orga-
nizaciones ambientales están efectuando campañas sobre
los tóxicos en el hogar. Expone que estos elementos noci-
vos los encontramos muchas veces en los propios materia-
les de construcción de viviendas como el cemento, que

contiene metales pesados como cromo o zinc; las pinturas
y los barnices derivados del petróleo y las cuales emanan
elementos volátiles tóxicos como xileno, cetonas y tolue-
no; el PVC como un material altamente tóxico en su fabri-
cación y en su combustión.

Propone a la bioconstrucción como una tecnología que pre-
tende crear hábitats saludables y cómodos, que casi no con-
taminen utilizando materiales ecológicos que se aplican
por su alto nivel de calidad (los morteros de cal y los estu-
cos, las pinturas de silicato), en el mercado existen varias
marcas de pinturas y barnices ecológicos de gran calidad,
fáciles de aplicar y a precios competitivos y accesibles) que
se utilizan en proyectos de alto nivel como restauración de
palacios y viviendas de lujo.

Agrega que una vivienda ecológica puede disponer de los
mismos adelantos que una vivienda convencional con ma-
teriales mas sanos y con ventajas que se centran en un ma-
yor ahorro energético, lo que conlleva a un menor impacto
medioambiental de nuestra casa y a una reducción del
tiempo de mantenimiento de la vivienda, que a la larga se
notará en el bolsillo del ciudadano.

Que es recomendable contratar a un profesional que conoz-
ca del uso de esta tecnología (la bioconstrucción) y realizar
un estudio geobiológico del terreno donde se edificará la vi-
vienda, (características geográficas, climatológicas y cultu-
rales del lugar) además, se debe establecer una estrecha co-
laboración con los propietarios para que el proyecto sea
adaptado a las necesidades reales de los que van a vivir en
él. Además se debe elegir para la estructura piedra, bloques
y ladrillos de cerámica, tierra, adobe, tapial, bloques de tie-
rra estabilizada y madera (maciza o en paneles); elección
que depende del diseño que se realice en función a los ma-
teriales que se encuentren en la zona. Ventanas, puertas y
vigas deben ser de madera tratada con productos naturales
y provenientes de talas controladas, lo mejor es que sean de
una certificación forestal.

Asimismo, plantea que la conservación de los recursos na-
turales, la correcta utilización de las actuales fuentes de
energía primaria y la búsqueda de fuentes alternas deben
ser objetivos medulares dentro de las nuevas propuestas de
construcción. Añade que las viviendas pueden contribuir
en la disminución del gasto de agua mediante la instalación
de grifos y emisores de cierre automático, electrodomésti-
cos de bajo consumo, sistemas de auto limpieza de servi-
cios, así como la ubicación de depósitos en las cubiertas

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 10 de abril de 2007243



para aprovechar el agua de lluvia y la condensación térmi-
ca de la atmósfera, a fin de aprovechar y utilizar elementos
o materiales ecológicos en la construcción de viviendas.
Como ejemplos cita, la utilización de tejas naturales de ba-
rro cocido para favorecer la transpiración en el interior de
la vivienda, la utilización de placas impermeabilizantes ba-
jo las baldosas del terrazo que pueden impedir el ascenso
de la humedad del suelo, así como los techos pueden ser
aislados con paneles de corcho negro natural o poliestireno
expandido, hermetismo que evitará en gran medida, la con-
taminación acústica.

Considera que las casas en su interior deben ser sanas y es-
timulantes, a fin de protegernos como una segunda piel, de
la contaminación y los rigores meteorológicos exteriores,
pero para ello, comenta es necesario que la estructura ur-
banística de las ciudades del futuro deberán contar con un
diseño de viviendas que consuman en menor número los
recursos naturales, que ofrezcan mayor calidad ambiental y
que consigan una mejor integración entre su entorno natu-
ral y el cultural.

Y finalmente, propone adicionar una fracción VIII al artí-
culo 2 de la (abrogada) Ley Federal de Vivienda publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de
1984 para quedar como sigue:

Artículo 2. Los lineamientos generales de la política na-
cional de vivienda son los siguientes:

I. a VII. ...

VIII. El mejoramiento de los procesos de producción de
la vivienda y la promoción de sistemas constructivos
ecológicamente apropiados;

Consideraciones

Esta Comisión considera necesario referirse a las argumen-
taciones que hemos reproducido, a fin de dejar su validez o
su improcedencia.

Examínenos a las proposiciones concretas de la iniciativa
que nos ocupa:

Primero. Que los integrantes de la Comisión que dictami-
nan coinciden en los beneficios energéticos, ambientales,
económicos y sociales que podría traer a nuestro país la im-
plementación de la bioconstrucción como un modo armó-
nico en las aplicaciones tecnológicas, funcionales y estéti-

cas de vinculación con el entorno natural o urbano de la vi-
vienda, con el objetivo de lograr hábitats que respondan a
las necesidades humanas en condiciones saludables, soste-
nibles e integradoras y que para que ésta cumpla sus pro-
pósitos, es necesario aplicarla de manera generalizada, asi-
mismo, contar con la colaboración tanto de las autoridades
federales como locales, empresarios en la construcción y
de sus habitantes. Con el propósito de obtener los benefi-
cios expuestos por la autora de la iniciativa en dictamen.

Segundo. Para esta comisión es evidente que en materia de
construcción y urbanismo nuestra legislación ha adoptado
criterios de sustentabilidad, aplicada en diseños y tecnolo-
gías que permitan reducir el derroche de materiales y ener-
gía, que eviten focos de contaminación y contribuyan a la
salud física y emotiva de sus habitantes.

Actualmente en México, las políticas de construcción de
vivienda establecidas en la Ley de Vivienda (publicada en
el Diario Oficial de la Federación del 27 de junio de 2006),
están basadas en los criterios de calidad y de sustentabili-
dad, título sexto, capítulo único, en sus artículos 71, 77 y
78 que a la letra dicen:

Artículo 71. con el propósito de ofrecer calidad de vida
a los ocupantes de las viviendas, la comisión promove-
rá, en coordinación con las autoridades competentes
tanto federales como locales, que en el desarrollo de las
acciones habitacionales en sus distintas modalidades y
en la utilización de recursos y servicios asociados, se
considere que las viviendas cuenten con los espacios ha-
bitables y de higiene suficientes en función al número
de usuarios, provea de los servicios de agua potable,
desalojo de aguas residuales y energía eléctrica que con-
tribuyan a disminuir los vectores de enfermedad, así co-
mo garantizar la seguridad estructural y la adecuación al
clima con criterios de sustentabilidad, eficiencia energé-
tica y prevención de desastres, utilizando preferente-
mente bienes y servicios normalizados.

Las autoridades del gobierno federal, las entidades federa-
tivas y los municipios en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, verificarán que se dé cumplimiento a lo dispues-
to en esta ley en materia de calidad y sustentabilidad de la
vivienda, y a las disposiciones legales y reglamentarias co-
rrespondientes.

Artículo 77. La Comisión fomentará la participación de
los sectores público, social y privado en esquemas de fi-
nanciamiento dirigidos al desarrollo y aplicación de
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ecotécnicas y de nuevas tecnologías en vivienda y sane-
amiento, principalmente de bajo costo y alta productivi-
dad, que cumplan con parámetros de certificación y
cumplan con los principios de una vivienda digna y de-
corosa.

Asimismo, promoverá que las tecnologías, sean acordes
con los requerimientos sociales, regionales y a las caracte-
rísticas propias de la población, estableciendo mecanismos
de investigación y experimentación tecnológicas.

Artículo 78. El modelo normativo, las normas mexica-
nas aplicables al diseño arquitectónico de la vivienda y
los prototipos constructivos los cuales deberán conside-
rar la eficiencia de los sistemas funcionales, constructi-
vos y de servicios; la tipificación y modulación de sus
elementos y componentes, respetando las distintas zo-
nas del país, los recursos naturales, el ahorro de energía
y las modalidades habitacionales.

En este tipo de normas se deberá considerar las condicio-
nes y características de habitabilidad y seguridad para los
diferentes tipos de vivienda y de sus etapas de construc-
ción.

Por lo anterior, es evidente para esta comisión que en mate-
ria de construcción de vivienda nuestra legislación vigente
contempla grandes adelantos en la utilización de materiales
de alta calidad de aplicación de ecotécnicas y de tecnologías
en vivienda y saneamiento, de bajo costo y alta productivi-
dad que cumplen con parámetros de certificación respetando
las distintas zonas del país, los recursos naturales, el ahorro
de energía y las modalidades habitacionales.

Tercero. Que esta Comisión de dictamen considera que la
iniciativa que propone adicionar una fracción VIII al artí-
culo 2 de la Ley Federal de Vivienda publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984, en su
ámbito de validez espacial y de temporalidad ha dejado de
tener vigencia y aplicación jurídica, debido a que se pro-
pone adicionar a una Ley Federal de Vivienda que ha sido
abrogada por la hoy vigente Ley de Vivienda publicada
en el Diario Oficial de la Federación con fecha 27 de junio
de 2006.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Vivienda con relación al dictamen que se analiza en
los términos previstos por los artículos 39, fracción
XXXIX, y 45 numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-

nos, así como por los artículos 56, 60, 65, 87, 88 y demás
relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la
Comisión que suscribe presenta a la consideración de esta
H. Asamblea el siguiente:

Dictamen

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
de adición de la fracción VIII del artículo 2° de la Ley Fe-
deral de Vivienda propuesta por la diputada Jacqueline G.
Argüelles Guzmán diputada perteneciente al Grupo Parla-
mentario del PVEM de la LIX legislatura de la Cámara de
Diputados.

Segundo. Archivése el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro,
Distrito Federal, a los 7 días del mes de noviembre del dos mil seis.

Comisión de Vivienda, diputados: Diego Aguilar Acuña (rúbrica),
presidente; Joel Arellano Arellano (rúbrica), Raúl García Vivian (rú-
brica), Araceli Escalante Jasso (rúbrica), Eduardo Ortiz Hernández (rú-
brica), María Elena Torres Baltazar (rúbrica), secretarios; Tomás Glo-
ria Requena (rúbrica), Elmar Darinel Díaz Solórzano (rúbrica), Alfredo
Barba Hernández (rúbrica), Lourdes Eulalia Quiñones Canales (rúbri-
ca), Joel Ayala Almeida, Daniel Chávez García (rúbrica), Luis Rodol-
fo Enríquez Martínez (rúbrica), Martha Margarita García Müller (rú-
brica), Oscar González Morán (rúbrica), ), José Luis Murillo Torres,
Alejandro Sánchez Domínguez, Claudia Sánchez Juárez (rúbrica),
Luis Gerardo Serrato Castell, José de Jesús Solano Muñoz (rúbrica),
Alberto López Rojas, Mario Vallejo Estévez (rúbrica), María Soledad
López Torres (rúbrica), David Mendoza Arellano, Juan Manuel San
Martín Hernández, Gerardo Villanueva Albarrán, Martín Zepeda Her-
nández (rúbrica), Jaime Cervantes Rivera, Robinson Uscanga Cruz,
Sergio Augusto López Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY ORGANICA DEL BANCO NACIONAL
DE OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
que reforma y adiciona el artículo 17 de la Ley Orgánica
del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General, el diputado Alfonso
Nava Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona el artículo 17 de la Ley
Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públi-
cos.

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con base en las facultades que nos confieren los artí-
culos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

Antecedentes

En sesión de la Comisión Permanente del 31 de mayo de
2006, el diputado Alfonso Nava Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 17 de la Ley Orgánica del Banco Nacional
de Obras y Servicios Públicos. La Mesa Directiva turnó el
5 de junio de 2006 la iniciativa antes señalada a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para su estudio y dic-
tamen.

En sesión ordinaria, los diputados integrantes de la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público procedieron al análisis
de la iniciativa antes enunciada, en la forma siguiente:

Descripción de la iniciativa

La iniciativa presentada por el diputado Alfonso Nava Díaz
propone reformar y adicionar el artículo 17 de la Ley Or-

gánica del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos
para que el Consejo Directivo se integre con 20 consejeros,
en lugar de 13.

Asimismo, la fracción I se modificaría para que en lugar de
7 consejeros representantes de la serie “A”, de certificados
de aportación patrimonial, se cuente con 10, al adicionar a
los secretarios de Educación Pública, de Salud, y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales. Esto, con la finalidad de
que la institución cuente con mayores elementos de juicio
para el análisis y la eventual aprobación de proyectos rela-
cionados con la materia de cada una de esas secretarías, co-
mo son ampliación de la infraestructura educativa y de sa-
lud, así como promoción de la sutentabilidad ambiental,
materias fundamentales para abatir los niveles de pobreza
y desigualdad en el país.

Además, se propone reformar la fracción II del mismo ar-
tículo 17, para pasar de 6 a 9 consejeros de serie “B”, de
certificados de aportación patrimonial. En este punto, se in-
crementa el número de representantes del ámbito munici-
pal, pasando de 2 a 6 presidente municipales, lo cual –con-
sideramos– es una medida inicial si se toma en cuenta que
en el país hay 2 mil 480 municipios, la mayoría de los cua-
les requiere apoyos para infraestructura.

Finalmente, en el mismo artículo se propone adicionar el
segundo párrafo de la fracción II, para establecer de mane-
ra puntual las consideraciones que se deben tener para la
designación de los consejeros representantes de los estados
y los municipios. Tomado en cuenta la heterogeneidad de
la población y las diferencias tan marcadas que prevalecen
en el territorio nacional, se establece que se designe a un
gobernador del norte, uno del centro y otro del sur del pa-
ís, pretendiendo darle con esto mayor sentido de equidad y
buscando una visión de desarrollo regional en las decisio-
nes del Consejo Directivo de la institución.

Por otra parte, se propone que los presidentes municipales
que se designen para integrar el Consejo Directivo también
representen la diversidad y heterogeneidad que privan en
este ámbito de gobierno, por lo que se deberá integrar por
lo menos un representante de las áreas urbana y rural, así
como uno con población indígena significativa en su mu-
nicipio. De igual forma, se designarán los otros tres alcal-
des en función de los índices de pobreza que registren sus
municipios, de acuerdo con los datos de la Secretaría de
Desarrollo Social.
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Consideraciones de la comisión

Esta comisión resulta competente para dictaminar la inicia-
tiva del diputado Alfonso Nava Díaz, la cual estima impro-
cedentes las consideraciones que se señalan, toda vez que
con fecha 24 de junio de 2002 se modificó la composición
del Consejo Directivo de esa institución, la cual es funcio-
nal, ya que por su conducto se toman todas las decisiones
que le son inherentes en términos primordialmente de la
Ley Orgánica, su reglamento, la Ley de Instituciones de
Crédito y la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, así
como de las demás leyes y normativa aplicable, atendiéndo-
se adecuadamente las diversas peticiones que son propias al
objeto de la institución sin distinción alguna por razones de
ubicación urbana, rural o indígena; heterogeneidad de la po-
blación; índices de pobreza o filiación partidista de los esta-
dos o municipios requirentes de apoyo financiero por par-
te de esa institución, habiendo impulsado un importante
número de proyectos dentro de su ámbito de competencia.

Asimismo, el 1 de agosto de 2005 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la adición del inciso III Bis del ar-
tículo 6o. de la Ley Orgánica, facultando a la institución
para “promover programas de financiamiento para ampliar
la cobertura de los servicios públicos y generar la infraes-
tructura productiva necesaria para impulsar el desarrollo
regional de las zonas indígenas”.

Adicionalmente a lo expuesto, para el caso de llevar a ca-
bo la reforma propuesta del artículo 17 de la Ley Orgánica,
se tendrían que ajustar los artículos 18 de la misma ley y 16
de su reglamento orgánico, lo cual, en este último caso, es
facultad exclusiva de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, en términos del artículo 30 de la Ley de Institu-
ciones de Crédito.

En caso de llevarse a cabo la modificación propuesta, en
el sentido de incrementar a 20 el total de consejeros
miembros del Consejo Directivo de dicha entidad (10 por
la serie “A” y 9 por la serie “B”), se estaría fuera de los cri-
terios establecidos en el Código de Mejores Prácticas Cor-
porativas, emitido por la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores relativos a las mejores prácticas bancarias, en el
cual se señala que el número preferente para integrar los
consejos directivos se encuentra como mínimo 5 y máximo
15.

Conforme al análisis de la iniciativa, los integrantes de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público consideran que
no es de aprobarse la iniciativa en cuestión, por lo que so-

meten a consideración del Pleno de la Cámara de Diputa-
dos el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
el artículo 17 de la Ley Orgánica del Banco Nacional de
Obras y Servicios Públicos, presentada por el diputado Al-
fonso Nava Díaz y turnada a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público el 5 de junio de 2005.

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente como
asunto total y definitivamente concluido.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de
2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, Jo-
sé Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Mar-
tínez Díaz (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José
Murat, Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino So-
to Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain Gon-
zález (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal de Institucio-
nes de Fianzas

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, el diputado Jorge Antonio
Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, presentó la iniciativa que refor-
ma el artículo 4o. de la Ley Federal de Instituciones de
Fianzas.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los
artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente 

Dictamen

Antecedentes

En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados realiza-
da el 27 de abril de 2006, el diputado Jorge Antonio Kah-
wagi Macari, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, presentó la iniciativa que reforma el
artículo 4o. de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas.

El 12 de mayo de 2006, la Mesa Directiva turnó la inicia-
tiva antes señalada a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria, los diputados integrantes de esta ho-
norable Comisión de Hacienda y Crédito Público proce-
dieron al análisis de la iniciativa antes enunciada, en la
forma siguiente:

Descripción de la iniciativa 

La iniciativa presentada por el diputado Jorge Antonio
Kahwagi Macari propone reformar el artículo 4o. de la Ley

Federal de Instituciones de Fianzas para otorgar a la Comi-
sión Nacional de Seguros y Fianzas la facultad de verificar
que no exista una afianzadora que pueda efectuar la opera-
ción solicitada por un promovente con el fin de permitir
que una empresa que opera en otro país pueda ofrecer el
servicio. A su vez, la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas sería la encargada de dar contestación al promo-
vente en cualquiera de los dos sentidos.

Consideraciones de la comisión

La que dictamina estima improcedentes las propuestas que
se señalan en la iniciativa sujeta a estudio, toda vez que en
el artículo 4o. de la Ley Federal de Instituciones de Fian-
zas se establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público tiene la facultad de comprobar esta circunstancia y,
en su caso, de autorizar que la fianza se contrate con una
empresa extranjera, directamente o a través de una institu-
ción de fianzas del país.

Al respecto el artículo en comento señala:

Artículo 4

Se prohíbe contratar con empresas extranjeras fianzas
para garantizar actos de personas que en el territorio na-
cional deban cumplir obligaciones, salvo los casos de
reafianzamiento o cuando se reciban por las institucio-
nes de fianzas mexicanas como contragarantía.”

Las fianzas que en contravención a lo dispuesto en este ar-
tículo se llegaren a celebrar, no producirán efecto legal al-
guno.

Sin embargo, cuando ninguna de las instituciones de fian-
zas facultadas para operar en el país pueda o estime conve-
niente realizar determinada operación de fianzas que se le
hubiera propuesto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, previa comprobación de estas circunstancias, otor-
gará una autorización específica para que la persona que
necesite la fianza la contrate con una empresa extranjera,
directamente o a través de una institución de fianzas del
país.

Se prohíbe a toda persona la intermediación en las opera-
ciones a que se refieren el primer párrafo de este artículo y
el artículo 3o. de esta ley.

Conforme al análisis de la iniciativa, los integrantes de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público consideran que
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no es de aprobarse la iniciativa en cuestión, por lo que so-
meten a consideración del Pleno de esta Cámara de Dipu-
tados el siguiente 

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
4o. de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, presen-
tada por el diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari y tur-
nada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público el 12 de
mayo de de 2005.

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente como
un asunto total y definitivamente concluido.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de 2007. 

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand
Arzate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García,
José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Mar-
tínez Díaz (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José
Murat, Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino So-
to Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain Gon-
zález (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY DEL BANCO DE MEXICO

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
que reforma el artículo 26 de la Ley del Banco de México

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ciones II y III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 55, fracciones II y III, del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo presentaron ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 26 de la Ley del Banco de México.

Los integrantes de la Comisión que suscribe, con base en
las facultades que le confieren los artículos 39, 44, 45 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocaron al análisis de la iniciativa antes señalada,
y conforme a las deliberaciones que de la misma realizaron
sus miembros, reunidos en Pleno, presentan a esta honora-
ble asamblea el siguiente:

Dictamen

Antecedentes

En sesión ordinaria del 23 de febrero de 2006, diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo presentaron iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 26 de la Ley del Banco de México,
en esa misma fecha la Mesa Directiva turnó la iniciativa
antes señalada a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria los diputados integrantes de esta hono-
rable Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron
al análisis de la iniciativa antes enunciada, con base en lo
siguiente:

Descripción de la iniciativa 

La iniciativa propone reformar el artículo 26 de la Ley del
Banco de México, adicionando un tercer párrafo, a efecto
de que el Banco Central expida las normas para que en cir-
cunstancias económicas extraordinarias establezca una ta-
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sa de interés promedio, que sea aplicada a todos los crédi-
tos que se hayan otorgado en el sistema financiero mexica-
no, contratados antes de dicha circunstancia. El promedio de
dicha tasa se debe construir tomando en consideración el ni-
vel que haya alcanzado en nuestra economía la tasa de inte-
rés interbancaria de los últimos 7 años previos al evento.

Consideraciones de la comisión

La que dictamina considera que no es de aprobarse la adi-
ción de un tercer párrafo al artículo 26 de la Ley del Ban-
co de México por lo siguiente:

a) La tasa de interés se determina en el mercado de con-
formidad con los flujos financieros que se presentan en
la economía, por lo que no es viable fijarla por el Ban-
co de México en los términos propuestos, ya que traería
distorsiones graves en los mercados financieros.

b) Fijar la tasa de interés en periodos de crisis para los
créditos podría provocar que los bancos no pudieran en-
frentar sus obligaciones por los depósitos de ahorro y a
la vista, así como por los préstamos de instituciones de
crédito nacionales y extranjeros toda vez que la tasa de
interés se incrementaría, dada la astringencia financiera,
sobre todo respecto a las obligaciones que se tienen con
el exterior. Para mantener la solvencia de los bancos se
tendrían que otorgar subsidios, los cuales en un ambien-
te de crisis no serían sostenibles por el sector público, en
virtud de que su costo financiero sería demasiado eleva-
do o implicaría desatender sectores vulnerables de la so-
ciedad, en momentos donde más necesitarían el apoyo
del sector público.

c) Por otra parte, no es posible garantizar que el ciclo
económico tenga una duración de 7 años, que según la
propuesta sería la que se tomaría para fijar la tasa de in-
terés (promedio de los 7 años), dado que los ciclos eco-
nómicos no son estables, ya que las crisis son diferentes
y cada una con sus características específicas. 

De lo expuesto se desprende que el Banco de México se
encuentra facultado plenamente para normar la intermedia-
ción y los servicios financieros tales como: tasas de interés
y demás características de las operaciones activas, pasivas
y de servicios que realicen las instituciones de crédito, sin
perjuicio de que dichas características se ajusten a las dis-
posiciones legales aplicables que al efecto expida el propio
Banco Central, anteponiendo siempre como principal obje-
tivo la protección de los intereses del público.

En virtud de lo anterior, la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público considera que la iniciativa objeto de este dicta-
men no se justifica en los términos y condiciones en los
que se plantea, por lo que no es de aprobarse y ponen con-
sideración del pleno de esta honorable Cámara de Diputa-
dos el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 26 de la Ley del Banco de
México, presentada en la LIX Legislatura por el Grupo Par-
lamentario del Partido del Trabajo, el 23 de febrero de 2006. 

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente relati-
vo como asunto total y definitivamente concluido.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de Marzo de 2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier
Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Arzate (rú-
brica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, José Mar-
tín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica),
Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz
(rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José Murat, Raúl
Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rú-
brica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo
Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain González (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. Se reserva para su vota-
ción al final.

LEY DE LOS SISTEMAS 
DE AHORRO PARA EL RETIRO

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
que reforma el artículo 74 Bis de la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, el diputado Francisco Javier
Bravo Carbajal, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presentó la iniciativa que refor-
ma el artículo 74 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro
para el Retiro.

Los integrantes de la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con base en las facultades que nos confieren los artí-
culos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

Antecedentes

En sesión del 10 de mayo de 2005, la Mesa Directiva tur-
nó a la Comisión de Hacienda y Crédito Público la inicia-
tiva que reforma el artículo 74 Bis de la Ley de los Siste-
mas de Ahorro para el Retiro, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria, los diputados integrantes de la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público procedieron al análisis
de la iniciativa antes enunciada, en la siguiente forma:

Descripción de la iniciativa

La iniciativa presentada por el diputado Francisco Javier
Bravo Carbajal se refiere a que en la Ley del Sistema de
Ahorro para el Retiro se observa una distinción entre los
trabajadores que cotizan en el sistema general de seguridad
social, mediante aportaciones canalizadas, primero por el
Instituto Mexicano del Seguro Social, con aportaciones pa-
ra rubros como la pensión, cuyos fondos son manejados
por las Afore, mientras que el otro sistema es el propio de

los trabajadores que cotizan en el sistema de seguridad so-
cial para los trabajadores al servicio del Estado. Sin em-
bargo, la ley de la materia no distingue claramente la situa-
ción de los trabajadores al servicio del Estado en los
poderes de las entidades federativas.

Por lo anterior, la iniciativa propone reformar el artículo 74
Bis de la citada ley, para reconocer el derecho que tienen los
trabajadores que en algún momento cotizaron ante el Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social y que tienen una cuenta in-
dividual con una Afore, a fin de solicitar que esos fondos se
concentren en la administradora que corresponda y que ma-
neje su cuenta en el sistema estatal de ahorro para el retiro.

Consideraciones de la comisión

Esta comisión, conforme al análisis de la iniciativa, consi-
dera que no es procedente la propuesta, toda vez que se
permitiría a los trabajadores que hayan cotizado al sistema
de pensiones del Instituto Mexicano del Seguro Social re-
tirar los recursos acumulados en su cuenta individual cuan-
do en virtud de una nueva relación laboral se encuentren
inscritos en las instituciones de seguridad social para los
trabajadores al servicio del Estado de las entidades federa-
tivas o el Distrito Federal.

Aun cuando se comparte el propósito de otorgar portabili-
dad para los derechos pensionarios de los trabajadores que
cotizan a los distintos sistemas de seguridad social, se re-
quiere una reforma integral que permita la compatibilidad
de todos los sistemas.

Por tanto, esta comisión estima que no existen las condi-
ciones para que los sistemas estatales o del Distrito Fede-
ral reciban los recursos de manera que refuercen el ahorro
individual del trabajador y ofrezcan las garantías que este
requiere, por lo que permite al trabajador retirar los recur-
sos de su cuenta individual y pondría en riesgo el destino
de los mismos.

Conforme al análisis de la iniciativa, los integrantes de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público consideran que
no es de aprobarse la iniciativa en cuestión, por lo que so-
meten a consideración del Pleno de la Cámara de Diputa-
dos el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
74 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro,
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presentada por el diputado Francisco Javier Bravo Carbajal
el 10 de mayo de 2005.

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente como
asunto total y definitivamente concluido.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de 2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, Jo-
sé Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Mar-
tínez Díaz (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José
Murat, Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino So-
to Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain Gon-
zález (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final, en conjunto.

LEY ORGANICA DE NACIONAL FINANCIERA

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
que adiciona una fracción XII al artículo 5o. de la Ley Or-
gánica de Nacional Financiera.

Honorable Asamblea

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General, el diputado Cuauhté-
moc Ochoa Fernández, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, presentó la iniciativa que
adiciona una fracción XII al artículo 5o. de la Ley Orgáni-
ca de Nacional Financiera.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los
artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

Antecedentes

En sesión del 31 de marzo de 2005, la Mesa Directiva turnó
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público la iniciativa
que adiciona una fracción XII al artículo 5o. de la Ley Or-
gánica de Nacional Financiera, para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria, los diputados integrantes de la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público procedieron al análisis
de la iniciativa antes enunciada, en la forma siguiente:

Descripción de la iniciativa

La iniciativa presentada por el diputado Cuauhtémoc
Ochoa Fernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, propone modificar la Ley Or-
gánica de Nacional Financiera con el fin de fortalecer su
papel en la dirección, conducción y fortalecimiento de las
actividades de fomento e inversión, apoyando las diversas
actividades productivas con que tiene contacto y así contri-
buir dinámicamente al desarrollo del mercado interno.

Consideraciones de la comisión

Esta comisión resulta competente para dictaminar la inicia-
tiva del diputado Cuauhtémoc Ochoa Fernández y estima
improcedentes las consideraciones que se señalan, toda vez
que el objeto de Nacional Financiera (Nafin) considera en
el artículo 2o. de su Ley Orgánica la promoción del ahorro
y la inversión, así como canalizar apoyos financieros y téc-
nicos al fomento industrial y, en general, al desarrollo eco-
nómico y regional del país.
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Por lo anterior, se considera que el desarrollo del mercado
interno ya se encuentra implícito en el objeto de esa insti-
tución de banca de desarrollo.

Además, el artículo 5o. de la Ley Orgánica de Nafin seña-
la diversas facultades a fin de que este banco de desarrollo
atienda oportunamente los sectores industrial, comercial y
de servicios, que contribuyen, conforme a su objeto, al des-
arrollo del mercado interno.

Conforme al análisis de la iniciativa, los integrantes de la
Comisión de Hacienda y Crédito Público consideran que
no es de aprobarse la iniciativa en cuestión, por lo que so-
meten a consideración del Pleno de la Cámara de Diputa-
dos el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que adiciona una frac-
ción XII al artículo 5o. de la Ley Orgánica de Nacional Fi-
nanciera, presentada por el diputado Cuauhtémoc Ochoa
Fernández y turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público el 31 de marzo de 2005.

Segundo. En consecuencia, archívese el expediente como
asunto total y definitivamente concluido.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de
2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, Jo-
sé Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert, María de Jesús Martínez Díaz
(rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José Murat, Raúl
Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Parra Jiménez
(rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos,
Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain González (rú-
brica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación en conjunto.

LEY ORGANICA DEL BANCO DEL AHORRO 
NACIONAL Y SERVICIOS FINANCIEROS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desechan dos inicia-
tivas referentes a la Ley Orgánica del Banco del Ahorro
Nacional y Servicios Financieros

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, se presentaron iniciativas que reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, en la forma
siguiente:

1. Iniciativa que adiciona el inciso e) de la fracción III
del artículo 19 de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro
Nacional y Servicios Financieros, presentada por el di-
putado Luis Antonio González Roldán, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México.

2. Iniciativa que abroga la Ley Orgánica del Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros, presentada
por los diputados Gustavo Enrique Madero Muñoz, Dia-
na Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, Juan Bárcenas
González, Manuel Pérez Cárdenas, José Luis Flores
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, del Partido de la Revolución Democrática y
del Partido Revolucionario Institucional.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los
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artículos 39, 44 y 45 y demás relativos de la Ley Orgánica
del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente

Dictamen

Antecedentes

1. En sesión ordinaria del 29 de septiembre de 2004 pre-
sentó el diputado Luis Antonio González Roldán, del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, la iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona el inciso e) de la fracción III del artículo 19 de la
Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servi-
cios Financieros. En esa misma fecha la Mesa Directiva
turnó a la Comisión de Hacienda y Crédito Público pa-
ra su estudio y dictamen.

2. En la sesión ordinaria del 11 de noviembre de 2005
presentaron los diputados Gustavo Enrique Madero Mu-
ñoz, Diana Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, Juan
Bárcenas González, Manuel Pérez Cárdenas, José Luis
Flores Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, del Partido de la Revolución Demo-
crática y del Partido Revolucionario Institucional, la ini-
ciativa que abroga la Ley Orgánica del Banco del Aho-
rro Nacional y Servicios Financieros; en esa misma
fecha la Mesa Directiva turnó a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público para su estudio y dictamen.

En sesión ordinaria los diputados integrantes de esta hono-
rable Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron
al análisis de las iniciativas antes enunciadas, con base en
lo siguiente:

Descripción de las iniciativas

1. La iniciativa presentada por el diputado Luis Antonio
González Roldán propone que no podrán ser consejeros
independiente las personas que se encuentren o hayan
estado vinculadas directa e indirectamente con el proce-
so de desincorporación y el rescate bancario en nuestro
país, a efecto de posibilitar una administración transpa-
rente de la banca popular, protegerla de malos manejos
y fortalecer su sistema de operación en un ambiente sa-
no que contribuya al crecimiento económico y genere

círculos virtuosos en la economía, promoviendo el cré-
dito, la inversión, el empleo, el ingreso, el consumo y el
ahorro.

2. La iniciativa presentada por los diputados Gustavo
Enrique Madero Muñoz, Diana Rosalía Bernal Ladrón
de Guevara, Juan Bárcenas González, Manuel Pérez
Cárdenas, José Luis Flores Hernández la cual propone:

La abrogación de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro
Nacional y Servicios Financieros, Sociedad Nacional de
Crédito, Institución de Banca de Desarrollo.

Establecer las bases para transformar a la institución en
una sociedad anónima, institución de banca múltiple, re-
gulada conforme a las disposiciones aplicables de la
Ley de Instituciones de Crédito, así como los términos
en los que la institución deberá adecuar sus operaciones
a la normatividad aplicable a las instituciones de banca
múltiple.

La desincorporación de la institución como empresa pa-
raestatal, para permitir el proceso de socialización de la
misma, mediante la enajenación de las acciones repre-
sentativas del capital social de la institución transforma-
da a las federaciones y entidades de ahorro y crédito po-
pular autorizadas conforme a la Ley de Ahorro y Crédito
Popular; a los empleados de la misma, así como a enti-
dades internacionales que aporten capital y experiencias
exitosas de sistemas de ahorro y crédito popular en otros
países y a organismos multilaterales que promuevan,
mediante la aportación temporal de capital el proceso de
socialización de la institución, sin que esas entidades in-
ternacionales y organismos multilaterales puedan con-
trolar, de manera individual o conjunta, la mayoría del
capital social de la sociedad.

Dictar principios generales conforme a los cuales deberá
regirse el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Finan-
cieros, SA, Institución de Banca Múltiple, incluyendo el
establecimiento de un régimen de gobierno corporativo
consistente con las mejores prácticas corporativas y la le-
gislación aplicable a fin de asegurar la transparencia y
equidad en la toma de decisiones por los distintos órga-
nos corporativos de la institución, la prestación por par-
te de la institución de los servicios que conforme a su
objeto social pueda o deba prestar en condiciones no
discriminatorias, sobre bases tarifarias equitativas y se
abstendrá de establecer barreras técnicas, contractuales
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o tarifarias que impidan el acceso de cualquier usuario a
dichos servicios.

Consideraciones de la comisión

1. De la iniciativa del diputado Luis Antonio González
Roldán, la Comisión de Hacienda y Crédito Público, esti-
ma improcedentes las consideraciones que se señalan en la
iniciativa sujeta a estudio, toda vez que la finalidad de in-
corporar en los órganos de gobierno de las sociedades na-
cionales de crédito a los consejeros independientes recae en
contar con miembros que no estén involucrados en la opera-
ción diaria de la sociedad y cuya labor principal sea contri-
buir con una visión imparcial a la planeación estratégica de
la sociedad y las demás funciones que son propias del con-
sejo, de tal manera que cuenten con objetividad e indepen-
dencia en la toma de decisiones, es decir, que no interfieran
intereses personales, comerciales o políticos en las decisio-
nes que tome como consejero. Establecer como prohibi-
ción para ser consejero independiente no haber estado vin-
culado directa o indirectamente en el rescate bancario, no
garantiza que las personas que se encuentren en dicho su-
puesto, cuenten con esa objetividad e independencia.

La claridad de las leyes constituye un imperativo para evi-
tar su ambigüedad, confusión o contradicción. El supuesto
legal que se propone es general y ambiguo, excluye a cual-
quier persona que haya estado vinculada directa o indirec-
tamente con el rescate bancario, sin importar su posición
en el mismo; es decir, si era funcionario del gobierno, ac-
cionista o empleado de banco, si tenía o no poder de deci-
sión en dicho procedimiento, con lo que se deja en estado
de indefensión a las personas que aspiren a ocupar un car-
go como consejero independiente dentro de esta institu-
ción. 

Asimismo, se está prejuzgando la actuación de aquellas
personas que estuvieron vinculadas directa o indirectamen-
te en el rescate bancario y se presupone que actuaron des-
honestamente, e inclusive, ilícitamente.

2. De la iniciativa presentada por los diputados Gustavo
Enrique Madero Muñoz, Diana Rosalía Bernal Ladrón de
Guevara, Juan Bárcenas González, Manuel Pérez Cárde-
nas, José Luis Flores Hernández que propone la abrogación
de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Ser-
vicios Financieros, Sociedad Nacional de Crédito, Institu-
ción de Banca de Desarrollo, la que dictamina estima im-
procedentes las consideraciones que se señalan en la
iniciativa sujeta a estudio, toda vez que de conformidad

con el artículo 30 de la Ley de Instituciones de Crédito, las
instituciones de banca de desarrollo tienen como objeto
fundamental facilitar el acceso al financiamiento a perso-
nas físicas y morales, así como proporcionarles asistencia
técnica y capacitación en términos de sus respectivas leyes
orgánicas. Es decir, el objeto de la banca de desarrollo es
promover el desarrollo de determinados sectores de la eco-
nomía.

En el caso del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Fi-
nancieros (Bansefi), el artículo 2 de la Ley Orgánica del
Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros esta-
blece que dicha institución tiene por objeto promover el
ahorro, el financiamiento y la inversión entre los integran-
tes del sector (sociedades cooperativas de ahorro y présta-
mo y sociedades financieras populares, federaciones y con-
federaciones, entidades todas constituidas según la Ley de
Ahorro y Crédito Popular); en otras palabras: promover el
ahorro, el financiamiento y la inversión popular.

Así mismo, el Bansefi es encargado de llevar a cabo accio-
nes para ejecutar el Programa de Fortalecimiento al Ahorro
Popular.

El número de integrantes del sector autorizadas para operar
conforme la Ley de Ahorro y Crédito Popular es aún muy
pequeño, lo que indica un bajo grado de madurez en el sec-
tor.

A diferencia de la banca comercial, la banca de desarrollo
desarrolla y opera proyectos a mediano y largo plazo, pre-
firiendo proyectos de beneficio colectivo. Tanto la Ley Or-
gánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Finan-
cieros, como la Ley de Ahorro y Crédito Popular, fueron
publicadas en junio del 2001, por lo que se continúa en el
desarrollo y operación de nuevos productos que fortalezcan
la operación y rentabilidad del sector, y se requiere continui-
dad por parte del Estado para lograr dicho objetivo.

Aunado a lo anterior, deberá considerarse que la banca co-
mercial, hasta la fecha, no se ha interesado demasiado en
los sectores populares, por lo que no existen instrumentos
financieros especializados para este tipo de mercado, con
lo que la socialización del Bansefi ocasionaría dejar a este
sector sin acceso no sólo al ahorro, sino a créditos a bajo
costo.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Hacienda y
Crédito Público considera que no son de aprobarse las ini-
ciativas objeto de este dictamen, en los términos que se
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plantea y somete a consideración del Pleno de esta honora-
ble Cámara de Diputados, el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desechan las dos iniciativas objeto de este dic-
tamen:

1. Iniciativa que adiciona el inciso e) de la fracción III
del artículo 19 de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro
Nacional y Servicios Financieros, presentada por el di-
putado Luis Antonio González Roldán, turnada a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público el 29 de septiem-
bre de 2004 y la 

2. Iniciativa que abroga la Ley Orgánica del Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros, presentada
por los diputados Gustavo Enrique Madero Muñoz, Dia-
na Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, Juan Bárcenas
González, Manuel Pérez Cárdenas, José Luis Flores
Hernández, turnada a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público el 11 de noviembre de 2005.

Segundo. Archívese los expedientes como asuntos total y
definitivamente concluidos.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de
2007.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Jorge Es-
tefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres (rúbrica), José Antonio
Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francis-
co Javier Calzada Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, Jo-
sé Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri
(rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Mar-
tínez Díaz (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José
Murat, Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Pa-
rra Jiménez (rúbrica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino So-
to Ramos, Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain Gon-
zález (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCION Y SERVICIOS

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con puntos de acuerdo por los que se desechan dos inicia-
tivas referentes a la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios

Marzo 21 de 2007

Honorable Asamblea 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, legisladores integrantes de la LIX Legisla-
tura, presentaron las siguientes iniciativas en materia de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

1. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el in-
ciso a) de la fracción I del artículo 2o y adiciona un in-
ciso c) a la fracción I del artículo 3o y un inciso h) a la
fracción I del artículo 8o, correspondientes al capítulo I
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios, presentada por el diputado José Manuel Carrillo
Rubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, el 28 de abril de 2005.

2. Iniciativa con proyecto de decreto por el que se mo-
difica el inciso a) de la fracción I del artículo 8o de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, presentada por la senadora Yolanda Eugenia Gon-
zález Hernández del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, el 24 de noviembre de
2005.

Esta comisión que suscribe, con base en las facultades que
le confieren los artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del
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Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al aná-
lisis de cada una de las iniciativas y conforme a las delibe-
raciones y el análisis que de la misma realizaron los miem-
bros de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público
reunidos en pleno, presentan a esta honorable asamblea el
siguiente:

Dictamen

Descripción de las iniciativas

1. En la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
inciso a) de la fracción I del artículo 2o y adiciona un inci-
so c) a la fracción I del artículo 3o y un inciso h) a la frac-
ción I del artículo 8o, correspondientes al capítulo I de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
presentada por el diputado José Manuel Carrillo Rubio, se
menciona que el rompope es considerado actualmente co-
mo bebida con contenido alcohólico, al cual se le aplica el
impuesto especial sobre producción y servicios (IEPS) no
sólo al alcohol sino al resto de sus ingredientes, lo que ge-
nera un doble pago del impuesto: a la compra de alcohol y
a la venta por el total del producto.

Asimismo, se señala que aunque la Ley General de Salud
define al rompope como una bebida con graduación alco-
hólica entre 10° y 14° G.L., muchos rompopes en su gran
mayoría de elaboración casera, contienen una menor gra-
duación, aproximadamente de 6° G.L., por lo que se consi-
dera que debe ser calificado como un producto alimenticio
y postre mexicano de consumo familiar, ello aunado a que
su proceso de producción es el resultado de la cocción de
una mezcla de leche, azúcar y huevo a alta temperatura, a
la cual al final se le adiciona el alcohol exclusivamente co-
mo conservador.

Por lo anterior, en la iniciativa de referencia se propone
exentar a las bebidas que por su contenido a base de pro-
ductos alimenticios, requieran adicionar en su proceso de
elaboración un contenido alcohólico de hasta 6° G.L., co-
mo conservador.

2. Iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifi-
ca el inciso a) de la fracción I del artículo 8o de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, presenta-
da por la senadora Yolanda Eugenia González Hernández,
la cual propone exentar del pago del impuesto especial so-

bre producción y servicios a las enajenaciones de alcohol
desnaturalizado, siempre que se cumpla con las obligacio-
nes establecidas en el artículo 19, fracciones I, II, primer
párrafo, VI, VIII, XI, XII y XIV de la ley de la materia y
otras que establezcan las disposiciones fiscales.

Lo anterior, por considerar que el alcohol desnaturalizado
se utiliza principalmente como material de curación, anti-
séptico y germicida de uso externo. Además, la exposición
de motivos menciona que la exención propuesta sería de
gran beneficio para un sector enorme de la población, por-
que el alcohol desnaturalizado es un producto adquirido en
hospitales públicos y privados y la exención evitaría que
los particulares y el propio sector público adquieran un
bien encarecido por el impuesto especial sobre producción
y servicios.

Consideraciones de la comisión

1. En la iniciativa del diputado José Manuel Carrillo Rubio,
que reforma el inciso a) de la fracción I del artículo 2o y
adiciona un inciso c) a la fracción I del artículo 3o y un in-
ciso h) a la fracción I del artículo 8o, correspondientes al
capítulo I de la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios.

En esta ley el artículo 1o, fracción I, en relación con el ar-
tículo 2o, fracción I, inciso A), establece como sujetos al
pago del impuesto a las personas físicas y morales que en-
ajenen o importen definitivamente en territorio nacional,
bebidas con contenido alcohólico y cerveza.

Ahora bien, el artículo 3o, fracción I, inciso a), de la cita-
da ley, establece que se entiende como bebidas con conte-
nido alcohólico, las bebidas alcohólicas y las bebidas re-
frescantes, de acuerdo con lo siguiente:

Artículo 3o. ...

I. …

a) Bebidas alcohólicas, las que a la temperatura de
15° centígrados tengan una graduación alcohólica
de más de 3° G.L., hasta 55° G.L., incluyendo el
aguardiente y a los concentrados de bebidas alco-
hólicas aun cuando tengan una graduación alcohó-
lica mayor.

b) Bebidas refrescantes, las elaboradas con un mí-
nimo de 50 por ciento a base de vino de mesa, pro-
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ducto de la fermentación natural de frutas, pudién-
dose adicionar agua, bióxido de carbono o agua car-
bonatada, jugo de frutas, extracto de frutas, aceites
esenciales, ácido cítrico, azúcar, ácido benzoico o
ácido sórbico o sus sales como conservadores, así
como aquéllas que se elaboran de destilados alco-
hólicos diversos de los antes señalados.

…

La Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, establece que la enajenación de bebidas alcohólicas se
encuentra sujeta al pago del impuesto, cuando tales bebidas
a la temperatura de 15° centígrados tengan una graduación
alcohólica de más de 3° G.L., sin hacer alusión de los com-
ponentes que se utilicen para su elaboración, así como de
los atributos que el alcohol les otorgue.

En el caso particular, al señalar que el alcohol actúa como
conservador, así como la forma en la que habitualmente se
acostumbra consumir el rompope, no son elementos que se
tomen en consideración para gravar una bebida alcohólica
por parte de la ley citada.

Por lo anterior, el rompope al ser una bebida que contiene
una graduación alcohólica superior a 3° G.L., es considera-
da como bebida alcohólica y, por tanto, afecta al impuesto
especial sobre producción y servicios, independientemente
que en su proceso de elaboración existan algunos otros ele-
mentos, como son la leche, el huevo y la canela.

Por lo que hace a la afirmación, relativa a que las personas
que enajenan bebidas alcohólicas pagan dos veces el im-
puesto, se estima infundada, toda vez que la ley permite el
acreditamiento del impuesto pagado por la adquisición de
alcohol, alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables,
cuando se destine a la enajenación de bebidas alcohólicas.

En efecto, el artículo 4o, tercer párrafo de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, se establece:

Artículo 4o ...

Las personas físicas y morales que adquieran alcohol,
alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables, así co-
mo los importadores de dichos bienes, podrán acreditar
el impuesto pagado por la enajenación o importación de
los mismos, contra el que causen por la enajenación de
bebidas alcohólicas. Cuando los bienes antes citados se-
an utilizados para la elaboración de productos distintos

a las bebidas alcohólicas, podrán acreditarlo contra el
impuesto sobre la renta que resulte a su cargo.

...

Por otra parte, la Comisión de Hacienda y Crédito Público
considera que el exentar del impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios a la enajenación del rompope llevaría a
favorecer intereses de determinada o determinadas perso-
nas, ya que al otorgar una exención del gravamen no dis-
minuye el valor de los bienes que se ofertan, sin embargo,
representa un incremento en el margen de utilidad de la co-
mercializadora, con el consecuente perjuicio del fisco.

Asimismo, exentar al rompope del impuesto especial sobre
producción y servicios, daría lugar a que los contribuyen-
tes de otro tipo de bebidas alcohólicas pudiesen argumen-
tar que por razones de materia prima empleada en la pro-
ducción o hábitos de consumo, les fuere aplicable una
exención similar a sus bebidas.

Finalmente, propone reformar el artículo 2º, inciso A), sus-
tituyendo el concepto de bebidas con contenido alcohólico,
por el de bebidas alcohólicas, lo que es incorrecto, ya que
la ley contempla en su artículo 3o, fracción I, tanto a las be-
bidas alcohólicas como a las bebidas refrescantes, así como
que también dicha medida sería contraria al principio de
equidad tributaria.

2. Iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifi-
ca el inciso a) de la fracción I del artículo 8o de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, presenta-
da por la senadora Yolanda Eugenia González Hernández.

Al respecto, la Comisión de Hacienda y Crédito Público
que dictamina considera que los productores de bebidas al-
cohólicas se han manifestado respecto del crecimiento que
ha tenido la comercialización de bebidas adulteradas; de
ahí que a partir de 2004 se haya establecido un gravamen a
la enajenación e importación de alcohol desnaturalizado, al
ser considerado una de las principales materias primas pa-
ra la elaboración de toda bebida destilada, que hasta esa fe-
cha se encontraba libre del impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios. Con esta medida se estableció una
carga fiscal a dicho insumo, cuando éste se destine al co-
mercio informal.

En efecto, el gravamen no constituye una carga efectiva pa-
ra los contribuyentes formales y sí una medida que desalien-
ta la economía informal, en virtud de que permite a los pri-
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meros acreditar el impuesto pagado por la enajenación o im-
portación del alcohol desnaturalizado, contra el que se cau-
se por la enajenación de bebidas alcohólicas, mientras que
los segundos al no poderlo acreditar tienen que absorber la
carga derivada del citado impuesto, generándose un incre-
mento en el costo de sus productos.

Es de destacar que los contribuyentes formales utilizan el
alcohol desnaturalizado para la elaboración de productos
distintos a las bebidas alcohólicas, lo que les permite acre-
ditar el impuesto especial sobre producción y servicios pa-
gado por la enajenación o importación del citado alcohol
desnaturalizado, contra el impuesto sobre la renta que re-
sulte a su cargo en las declaraciones de pagos provisiona-
les, las retenciones del mismo impuesto efectuadas a terce-
ros, así como contra el impuesto al activo o el impuesto al
valor agregado.

Por otro lado, es de comentarse que los contribuyentes que
enajenan o importan alcohol desnaturalizado cumplen hoy
día con las obligaciones establecidas en el artículo 19 de
esta Ley por lo que la propuesta consistente en exentar del
pago del impuesto a las enajenaciones e importaciones de
alcohol desnaturalizado, estableciendo la condicionante de
que se cumpla con las obligaciones establecidas en el artícu-
lo 19, fracciones I, II, primer párrafo, VI, VIII, XI, XII y
XIV de la citada ley, se considera una medida insuficiente,
ya que podría darse el supuesto de que un productor que
cumpliera con las disposiciones de la ley vendiera a una per-
sona que adquiera alcohol para elaborar bebidas clandestinas
u otras actividades del comercio informal, el cual no tendría
carga fiscal, perdiéndose así el sentido de desalentar el con-
sumo de dichos insumos dentro de la economía informal.

Respecto al alcohol desnaturalizado adquirido en hospita-
les públicos y privados, la exención evitaría que los parti-
culares y el propio sector público adquirieran un bien en-
carecido por el impuesto especial sobre producción y
servicios. Actualmente se encuentra exento del pago del ci-
tado impuesto, la enajenación de alcohol desnaturalizado
en envases cuya capacidad no exceda de hasta 20 litros,
cuando la enajenación se realice a hospitales privados, así
como a dependencias del sector salud y de hasta 1 litro,
cuando la enajenación se efectúe con el público en general,
esto mismo se consideró en el decreto del Ejecutivo fede-
ral “Por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los
contribuyentes que se mencionan” publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 5 de abril de 2004, se estableció
en su artículo sexto lo siguiente:

Artículo Sexto. Se exime del pago del impuesto especial
sobre producción y servicios que se cause por la enaje-
nación de alcohol desnaturalizado en envases cuya ca-
pacidad no exceda de los límites y supuestos que a con-
tinuación se señalan, siempre que el contribuyente no
repercuta en el precio en el que se enajenen dichos bien-
es ni en forma expresa y por separado, el impuesto an-
tes citado:

I. En envases de hasta 20 litros, cuando la enajena-
ción se realice a hospitales privados, así como a de-
pendencias del sector salud.

II. En envases de hasta un litro, cuando la enajena-
ción se efectúe con el público en general.

Para los efectos de lo dispuesto en las fracciones que an-
teceden, el alcohol desnaturalizado deberá encontrarse
debidamente envasado y etiquetado de conformidad con
las disposiciones aplicables.

Los contribuyentes a que hace referencia este artículo
podrán acreditar el impuesto especial sobre producción
y servicios pagado en la adquisición de alcohol desna-
turalizado contra el impuesto sobre la renta que resulte
a su cargo en las declaraciones de pagos provisionales,
las retenciones del mismo impuesto efectuadas a terce-
ros, el impuesto al activo o el impuesto al valor agrega-
do, hasta agotarse.

Si efectuado el acreditamiento a que se refiere este artí-
culo contra los pagos provisionales o definitivos corres-
pondientes al mes de diciembre del año de que se trate,
resultara un remanente de saldo a favor, se podrá solici-
tar la devolución del mismo, caso en el que deberán
acompañar a la solicitud correspondiente, copia de las
facturas en las que conste el precio de adquisición del
alcohol desnaturalizado.

Para poder aplicar el acreditamiento a que se refiere es-
te artículo, los contribuyentes deberán llevar los regis-
tros que permitan identificar, por períodos trimestrales,
el valor y volumen de las adquisiciones de alcohol des-
naturalizado, según sea el caso, así como el valor y vo-
lumen de las enajenaciones realizadas por tipo de pre-
sentación.”

Por lo expuesto, esta Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico no estima viable aprobar la propuesta contenida en
esta iniciativa.
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Por las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público no considera procedente las iniciati-
vas con proyecto de decreto que reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley Especial sobre Producción y
Servicios antes descritas, por lo que pone a consideración
del Pleno de esta honorable Cámara de Diputados el si-
guiente:

Acuerdo

Primero. Se desechan las iniciativas siguientes:

1. Proyecto de decreto que reforma el inciso a) de la
fracción I del artículo 2o y adiciona un inciso c) a la
fracción I del artículo 3o y un inciso h) a la fracción I
del artículo 8o, correspondientes al capítulo I de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
presentada por el diputado José Manuel Carrillo Rubio,
turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público el
28 de abril de 2005.

2. Proyecto de decreto por el que se modifica el inciso
a) de la fracción I del artículo 8o de la Ley del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios, presentada
por la senadora Yolanda Eugenia González Hernández,
turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, el
24 de noviembre de 2005.

Segundo. Archívese los presentes asuntos, como total y
definitivamente concluidos.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 21 de marzo de 2007.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Charbel Jorge
Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega (rúbrica),
Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodrí-
guez Jiménez (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica),
José Antonio Saavedra Coronel (rúbrica), Antonio Soto Sánchez (rú-
brica), Ismael Ordaz Jiménez, Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica),
Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), Joaquín Humberto Vela
González (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina
Arvizu Rivas, secretarios; José Alejandro Aguilar López (rúbrica), Sa-
muel Aguilar Solís, José Rosas Aispuro Torres, José Antonio Almazán
González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla, Francisco Javier Calzada
Vázquez, Ramón Ceja Romero, Carlos Chaurand Arzate (rúbrica),
Juan Nicasio Guerra Ochoa, Javier Guerrero García, José Martín Ló-
pez Cisneros (rúbrica), Lorenzo Daniel Ludlow Kuri (rúbrica), Luis
Xavier Maawad Robert (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz (rú-
brica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), José Murat, Raúl Ale-
jandro Padilla Orozco, Dolores María del Carmen Parra Jiménez (rú-

brica), Jorge Alejandro Salum del Palacio, Faustino Soto Ramos, Pablo
Trejo Pérez (rúbrica), Carlos Ernesto Zatarain González (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY GENERAL DE SALUD - LEY DEL INSTITUTO
MEXICANO DE LA JUVENTUD

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Juventud y Depor-
te, y de Salud, con puntos de acuerdo por los que se dese-
cha la minuta que reforma las leyes General de Salud, y del
Instituto Mexicano de la Juventud

Honorable Asamblea:

A la Comisiones Unidas de Salud, y de Juventud y Depor-
te de esta Cámara de Diputados fue turnada para su estudio
y dictamen la minuta con proyecto de decreto que reforma
la Ley General de Salud y la Ley del Instituto Mexicano de
la Juventud, presentada por la diputada Maki Esther Ortiz
Domínguez (PAN) en la pasada legislatura.

En virtud del análisis y estudio del proyecto que se dicta-
mina, esta comisión legislativa, con base en las facultades
que le confieren los artículos 39, párrafos 1 y 2, fracción
XXI; 45, párrafo 6, incisos e) y f), y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y los artículos 55, 56, 58, 60, 64, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de los integrantes de esta honorable asamblea, el pre-
sente dictamen, de acuerdo con la siguiente

Metodología

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del
trámite legislativo, del recibo y turno para el dictamen de
la minuta del Senado de la República.

II. En el capítulo de “Contenido de la minuta” se exponen
los motivos y alcances de las minutas en estudio y se hace
una breve referencia de los temas que la componen.
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III. En el capítulo de “Consideraciones” la Comisión de Ju-
ventud y Deporte de esta Cámara ofrece los razonamientos
económicos, jurídicos, sociales y demás que se desprenden
de los argumentos realizados a la minuta por parte de la
Cámara revisora y que sustentan la decisión de los diputa-
dos.

IV. En el capítulo “Resolutivo” se da cuenta a esta sobera-
nía del fallo final que en el Pleno se expone.

Antecedentes

Primero. Iniciativa presentada por la diputada Maki Esther
Ortiz Domínguez (PAN) en sesión ordinaria de la Cámara
de Diputados del 20 de abril de 2004.

Segundo. Dictamen de primera lectura presentado en la se-
sión ordinaria de la Cámara de Diputados del 5, 7 y 12 de
octubre de 2004.

Tercero. Dictamen a discusión presentado en sesión ordi-
naria de la Cámara de Diputados del 14 de octubre del
2004 y aprobado en votación nominal por 383 votos en
pro, 0 en contra y 6 abstenciones.

Cuarto. Minuta presentada en sesión ordinaria del Senado
de la República el 19 de octubre de 2004.

Contenido de la minuta

I. De la minuta con proyecto de decreto que reforma la Ley
General de Salud y la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud, suscrita por la diputada Maki Esther Ortiz Domín-
guez, obligar al Instituto Mexicano de la Juventud para que
elabore en coordinación con las dependencias y entidades
federales, programas de orientación e información sobre
adicciones, nutrición, educación sexual y salud reproducti-
va sensibles a las necesidades de la juventud. 

Incluir dentro de la Ley General de Salud, como parte de la
educación para la salud, la orientación y capacitación a la
población en: adicciones, educación sexual, prevención de
enfermedades de transmisión sexual y Sida.

Y por último, establecer de forma permanente, la coordi-
nación entre las instituciones para aplicar las acciones y
programas de prevención de los problemas de salud a que
están expuestos los jóvenes mexicanos.

Consideraciones

La Cámara revisora desechó en su totalidad los proyectos
por no considerarlos viables, y atendiendo al artículo 72
constitucional, inciso d), si examinado de nuevo el proyec-
to de ley o decreto fuese aprobado por la mayoría absoluta
de los miembros presentes, volverá a la Cámara que lo des-
echó, la cual lo tomará otra vez en consideración, y si lo
aprobare por la misma mayoría, pasará al Ejecutivo para
los efectos de la fracción A; pero si lo reprobase, no podrá
volver a presentarse en el mismo periodo de sesiones.

Para mayor abundamiento se transcribe el artículo en men-
ción:

Artículo 72. Todo proyecto de ley o decreto, cuya resolu-
ción no sea exclusiva de alguna de las Cámaras, se discuti-
rá sucesivamente en ambas, observándose el reglamento de
debates sobre la forma, intervalos y modo de proceder en
las discusiones y votaciones.

D. Si algún proyecto de ley o decreto, fuese desechado en
su totalidad por la Cámara de revisión, volverá a la de su
origen con las observaciones que aquella le hubiese hecho.
Si examinado de nuevo fuese aprobado por la mayoría ab-
soluta de los miembros presentes, volverá a la Cámara que
lo desechó, la cual lo tomará otra vez en consideración, y
si lo aprobare por la misma mayoría, pasará al Ejecutivo
para los efectos de la fracción A; pero si lo reprobase, no
podrá volver a presentarse en el mismo periodo de sesio-
nes.

Las comisiones dictaminadoras coincidimos en que esta
propuesta dirigida a la juventud mexicana, quienes por su
dinámica poblacional adquieren características particula-
res, es considerada importante para otorgar la atención que
este sector requiere.

Es importante necesario contar con los instrumentos jurídi-
cos mínimos, que garanticen el ejercicio de los derechos
constitucionales de la sociedad, aplicando diferentes políti-
cas públicas que coadyuven al desarrollo de los jóvenes
mexicanos.

El modificar la Ley General de Salud así como la Ley del
Instituto Mexicano de la Juventud para otorgarle a éstas
atribuciones especiales y obligar a dichas instituciones a
realizar acciones y establecer programas de promoción y
educación para la salud, dirigidos a los jóvenes mexicanos,
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podría provocar duplicidad en el desarrollo de acciones
institucionales, que más bien podrían retardar y/o paralizar
la coordinación que para estos asuntos ya tiene la Secreta-
ría de Salud a su cargo.

Por ello, podemos concluir que la minuta con proyecto de
decreto por el que se reforma la Ley General de Salud y la
Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, resulta valiosa
por su gran contenido social, pero claramente innecesaria,
puesto que pretende regular aspectos normativos cuya co-
ordinación en forma general lleva a cabo la Secretaría de
Salud, lo cual podría provocar duplicidad en la realización
de programas, además de que en lo específico, el IMJ ya
cuenta con atribuciones para la atención y tratamiento de
estos temas, tal y como lo establece su estatuto orgánico.

Por lo antes expuesto, los diputados integrantes de la Co-
misión de Juventud y Deporte hemos resuelto desechar en
sus términos las minutas que nos fueron enviadas por la
Cámara revisora por lo cual sometemos a consideración del
Pleno de esta honorable asamblea los siguientes:

Resolutivos

Primero. Se desecha la minuta con proyecto de decreto por
el que se reforma la Ley General de Salud y la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, de fecha 7 de septiembre
de 2005.

Segundo. Archivase el expediente como asuntos totalmen-
te concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los seis días del mes de diciem-
bre de dos mil seis.

Comisión de Juventud y Deporte, diputados: Elizabeth Morales
García (rúbrica), presidenta; Gregorio Barradas Miravete (rúbrica),
Miguel Ángel Monraz Ibarra (rúbrica), Carlos Alberto Torres Torres
(rúbrica), Daisy Selene Hernández Gaytán (rúbrica), Gerardo Lagunes
Gallina (rúbrica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), José Luis
Aguilera Rico (rúbrica), secretarios; Jericó Abramo Masso, Joel Are-
llano Arellano (rúbrica), Salvador Barajas del Toro (rúbrica), Omar
Antonio Borboa Becerra (rúbrica), Gustavo Fernando Caballero Ca-
margo (rúbrica), Luis Rodolfo Enríquez Martínez (rúbrica), Ricardo
Franco Cazarez (rúbrica), Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbri-
ca), Ana Yurixi Leyva Piñón, Alma Hilda Medina Macías (rúbrica),
Pedro Montalvo Gómez, Adolfo Mota Hernández (rúbrica), Carlos
Alberto Navarro Sugich (rúbrica), Concepción Ojeda Hernández,
Francisco Javier Plascencia Alonso (rúbrica), Celso David Pulido
Santiago, Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Rosa Elia Romero

Guzmán, Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Francisco Sánchez
Ramos (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez Aguirre, Rafael García Vi-
llicaña.

Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rúbrica),
José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra Oliva-
res (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz (rúbri-
ca), Olga Patricia Chozas y Chozas (rúbrica), Juan Abad de Jesús (rú-
brica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Efraín Arizmendi Uribe
(rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Contreras Julián, María Mer-
cedes Corral Aguilar, Joaquín Conrado de los Santos Molina, Daniel
Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Domínguez Domínguez, Ángel
Humberto García Reyes (rúbrica), Beatriz Eugenia García Reyes, Yo-
landa Mercedes Garmendia Hernández (rúbrica), Tomás Gloria Re-
quena (rúbrica), Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica), Holly Matus
Toledo, Fernando Enrique Mayans Canabal, Roberto Mendoza Flores,
Elizabeth Morales García (rúbrica), Miguel Ángel Navarro Quintero
(rúbrica), Gilberto Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello (rúbrica), Jo-
sé Ignacio Alberto Rubio Chávez (rúbrica), María Gloria Guadalupe
Valenzuela García (rúbrica), Patricia Villanueva Abraján.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión
Social, y de Seguridad Social, con puntos de acuerdo por
los que se desecha la iniciativa que adiciona un artículo dé-
cimo sexto transitorio al decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones a la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores

Honorable Asamblea:

A las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y
de Seguridad Social de la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados les fue turnada, para su estudio y dictamen, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
artículo transitorio a la Ley del Instituto del Fondo Nacio-
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nal de la Vivienda para los Trabajadores, presentada por el
diputado Eduardo Andrade Sánchez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en
la LVIII Legislatura.

Las Comisiones Unidas con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71 y 72, inciso G), de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral
6, incisos e) y f), y numeral 7 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
los artículos 87, 88 y 93 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y habiendo analizado el contenido de la iniciativa
de referencia, someten a la consideración de esta honorable
Asamblea el presente dictamen, al tenor de los siguientes:

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 3 de diciembre de 2002, el dipu-
tado Eduardo Andrade Sánchez del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó ante el
Pleno de la H. Cámara de Diputados en la LVIII Legislatu-
ra, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un artículo décimo sexto transitorio a la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores.

2. En la misma fecha y por instrucciones de la Mesa Di-
rectiva de esta soberanía, la iniciativa fue turnada a las Co-
misiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Segu-
ridad Social.

3. Posteriormente, el 24 de febrero de 2005, los diputados
Pablo Anaya Rivera y Martín Vidaña Pérez, ambos inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, solicitaron a la Mesa Directiva de la H.
Cámara de Diputados en la LIX legislatura, excitativa a las
Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Se-
guridad Social, para que presentaran a la brevedad posible
dictamen de la iniciativa en comento.

4. En sesión celebrada el 27 de abril de 2006, las Comisio-
nes Unidas presentaron dictamen de la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo décimo
sexto transitorio a la Ley del Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores, pero no alcanzó a ser
puesto a discusión en el Pleno.

5. Por acuerdo de la Mesa Directiva y de conformidad con
el último párrafo del artículo 94 del Reglamento para el

Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos los dictámenes de proyectos de ley o
decretos y puntos de acuerdo que quedaron pendientes de
conocerse por el Pleno de la H. Cámara de Diputados de la
LIX Legislatura quedan en la LX Legislatura con el carác-
ter de proyectos, y tal es el caso de este asunto.

Establecidos los antecedentes, los diputados integrantes de
las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de
Seguridad Social de la LX Legislatura de la Cámara de Di-
putados, exponen el contenido de la iniciativa de referen-
cia, materia del presente dictamen:

Contenido de la iniciativa

1. La iniciativa en discusión busca adicionar un artículo dé-
cimo sexto transitorio a la Ley del Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores, con el propó-
sito de establecer que los créditos que fueron otorgados
entre el 30 de julio de 1987 y el 24 febrero de 1992, tengan
que considerarse otorgados en pesos y no en veces de sala-
rio mínimo, tal y como se encontraba contenido en la ley
en dicho periodo; realizando la obvia reestructuración de
estos créditos, dando así por terminado el cobro de los mis-
mos a los trabajadores en el caso de haber cubierto lo con-
tratado y devolviendo las cantidades que correspondan a
aquellos que hayan terminado de cubrir los créditos adqui-
ridos y hayan pagado una cantidad mayor al correspon-
diente por su crédito.

2. El promovente de la iniciativa menciona que el origen de
esta reforma busca resarcir los daños que en lo particular se
generaron a diversas unidades habitacionales del Infonavit,
pero que afectaron a una gran cantidad de familias que en
todo el país contrataron créditos con la institución en el
mismo periodo. Es de notar que se otorgaron alrededor de
174,315 créditos bajo este esquema y mediante la disposi-
ción establecida por una circular girada por el consejo de
administración, según datos del propio Infonavit.

3. Las razones por las cuales se propone la iniciativa tiene
que ver con una modificación al tipo de créditos que otor-
gaba el Infonavit, los cuales se realizaban hasta el año de
1987 en pesos. Cabe mencionar que en esta década se die-
ron diversos acontecimientos que repercutieron de forma
nociva en la estabilidad económica, entre ellos el incre-
mento en la inflación que derivó en la devaluación de la
moneda mexicana. Para responder al efecto de la inestabi-
lidad económica y que repercutía en las propias finanzas
del Infonavit, esta institución introduce como base para el
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otorgamiento de los créditos la forma de “múltiplos del sa-
lario mínimo vigente en el Distrito Federal” a fin de resar-
cir los problemas de la institución y hacer financiable la
asignación de los créditos y el valor de los mismos. Esta
modificación se lleva a cabo a través de una circular gira-
da por el instituto como una disposición administrativa a
partir de 1987. El promovente argumenta que esta modali-
dad de otorgamiento de los créditos, se realiza sin un fun-
damento legal, pues el cobro de los mismos en estos térmi-
nos no se encontraba inscrito en la legislación
correspondiente, por lo que de esa fecha y hasta el 24 de fe-
brero de 1992 (fecha en que se realiza la modificación en
la ley) los créditos son contratados de forma ilegal, en ve-
ces de salario mínimo vigente.

4. Es así como el 24 de febrero de 1992 se modificó el ar-
tículo 44 de la Ley del Infonavit y otros, para establecer le-
galmente la determinación de los créditos en múltiplos de
salario mínimo, que de hecho ya se estaban realizando pa-
ra los cerca de 180 mil créditos adquiridos, por medio de la
circular girada desde 1987. De este modo el cobro de los
créditos hasta la fecha se hace legalmente en veces de sa-
lario mínimo. Pero los contratantes de créditos antes del 92
tuvieron que adquirir los mismos sin un sustento legal,
pues antes del 92 la ley especificaba el cobro de los crédi-
tos en pesos, y la circular no tenía un sustento para su apli-
cación a los contratantes de créditos en ese periodo.

Establecidos los antecedentes y el contenido de los proyec-
tos, los miembros de las Comisiones Unidas de Trabajo y
Previsión Social y de Seguridad Social de la LX Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados que suscriben el presente
dictamen, exponen las siguientes:

Consideraciones

1. En el periodo comprendido entre 1987 y 1992, las crisis
económicas ocasionaron una seria devaluación del peso
mexicano perdiendo éste su valor adquisitivo, situación
que orilló al Instituto Nacional del Fondo la Vivienda para
los Trabajadores (Infonavit) a cambiar el esquema de otor-
gamiento y recuperación de los créditos a un sistema inde-
xado a salario mínimo, ya que los esquemas de tasa fijas en
épocas inflacionarias requieren que la tasa de interés que se
cobra en los créditos sea suficiente para mantener el valor
de lo prestado y la principal ventaja de un esquema de cré-
dito indexado a un indicador económico que varía en for-
ma semejante a la inflación, es que sí permite mantener el
valor del dinero prestado y aún cuando el pago se incre-

mente en el tiempo, este incremento sería proporcional al
salario, lo que permitiría que el esfuerzo del acreditado pa-
ra el pago se mantuviera constante.

2. Las acciones emprendidas por parte del Infonavit para el
cobro de los créditos en veces de salario mínimo, se ins-
trumentan a través de una circular girada por el Consejo de
Administración, mediante la cual se establecía que a partir
del 10 de junio de 1987, el cobro de los créditos se daría en
múltiplos del salario mínimo vigente. Esta acción fue co-
nocida como el “Nuevo Sistema para la Recuperación de
los Créditos”. Dicho sistema pretendía sanear las cuentas
del instituto, las cuales se vieron afectadas por la inflación
que producía que los créditos otorgados en pesos perdieran
su valor, afectando las finanzas de la institución. Es de no-
tar que esta acción del consejo se encontraba respaldada
por la Asamblea General, quien tenía la responsabilidad de
aprobar las propuestas en materia de créditos que el Con-
sejo de Administración propusiera.

3. De este modo, los créditos que se otorgaron a partir de
1987 y hasta la reforma del 1992 se dieron por medio del
sistema de veces de salario mínimo. De hecho, los mismos
créditos fueron suscritos por los contratantes estableciendo
claramente el cobro a través de la modalidad de veces de
salario mínimo vigente. Esto es posible, de conformidad
con lo manifestado por la institución, basándose en la ley
vigente hasta el 24 de febrero de 1992, cuyo artículo 10,
menciona que:

“Artículo 10.- La Asamblea General, tendrá las atribu-
ciones y funciones siguientes:

I. a IV. ...

V. Establecer las reglas para el otorgamiento de créditos
y para la operación de los depósitos a que se refiere es-
ta Ley;”

4. De hecho, en las reformas que se hicieron en 1992 a la
ley, se estableció una mayor independencia al Consejo de
Administración, pues se abroga la fracción V antes men-
cionada y se le permite aprobar de forma directa, sin tener
que pasar por la aprobación de la Asamblea General, las re-
glas para el otorgamiento de los créditos a los trabajadores. 

“Artículo 16. El Consejo de Administración, tendrá las
atribuciones y funciones siguientes:
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1. a VIII. ...

IX. Establecer las reglas para el otorgamiento de crédi-
tos;”

Además de esta modificación, se abroga lo dispuesto en el
artículo décimo de la misma ley. En el mismo decreto se
establece que los créditos se tendrían que otorgar en veces
de salario mínimo, tal y como se observa en el artículo 44
de la Ley del Infonavit:

“Artículo 44. El saldo de los créditos otorgados a los
trabajadores a que se refiere la fracción II del artículo
42, se revisará cada vez que se modifiquen los salarios
mínimos, incrementándose en la misma proporción en
que aumente el salario mínimo general que rija en el
Distrito Federal.

Asimismo, los créditos citados devengaran intereses so-
bre el saldo ajustado de los mismos, a la tasa que deter-
mine el Consejo de Administración. Dicha tasa no será
menor del cuatro por ciento anual sobre saldos insolu-
tos.

Los créditos se otorgarán a un plazo no mayor de 30
años.”

5. En fecha 16 de octubre se recibió opinión de la Unidad
de Enlace Legislativo, de la Subsecretaría de Enlace Le-
gislativo de la Secretaría de Gobernación, enviada al C.
Presidente de la Comisión de Seguridad Social, oficio No.
SEL/UEL/311/DGAEGFSC/2525/06, que contiene, la opi-
nión sobre la iniciativa que nos compete.

En oficio fechado el 11 de noviembre del año 2004, el Lic.
Jorge Pulido Vázquez, subdirector general de la Subdirec-
ción General Jurídica y de Fiscalización, argumenta lo si-
guiente:

“Al respecto le manifestamos que no se considera con-
veniente hacer una reforma a la Ley del Infonavit, en el
sentido de reversar los créditos otorgados en el periodo
agosto de 1987 a marzo de 1992 en VSM a monetario,
por lo siguiente:

a) En el Diario Oficial de la Federación del 31 de julio
de 1987, se reforman diversos artículos de las reglas ge-
nerales para el otorgamiento de créditos de Infonavit y
se establecen las facultades del Consejo de Administra-

ción para determinar los sistemas de amortización de los
créditos.

b) El artículo 44 de la Ley del Infonavit en su versión
anterior al 24 de febrero de 1992, no indicaba expresa-
mente que los créditos otorgados debían ser pagados en
monetario, en VSM o en alguna otra condición, por lo
tanto estos créditos fueron contratados en VSM sin ha-
ber violado ningún ordenamiento legal.

c) Los contratos de crédito otorgados o novados en
SBM fueron debidamente firmados por los acreditados
expresando su consentimiento y voluntad de contratar o
novar en su caso, con las consecuencias inherentes a
ello.

d) Además de la expresión de la voluntad de las partes
al contratar, el cumplimiento voluntario por medio del
pago de amortizaciones da por ratificada tácitamente la
obligación contraída.

e) Además de las razones legales expuestas, es impor-
tante señalar que el costo financiero para el Fondo de la
Vivienda atentaría en contra del principio de igualdad
del fondo pues los derechohabientes no acreditados,
subsidiarían a los que ya recibieron crédito.”

Por otra parte, la Lic. Rosalía Ramos Troconis, de la Coor-
dinación Consultiva Institucional, de la Subdirección Jurí-
dica del Infonavit, argumenta lo siguiente:

“1. El artículo 44 de la Ley del Infonavit anterior al 24
de febrero de 1992, no indicaba expresamente que los
créditos otorgados debieran ser otorgados en pesos o
bien pudieran ser indexados en veces el salario mínimo
o cualquier otro índice; por lo tanto estos créditos fue-
ron contratados en pesos indexados para su cobro, en
veces el salario mínimo sin haber violado ningún orde-
namiento legal.

2. La Ley del Infonavit vigente en 1987, en su artículo
10, fracción V, disponía que la Asamblea General ten-
dría entre sus atribuciones y funciones la de establecer
las reglas para el otorgamiento de créditos y para la ope-
ración de los depósitos a que se refería la ley del Info-
navit. Por su parte el artículo 16 del ordenamiento legal
citado señalaba que el Consejo de Administración entre
sus atribuciones y funciones, que estaba facultado para
emitir y establecer los criterios y lineamientos pertinen-
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tes a las Reglas de Otorgamiento de Créditos, dentro de
las cuales se encontraba establecida la forma de amorti-
zar los créditos.

3. La determinación del Instituto de llevar a cabo el co-
bro de los créditos en veces el salario mínimo, el cual
fue pactado en los contratos respectivos, de ninguna ma-
nera implica la aplicación retroactiva de ley alguna. Es
decir, la ley se modificó en 1992 sólo para plasmar a ni-
vel de ley la forma de operar del Instituto y que había si-
do determinada con absoluta legalidad  por sus órganos
competentes, desde 1987. La ley no se aplicó en forma
retroactiva, pues no se cambiaron las condiciones que
venían existiendo desde 1987. La retroactividad se hu-
biera dado, si se hubiesen cambiado a veces el salario
mínimo, los créditos contratados sin indexación.

4. Por otro lado, es inexacto lo que se afirma en la se-
gunda de las conclusiones del dictamen en comento, en
el sentido de que “tampoco es de justicia que este sa-
crificio sea impuesto a los acreditados que además su-
frieron la novación de créditos en monetario a veces el
salario mínimo, lo cual no ocurrió. Como se explicó,
tampoco existió ninguna aplicación retroactiva de la
ley.

5. Por último, cabe señalar que el primer sistema credi-
ticio del Infonavit del año de 1972 no consideraba la ac-
tualización del saldo insoluto del crédito, el saldo per-
manecía con igual valor a pesar del efecto inflacionario
de los precios lo que ocasiona que el plazo para el pago
tienda a reducirse en la medida en que aumentan los sa-
larios. De esta manera, aunque en términos nominales
los créditos otorgados se amortizan totalmente, existe
una descapitalización real de la cartera de crédito, tanto
más acelerada cuanto mayor sea la inflación.

6. No obstante lo anterior, el Infonavit ha llevado a ca-
bo las siguientes acciones para resolver la problemática
de lo cual tienen conocimiento los miembros de la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social.

Se estableció una reestructura del crédito especial para
estos acreditados, en condiciones de alto beneficio para
ellos, sin violentar preceptos legales y con ofertas rea-
listas de solución, que comprenden: eliminación de to-
dos los intereses moratorios; eliminación de todos los
gastos de cobranza; quita condicionada al pago del
46.59% del saldo de la deuda; el crédito queda al co-
rriente a partir de la firma del convenio; mantiene el pla-

zo original del crédito; pago mensual a través de cuota
fija, ajustada a la capacidad de pago del acreditado.

La única condición para este apoyo, es que se firme el
convenio y que los acreditados se mantengan al corrien-
te con el pago.

7. Consecuencias en el caso que se aprobara la iniciati-
va. Se hizo una corrida financiera para determinar los
saldos que tendría esta cartera de haberse administrado
en pesos. Para esta corrida se tomo la base de 173,315
créditos originados en el periodo sujeto de la reforma.
Actualmente esta cartera tiene un saldo de 16,106 mi-
llones de pesos y de hacerse la conversión el saldo que-
daría en 3,200 millones de pesos, arrojando una dife-
rencia en el activo de créditos del instituto de 12,839
millones de pesos y la generación de un monto a devol-
ver de 1,858 millones de pesos por pagos en exceso co-
rrespondientes a 71,031 créditos.

Por todo lo anterior, se concluye que no se considera de
ninguna forma conveniente este cambio en la ley, pues
como se señala los afectados finales serían los propios
derechohabientes del Infonavit.”

6. De igual manera, el Instituto manifiesta que el resultado
de aceptar que se adicione un artículo décimo sexto transi-
torio actualmente representaría un costo de 34 mil 629 mi-
llones de pesos, lo cual, coinciden los integrantes de las co-
misiones unidas, quebrantaría las finanzas de la institución.

7. Es necesario destacar que el Infonavit hizo llegar a las
comisiones dictaminadoras, en fecha 5 de marzo, una pro-
puesta para la reestructuración de los créditos así como pa-
ra la recuperación de la cartera vencida, la cual reza a la le-
tra:

“1. Conversión de VSM a monetario.

Honrando las condiciones contratadas entre acreditados
e Instituto, se continuará con la recepción de expedien-
tes por los que cada acreditado demuestre que el crédi-
to se contrató en monetario y que se ha administrado en
VSM, para efectuar los recálculos propios de la conver-
sión, que darán como resultado un nuevo saldo del cré-
dito o bien la cantidad a devolverle.

En caso de no existir la escritura correspondiente, se to-
marán como soporte otros documentos que acrediten la
voluntad de las partes al momento de la contratación.
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2. Créditos correctamente administrados en VSM con
problemas de cartera vencida, pero con voluntad de pago.

De acuerdo a la revisión que se realice del crédito y las
condiciones de su titular, se buscará la alternativa de so-
lución, entre los productos de la Cobranza Social (que
se explican más adelante) para ofrecerla al acreditado y
formalizarla mediante la firma de un convenio de rees-
tructura. Dichos productos eliminan los intereses mora-
torios y gastos de cobranza; pueden implicar una quita
al saldo del crédito y/o apoyo en el factor de pago co-
rriente.

Modelo de Cobranza Social

Los créditos otorgados por el Infonavit, tienen un plazo
máximo de pago de 30 años, a lo largo de los cuales la
situación económica de un acreditado puede variar con-
siderablemente.

Mediante la oferta de 34 diferentes productos de rees-
tructura, que se adaptan a la capacidad de pago de
prácticamente la totalidad de los deudores que enfrentan
problemas de pago, el Instituto ha brindado apoyo soli-
dario a más de 253 mil familias en todo el país que, al
tener voluntad de pago y aprovechando estas opciones,
han protegido su patrimonio.

Como parte de esta estrategia, en el caso particular de
Veracruz se han resuelto más de 9,316 casos.

La estrategia de Cobranza Social, contempla el acerca-
miento con los acreditados desde el momento en que se
detecta su primera omisión de pago. Dependiendo de la
problemática, se ofrecen productos de reestructura con-
templados bajo el concepto “Solución y Cuenta Nueva”.

Este esquema contempla principalmente un apoyo para
aquellos acreditados que ven disminuida su capacidad
económica para pagar conforme al crédito que contrata-
ron, pero que demuestran voluntad para honrar su com-
promiso. El Instituto ofrece descuentos temporales o per-
manentes en la mensualidad, dependiendo de lo que los
ingresos del acreditado permitan, siempre y cuando éste
se comprometa a mantenerse al corriente. Así, gana el
acreditado que mantiene su patrimonio con un menor
pago mensual y ganan el resto de los derechohabientes
que pueden obtener un crédito o ganar intereses en su
ahorro.

Todo aquel acreditado que tenga un problema de pago,
puede encontrar solución al mismo. El Instituto no pro-
cede legalmente, sino hasta que se han agotado todas
las instancias de arreglo posible. En la mayoría de los
casos, las acciones judiciales se emprenden porque el
deudor no es localizable, la vivienda está desocupada o
invadida.

El programa de Cobranza Social ofrece, entre otras, las
siguientes alternativas:

Fallecimientos, incapacidad total o parcial perma-
nente del 50% o más e invalidez definitiva

Liberación inmediata del adeudo por auto seguro. En los
dos últimos casos debe haber al menos 2 años sin rela-
ción laboral.

Jubilados y Pensionados

Establecer el factor de pago en cuota fija como un 25%
máximo respecto al importe de la pensión.

Traspasos irregulares y hogares donde no se encuen-
tra el titular

Pueden firmar convenios los ocupantes que tengan po-
der notarial. También lo pueden hacer esposas o concu-
binas que lo acrediten.

Acreditados con empleo que se han mantenido siem-
pre al corriente

Para créditos contratados hasta julio de 1995, se tiene la
opción de liquidar el saldo total con un 30% de des-
cuento.

Otra opción es la de establecer un factor de pago en cuo-
ta fija, generalmente menor al actual, pero suficiente pa-
ra liquidar el nuevo saldo en el plazo remanente del cré-
dito.

El acreditado puede optar por liquidar el adeudo a su
cargo después de la quita, para liberar la hipoteca.

Acreditados sin relación laboral formal con omisio-
nes y que no pueden pagar la mensualidad

Se disminuye el factor de pago de acuerdo con su capa-
cidad y del plazo remanente del crédito.
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En aquellos casos en que sí se localiza a los acreditados,
a éstos se les hacen diversas ofertas por espacio de 9
meses. Sólo cuando se agotan todas las instancias de so-
lución, se procede por la vía judicial; sin embargo, aún
durante el proceso judicial se tiene la posibilidad de
convenir.

Como es de su conocimiento, cada crédito que no se pa-
ga, impide que un nuevo derechohabiente compre su ca-
sa con un préstamo del Instituto. De ahí la importancia
de que el acreditado pague el dinero que se le prestó, a
efecto de que el Instituto otorgue más créditos y pague
mejores rendimientos al ahorro de millones de otros tra-
bajadores.

Adicionalmente a su función social, la actividad crediti-
cia del Infonavit tiene una fuerte repercusión en la eco-
nomía nacional, derivada del dinamismo de la industria
que construye vivienda para ser adquirida con créditos
del Instituto.

En los últimos seis años, la actividad crediticia del Ins-
tituto a nivel nacional, ha generado una inversión supe-
rior a 380 mil millones de pesos.

Mantener finanzas sanas mediante la recuperación del
dinero prestado, es condición fundamental para que el
Infonavit siga contribuyendo al desarrollo económico y
social del país.”

8. De lo anterior se observa que el Instituto proporciona al-
ternativas de pago, e incluso de reestructuración de los cré-
ditos a los acreditados que han caído en mora por su difícil
situación económica. Las comisiones unidas consideran
necesario que se mantengan y fortalezcan las opciones de
regularización de los créditos a fin de beneficiar a los tra-
bajadores.

9. Las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y
de Seguridad Social coinciden al señalar que el Instituto
Nacional del Fondo de la Vivienda para los Trabajadores
(Infonavit) deberá acordar, proponer y coordinar las accio-
nes pertinentes para dar solución a la problemática que mo-
tivó la iniciativa de mérito, con pleno respeto a los dere-
chos de los trabajadores acreditados y su patrimonio.

Por lo anteriormente expuesto, y para los efectos del inci-
so G) del artículo 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los integrantes de las Comisiones
Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Seguridad So-

cial de la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, sometemos a la consideración del
Pleno de esta honorable Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. No es de aprobarse la iniciativa que adiciona un
artículo Décimo Sexto Transitorio al decreto por el que se
reforma y adicionan diversas disposiciones a la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 6 de enero de 1997, presentada por el diputado Eduardo
Andrade Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, ante el Pleno de la H. Cámara
de Diputados en la LVIII Legislatura.

Segundo. Descárguese de los asuntos pendientes e infór-
mese al promovente.

Dado en el salón de sesiones de las Comisiones Unidas de Trabajo y
Previsión Social, y de Seguridad Social, a los 7 días del mes de marzo
del año 2007.

Comisión de Seguridad Social, diputados: Miguel Ángel Navarro
Quintero (rúbrica en contra), presidente; Efraín Arizméndi Uribe (rú-
brica), Neftalí Garzón Contreras (rúbrica en contra), Rosario Ignacia
Ortiz Magallón (rúbrica en contra), Rafael Plácido Ramos Becerril (rú-
brica en contra), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), Joel Arellano Arella-
no (rúbrica), Margarita Arenas Guzmán (rúbrica), Alfonso Othón Be-
llo Pérez (rúbrica), Ángel Humberto García Reyes (rúbrica), Benjamín
Ernesto González Roaro (rúbrica), Addy Cecilia Joaquín Coldwell (rú-
brica), Agustín Leura González (rúbrica), Mario Eduardo Moreno Ál-
varez, Ricardo Rodríguez Jiménez (rúbrica), Enrique Rodríguez Ures-
ti (rúbrica), Juan Manuel Sandoval Munguía (rúbrica), Ramón
Almonte Borja (rúbrica en contra), José Luis Gutiérrez Calzadilla (rú-
brica en contra), Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica en contra), Daniel
Dehesa Mora (rúbrica en contra), Patricio Flores Sandoval (rúbrica),
Rogelio Muñoz Serna, Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Juan Carlos
Velasco Pérez (rúbrica), Joel Ayala Almeida (rúbrica), Lorena Martínez
Rodríguez, Jesús González Macías, Ramón Valdés Chávez (rúbrica en
contra), Abundio Peregrino García.

Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Tomás del To-
ro del Villar (rúbrica), presidente; Carlos René Sánchez Gil (rúbrica),
Juan Manuel Sandoval Munguía (rúbrica), José Antonio Almazán Gon-
zález (rúbrica en contra), Juan Carlos Velasco Pérez (rúbrica), Hum-
berto Dávila Esquivel (rúbrica), Ramón Almonte Borja (rúbrica en
contra) secretarios; Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Francisco
Antonio Fraile García (rúbrica), Omar Antonio Borboa Becerra (rúbri-
ca), Carlos Armando Reyes López (rúbrica), Alfonso Othón Bello Pé-
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rez (rúbrica), Antonio Berber Martínez (rúbrica), Leonardo Melesio de
J. Magallón Arceo (rúbrica), José Antonio Arévalo González, Gustavo
Ramírez Villarreal (rúbrica), Demetrio Román Isidoro (rúbrica), Bea-
triz Collado Lara (rúbrica), Patricio Flores Sandoval (rúbrica), Ramón
Félix Pacheco Llanes (rúbrica en contra), Ricardo Cantú Garza, Ana
Yurixi Leyva Piñón (rúbrica en contra), Rogelio Muñoz Serna, Alfre-
do Barba Hernández, Adrián Pedrozo Castillo (rúbrica en contra), So-
nia Noelia Ibarra Franquez (rúbrica en contra), Rosario Ignacia Ortiz
Magallón, José Luis Gutiérrez Calzadilla, Diego Aguilar (rúbrica), Je-
sús Ramírez Stabros (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. Para este asunto se han
anotado el diputado Miguel Ángel Navarro Quintero, la di-
putada Rosario Ignacia Ortiz Magallón y el diputado Ra-
món Almonte Borja. Tiene la palabra el diputado Ramón
Almonte Borja.

El diputado Ramón Almonte Borja: Con su permiso, se-
ñor Presidente. Compañeros diputados, acudo a esta tribu-
na a defender los intereses de los trabajadores de México.

En efecto, de acuerdo con la iniciativa presentada por un
diputado del Partido Revolucionario Institucional, se bus-
caba que esta Cámara de Diputados aprobara la adición de
un artículo dieciséis transitorio a la Ley del Infonavit, con
el propósito de que muchos miles de trabajadores mexica-
nos pudieran lograr que el Infonavit les regresara lo que in-
debidamente les había cobrado.

El argumento principal en las Comisiones Unidas de Segu-
ridad Social, y de Trabajo y Previsión Social fue en el sen-
tido de que, de aprobarse ese artículo dieciséis transitorio,
se causaría un quebranto al Infonavit. Yo me pregunto ¿es
posible que le causemos un quebranto al ladrón cuando lo
desposeemos del bien que nos ha robado? Evidentemente
que no.

Lo mismo pasa en este caso. Los créditos que el Infonavit
otorgó en el periodo comprendido del 30 de junio de 1987
al 24 de febrero de 1992 se nos entregaron a los trabajado-
res mexicanos contrariando fundamentalmente la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, el artículo 44 de la Ley del Infonavit vigente en
el periodo que menciono establecía que los créditos de vi-
vienda para los trabajadores de México deberían entregar-
se o deberían otorgarse en numerario y teniendo en consi-
deración el 4 por ciento de interés anual sobre saldos
insolutos.

Sin embargo, el Infonavit mediante un acuerdo del Conse-
jo de Administración estableció que esos créditos deberían
otorgarse a los trabajadores mexicanos en veces salarios
mínimos y con 9 por ciento anual de interés sobre saldos
insolutos.

Esta disposición del Consejo de Administración del Info-
navit resulta inconstitucional en atención a que atenta en
contra del artículo 133 de nuestra Carta Magna, que esta-
blece la supremacía de la ley. Es decir, un acuerdo del Con-
sejo de Administración no puede estar por encima de lo que
establece la Ley del Infonavit, en atención a que, por un la-
do se contiene renuncia de derechos por parte de los traba-
jadores, y esa renuncia de derechos está prohibida por los
artículos 5 y 33 de la Ley Federal del Trabajo.

Luego entonces, el motivo de acudir a esta tribuna es con
la finalidad de que votemos contra la decisión de las Co-
misiones Unidas de Seguridad, y de Trabajo y Previsión
Social, para el efecto de que esta iniciativa de ley que adi-
ciona el artículo 16 transitorio de la Ley del Infonavit re-
grese a comisiones y podamos lograr que los trabajadores
de México puedan recibir de vuelta el dinero que le paga-
ron en exceso al Infonavit, o bien, que aquellos que aún no
han cubierto la totalidad de esos créditos puedan en esta fe-
cha tenerse por cubiertos; y además, que el Infonavit les re-
grese lo que de manera indebida le han pagado al Infona-
vit.

Por esa razón, compañeros, ustedes y yo somos diputados,
se supone que somos conocedores de la Constitución y el
hecho de que adicionemos el artículo 16 transitorio a la
Ley del Infonavit implica precisamente trabajar en benefi-
cio de los trabajadores de México. Muchas gracias; gracias,
Presidente.

En las consideraciones narradas, compañeros, entonces pi-
do a esta honorable Cámara de Diputados que emitamos
voto particular en contra del dictamen de las Comisiones
Unidas de Seguridad Social, y de Trabajo y Previsión So-
cial. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Almonte. Tiene la palabra la diputada Rosa-
rio Ignacia Ortiz Magallón, del grupo parlamentario del
PRD.

La diputada Rosario Ignacia Ortiz Magallón: Señor
Presidente, diputados y diputadas de esta legislatura, subo
a esta tribuna para ratificar el voto particular en contra de
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la iniciativa del diputado Almonte, que me antecedió en la
palabra.

Me parece importante hacer mención de que la iniciativa
que se presentó en ambas comisiones, y que se votó mayo-
ritariamente a favor para que no se pudiera establecer, tie-
ne una afectación a 174 mil 315 trabajadores que en ese pe-
riodo lograron su financiamiento para obtener la vivienda.

El cambio que se hizo en el Consejo de Administración fue
con un criterio de solventar a la institución, sin ver cuál es
la afectación que se traduce para los trabajadores que en
ese periodo lograron su vivienda.

En este dictamen, que no es de discusión de si los contra-
tos que fueron firmados por los deudores del Infonavit en
ese periodo son o no legales y contienen la obligatoriedad
de ser cumplidos, lo que se analiza es la injusticia que re-
presenta que un trabajador beneficiado con un crédito por
el que debía pagar una cantidad determinada tenga que pa-
gar cuatro o cinco veces más la cantidad prestada, en detri-
mento de su salario, sobre todo cuando ese saldo exagera-
do no obedece a cambios en la ley decretados por el Poder
Legislativo.

Es decir que en esta Cámara de Diputados no podemos
avalar una propuesta que signifique violentar no solamen-
te el derecho de los trabajadores a la vivienda, como un de-
recho humano, sino que además se afecte el ingreso de es-
tos trabajadores. Se ha tenido que establecer un mecanismo
en donde ellos y ellas, las trabajadoras que han sido invo-
lucradas en este marco de negociación, tuvieran que estar
pagando y revisando de manera permanente ante la institu-
ción una regulación diferente para que ellos y ellas pudie-
ran cumplir el finiquito del adeudo que tuvieron para ad-
quirir su vivienda.

Sin embargo, ni siquiera este mecanismo se les otorga a los
trabajadores que adquirieron su vivienda. No han tenido un
mecanismo para poder negociar un adeudo que no fue res-
ponsabilidad de ellos, sino que fue adquirido por cambios
que se hicieron de manera inconstitucional en la ley.

Es por eso, compañeras y compañeros diputados, que ha-
cemos un llamado para que se vote en contra de esta pro-
puesta de comisiones unidas y beneficiemos a trabajadores
que todavía hasta la fecha siguen pagando un adeudo en el
que no tuvieron que ver, sino que fue una imposición que
se hizo de acuerdo con un voto emitido en el Consejo de
Administración.

Es en ese sentido el llamado y para que la institución del
Infonavit pueda cumplir el objetivo para el cual fue forma-
do: la posibilidad de que los trabajadores tengan derecho a
una vivienda digna. En ese sentido va la exhortación a que
su voto sea en negativo sobre este voto en particular. Gra-
cias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Ortiz Magallón. Tiene la palabra el diputado
Miguel Ángel Navarro Quintero, del grupo parlamentario
del PRD.

El diputado Miguel Ángel Navarro Quintero: Con su
permiso, señor Presidente. Ojalá que el tema en cuestión
generara un debate para satisfacción de muchos trabaja-
dores de México. Yo me preguntaría cuál sería la condi-
ción de cada uno de nosotros al saber que el patrimonio
que un día trató de adquirir, hoy desafortunadamente se
ha perdido.

Pero también hay circunstancias de fondo, donde pareciera
que hay falta de seriedad en el Poder Legislativo. El pro-
blema en cuestión viene arrastrándose desde la legislatura
número LVIII a una iniciativa propuesta por el diputado
Andrade, miembro del Partido Revolucionario Institucio-
nal, una iniciativa que entró en discusión de primera lectu-
ra en la última sesión de la LIX Legislatura. Y entró con el
voto de aprobación de dicho dictamen.

Sin embargo, hoy en día las cosas han cambiado y es me-
nester que todos nosotros, que todas las compañeras dipu-
tadas pongamos atención en un problema que es demasia-
do delicado. De 1987 a 1992 el Infonavit otorgó créditos en
pesos; sin embargo, por circunstancias diversas que argu-
menta el Infonavit, estos créditos fueron cambiados a veces
salario mínimo. Esto ha hecho que alrededor de 180 mil
trabajadores que habían adquirido créditos de vivienda,
hoy en día un gran número de ellos se encuentren imposi-
bilitados para pagarlos.

Y aquí es un problema con múltiples aristas que tenemos
que analizar. Los que ya concluyeron su pago quieren que
se les regrese lo que se pagó de más. Los que no han ter-
minado de pagar quieren que su deuda ya no se tome en
cuenta.

El Infonavit, por otra parte, ha mostrado disposición para
una negociación y desde el punto de vista legal hoy en día
se cuestiona que los acuerdos de la Asamblea del Infonavit
y los acuerdos del consejo del Infonavit jamás podrán estar
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por arriba de la propia ley de la institución, y es una ley que
se modificó después de que se otorgaron los créditos. Esto
no es posible: que la ley del Infonavit se haya modificado
en 1992, cuando los créditos fueron otorgados en 1987.

Es una circunstancia de justicia el hecho de que le encon-
tremos entre todos una solución al grave problema social
que esto acarrea. Y sobre todo, cuando observamos que la
deuda que tienen los trabajadores con el Infonavit ha sido
vendida a las hipotecarias en un afán de bursatilizar la deu-
da.

Hagan de cuenta que se están bursatilizando los derechos
sociales de los mexicanos, los derechos constitucionales; y
las hipotecarias no tienen ningún rubor, están corriendo de
sus viviendas a los trabajadores, trabajadores que ya paga-
ron su deuda.

El Partido de la Revolución Democrática está a favor de las
instituciones, pero está en contra de la injusticia. No pode-
mos permitir que deudas que se adquirieron en pesos hoy
han sido cambiadas a veces salario mínimo; pero además
que, haciendo a un lado al Congreso, hoy en día la deuda
se esté vendiendo a hipotecarias y se les esté corriendo a
los trabajadores por no tener posibilidades de pagar. Deu-
das que jamás ellos adquirieron en los montos que se les
quieren cobrar.

Por eso, con todo respeto, nosotros le pedimos particular-
mente al Partido Revolucionario Institucional que, hacien-
do eco a la propuesta que hizo a esta soberanía el 3 de di-
ciembre de 2002, a la cual se sumaron exhortativas el 24 de
febrero de 2005 a través de diputados de la propia fracción
parlamentaria, pudiéramos ser congruentes y apoyar la ini-
ciativa que la LVIII y LIX Legislaturas nos propusieron.
Ellos estuvieron de acuerdo y que, por lo tanto, fuéramos
en contra no del Infonavit, porque no se trata de ir en con-
tra del Infonavit, pero sí en contra de políticas que lesionan
el de por sí raquítico patrimonio de los trabajadores de Mé-
xico.

Ésa es nuestra voluntad; ésa es nuestra propuesta, y eso es
nuestro compromiso con los trabajadores de México. Mu-
chas gracias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Navarro. Consulte la Secretaría a la Asam-
blea si es de aprobarse este punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
En votación económica se pregunta si se aprueban los pun-
tos de acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Esta-
mos votando este punto de acuerdo en particular que fue
impugnado, fue reservado por los oradores que han hecho
uso de la tribuna. En caso de votarse en contra se regresa-
ría a comisiones, en caso de aprobarse el dictamen de la co-
misión queda firme el dictamen en sus términos. Consulte la
Secretaría a la Asamblea, en votación económica, si los pun-
tos de acuerdo de este dictamen se aprueban o se desechan.

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: En vo-
tación económica se pregunta si se aprueban los puntos de
acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se
aprueban los puntos de acuerdo. Archívense los expe-
dientes como asuntos totalmente concluidos. Continúe la
Secretaría.

LEY DE LOS DERECHOS 
DE LOS ADULTOS MAYORES

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa que adiciona el artículo 9 de la Ley de los Derechos
de los Adultos Mayores

Honorable Asamblea:

A esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables le fue
turnada, para su análisis y dictamen, la iniciativa que adi-
ciona el artículo 9 de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, presentada por la diputada de la LIX
Legislatura, Irma Figueroa Romero del Grupo Parlamenta-
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rio del Partido de la Revolución Democrática, en sesión de
la Comisión Permanente, celebrada el día 31 de mayo de
2006.

Esta comisión, con fundamento en el artículo 73, fracción
XXX de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; el artículo 39 numerales 1, 2, fracción III, que
corresponde a esta Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, y su numeral 3; así como los artículos 43 y 44; el ar-
tículo 45 en su numeral 6, incisos e) y f) y el primer párra-
fo de su numeral 7, así como los demás relativos y
aplicables de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; los artículos 55, 56; 60; 87, 88;
93, 94 y demás relativos y aplicables del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, elaboró el presente dictamen, de acuer-
do con los siguientes

Antecedentes

I. Esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables asume
como vulnerabilidades las características de desventaja por
edad, sexo, discapacidad, salud, estado civil, grado educa-
tivo, origen étnico o nacional, religión, orientación sexual,
situación o condición social o económica de personas o
grupos de personas; que requieren de un esfuerzo adicional
para incorporarse al desarrollo y a la convivencia; fenóme-
no social multifactorial, que implica sentimientos de ries-
go, inseguridad, indefensión, abandono y desventaja; con
menoscabo al ejercicio de los derechos de las personas y/o
su integridad.

II. En sesión de la Comisión Permanente del Congreso de
la Unión, celebrada el día 31 de mayo de 2006, la diputada
de la LIX Legislatura Irma Figueroa Romero del Grupo
Parlamentario de la Revolución Democrática, presentó la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
9 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores.

III. Con esa misma fecha se turnó a la Comisión de Desa-
rrollo Social de la Cámara de Diputados, de acuerdo con el
oficio de la Mesa Directiva CP2R3AE-343, obrando en el
legajo 530; posteriormente corregido y asignado al 535 del
año tercero y bajo el índice A, F, de la Comisión Perma-
nente.

En sesión de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, de fecha 19 de julio de 2006, se dio cuenta de la co-
municación de doce de julio de dos mil seis, por medio de

la cual la diputada a la LIX Legislatura, María Beatriz Za-
vala Peniche, Presidenta de la Comisión de Desarrollo So-
cial de la Cámara de Diputados, declina y solicita modifi-
car el turno de la iniciativa materia del presente dictamen.

En la misma fecha, el Vicepresidente de la Mesa Directiva
de la Comisión Permanente turnó, mediante oficio
CP2R3A-1256, el asunto a la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables de la Cámara de Diputados, obrando en el
mismo legajo pero bajo el índice AM, Z.

IV. Esta comisión, con fundamento en el artículo 44, nu-
meral 4 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, estableció subcomisiones de
trabajo temáticas y especializadas: niñas, niños y adoles-
centes, adultos mayores, personas con discapacidad y per-
sonas discriminadas.

V. Con fecha 15 de febrero de 2007, la Subcomisión de
Adultos Mayores hizo la revisión del presente expediente y
proyecto de dictamen.

Con fecha 28 de marzo de 2007, se reunió el pleno de la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la LX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión para su discusión y aprobación.

Contenido de la Iniciativa

1. El objetivo de la iniciativa objeto del presente dictamen
es que, en cada familia mexicana exista un claro compro-
miso por otorgar los alimentos que comprenden la comida,
el vestido, la habitación y la asistencia en casos de enfer-
medad, previamente establecido en los artículos 304 y 308
Código Civil, pero que para efectos de conocimiento y di-
fusión es necesario que se establezca tal cual en la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

2. En su exposición de motivos, señala la legisladora que el
grupo de población de adultos mayores día tras día se va
incrementando en todas las sociedades del mundo, sin du-
da relacionado con los adelantos que se han dado en torno
a la salud, permitiendo con ello que la vida de las personas
se prolongue y ésta sea de mejor calidad y que, para el ca-
so de México, se ha dado un cambio demográfico y social
en los últimos años. Afirma que, como consecuencia, tene-
mos que día tras día la población envejece. Lo anterior, con
base en una disminución de la fecundidad de nuestra po-
blación en edad fértil y, a la vez, una disminución de la
mortalidad.

Año I, Segundo Periodo, 10 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados272



3. Citando un reporte de 1998 del Consejo Nacional de Po-
blación (Conapo), la diputada sostiene que (…) como fe-
nómeno sociodemográfico, la relevancia del envejecimien-
to está determinada por la manera en que las desventajas de
la vejez afectan el funcionamiento social y económico, tan-
to en lo individual como en lo colectivo. Estos efectos no
serán resultado sólo de la vejez individual, sino que ven-
drán enmarcados y en interrelación con las condiciones so-
cioeconómicas generales en que se desarrolla en cada so-
ciedad (…).

4. Para ilustrar lo anterior, citando nuevamente al Conapo;
recuerda que en 1930, los hombres vivían en promedio 35
años y las mujeres 37 años, mientras que, seis décadas más
tarde, en 1995, la duración media de la vida se duplicó: 71
y 76 años, respectivamente. Basándose en estimaciones de
la Secretaría de Salud, a partir de un artículo publicado en
la Revista de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales
de la UNAM Acta Sociológica, en su número 30, septiem-
bre–diciembre del año 2000, explica la proponente que, pa-
ra el año 2020, México ocupará el noveno lugar mundial en
la población de mayores de 60 años, mientras que, estima-
ciones de la ONU, consideran que para 2025 este número
se incrementará a 17 millones. En otro momento, apunta
que, para el año 2015, habrá 15 millones de adultos mayo-
res y para 2050 sumarán 42 millones.

5. Posteriormente, la diputada Figueroa Romero expresa
que reflexionar en torno de la ancianidad tiene que ir más
allá de las estadísticas y más allá de saber que es mayor la
esperanza de vida para cada persona. Lo importante es le-
gislar para que realmente la vida de estas personas sea me-
jor, y no se vean llenas de carencias al llegar a formar parte
del sector de la tercera edad. Es necesario crear instrumen-
tos que permitan asegurar la vida de nuestra población que
está envejeciendo, y puedan tener una vida plena.

La elaboración del dictamen de esta iniciativa se realiza de
acuerdo con las siguientes

Consideraciones

1. Congruente con el Antecedente I, esta comisión es com-
petente para conocer el tema, de acuerdo con el turno reci-
bido.

2. Esta Comisión se manifiesta coincidente con la idea de
que cada persona comprenda la importancia del cuidado y
la protección que requieren las personas adultas mayores
en México, y que en cada familia se cumpla la función so-

cial establecida en el artículo 308 del Código Civil Federal
de otorgarles alimentos, que comprenden la comida, el ves-
tido, la habitación y la asistencia en casos de enfermedad,
sin embargo, incorporarla en la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores implica sobreregulación legisla-
tiva.

3. La comisión considera que, si bien son válidos los argu-
mentos de la exposición de motivos, no justifican una so-
breregulación, debido a que ya se encuentran previstos en
el Código Civil.

El impacto de la propuesta de adición en la Ley se ilustra
de la siguiente manera:

Por cuanto hace al reenvío al Código Civil (Federal), la
idea se ilustra de la siguiente manera:
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Por otra parte, es importante mencionar que el artículo 304
del Código Civil Federal señala textualmente:

Artículo 304. Los hijos están obligados a dar alimentos
a los padres. A falta o por imposibilidad de los hijos, lo
están los descendientes más próximos en grado.

En todo caso, existe en el mismo código la referencia a lo
que se conoce como el principio de proporcionalidad, de
acuerdo con su artículo 311:

Artículo 311. Los alimentos han de ser proporcionados
a las posibilidades del que debe darlos y a las necesida-
des de quien debe recibirlos. Determinados por conve-
nio o sentencia, los alimentos tendrán un incremento au-
tomático mínimo equivalente al aumento porcentual del
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, sal-
vo que el deudor alimentario demuestre que sus ingre-
sos no aumentaron en igual proporción. En este caso, el
incremento en los alimentos se ajustará al que realmen-
te hubiese obtenido el deudor. Estas prevenciones debe-
rán expresarse siempre en la sentencia o convenio co-
rrespondiente.

Por lo demás, es necesario no causar densidad y repetición
en el marco legal mexicano con normas que producen so-
breregulación.

Por todo lo anteriormente expuesto, con fundamento en los
artículos 72 literal G; 73, fracción XXX, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; el artículo 39 nu-
merales 1, 2 fracción III, que corresponde a esta Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables y su numeral 3; así como
los artículos 43 y 44; el artículo 45 en su numeral 6, incisos
e) y f) y el primer párrafo de su numeral 7, así como los de-
más relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 55,
56; 60; 87, 88; 93, 94 y demás relativos y aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, suscriben el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 9 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, presentada por la diputada a la
LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, Irma
Figueroa Romero, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática en sesión de la Comisión Per-
manente celebrada el día 31 de mayo del año 2006.

Segundo. Archívese el asunto como total y definitivamen-
te concluido.

Dado en la Sala de Juntas de la comisión, a los 28 días del mes de mar-
zo del año 2007.

Por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados:
María Esperanza Morelos Borja (rúbrica), Marcela Cuen Garibi (rúbri-
ca), Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), David Sánchez Cama-
cho (rúbrica), Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui (rúbrica), Humberto
Wilfredo Alonso Razo, Irene Aragón Castillo (rúbrica), Carlos Augus-
to Bracho González (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonso (rúbrica),
Silvia Emilia Degante Romero (rúbrica), María Victoria Gutiérrez La-
gunes (rúbrica), Juana Leticia Herrera Ale, María Esther Jiménez Ra-
mos (rúbrica), Rubí Laura López Silva (rúbrica), Gerardo Lagunes Ga-
llina, Alma Hilda Medina Macias (rúbrica), Fernando Q. Moctezuma
Pereda (rúbrica), Marisol Mora Cuevas (rúbrica), María del Carmen
Pinete Vargas, Jorge Quintero Bello (rúbrica), Mirna Cecilia Rincón
Vargas (rúbrica), Adriana Rodríguez Vizcarra (rúbrica), José Antonio
Saavedra Coronel, Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica), Mario
Vallejo Estevez (rúbrica), Martín Zepeda Hernández (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final en conjunto.
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LEY GENERAL QUE ESTABLECE LAS NORMAS
MINIMAS SOBRE READAPTACION SOCIAL

DE LOS SENTENCIADOS

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa que re-
forma y adiciona el artículo 11 de la Ley General que Es-
tablece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
los Sentenciados

Honorable Asamblea:

La Comisión de Seguridad Pública, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral
6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración de los integrantes de esta honorable Asamblea el
presente dictamen de la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 11 de la Ley General que Establece
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de los
Sentenciados:

Antecedentes

1. En sesión celebrada en fecha 13 de septiembre de
2005, por la Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión; el diputado Ángel Pasta Muñuzuri, del Grupo
Parlamentario de Acción Nacional, presentó iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 11 de la
Ley General que Establece las Normas Mínimas sobre
Readaptación Social de los Sentenciados.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, acordó se turnara dicha iniciativa a la Comisión de
Seguridad Pública.

3. El día 13 de marzo de 2007, se sometió a considera-
ción de los diputados y diputadas integrantes de la Co-
misión de Seguridad Pública el proyecto de dictamen
respectivo, siendo aprobado.

Contenido

La iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 11 de la Ley General que Establece las Normas Míni-
mas sobre Readaptación Social de los Sentenciados, tiene
los siguientes objetivos:

• Precisar el derecho de todo interno a recibir educación
por parte del Estado.

• Que los sentenciados que cursen y acrediten los nive-
les escolares, puedan recibir la documentación oficial
correspondiente a los estudios cursados.

Para sustentar las reformas y adiciones propuestas, el autor
de la iniciativa expone los siguientes razonamientos:

I. Que referirse al sistema penitenciario de nuestro país, es
entrar a un mundo complejo y triste, donde existe sufri-
miento y poca readaptación. Los Centros de Readaptación
Social del país, federales o estatales, incluidas las cárceles
municipales, mantienen diversas limitaciones en lo relativo
a los procesos de readaptación social.

No obstante las normas en materia de readaptación social,
las condiciones en los Centros de Readaptación no son las
adecuadas para el cumplimiento de su objeto, prevalecien-
do el hacinamiento, la falta de trabajo, estudio, capacita-
ción y diversas formas de violencia, entre otros problemas.

II. La educación es un elemento indispensable para la rea-
daptación social del sentenciado, quién de acuerdo con el
artículo 11 de la Ley que Establece las Normas Mínimas
para la Readaptación Social de los Sentenciados, tiene de-
recho a recibir educación, siendo necesario también el cer-
tificar los estudios realizados a través de los documentos
oficiales correspondientes.

III. Sostiene el diputado proponente, que se debe establecer
en la legislación aplicable en materia de readaptación so-
cial de los sentenciados, el valor de la educación en el ca-
rácter humano, para contribuir al pleno desarrollo de la
persona.

IV. Un elemento fundamental para promover una mejor ca-
lidad de vida en las personas que cumplen una pena priva-
tiva de libertad, es mejoramiento de su nivel educativo, que
constituye uno de los elementos más sólidos para avanzar
en su readaptación social.
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V. Fomentar en los sentenciados el hábito por aprender, de-
be ser parte esencial del proceso de readaptación social.

VI. La educación es uno de los elementos más importantes
para lograr el desarrollo humano y seguirá siendo la prin-
cipal actividad para ayudar a la superación y crecimiento
personal, lo cual traerá como consecuencia el avanzar en el
desarrollo integral de la nación.

VII. Sostiene el diputado proponente, que con el objeto de
estimular al proceso educativo de las personas que cum-
plen una pena privativa de la libertad, los estudios que re-
alicen al interior de los Centros de Readaptación Social,
deben ser reconocidos con la expedición de los certificados
correspondientes, por parte de las instituciones educativas.

VIII. Por las consideraciones expresadas, el diputado propo-
ne la reforma al artículo 11 de la Ley que Establece las Nor-
mas Mínimas para la Readaptación de los Sentenciados.

Consideraciones

1. Esta comisión dictaminadora, comparte el interés del
diputado proponente de avanzar en el establecimiento
de un marco jurídico más eficaz para la readaptación de
las personas sentenciadas al cumplimiento de una pena
privativa de libertad.

2. No obstante lo anterior, esta comisión dictaminadora
considera innecesarias las reformas planteadas al artícu-
lo 11 de la Ley General que Establece las Normas Mí-
nimas para la Readaptación Social de los Sentenciados,
para establecer el derecho de todo interno a recibir edu-
cación y la obligación de las autoridades competentes
de tramitar y entregar al interno la documentación que
acredite los niveles escolares cursados dentro de algún
centro de readaptación social.

En cuanto al derecho a recibir educación, éste ya se en-
cuentra plenamente reconocido en los artículos 3 y 18
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

3. Respecto a la obligación de expedir la documentación
oficial que acredite los niveles escolares cursados, for-
ma parte de los servicios educativos que proporciona el
Estado de manera exclusiva.

4. El artículo 18 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, establece los principios rectores

que orientarán el sistema penal. Con relación a la educa-
ción y capacitación para el trabajo en los centros de rea-
daptación social, el segundo párrafo el artículo 18, esta-
blece:

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena corpo-
ral habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta
será distinto del que se destinare para la extinción de
las penas y estarán completamente separados.

Los gobiernos de la Federación y de los estados or-
ganizarán el sistema penal, en sus respectivas juris-
dicciones, sobre la base del trabajo, la capacitación
para el mismo y la educación como medios para la
readaptación social del delincuente. Las mujeres
compurgarán sus penas en lugares separados de los
destinados a los hombres para tal efecto.

...

Con base en este párrafo, las autoridades competentes
deben crear las condiciones necesarias para brindar los
servicios educativos dentro de los centros de readapta-
ción social.

5. Que el derecho a la educación, consagrado en el artí-
culo 3o de la Constitución Política Federal para todos
los mexicanos, implica necesariamente el otorgamiento
de un documento oficial que lo acredite, como se regla-
menta en la Ley General de Educación y Reglamento
Interior de la Secretaría de Educación Pública, mismo
que a continuación se transcribe:

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. El Estado —Federación, estados, Distrito
Federal y municipios—, impartirá educación prees-
colar, primaria y secundaria. La educación preesco-
lar, primaria y la secundaria conforman la educación
básica obligatoria.

De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo citado, todo
individuo tiene derecho a recibir educación incluyendo,
necesariamente, a las personas privadas de su libertad
en algún centro de readaptación social.

6. La obligación del Estado, para la acreditación y certi-
ficación de estudios se encuentra regulada, en los artícu-
los 60 y 64 de la Ley General de Educación, que esta-
blecen:
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Artículo 60. Los estudios realizados dentro del siste-
ma educativo nacional tendrán validez en toda la Re-
pública.

Las instituciones del sistema educativo nacional ex-
pedirán certificados y otorgarán constancias, diplo-
mas, títulos o grados académicos a las personas que
hayan concluido estudios de conformidad con los re-
quisitos establecidos en los planes y programas de
estudio correspondientes. Dichos certificados, cons-
tancias, diplomas, títulos y grados tendrán validez en
toda la República.

La Secretaría promoverá que los estudios con validez
oficial en la República sean reconocidos en el ex-
tranjero.

Artículo 64. La Secretaría, por acuerdo de su titular,
podrá establecer procedimientos por medio de los
cuales se expidan certificados, constancias, diplomas
o títulos a quienes acrediten conocimientos termina-
les que correspondan a cierto nivel educativo o gra-
do escolar, adquiridos en forma autodidacta o a tra-
vés de la experiencia laboral.

El acuerdo secretarial respectivo señalará los requisi-
tos específicos que deban cumplirse para la acredita-
ción de los conocimientos adquiridos.

7. Que la acreditación y certificación de estudios, seña-
lada en los artículos 60 y 64 de la Ley General de Edu-
cación, la realiza la Secretaría de Educación Pública, a
través de la Dirección General de Acreditación, Incor-
poración y Revalidación. De acuerdo a lo dispuesto en
la fracción I del artículo 41 del  Reglamento Interior de
la Secretaría de Educación Pública, que establece:

Artículo 41.- Corresponde a la Dirección General de
Acreditación, Incorporación y Revalidación el ejerci-
cio de las siguientes atribuciones:

I. Acreditar y certificar, en coordinación con las uni-
dades administrativas, órganos desconcentrados, enti-
dades paraestatales agrupadas en el sector de la Secre-
taría y autoridades educativas locales competentes, los
conocimientos y aptitudes adquiridos a través del sis-
tema educativo nacional, expidiendo, en su caso, los
certificados, títulos o grados que procedan;

...

8. Que finalmente, esta comisión dictaminadora tiene
conocimiento de los servicios educativos que brinda la
Secretaría de Educación Pública, a través de la Direc-
ción de Capacitación para el Trabajo, a través de los
cuales se ha logrado capacitar, en el ciclo 2006-2007, a
cerca de 6,460 internos en 22 Estados de la República.

Mediante esta instrucción, se proporciona a las personas
un programa de actividades y de capacitación laboral
basada en la adquisición conocimientos teórico-prácti-
cos que les permiten desarrollar sus habilidades, destre-
zas y aptitudes con lo cual se logra fortalecer su inte-
gración emocional y económica.

Cabe señalar, que al concluir su instrucción los internos
de los centros de readaptación social reciben un diplo-
ma con reconocimiento de validez oficial avalado por la
Secretaría de Educación Pública.

Por lo anteriormente expuesto y, después de estudiar dete-
nidamente el contenido de la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 11 de la Ley General que Es-
tablece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
los Sentenciados, los diputados y diputadas integrantes de
la Comisión de Seguridad Pública, sometemos a la consi-
deración de esta H. Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. No es de aprobarse la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 11 de la Ley Ge-
neral que Establece las Normas Mínimas sobre Readapta-
ción Social de los Sentenciados; presentada por el diputado
Ángel Pasta Muñuzuri, integrante del Grupo Parlamentario
de Acción Nacional, en sesión de la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión, de fecha 13 de septiembre del
año 2005.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de marzo de
2007.

Comisión de Seguridad Pública, diputados: Rodrigo Medina de la
Cruz (rúbrica), presidente; Víctor Hugo García Rodríguez, Edgar Ar-
mando Olvera Higuera, Luis Gerardo Serrato Castell, Patricia Villa-
nueva Abraján (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Gerardo
Octavio Vargas Landeros (rúbrica), secretarios; Gregorio Barradas Mi-
ravete (rúbrica), Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Ángel Rafael
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Deschamps Falcón (rúbrica), Jorge Justiniano González Betancourt
(rúbrica), María de los Ángeles Jiménez del Castillo (rúbrica), Agustín
Leura González, Carlos Madrazo Limón (rúbrica), José Luis Murillo
Torres (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Andrés Loza-
no Lozano (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Silvia Oliva Frago-
so (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), María Sofía Cas-
tro Romero (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, Efraín
Morales Sánchez (rúbrica), Roberto Badillo Martínez (rúbrica), Yary
Gebhardt Garduza (rúbrica), Víctor Leopoldo Valencia de los Santos, Je-
sús Sergio Alcántara Núñez, Layda Elena Sansores San Román (rúbri-
ca), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY DE LA POLICIA FEDERAL PREVENTIVA

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa que adi-
ciona la fracción XI del artículo 12 de la Ley de la Policía
Federal Preventiva

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la LIX Legislatura
le fue turnada para su estudio, análisis y dictamen corres-
pondiente, la iniciativa que adiciona la fracción XI al artí-
culo 12 de la Ley de la Policía Federal Preventiva. 

Esta Comisión con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) a g) y numeral 7, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como por los artículos 60, 65, 87, 88,
90, 93 y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, sien-
do competentes y habiendo analizado el contenido de la
iniciativa de referencia, sometemos a la consideración de
esta honorable Asamblea el presente dictamen en sentido
negativo, basándonos en los siguientes:

Antecedentes

1. Con fecha 28 de abril de 2005, el diputado Sergio Ar-
mando Chávez Dávalos integrante del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, haciendo
uso de la facultad que le confiere el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, presentó al Pleno de la Cámara de Diputa-
dos la iniciativa que adiciona la fracción XI al artículo
12 de la Ley de la Policía Federal Preventiva.

2. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados dispuso que dicha inicia-
tiva fuera turnada a la Comisión de Seguridad Pública
para su análisis y dictamen.

3. El día 13 de marzo de 2007, se sometió a considera-
ción de los diputados y diputadas integrantes la Comi-
sión de Seguridad Pública el proyecto de dictamen res-
pectivo, siendo aprobado.

Contenido de la iniciativa

De la lectura de la exposición de motivos se desprende que
la iniciativa presentada por el diputado Sergio Armando
Chávez Dávalos tiene como propósito central adicionar la
Ley de la Policía Federal Preventiva, con el objeto de esta-
blecer que sus servidores públicos, se abstengan de utilizar
sistemas de comunicación personal en el horario en que
presten servicios, y disponer únicamente de aquellos que le
sean proporcionados para el desempeño de sus actividades
oficiales

Lo anterior, se propone a dicho del diputado iniciante, en
razón de que dicha conducta resta crédito a la imagen ins-
titucional del cuerpo policial, ya que estando en servicio,
son diversos los asuntos que atienden mediante tales siste-
mas de comunicación que no siendo parte del servicio mis-
mo propician el descuido de la encomienda y repercuten en
la ineficacia o los nulos resultados en los cometidos asig-
nados.

Por lo que el diputado promovente afirma que la prohibi-
ción expresa para el empleo de cualquier artefacto de co-
municación ajeno a los implementos propios del servicio
impactaría de manera directa a la población al otorgar ma-
yor certidumbre y certeza en la ejecución y desempeño del
servicio de Seguridad Pública.
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Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los diputados y diputadas integrantes de la Comisión de
Seguridad Pública de la LX Legislatura de la Cámara de
Diputados que suscribimos el presente dictamen, expone-
mos las siguientes:

Consideraciones

1. Que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece una competencia federal para ex-
pedir leyes en materia de seguridad nacional, como lo
señala la fracción XXIX-M del artículo 73 que se trans-
cribe a continuación:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXII. ...

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases
de coordinación entre la Federación, el Distrito Fe-
deral, los Estados y los Municipios, en materia de
seguridad pública; así como para la organización y
funcionamiento, el ingreso, selección, promoción y
reconocimiento de los integrantes de las institucio-
nes de seguridad pública en el ámbito federal;

XXIV. a XXX. ...

2. Que la Seguridad Pública es la función a cargo del Es-
tado que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derecho de las personas, así como preservar las liberta-
des, el orden y la paz públicos.

3. Que el párrafo sexto del artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los
principios de la actuación de los servidores públicos de
las corporaciones policíacas, tal y como a continuación
se transcribe:

Artículo 21. ...
...
...
...
...

La seguridad pública es una función a cargo de la Fe-
deración, el Distrito Federal, los Estados y los Muni-
cipios, en las respectivas competencias que esta
Constitución señala. La actuación de las institucio-

nes policiales se regirá por los principios de lega-
lidad, eficiencia, profesionalismo y honradez.

...

4. Que la Ley de la Policía Federal Preventiva publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 4 de enero de
1999, tiene por objeto regular la organización y funcio-
namiento de la Policía Federal Preventiva, misma que
tiene como función primordial salvaguardar la integri-
dad y derechos de las personas, prevenir la comisión de
delitos, así como preservar las libertades, el orden y la
paz públicos.

5. Que esta ley establece que las relaciones jerárquicas
en la institución, sus estructuras normativas y operati-
vas, organización territorial y las atribuciones de man-
do, dirección y disciplina, son determinados en el Re-
glamento Interior de la Policía Federal Preventiva.

6. Que el Reglamento de la Policía Federal Preventiva,
publicado en la primera sección del Diario Oficial de la
Federación, el miércoles 26 de abril de 2000, prevé en su
capítulo primero, denominado “De los Deberes y Sancio-
nes”, en los artículos 132 y 133, establece los principios
de disciplina, legalidad, eficiencia, profesionalismo y
honradez, tal y como a continuación se transcriben:

Artículo 132. Para los efectos de este reglamento, la
disciplina comprende el aprecio de sí mismo, la
pulcritud, los buenos modales, el rechazo a los vi-
cios, la puntualidad en el servicio, la exactitud en
la obediencia, el escrupuloso respeto a las leyes y
reglamentos, así como a los derechos humanos.

La disciplina es la base del funcionamiento y organi-
zación de la Institución, por lo que sus integrantes de-
berán sujetar su conducta a la observancia de las leyes,
órdenes y jerarquías, así como a la obediencia y al al-
to concepto del honor, de la justicia y de la ética.

La disciplina demanda respeto y consideración mu-
tua entre quien ostente una autoridad y sus subordi-
nados. 

Artículo 133. La actuación de los integrantes de la
Institución se regirá por los principios de legali-
dad, eficiencia, profesionalismo y honradez.
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7. Que el Reglamento mencionado anteriormente, esta-
blece las sanciones a los elementos que incumplan los
deberes establecidos en la Ley de la Policía Federal Pre-
ventiva, este Reglamento y demás disposiciones aplica-
bles, mismas que serán impuestas a través de una reso-
lución formal de la Comisión de Honor y Justicia, y se
impondrán sin perjuicio de las que correspondan aplicar
por responsabilidad administrativa o penal.

8. Que el artículo 135 del Reglamento de la Policía Fe-
deral Preventiva, establece entre los deberes de los inte-
grantes de la Institución, el de mantener en buen estado
el armamento, material, municiones y equipo que se le
asigne con motivo de sus funciones, haciendo uso ra-
cional de ellos sólo en el desempeño del servicio.

9. Que la Ley Federal de Responsabilidades Adminis-
trativas de los Servidores Públicos, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de
2002, establece que son sujetos de esta ley, los servi-
dores públicos federales mencionados en el párrafo
primero del artículo 108 constitucional, y todas aque-
llas personas que manejen o apliquen recursos públi-
cos federales.

10. Que esta misma ley, establece que todos los servi-
dores públicos deberán utilizar los recursos que tengan
asignados para el desempleo de su cargo o comisión, ex-
clusivamente para los fines a los que se designen.

11. Que el párrafo noveno del artículo 16 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta-
blece la inviolabilidad de las comunicaciones privadas y
que será sancionado penalmente todo acto que atente
contra la libertad y privacidad de ellas, tal y como a con-
tinuación se transcribe:

Artículo 16. ...

...

...

...

...

...

...

...

Las comunicaciones privadas son inviolables. La
ley sancionará penalmente cualquier acto que
atente contra la libertad y privacía de las mis-

mas. Exclusivamente la autoridad judicial federal,
a petición de la autoridad federal que faculte la ley
o del titular del Ministerio Público de la entidad fe-
derativa correspondiente, podrá autorizar la inter-
vención de cualquier comunicación privada. Para
ello, la autoridad competente, por escrito, deberá
fundar y motivar las causas legales de la solicitud,
expresando además, el tipo de intervención, los su-
jetos de la misma y su duración. La autoridad judi-
cial federal no podrá otorgar estas autorizaciones
cuando se trate de materias de carácter electoral,
fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni
en el caso de las comunicaciones del detenido con
su defensor.

...

...

12. Que la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002,
tiene como finalidad proveer lo necesario para garanti-
zar el acceso de toda persona a la información en pose-
sión de los Poderes de la Unión, los órganos constitu-
cionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier
otra entidad federal.

13. Que el artículo 13 de la ley mencionada, establece
entre lo que se clasifica como información reservada, se
encuentra aquella que comprometa a la seguridad públi-
ca, ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de
cualquier persona, o cause un serio perjuicio a las acti-
vidades de prevención o persecución de los delitos y la
impartición de justicia.

14. Que por lo que hace a la propuesta del diputado
Chávez Dávalos de adicionar una fracción XI al artícu-
lo 12 de la Ley de la Policía Federal Preventiva, para es-
tablecer el que los elementos de la corporación se abs-
tengan de utilizar, en horas de servicio, medios móviles
de comunicación personal conocidos o por conocerse,
debiéndose sujetar su comunicación única y exclusiva-
mente a los mecanismos, medios y aparatos que para tal
efecto le sean entregados de manera oficial y como par-
te de sus implementos de servicio, esta comisión dicta-
minadora no la considera viable, en virtud de la Ley de
la Policía Federal Preventiva, así como su Reglamento
establecen que los elementos que hagan uso indebido de
su equipo y no cumplan sus funciones serán acreedores
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a sanciones de naturaleza administrativa o penal, según
lo determine la Comisión de Honor y Justicia.

15. Que además de lo anterior, los elementos de la Poli-
cía Federal Preventiva, como servidores públicos tienen
la obligación de hacer uso de los equipos que les son
asignados exclusivamente para cumplir con sus funcio-
nes, mismos que al incurrir en el incumplimiento de di-
cha función, son sujetos de la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

16. Que también es importante hacer notar que los
miembros de la Institución, en el cumplimiento de sus
funciones reciben información de acuerdo a su catego-
ría o nivel jerárquico y ámbito de actuación, misma que
de ser información de carácter reservada por la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental deberán de respetar, y en caso de
incurrir en el incumplimiento de dicha disposición, se-
rán sujetos de sanciones.

17. Que finalmente, esta comisión dictaminadora, con-
sidera que la prohibición de que los elementos de la Po-
licía Federal Preventiva utilicen equipos personales no
pertenecientes a la corporación durante el desarrollo de
sus funciones, no resuelven el problema de hacer efi-
ciente y eficaz su labor.

Por lo antes expuesto, los diputados y diputadas integran-
tes de la Comisión de Seguridad Pública, sometemos a
consideración del Pleno de esta honorable Asamblea el si-
guiente proyecto de:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que adiciona la fracción
XI al artículo 12 de la Ley de la Policía Federal Preventi-
va, presentada por el diputado Sergio Armando Chávez
Dávalos el 28 de abril de 2005.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de marzo de
2007.

Comisión de Seguridad Pública, diputados: Rodrigo Medina de la
Cruz (rúbrica), presidente; Víctor Hugo García Rodríguez, Edgar Ar-
mando Olvera Higuera, Luis Gerardo Serrato Castell, Patricia Villa-
nueva Abraján (rúbrica), Armando Barreiro Pérez (rúbrica), Gerardo

Octavio Vargas Landeros (rúbrica), secretarios; Gregorio Barradas Mi-
ravete (rúbrica), Juan de Dios Castro Muñoz (rúbrica), Ángel Rafael
Deschamps Falcón (rúbrica), Jorge Justiniano González Betancourt
(rúbrica), María de los Ángeles Jiménez del Castillo (rúbrica), Agustín
Leura González, Carlos Madrazo Limón (rúbrica), José Luis Murillo
Torres (rúbrica), Martín Stefanonni Mazzocco (rúbrica), Andrés Loza-
no Lozano (rúbrica), Miguel Ángel Arellano Pulido, Silvia Oliva Fra-
goso (rúbrica), Francisco Javier Santos Arreola (rúbrica), María Sofía
Castro Romero (rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid, Efraín
Morales Sánchez (rúbrica), Roberto Badillo Martínez (rúbrica), Yary
Gebhardt Garduza (rúbrica), Víctor Leopoldo Valencia de los Santos,
Jesús Sergio Alcántara Núñez, Layda Elena Sansores San Román (rú-
brica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonse-
ca.»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL MAGUEY

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con puntos
de acuerdo por los que se desecha la iniciativa que expide
la Ley Federal de Protección al Maguey

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la LIX Legislatura
en la Cámara de Diputados fue turnada para su estudio y
dictamen correspondiente la iniciativa con proyecto de Ley
Federal de Protección al Maguey, a cargo del diputado
Moisés Jiménez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Esta comisión, de conformidad con las atribuciones que le
otorgan los artículos 39, 40, 45 y demás relativos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como los artículos 60, 65, 87 y 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, al tenor de los siguientes
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Antecedentes

A. Durante la sesión ordinaria de la Cámara de Diputa-
dos efectuada el 27 de abril de 2004, el diputado Moisés
Jiménez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó al Pleno de la
Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de Ley
Federal de Protección al Maguey.

B. En la misma fecha, y de conformidad con los artícu-
los 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Presidencia de la Mesa Directiva
de este órgano legislativo dispuso el turno a la Comisión
de Desarrollo Rural, para su estudio y dictamen, de la
iniciativa anteriormente referida.

C. Con fecha 14 de noviembre de 2006, esta comisión
analizó la presente iniciativa, procediendo a dictaminar-
la bajo la siguiente

Valoración

I. En su exposición de motivos, la iniciativa de ley esta-
blece que el maguey ha sido y es una planta nacional, de
importancia comercial, y por su nula protección está
desapareciendo de nuestro paisaje.

II. Esta planta también ha sido y es materia prima para
la vivienda de un sector importante de mexicanos y es
artesanía con el trabajo fino de sus fibras.

III. Sin embargo, en la actualidad existe una grave pro-
blemática en torno al robo, incluso a mano armada, de
la cutícula de esta planta, que en una sola noche destru-
yen, con el consecuente impacto económico y el daño a
la salud de los productores al saberse afectados en lo
que era la inversión de su vida.

IV. La planta de maguey está en peligro de extinción,
pues 60 por ciento de la población magueyera ha des-
aparecido en los últimos 20 años y se redujo su explota-
ción a sólo 5 productos de esa planta, como son la ob-
tención del pulque a partir del aguamiel, la extracción
indiscriminada del mexiote, o cutícula del maguey; la
recolección del gusano blanco y rojo del maguey y la
producción del mezcal, actividades de las que se des-
prenden cadenas productivas como la alimentaria, la de

artesanías y mezcalera, las cuales aprovechan la piña de
la planta, las pencas y raíz.

V. Con la protección de la ley a la planta del maguey se
permitirían la explotación racional y, con ello, la gene-
ración de empleos directos e indirectos que impactarían
en el arraigo familiar y mejorarían las expectativas de
desarrollo regional.

VI. El eje de la iniciativa es establecer un marco nor-
mativo que proteja la planta de maguey, permitiendo su
explotación racional, y coadyuve a la generación de em-
pleos directos e indirectos, mejorando el desarrollo re-
gional para los estados productores.

VII. Los aspectos relevantes de esta ley son los siguien-
tes:

i) Otorgar protección a la planta de maguey en todas
sus variedades, así como regular la coordinación en-
tre dependencias del gobierno federal y organizacio-
nes de la sociedad civil a fin de salvaguardarla.

ii) Constituir la comisión nacional del maguey, como
un organismo descentralizado de la administración
pública federal, con personalidad jurídica, con patri-
monio propio, con autonomía operativa, técnica y ad-
ministrativa para fungir como órgano regulador de
las actividades económicas dependientes del uso del
maguey.

iii) Fomentar el apoyo a organizaciones de producto-
res, a efecto de proteger y aprovechar la producción
del maguey.

iv) Integrar a los productores a un padrón nacional
del maguey.

Consideraciones

Primero. Que Mesoamérica y Aridoamérica son escena-
rios del origen y evolución del maguey. En ambas regiones
esta planta ha sido utilizada, desde los primeros pobladores
hasta la actualidad, para satisfacer y complementar una se-
rie de necesidades básicas: alimento, forraje, medicamen-
tos y construcción, entre otras.

Segundo. Que de este vegetal se obtienen bebidas, dentro
de las cuales sobresale el pulque: Esta bebida tienen un re-
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gistro que data de 300 años antes de Cristo; representaba
un importante papel social, ya que por motivos religiosos
estaba contenida de fuerzas espirituales que la asociaban
con una gran cantidad de dioses que están plasmados en la
mayoría de los códices mexicanos.

Tercero. Que para estados de la República Mexicana como
Aguascalientes, Hidalgo, Tlaxcala, Querétaro, Puebla, Mi-
choacán, San Luis Potosí, Jalisco, Oaxaca, Chihuahua,
Guanajuato, Durango, Coahuila, Tamaulipas, Chiapas, Mé-
xico y Zacatecas, el maguey representa una planta indis-
pensable para la conservación de la fertilidad de las tierras
de cultivo, puesto que parte de su territorio está compuesta
por tierras de zonas áridas y semiáridas.

Cuarto. Que es necesario apoyar la demanda de miles de
campesinos, en el sentido de proteger su patrimonio y, en
general, la riqueza nacional que representa aún el maguey.

Quinto. Que en atención a esta demanda, en la legislatura
pasada se inició el proceso de análisis, discusión y búsque-
da de consensos para aprobar una ley que respondiera a la
utilización sostenible del maguey y que en el centro de la
misma se ubique a los productores.

Sexto. Que este proceso arrancó el 27 de julio de 2005, con
la cuarta reunión extraordinaria de la Comisión de Des-
arrollo Rural, que se celebró en la ciudad de Pachuca, Hi-
dalgo. En esta reunión se hizo una presentación de la ini-
ciativa por parte del diputado promovente de la misma y se
acordó la realización de foros regionales de consulta para
analizar la iniciativa en comento.

Séptimo. Que posteriormente, y en cumplimiento del ante-
rior acuerdo, se celebraron los siguientes foros regionales:

i) Los días 5, 6 y 7 de septiembre de 2005, en San Luis
Potosí, SLP.

ii) Los días 10, 11 y 12 de noviembre de 2005, en Tlax-
cala, Tlaxcala.

iii) En Oaxaca, Oaxaca.

Octavo. Que en los foros celebrados se identificaron algu-
nas omisiones importantes, así como deficiencias en el tex-
to de la propuesta original, algunas únicamente de forma y
otras de fondo.

Noveno. Que al hacer una valoración integral del texto
completo de la iniciativa, se observan deficiencias en cuan-
to a su estructura que, de rehacerla, implicaría generar un
texto diferente del presentado originalmente.

Décimo. Que la iniciativa no viene acompañada de un es-
tudio del impacto presupuestal, de aprobarse la misma, to-
da vez que esto último implicaría la creación de la comi-
sión nacional del maguey.

Décimo Primero. Que a pesar de la importancia social,
económica y ambiental de la iniciativa de ley bajo dicta-
men, no se logró el suficiente consenso político entre todas
las fracciones parlamentarias representadas en la Cámara
de Diputados en la LIX Legislatura para impulsarla y, en su
caso, lograr su aprobación.

Décimo Segundo. Que, en este orden de ideas, podemos
concluir que la iniciativa con proyecto de ley en comento
no contiene el suficiente sustento técnico y jurídico que
justifique su aprobación.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Desarrollo Rural somete a la consideración de la
honorable asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de Ley Fe-
deral de Protección al Maguey, presentada por el diputado
Moisés Jiménez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a los 21 días del mes
de marzo de 2007.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Carlos Ernesto Nava-
rro López (rúbrica), presidente; Gerardo Amezola Fonseca (rúbrica),
José Víctor Sánchez Trujillo (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos
(rúbrica), Modesto Brito González, Irineo Mendoza Mendoza (rúbri-
ca), Israel Beltrán Montes (rúbrica), Víctor Ortiz del Carpio (rúbrica),
secretarios; Juan Abad de Jesús (rúbrica), Ramón Barajas López (rú-
brica), Osiel Castro de la Rosa, Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, Adria-
na Díaz Contreras (rúbrica), Francisco Domínguez Servién, Gerardo
Antonio Escaroz Soler, María Guadalupe García Noriega, Elda Gómez
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Lugo (rúbrica), Joel Guerrero Juárez, Gustavo Macías Zambrano, Ale-
jandro Martínez Hernández (rúbrica), Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Gustavo Ildefonso Mendívil Amparán, Francisco Javier Murillo
Flores, Isidro Pedraza Chávez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro Cor-
tés, Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Francisco Rueda Gómez,
Francisco Sánchez Ramos, María Gloria Guadalupe Valenzuela García
(rúbrica), Juan Victoria Alva (rúbrica), José Amado Orihuela Trejo (rú-
brica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY DE INVESTIGACION, DESARROLLO
BIOTECNOLOGICO Y BIOSEGURIDAD

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con puntos
de acuerdo por los que se desecha la iniciativa que expide
la Ley de Investigación, Desarrollo Biotecnológico y Bio-
seguridad

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la LVIII Legislatura
de la Cámara de Diputados fue turnada para su estudio y
dictamen correspondiente la iniciativa de Ley de Investiga-
ción, Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad, a cargo
del diputado Alejandro Cruz Gutiérrez, en nombre de inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

La Comisión de Desarrollo Rural de la LX Legislatura, de
conformidad con las atribuciones que le otorgan los artícu-
los 39, numerales 1 y 3, 40, 43, 45, en su numeral 6, y de-
más relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 55,
56, 60, 65, 87, 88, 89, 93, 94 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la considera-
ción del Pleno de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen, al tenor de la siguiente

Metodología

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión
dictaminadora procedió al estudio y análisis de la iniciati-
va materia del dictamen, conforme a los siguientes aparta-
dos:

A. En el primero se consignan los “Antecedentes” de la
propuesta en estudio;

B. En el segundo se hace la “Valoración” de la iniciati-
va, motivando los razonamientos y fundando argumen-
tos del dictamen;

C. En el tercero se presentan las “Consideraciones” que
dan sustento a los razonamientos que orientaron el pre-
sente dictamen; y

D. Finalmente, se presentan las conclusiones y el dicta-
men de la iniciativa.

Antecedentes

A. Durante la sesión ordinaria de la LVIII Legislatura
celebrada el 25 de abril de 2002, el diputado Alejandro
Cruz Gutiérrez, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, en uso de la facul-
tad que le otorga el artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, presentó ante el
Pleno de la honorable Cámara de Diputados la iniciati-
va de Ley de Investigación, Desarrollo Biotecnológico
y Bioseguridad.

B. En la misma fecha y de conformidad con los artícu-
los 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Presidencia de la Mesa Directiva
de este órgano legislativo, dispuso su turno mediante el
oficio número D.G.P.L. 58-II-1-825 a la Comisión de
Desarrollo Rural, para su estudio y correspondiente dic-
tamen.

Valoración

En su exposición de motivos, los diputados promoventes
de la iniciativa hacen alusión a los resultados de la deno-
minada “Revolución Verde”, la cual se caracterizó por un
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cambio de paradigma en las prácticas agrícolas, que con-
sistió en el uso de semillas producidas con nuevos enfo-
ques genéticos y en nuevas prácticas agrícolas que impli-
caron el uso masivo de fertilizantes, plaguicidas e intensas
labores de cultivo.

No obstante el incremento del volumen de producción, en
el mundo y en nuestro país, como resultado de esta inno-
vación tecnológica, ésta arrojó una serie de efectos indese-
ables, tales como perjuicios sanitarios y ambientales, de-
pendencia tecnológica, dependencia de semillas y material
genético, elevación del gasto de energía derivada de uso
del petróleo, desplazamiento de muchas variedades de
plantas locales por unas pocas, concentración del uso de la
propiedad agrícola y disminución del PIB del sector, entre
otros.

A partir de la década de los años ochenta surgieron compa-
ñías de producción agropecuaria y los cazadores de tecno-
logías útiles para los negocios, quienes comenzaron a utili-
zar los descubrimientos de la investigación genética que
desembocó en una nueva ingeniería genética agrícola cen-
trada en la transferencia de unos pocos genes para obtener
variedades más resistentes a plagas o capaces de crecer en
medios hostiles, o aun de presentar mejores características
para su industrialización o conservación.

El resultado inmediato de la ingeniería genética aplicada a
la producción agrícola ha sido que los recursos naturales
genéticos adquieran un alto potencial de valor comercial y
estratégico, por lo que empresas e investigadores del pri-
mer mundo han comenzado a presionar por la posesión de
tales recursos y aun a registrarlos (o intentarlo) como pro-
piedad intelectual en los países industrializados sin el con-
sentimiento y participación de los países productores de ta-
les recursos.

De esta manera, las empresas transnacionales pueden pesar
negativamente sobre los países del tercer mundo, al con-
vertirse en dueños de especies enteras, de sus recursos ge-
néticos, de la experiencia acumulada durante milenios por
los agricultores; dejarían fuera de la producción a los cam-
pesinos y pequeños agricultores, acentuando la polariza-
ción social y del ingreso, y –sobre todo– se convertirían en
factor de dominación y presión política, como se demostró
durante la Guerra Fría con el uso de las cosechas de trigo
como arma.

Por otra parte, existe una disputa científica centrada en par-
ticular sobre los posibles efectos de la plantación masiva de

plantas transgénicas y aun sobre el uso de productos que
contengan derivados de dichas plantas, disputa relacionada
con la evaluación de los riesgos ambientales y humanos
producidos por el uso de organismos genéticamente modi-
ficados.

Para hacer frente a éstas y otras amenazas consideradas en
la exposición de motivos de la ley en comento, se conside-
ró necesario que el Estado adopte una política definida en
materia de investigación, desarrollo biotecnológico y bio-
seguridad que permita salvaguardar los recursos naturales
del país, en el sentido que lo establece el párrafo tercero del
artículo 27 constitucional, y en particular se ponga a salvo
el material genético, tal como lo propone el proyecto de
ley.

Considerando lo anterior y con fundamento en lo estable-
cido en el artículo 45, numeral 6, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la
Comisión de Desarrollo Rural realizó el estudio correspon-
diente, del cual se desprenden las siguientes

Consideraciones

Esta iniciativa aborda uno de los temas más importantes de
la agenda ambiental del país, i.e. la regulación mediante
una legislación adecuada del manejo, uso, distribución y
comercialización de organismos genéticamente modifica-
dos (OGM) construidos a partir de la biotecnología moder-
na, cuya presencia en el mundo en general y en México en
particular amenaza la soberanía y seguridad alimentaria, la
diversidad biológica y genética y la salud humana.

Los OGM contienen genes de otra especie, que son intro-
ducidos mediante técnicas de ingeniería genética. El ADN
de estos organismos es una combinación genética, lo cual
es posible gracias a la intervención del hombre.

La preocupación sobre estos OGM ocurre cuando son libe-
rados al ambiente ya que, como cualquier ser vivo, éstos
interactuarán con el resto de seres vivos del ecosistema,
aun cuando se argumenta que al saber qué genes se intro-
dujeron y a priori se pueda prever cierto comportamiento
del organismo huésped, no se puede predecir cuál será el
impacto final en el ecosistema.

El tipo de interacciones en un ecosistema es muy diverso.
Hay interacciones a nivel molecular, químicas, de compor-
tamiento. Éstas pueden ser de beneficio mutuo entre dos
organismos, de parasitismo (sólo una se beneficia), de co-
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existencia, o de interacción puente o intermedia entre un
organismo y otro, etcétera.

Por otro lado, la expresión genética, en gran medida, está
regulada por condiciones ambientales; esto es, un gene se
puede expresar o no, dependiendo de la temperatura, de la
interacción con otro organismo, de las condiciones de agua
disponible, entre otros. Lo único de lo que podemos estar
seguros es que un OGM, como cualquier ser vivo, cumpli-
rá su ciclo de vida: crece, se desarrolla y se reproduce, tras-
mitiendo a su progenie sus características genéticas inédi-
tas.

Dada la relevancia del tema, desde 1999, durante la LVII
Legislatura, se realizaron intentos por establecer un marco
jurídico que diera respuesta a la demanda que la sociedad
mexicana, desde esa fecha, ha venido planteando en el sen-
tido de contar con un adecuado marco jurídico en la mate-
ria.

De esta manera, en abril de 1999 se presentó por un grupo
de diputados del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México (PVEM), encabezados por el diputa-
do Alejandro Jiménez Taboada, durante la LVII Legislatu-
ra del H. Congreso de la Unión, la primera iniciativa de
Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modi-
ficados.

Un año después, es decir, en abril de 2000, el diputado Fer-
nando Castellanos Pacheco, integrante del Partido de Ac-
ción Nacional, sometió a esta soberanía una iniciativa de
ley de bioseguridad, la cual no tuvo el eco necesario para
generar una discusión que permitiera arribar a algún con-
senso.

Ambas iniciativas fueron turnadas en su momento, para su
dictamen correspondiente, a las Comisiones Unidas de
Ecología y Medio Ambiente, de Agricultura, y de Salud de
la honorable Cámara de Diputados.

No obstante los intentos para legislar en relación con este
tema, concluyó dicha legislatura quedando pendiente el
trabajo legislativo de dictaminación y, en su caso, de apro-
bación de ambas iniciativas.

Una vez instalada la LVIII Legislatura, en octubre de 2001
el diputado Francisco Patiño Cardona, del Partido de la Re-
volución Democrática, presentó una nueva iniciativa de
Ley sobre la Producción, Distribución, Comercialización,
Control y Fomento de los Productos Transgénicos, con tan

sólo siete artículos, que igual que las anteriores careció de
suficiente fuerza para provocar el debate en torno al tema.

No fue sino hasta febrero de 2002 cuando la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales de la misma LVIII
Legislatura, retomó nuevamente el análisis y la discusión
pendientes en torno a los OGM. Esta comisión inició un
proceso de consulta pública con un enfoque sectorial; es
decir, convocaron por mesas separadas al sector académi-
co, al empresarial y a las organizaciones no gubernamenta-
les.

Desafortunadamente, el anteproyecto de dictamen sobre
las iniciativas de ley en bioseguridad elaborado por la co-
misión mencionada no llegó a ver la luz, ya que ni siquie-
ra entró a discusión con las otras dos comisiones encarga-
das en conjunto de dictaminar las iniciativas.

Finalmente, en el contexto de estos esfuerzos por parte de
los legisladores, el 25 de abril de 2002 el diputado Alejan-
dro Cruz Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PRI, pre-
sentó para su dictamen la iniciativa de Ley de Investiga-
ción, Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad, que la
Presidencia de la Mesa Directiva de esta Cámara dictó a su
trámite a la Comisión de Desarrollo Rural.

Cabe mencionar que pese a los esfuerzos realizados en di-
versos momentos y prácticamente por las diversas fraccio-
nes políticas, desafortunadamente ninguno de los esfuerzos
legislativos realizados durante la LVII y LVIII legislaturas
llegó a feliz término, al no dictaminarse alguna de las ini-
ciativas propuestas.

Con lo anterior, queda de manifiesto que éste constituye un
tema sumamente difícil y complejo para su abordaje, aná-
lisis y discusión. En él se entrecruzan fuertes intereses eco-
nómicos y políticos, principalmente los de las empresas
transnacionales, con los intereses y los derechos de las co-
munidades indígenas, que son dueñas originales del conoci-
miento y de la biodiversidad, así como con la preocupación
de la sociedad en general por el efecto de los organismos
transgénicos sobre la salud humana (riesgos por liberación
y efectos nos deseados en la salud humana como resultado
de su uso), así como el derecho constitucional a la infor-
mación de todos los mexicanos.

Esto explica en parte la gran dificultad que existió durante
dos legislaturas para arribar a los consensos necesarios pa-
ra la aprobación de una ley al respecto.
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En particular, por lo que se refiere a la Ley de Investiga-
ción, Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad, propuesta
por el diputado Alejandro Cruz Gutiérrez, en comento, al-
gunos investigadores del Departamento de Biotecnología
Ambiental del Colegio de la Frontera Sur el 3 de septiem-
bre de 2002 hicieron una serie de observaciones en el si-
guiente sentido:

a) Esta ley debería establecer y dejar claramente esta-
blecido que su objeto es velar y promover que los avan-
ces biotecnológicos contribuyan al mejoramiento de la
calidad de vida del ser humano. Pareciera que la única
preocupación de la ley es la independencia alimentaria.

b) La ley tiene un claro enfoque hacia la conservación
de los recursos naturales, lo cual es justo y necesario.
Sin embargo, no promueve el desarrollo de una biotec-
nología propia, que limite importaciones y dependencia
biotecnológica.

c) Se observa en esta ley un desbalance hacia el lado
punitivo, el cual, lejos de promover, inhibirá la investi-
gación nacional en biotecnología.

d) Se considera necesario precisar algunos de los térmi-
nos que contempla el texto propuesto de ley.

e) La ley pretende abarcar todos los aspectos que cubren
la biotecnología; sin embargo, al particularizar en los di-
ferentes artículos, se mencionan generalmente plantas,
animales y microorganismos, pero no menciona los
hongos.

f) Asimismo, menciona frecuentemente la agricultura y
los alimentos como objetos de esta ley, pero poco se
menciona sobre la pesca o la salud humana, que también
son objetos de importantes adelantos biotecnológicos.

Con base en lo anterior, se considera que si bien esta ini-
ciativa fue oportuna en el tiempo en que se presentó y
constituyó un avance significativo, su contenido resultó in-
suficiente, por lo que no se pudo avanzar en su dictamen.

Posteriormente a la aparición de esta iniciativa de ley, el te-
ma se mantuvo en la mesa del análisis y la discusión y vol-
vió a ser tema de amplio debate y discusión en las últimas
legislaturas, particularmente al final de la LVIII Legislatu-
ra e inicio de la LIX.

Así, durante los dos primeros años de la LVIII Legislatura,
el tema permaneció en un compás de espera, y no fue sino
hasta el tercer año que lograron avanzar en el proceso de
aprobación.

El 12 de noviembre de 2002 se presentó al Pleno de la Cá-
mara de Senadores la iniciativa de Ley de Bioseguridad de
OGM, suscrita por 17 legisladores del PRD, del PRI, del
PAN, del PVEM y de CD.

Después de un proceso de consulta a través de la página
electrónica en Internet denominada Foro de Consulta sobre
la Iniciativa de Ley de Bioseguridad de OGM, abierta del
13 de noviembre de 2002 al 7 de febrero de 2003, se so-
metió al Pleno de esta Cámara y se aprobó dicha iniciativa
con 87 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones.

La iniciativa, pese a que fue aprobada en la Cámara de Se-
nadores en la fecha arriba mencionada, siguió sufriendo
cambios el viernes 25 de abril y finalmente fue remitida a
la Cámara de Diputados para ser revisada, discutida y apro-
bada la tarde del 28 de abril del mismo año.

De acuerdo con el procedimiento legislativo, una vez que
se aprueba una iniciativa de ley en la cámara de origen, se
envía la minuta con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la ley en cuestión a la cámara revisora, hecho que ocu-
rrió al final del segundo periodo ordinario de sesiones (y
último) del tercer año de la LVIII Legislatura.

Para que una iniciativa de ley se pueda enviar a su vez al
Ejecutivo como tal, es necesaria la aprobación de ambas.
Como esto no sucedió por término de la legislatura, en un
intento por preparar el terreno para los legisladores de la
LIX Legislatura se convocó en la Cámara de Diputados, en
julio de 2003, a una reunión de trabajo para analizar nue-
vamente la minuta del proyecto de decreto de la Ley de
Bioseguridad de OGM, donde se volvieron a manifestar las
posiciones a favor, de representantes de la Semarnat y la
Sagarpa, de algunos legisladores, representantes de media-
nos y grandes productores agrícolas y algunos académicos,
y por el otro, en contra de organizaciones no gubernamen-
tales, representantes de los pequeños productores del cam-
po, investigadores y representantes de la sociedad civil.

El 14 de diciembre de 2004, la Cámara de Diputados apro-
bó la Ley de Bioseguridad de OGM, la Cámara de Sena-
dores hizo lo propio el 15 de febrero de 2005, y finalmen-
te el 18 de marzo de 2005 fue publicada por el Poder
Ejecutivo federal en el Diario Oficial de la Federación.
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Ante este hecho consumado, la Comisión de Desarrollo
Rural considera necesario revisar e impulsar reformas en la
presente legislatura a la Ley de Bioseguridad de OGM vi-
gente, que incluyen:

• Pugnar por una verdadera bioseguridad, a efecto de
que se garantice el principio de precaución estipulado
en el Protocolo de Cartagena, que proteja nuestra biodi-
versidad, salud y economía.

• Evitar la importación de transgénicos (principalmente
maíz).

• Garantizar la participación campesina en todas las ne-
gociaciones internacionales.

• Proteger y defender nuestra riqueza biológica.

• Proteger los derechos comunitarios sobre los recursos
genéticos.

• Impulsar un amplio programa nacional de semillas que
promueva el rescate de nuestra diversidad genética.

• Revisar y renegociar las medidas sanitarias a fin de ga-
rantizar que las importaciones de Estados Unidos y Ca-
nadá cumplan los requisitos de la bioseguridad, vigen-
cia y etiquetado para ser alimentos sanos.

• Oponerse a la privatización de la diversidad biológica.

• Defender los derechos campesinos e indígenas sobre
los recursos, bienes comunes y patrimonio de la huma-
nidad.

• Oponerse a las patentes sobre la vida, a la siembra de
organismos genéticamente modificados, defender el
maíz nativo e impulsar la agricultura sustentable.

En atención a las consideraciones y razonamientos ante-
riormente expuestos, esta comisión dictaminadora emite
las siguientes

Conclusiones

1. No obstante que la iniciativa de Ley de Investigación,
Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad, propuesta
por el diputado Alejandro Cruz Gutiérrez, en nombre de
diputados integrantes del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LVIII Legislatura, constituyó un impor-

tante esfuerzo y aportación en materia legislativa, ésta
terminó siendo insuficiente.

2. Dada la importancia, complejidad y amplitud del te-
ma, la iniciativa de ley motivo del presente dictamen
quedó rebasada y subsumida en el texto de la Ley de
Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-
dos vigente.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Desarrollo Rural somete a la consideración de la
honorable asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa de Ley de Investigación,
Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad, presentada por
el diputado Alejandro Cruz Gutiérrez, en nombre de inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a los 21 días del mes
de marzo de 2007.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Carlos Ernesto Nava-
rro López (rúbrica), presidente; Gerardo Amezola Fonseca (rúbrica),
José Víctor Sánchez Trujillo (rúbrica), César Augusto Verástegui Ostos
(rúbrica), Modesto Brito González, Irineo Mendoza Mendoza (rúbri-
ca), Israel Beltrán Montes (rúbrica), Víctor Ortiz del Carpio (rúbrica),
secretarios; Juan Abad de Jesús (rúbrica), Ramón Barajas López (rú-
brica), Osiel Castro de la Rosa, Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, Adria-
na Díaz Contreras (rúbrica), Francisco Domínguez Servién, Gerardo
Antonio Escaroz Soler, María Guadalupe García Noriega, Elda Gómez
Lugo (rúbrica), Joel Guerrero Juárez, Gustavo Macías Zambrano, Ale-
jandro Martínez Hernández (rúbrica), Antonio Medellín Varela (rúbri-
ca), Gustavo Ildefonso Mendívil Amparán, Francisco Javier Murillo
Flores, Isidro Pedraza Chávez (rúbrica), Santiago Gustavo Pedro Cor-
tés, Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Francisco Rueda Gómez,
Francisco Sánchez Ramos, María Gloria Guadalupe Valenzuela García
(rúbrica), Juan Victoria Alva (rúbrica), José Amado Orihuela Trejo (rú-
brica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.
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LEY DE COMERCIO EXTERIOR

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

De la Comisión de Economía, sobre la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que adiciona los artículos 17 Bis y
24 Bis de la Ley de Comercio Exterior

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la LIX
Legislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen, ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan los
artículos 17 Bis y 24 Bis de la Ley de Comercio Exterior,
presentada por las diputadas Nora Elena Yú Hernández y
Rebeca Godínez y Bravo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, el 18 de enero de 2006.
Lo anterior, que en ejercicio de la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, sometió a la consideración del honorable Congreso de
la Unión.

La Comisión de Economía de la LX Legislatura, con fun-
damento en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos d), e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60,
87, 88 y 94, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
abocó al estudio y análisis de la Iniciativa descrita, al tenor
de los siguientes:

Antecedentes

Primero. Que en sesión celebrada en la Comisión Perma-
nente, el día 18 de enero de 2006, los secretarios de la mis-
ma dieron cuenta al pleno de la iniciativa que presentaron
las diputadas Nora Elena Yú Hernández y Rebeca Godínez
y Bravo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Segundo. El Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía de
la Cámara de Diputados”.

Tercero. Mediante acuerdo de la Mesa Directiva de esta
Cámara de Diputados, relativo a los dictámenes de proyec-

tos de ley o decreto y puntos de acuerdo que quedaron pen-
dientes de conocerse por el Pleno de la LIX Legislatura,
publicado en la Gaceta Parlamentaria el jueves 7 de sep-
tiembre, se comunica a esta soberanía que dichos dictáme-
nes pasan a esta legislatura en calidad de proyectos de dic-
tamen para someterse a consideración de las comisiones
competentes, como lo es el presente asunto.

Cuarto. Mediante oficio CE/0001/06, de fecha 26 de octu-
bre de 2006, se dio cuenta a los integrantes de la Comisión
de Economía del contenido de ésta y otras iniciativas que
constituyen el rezago legislativo heredado de la LIX Le-
gislatura, pendiente de trámite.

Quinto. Las legisladoras proponen lo siguiente:

• Adicionar un artículo 17 Bis para establecer que, en el
caso de donaciones, la Secretaría de Economía pueda
eximir de regulaciones y restricciones no arancelarias
aquellas importaciones de origen y destino específico, y

• Adicionar un artículo 24 Bis para otorgar, cuando exis-
tan causas que lo justifiquen, prórroga de permisos pre-
vios y de cupos a que se refieren los artículos 21 y 24 de
la ley, de acuerdo con los términos y condiciones que
establezca la secretaría mediante reglas.

Consideraciones

Primera. Que con base en los antecedentes indicados, la
Comisión de Economía, con las atribuciones antes señala-
das, se abocó a dictaminar la Iniciativa de referencia.

Segunda. Que la Ley de Comercio Exterior tiene por obje-
to regular y promover el comercio exterior, incrementar la
competitividad de la economía nacional, propiciar el uso
eficiente de los recursos productivos del país, integrar ade-
cuadamente la economía mexicana con la internacional,
defender la planta productiva de prácticas desleales del co-
mercio internacional y contribuir a la elevación del bienes-
tar de la población.

Tercera. Que la Ley Aduanera tiene por objeto regular la
entrada y salida del territorio nacional, de las mercancías y
los medios en que se transportan, el despacho aduanero y
los hechos o actos que se deriven de éste o de dicha entra-
da o salida de mercancías.
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Cuarta. Que la Ley Aduanera establece los requisitos que
deben cumplir las importaciones que serán objeto de dona-
ción: 1) las mercancías deben ser destinadas a fines cultu-
rales, de enseñanza, de investigación, de salud pública o de
asistencia social; 2) las mercancías importadas deberán ir a
formar parte del patrimonio del beneficiario; 3) el donante
deberá ser extranjero y no podrá donarse mercancía que ya
se encuentre en territorio nacional antes de la donación, y
4) se debe cumplir, en los casos que se requiera, con las
“regulaciones y restricciones no arancelarias” a las que la
importación de la mercancía esté sujeta. 

Quinta. Que las regulaciones y restricciones no arancela-
rias, que señala la legislación en materia de comercio exte-
rior, son medidas que el gobierno adopta para controlar la
entrada de mercancías al país, que puedan dañar a la salud
pública, la seguridad nacional o la industria y el comercio
de nuestra nación, y se concretan en la presentación de
“permisos previos”, “cupos máximos”, “marcado de país
de origen”, “certificaciones”, “cuotas compensatorias”, y
demás instrumentos que se consideren adecuados.

Sexta. Que los cupos son una regulación no arancelaria, en
México cualquier persona física o moral puede importar
mercancías pagando sus aranceles correspondientes sin
contar con un cupo, porque el certificado de cupo permite
importar o exportar mercancías; si, como se señala en la
propuesta, no causan impuestos al comercio exterior las
donaciones, no resulta necesario modificar el artículo 17
Bis de la LCE ni incluir en esta propuesta a los cupos.

Séptima. Que al momento de importar una mercancía do-
nada, el Agente Aduanal debe presentar una autorización
que permite su entrada para fines culturales, de enseñanza,
de investigación, de salud pública o de asistencia social, así
como los documentos que comprueben el cumplimiento de
las regulaciones y restricciones no arancelarias, los cuales
se tramitan ante las diferentes secretarías de Estado. 

Octava. Por lo que respecta al artículo 24 Bis, ya el Re-
glamento de la Ley de Comercio Exterior incluye la figura
de prorrogas automáticas para permiso previo, y las adua-
nas las aplican de manera automática, a petición del intere-
sado; cabe destacar que esta disposición no aplicaría cuan-
do el permiso previo esté vinculado a un cupo.

Novena. Que los diputados integrantes de la Comisión de
Economía que dictamina reconocen y concluyen que el ob-
jetivo que persigue esta iniciativa es loable, y resulta im-
periosa la necesidad de agilizar aquellos mecanismos y

normas que corresponden a la entrada de mercancías, prin-
cipalmente aquellas que respondan a donativos; sin embar-
go, no es la vía más adecuada la propuesta planteada, en
virtud de que propiciaría una entrada sin control de mer-
cancías bajo el argumento de que se trata de bienes para
donación.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Economía
presenta el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de Comercio Exterior,
presentada por las diputadas Nora Elena Yú Hernández y
Rebeca Godínez y Bravo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defi-
nitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
marzo de 2007.

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra Ve-
lázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbrica),
Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza
Maldonado (rúbrica), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbrica), Enri-
que Serrano Escobar (rúbrica en contra), Jorge Godoy Cárdenas (rú-
brica), secretarios; Jericó Abramo Masso, Narciso Alberto Amador Le-
al, Antonio Berber Martínez (rúbrica), Carlos Alberto García González
(rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rúbrica en contra), Sergio
Augusto López Ramírez (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert, Mar-
tín Malagón Ríos (rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Oc-
tavio Martínez Vargas (rúbrica), Susana Monreal Ávila (rúbrica), José
Amado Orihuela Trejo (rúbrica), Mauricio Ortiz Proal (rúbrica en con-
tra), Eduardo Ortiz Hernández (rúbrica), Miguel Ángel Peña Sánchez,
Raúl Ríos Gamboa, Ricardo Rodríguez Jiménez, Salvador Ruiz Sán-
chez (rúbrica), Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Alejandro Sán-
chez Camacho (rúbrica), Víctor Gabriel Varela López, Joaquín Hum-
berto Vela González, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final en conjunto.
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LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

La Secretaria diputada Ana Lilia Merodio Reza: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Economía, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa que reforma los
artículos 62 y 89 de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la LIX
Legislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen, ini-
ciativa que reforma los artículos 62 y 89 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles, presentada por el diputado
Emiliano Vladimir Ramos Hernández del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, el 27
de abril de 2006. Lo anterior, que en ejercicio de la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, sometió a la consideración del honora-
ble Congreso de la Unión.

La Comisión de Economía de la LX Legislatura, con fun-
damento en los artículos 39 y 45 numeral 6 incisos d), e) y
f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58, 60, 87, 88
y 94, del Reglamento Interior para el Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al estudio y aná-
lisis de la iniciativa descrita, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada el día 27 de abril de 2006,
los ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
correspondiente a la LIX Legislatura, dieron cuenta al Ple-
no de la iniciativa que presentó el diputado Emiliano Vla-
dimir Ramos Hernández del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática.

Segundo. El ciudadano Presidente de la Mesa Directiva
acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de
Economía”.

Tercero. Mediante oficio CE/0001/06, de fecha 26 de oc-
tubre de 2006, se dio cuenta a los integrantes de la Comi-
sión de Economía de la LX Legislatura del contenido de

esta y otras iniciativas que constituyen el rezago legislati-
vo heredado de la LIX Legislatura, pendiente de trámite.

Cuarto. El legislador propone lo siguiente:

Reformar los artículos 62 y 89 de la Ley de Sociedades
Mercantiles para actualizar la denominación de la unidad
monetaria establecida en esos ordenamientos.

Consideraciones

Primera. Que con base en los antecedentes antes indica-
dos, la Comisión de Economía, con las atribuciones antes
señaladas se abocó a dictaminar la iniciativa de referencia.

Segunda. Que la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, establece que la unidad del sistema monetario
del país es el peso, y que las únicas monedas circulantes se-
rán: los billetes emitidos por el Banco de México, con las
denominaciones que fijen sus estatutos, las monedas metá-
licas emitidas por esa Institución y demás características
que señalen los decretos relativos.

Tercera. Que el decreto que estableció la nueva Unidad del
Sistema Monetario de los Estados Unidos Mexicanos, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio
de 1992, inició su vigencia el 1º de enero de 1993, y la nue-
va unidad monetaria fraccionó en cien centavos a la ante-
rior, en términos prácticos tuvo el efecto de quitarle 3 ce-
ros a la moneda.

Cuarta. Que el artículo noveno transitorio del decreto del
22 de junio de 1992, por el que se crea una nueva Unidad
Monetaria, textualmente dice: “Las excepciones en mone-
da nacional contenidas en leyes, reglamentos, circulares y
otras disposiciones, que hayan entrado en vigor con ante-
rioridad al 1º de enero de 1993, se entenderán referidas a la
unidad monetaria que se sustituye”.

Quinta. Que el 7 de septiembre de 2005, esta comisión re-
solvió en sentido positivo el dictamen con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización, y de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, mediante el cual se reforma el ar-
tículo 89, fracción II, de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, para actualizar las cantidades establecidas ba-
jo la antigua unidad monetaria, y el Pleno de esta sobera-
nía coincidió con esta resolución aprobándolo con 360 vo-
tos a favor y cero en contra.
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Sexta. Que el decreto que reforma la fracción II del Artí-
culo 89 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, ac-
tualizando la denominación de la unidad monetaria fue
igualmente aprobado por la colegisladora y Publicado en el
Diario Oficial de la Federación el viernes 28 de julio de
2006.

Séptima. Que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación resolvió mediante su Tesis Jurisprudencial
2/2005 aprobada el 7 de febrero de 2005, que la expresión
en moneda nacional contenida en leyes, reglamentos, cir-
culares u otras disposiciones en vigor con anterioridad al 1
de enero de 1993, se deberá considerar su conversión, com-
puto o interpretación a la unidad monetaria en vigor.

Octava. Que en cuanto hace al texto vigente del artículo 62
de la Ley General de Sociedades Mercantiles se ajusta a los
principios de legalidad y de seguridad jurídica y no obstru-
ye o complica los negocios en este país.

Novena. Que los ciudadanos diputados integrantes de la
Comisión de Economía que dictaminan, reconocen y con-
cluyen que uno de los preceptos legales que se pretende
modificar ya se actualizó y publicó en el Diario Oficial de
la Federación, asimismo, no existe conflicto en las leyes
cuando se hace referencia a la antigua unidad monetaria en
el artículo 62 de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les, por lo tanto, el estas reformas no constituyen ninguna
contribución fundamental al marco jurídico nacional.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Economía
presenta el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos
62 y 89 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, pre-
sentada por el C. Diputado Emiliano Vladimir Ramos Her-
nández del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

Segundo. Archívese el presente asunto, como total y defi-
nitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
marzo de 2007.

Por la Comisión de Ecionomía; diputados: Adriana Rodríguez Viz-
carra Velázquez (rúbrica), presidenta; Arnulfo Elías Cordero Alfonzo
(rúbrica), Jorge Godoy Cárdenas (rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza

Maldonado (rúbrica), Carlos Armando Reyes López, Jorge Alejandro
Salum del Palacio (rúbrica), Enrique Serrano Escobar (rúbrica), secre-
tarios; Jericó Abramo Masso, Narcizo Alberto Amador Leal, Antonio
Berber Martínez (rúbrica), María Sofía del Perpetuo Socorro Castro
Romero, Carlos Alberto García González (rúbrica), Miguel Angel
González Salum (rúbrica), Sergio Augusto López Ramírez (rúbrica),
Luis Xavier Maawad Robert, Martín Malagón Ríos (rúbrica), Dora
Alicia Martínez Valero (rúbrica), Octavio Martínez Vargas (rúbrica),
Susana Monreal Ávila (rúbrica), José Amado Orihuela Trejo (rúbrica),
Mauricio Ortiz Proal (rúbrica), Eduardo Ortiz Hernández (rúbrica),
Miguel Ángel Peña Sánchez, Raúl Ríos Gamboa, Ricardo Rodríguez
Jiménez, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Ernesto Ruiz Velasco de Li-
ra (rúbrica), Alejandro Sánchez Camacho (rúbrica), Víctor Gabriel Va-
rela López, Joaquín Humberto Vela González, Javier Martín Zambra-
no Elizondo (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. No habiendo oradores, se
reserva para su votación al final.

LEY GENERAL DE SALUD - LEY FEDERAL
DE PROTECCION AL CONSUMIDOR.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Salud, y de Econo-
mía, con puntos de acuerdo por los que se desecha la mi-
nuta que reforma los artículos 115 de la Ley General de Sa-
lud y 49 de la Ley Federal de Protección al Consumidor

En la sesión celebrada el 5 de septiembre de 2006 fue tur-
nada a las Comisiones Unidas de Salud y de Economía, pa-
ra su estudio y dictamen, la minuta con proyecto de decre-
to que reforma los artículos 115 de la Ley General de Salud
y 49 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, pre-
sentada por el senador José Antonio Haghenbeck Cámara,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Los integrantes de estas comisiones dictaminadoras, con
fundamento en los artículos 73, fracción XVI, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, nu-
merales 1° y 3°, 43, 44, 45, numeral 6, incisos e) y f), y de-
más relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89 y
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93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la
consideración de los miembros de esta honorable asamblea
el presente dictamen, que se realiza bajo la siguiente

Metodología

Las comisiones encargadas del análisis y dictamen de la
iniciativa anteriormente mencionada desarrollan su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la referida minuta, así como
de los trabajos previos de las comisiones.

II. En el capítulo correspondiente a “Contenido” se ex-
ponen los motivos y alcance de la propuesta en estudio,
asimismo, se hace una breve referencia de los temas que
la componen.

III. En el capítulo de “Consideraciones”, las Comisiones
dictaminadoras expresan los argumentos de valoración
de la propuesta y los motivos que sustentan el resoluti-
vo del dictamen.

I. Antecedentes

El 25 de octubre de 2005, el senador José Antonio Hag-
henbeck Cámara, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentó ante el Pleno de nuestra
honorable colegisladora la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 115 de la Ley General de
Salud y 49 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

En la misma fecha la mesa directiva del Senado de la Re-
pública turnó dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de
Salud y Seguridad Social, de Comercio y Fomento Indus-
trial y de Estudios Legislativos, Segunda, para su respecti-
vo estudio y dictamen.

En sesión celebrada con fecha 27 de abril de 2006, por la
honorable Cámara de Senadores fue aprobado el proyecto
de decreto que reforma los artículos 115 de la Ley General
de Salud y 49 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor.

Posteriormente, en sesión celebrada con fecha 5 de Sep-
tiembre de 2006 por la honorable Cámara de Diputados, se
recibió el expediente que contiene la minuta proyecto de

decreto que reforma los artículos 115 de la Ley General de
Salud y 49 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Con la misma fecha la Mesa Directiva de ésta honorable
Cámara de Diputados turnó la citada minuta a las Comi-
siones Unidas de Salud, y de Economía para su estudio y
posterior dictamen.

II. Contenido

En la minuta en estudio se manifiesta que la obesidad cons-
tituye un problema de salud pública y actualmente es uno
de los padecimientos epidémicos más importantes en va-
rios países, incluido México.

Asimismo, en la misma se asegura que es de suma impor-
tancia prevenir, combatir y controlar la obesidad de la po-
blación mexicana, por lo que se requieren reformas para
abatir el desconocimiento e ignorancia sobre la correcta
nutrición como factor fundamental en la aparición de ma-
los hábitos alimenticios, mismos que se reflejan en trastor-
nos y desórdenes alimenticios, como es el caso del sobre-
peso y obesidad.

Finalmente determina que los jóvenes y niños pueden ser
fácilmente influenciados por publicidad que presenta pro-
mociones y ofertas que incitan al consumidor a comprar e
ingerir productos de bajo valor nutricional y/o alto conte-
nido energético, provocando que se agrave el problema de
sobrepeso y obesidad.

III. Consideraciones

El derecho a la salud es una de las más importantes prerro-
gativas de las personas no sólo porque constituye un valor
fundamental para su desarrollo sino porque además, digni-
fica al hombre. El artículo 4o. de nuestra Constitución Po-
lítica consagra dicho derecho y determina, para tal efecto,
que el Estado tiene la obligación de establecer las bases y
modalidades de acceso a los servicios de salud a través de
sus leyes.

Pese a que concordamos con la idea de que es de suma im-
portancia controlar los problemas de sobrepeso y obesidad
en la población, particularmente en menores y jóvenes, es
preciso señalar que la minuta en estudio resulta improce-
dente por diversos factores.

Actualmente la Ley General de Salud ya contempla en su
artículo 2 el derecho de la enseñanza y la investigación
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científica y tecnológica para la salud, supuesto de carácter
general que indiscutiblemente abarca el supuesto conteni-
do en la propuesta de la minuta que establece que corres-
ponde a la Secretaría de Salud promover investigaciones
sobre los efectos del consumo de productos con bajo con-
tenido nutricional y alto valor energético, del abuso en el
consumo de los mismos y las acciones para controlarlo.

En el mismo sentido, es menester destacar que existe una
Norma Oficial Mexicana NOM-043-SSA2-2005, que re-
glamenta todo lo relativo a la educación para la salud en
materia alimentaria, por lo que la propuesta de readicionar
una fracción X al artículo 115 de la Ley en comento, no se
considera viable.

En cuanto a la adición de un segundo párrafo al artículo 49
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, considera-
mos que dicha propuesta resulta ilegal desde diferentes
puntos de vista.

Por un lado estigmatiza cierto tipo de alimentos, cómo si
éstos fueran los únicos posibles causantes del problema de
la obesidad, ignorando el carácter multifactorial del pro-
blema, además de que sólo se limita a regular a aquellos
productos sobre los que se efectúen promociones y ofertas,
dejando de lado a otros productos que siendo igualo más
perjudiciales para la salud en materia de obesidad y sobre-
peso.

La propuesta citada no está debidamente motivada, ya que
no justifica científicamente ni de alguna otra manera en
forma contundente, ni vincula el hecho de que la prohibi-
ción de ofertas y promociones tendrá un efecto positivo en
la salud alimentaria de la población.

En el mismo orden de ideas, cabe señalar que la propuesta
no hace una valoración del impacto económico ni de otras
repercusiones que podría tener su implementación en el
mercado nacional, particularmente en el comercio y en la
empresa. Incluso en la minuta no se acuerda, suponiendo
que la propuesta fuera viable, un tiempo razonable para
que los sujetos obligados cumplan con la disposición.

Además, la propuesta resulta a todas luces inconstitucio-
nal, debido a que, por un lado, viola la garantía de libertad
al comercio, consagrada en el artículo 5 de nuestra Carta
Magna, toda vez que prohíbe o impide el ejercicio de un
trabajo lícito.

Igualmente, nuestra Constitución consagra, en su artículo
25, que la ley debe alentar y proteger la actividad econó-
mica que realicen los particulares, además de proveer las
condiciones para que el desenvolvimiento del sector priva-
do contribuya al desarrollo económico nacional, principio
que es francamente vulnerado por la adición contenida en
la minuta.

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte
(TLCAN), el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Co-
mercio (Acuerdo OCT) y demás Tratados de Libre Comer-
cio suscritos por nuestro país establecen la prohibición ex-
presa de elaborar, adoptar, mantener o aplicar medidas que
se conviertan en restricciones o barreras injustificadas al
comercio.

Cabe señalar que por definición todo alimento es nutritivo,
por lo que ninguno pude calificarse a priori y en forma tan
general como de bajo o alto valor, pues algunos alimentos
no nutritivos o de bajo valor nutritivo, solo aportan hidra-
tos de carbono, sin embargo, los hidratos de carbono son
tan importantes como otros nutrimentos constituyendo la
base de la alimentación y hasta considerados de primordial
importancia después del agua y del oxígeno.

Al introducir conceptos como el de bajo contenido nutri-
cional y alto valor energético, y al no estar definidos con
precisión, su naturaleza y alcances podrían generar mayor
incertidumbre jurídica e incluso vulnerar el principio de se-
guridad jurídica que se encuentra consagrado en los artícu-
los 14 y 16 constitucionales, en virtud de que en las leyes
General de Salud o Federal de Protección al Consumidor
no se especifica cuáles son los alimentos o características
de los productos con bajo  contenido nutricional y alto va-
lor energético, dejando en estado de indefensión a los go-
bernados y permitiendo una discrecionalidad excesiva de
la autoridad, al dejar a su arbitrio la determinación de cuá-
les serían los productos que estarían sujetos a la aplicación
de la ley.

Se vulnera y se limita sin justificación la libertad de co-
mercio consagrada en los artículos 5o. y 28 constituciona-
les, al establecer la prohibición de ofertas y promociones
de determinados productos.

Por otro lado es importante tomar en cuenta que ya existe
un marco regulatorio en donde se establece claramente las
disposiciones en materia de publicidad, de productos y ser-
vicios, en la Ley General de Salud, en su reglamento en
materia de publicidad, y en la Ley Federal del Consumidor.
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El reglamento de publicidad de la Ley General de Salud
tiene por objeto reglamentar el control sanitario de la pu-
blicidad de los productos, servicios y actividades de com-
petencia de la Ley General de Salud, especificando el tipo
de publicidad que está permitida.

La minuta no aporta una solución integral al problema del
sobrepeso y de obesidad, fomenta el prejuicio de algunos
alimentos, considerándolos como únicos responsables de
este problema, soslayando las medidas recomendadas por
los especialistas en salud, como son el ejercicio regular,
alimentación balanceada, entre otros.

Adicionalmente no se considera en la propuesta la urba-
nización paulatina de nuestra sociedad, que elevó el nivel
del sedentarismo que no solamente se debe a causas co-
mo la actividad laboral, sino también por las opciones de
entretenimiento, como ver la televisión por tiempos pro-
longados, los innovadores juegos de video o la Internet,
que han desplazado la actividad física como una opción
atractiva.

Finalmente, la propuesta podría provocar conflictos con los
tratados internacionales suscritos por nuestro país en mate-
ria económica, en donde se compromete a no realizar actos
que desfavorezcan a los productos de otra nación y restrin-
girle la publicidad a los productos de procedencia extranje-
ra propiciaría que éstos acudan al auxilio y protección de
sus gobiernos, que en su caso propiciaría sanciones de ca-
rácter económico en contra de nuestro país y de las indus-
trias mexicanas que en sus territorios se publicitan, golpe-
ando a rubros en los que México se encuentra beneficiado
en aquellos mercados en razón de la preferencia del públi-
co; por ejemplo, el tequila, que a nivel mundial representa
una atractiva opción en el mercado de licores, y en repre-
salia pudieran restringirle su derecho a publicitarse en sus
respectivos territorios.

Los diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Sa-
lud, y de Economía que dictaminan comparten la preocu-
pación de la Colegisladora sobre las consecuencias de una
inapropiada nutrición los efectos del abuso del consumo de
ciertos alimentos; sin embargo, reconocen y concluyen que
no es la vía modificar los artículos como pretende la pro-
puesta bajo análisis, dado que actualmente existen normas
que regulan la calidad en los procesos de comercialización,
pero la cantidad del producto que se ingiere es y debe ser
responsabilidad del consumidor.

Por lo anteriormente expuesto los diputados integrantes de
las Comisiones Unidas de Salud y Economía someten a la
consideración de esta soberanía para su valoración y en su
caso aprobación el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la minuta con proyecto de decreto
que reforma los artículos 115 de la Ley General de Salud y
49 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Segundo. Se devuelve al Senado de la República, con fun-
damento en el inciso d) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para sus efectos
constitucionales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
febrero de 2007.

La Comisión de Salud, diputados: Ector Jaime Ramírez Barba (rú-
brica), José Antonio Muñoz Serrano (rúbrica), Adriana Rebeca Vieyra
Olivares (rúbrica), Efraín Morales Sánchez, María Oralia Vega Ortiz
(rúbrica), Olga Patricia Chozas y Chozas (rúbrica), Juan Abad de Je-
sús, Maribel Luisa Alva Olvera, Margarita Arenas Guzmán (rúbrica),
Efraín Arizmendi Uribe (rúbrica), Ricardo Cantú Garza, Maricela Con-
treras Julián, María Mercedes Corral Aguilar (rúbrica), Joaquín Conra-
do de los Santos Molina, Daniel Dehesa Mora (rúbrica), Nemesio Do-
mínguez Domínguez, Ángel Humberto García Reyes, Beatriz Eugenia
García Reyes (rúbrica), Yolanda Mercedes Garmendia Hernández (rú-
brica), Tomás Gloria Requena (rúbrica), Lorena Martínez Rodríguez
(rúbrica), Holly Matus Toledo (rúbrica), Fernando Enrique Mayans
Canabal (rúbrica), Roberto Mendoza Flores, Elizabeth Morales García,
Gilberto Ojeda Camacho, Jorge Quintero Bello, José Ignacio Alberto
Rubio Chávez (rúbrica), María Gloria Guadalupe Valenzuela García
(rúbrica), Patricia Villanueva Abraján.

La Comisión de Economía, diputados: Adriana Rodríguez Vizcarra Ve-
lázquez (rúbrica), presidenta; Carlos Armando Reyes López (rúbrica),
Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), Fausto Fluvio Mendoza
Maldonado (rúbrica en contra), Arnulfo Elías Cordero Alfonzo (rúbri-
ca), Enrique Serrano Escobar (rúbrica), Jorge Godoy Cárdenas (rúbri-
ca), secretarios; Jericó Abramo Masso, Narciso Alberto Amador Leal,
Antonio Berber Martínez (rúbrica), Carlos Alberto García González
(rúbrica), Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Sergio Augusto Ló-
pez Ramírez (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert, Martín Malagón
Ríos (rúbrica), Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Octavio Martí-
nez Vargas, Susana Monreal Ávila, José Amado Orihuela Trejo (rúbri-
ca), Mauricio Ortiz Proal (rúbrica), Eduardo Ortiz Hernández (rúbri-
ca), Miguel Ángel Peña Sánchez, Raúl Ríos Gamboa, Ricardo
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Rodríguez Jiménez, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica en contra), Ernes-
to Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), Alejandro Sánchez Camacho (rúbri-
ca en contra), Víctor Gabriel Varela López, Joaquín Humberto Vela
González, Javier Martín Zambrano Elizondo (rúbrica).

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Están a
discusión los puntos de acuerdo. Para este asunto se han
inscrito la diputada Susana Monreal Ávila, el diputado Ale-
jandro Sánchez Camacho y el diputado Fausto Fluvio Men-
doza Maldonado. Tiene la palabra la diputada Susana Mon-
real Ávila.

La diputada Susana Monreal Ávila: Con su permiso, se-
ñor Presidente. Compañeros integrantes de esta Cámara de
Diputados, acudo a esta tribuna para pedirles el voto en
contra de este dictamen negativo que desecha el proyecto
de decreto que reforma los artículos 115 de la Ley General
de Salud y el 49 de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor, en razón de que en nuestro país desde hace décadas
los problemas de nutrición infantil se han polarizado.

Persiste, por un lado, la desnutrición y por el otro el au-
mento de las tasas de sobrepeso y obesidad, siendo éste úl-
timo un problema que se presenta principalmente en las zo-
nas urbanas del país, las cuales representan más de 75 por
ciento del total de la población. La obesidad constituye un
problema de salud pública y actualmente es uno de los pa-
decimientos epidémicos de muchos países.

Se ha comprobado que el sobrepeso y la obesidad constitu-
yen, entre otras causas, a incrementar la mortalidad por en-
fermedades cardiovasculares, diabetes mellitus, alteracio-
nes esqueléticas, hipertensión arterial, hipercolesterolemia
e inadaptación psicosocial, entre las más importantes. La
obesidad durante la infancia y la adolescencia es el desa-
rrollo de una compleja interacción entre los factores gené-
ticos, psicológicos, ambientales y factores socioeconómi-
cos.

Actualmente muchos de los problemas relacionados con la
alimentación tienen que ver con el desconocimiento o ig-
norancia sobre la correcta nutrición, proporcionando malos
hábitos alimenticios, lo que produce trastornos  y desórde-
nes de alimentación como sobrepeso y obesidad, ya que
generalmente lo que se consume contiene un elevado índi-
ce de carbohidratos y calorías.

Estudios recientes revelan que el comer muchas golosinas
o distintos productos conocidos genéricamente como “co-

mida chatarra”, provoca obesidad e incrementa la posibili-
dad en el afectado de desarrollar trastornos de salud.

La alimentación o consumo excesivo de comida chatarra se
caracteriza por un contenido excesivo de calorías, grasas y
sodio, y generalmente con un bajo valor nutricional y defi-
nitivamente con un alto contenido energético, poco saluda-
ble a la larga.

La comida chatarra que es como se generaliza a los pro-
ductos que encontramos prácticamente en cualquier lugar
como son golosinas, refrescos, frituras, pizzas, entre otros,
incluyendo una gran cantidad y variedad de alimentos que
en muchos casos se presentan en óptimas condiciones hi-
giénico-sanitarias, pero en otros casos estas condiciones no
son justamente por lo que se destacan.

Estas nuevas formas de comer tan atractivas, especialmen-
te para los niños y jóvenes, en general están bien presenta-
das, tienen buen sabor, son baratas, se pueden comer rápi-
damente, en cualquier lado y de pie.

Lamentablemente estos productos no son en la mayoría de
los casos más que comida hipercalórica, con exceso de gra-
sas y especialmente de sal que si se utilizan en forma habi-
tual, sus consecuencias seguras, que será sin lugar a dudas
el sobrepeso y la obesidad, por supuesto, con sus compli-
caciones inmediatas de salud, como las ya mencionadas.

Sabemos que el fin último de la publicidad son las ventas
y que lograrlo se tiene que orientar a grupos masivos espe-
cíficos con atractivos básicos para captar la atención de los
receptores, pero no podemos permitir que el fin de la pu-
blicidad en alimentos y bebidas no alcohólicas, principal-
mente de los de bajo valor nutricional o elevado contenido
energético, estén por encima de la salud pública.

La publicidad de los alimentos y bebidas no alcohólicas de-
be desarrollarse dentro de los límites que protejan en forma
adecuada la salud individual y colectiva de la población, ya
que la correcta alimentación de los seres humanos contri-
buye en forma destacada al desarrollo de sus facultades fí-
sicas y mentales, así como su capacidad de trabajo y parti-
cipación social.  Concluyo, señor Presidente.

Concluyo diciendo que es necesario señalar que en la se-
sión celebrada el 25 de octubre del 2005 el senador José
Antonio Hagenbeck Cámara integrante del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó ante el
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pleno de la Cámara de Senadores la iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los artículos en mención.

Esta iniciativa fue turnada para su estudio y posterior dic-
tamen a las Comisiones Unidas de Salud y Seguridad So-
cial, de Comercio y Fomento Industrial, y de Estudios Le-
gislativos.

Finalmente en la sesión celebrada el 25 de abril del 2006
de la honorable Cámara de Senadores fue aprobado el pro-
yecto de decreto de manera unánime, que reforma diversas
disposiciones de esta ley, por tanto, les pido a los diputados
integrantes de esta Cámara no desechemos por el bien de la
salud de nuestros hijos, pero también por el bien de la sa-
lud pública. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Monreal.  Tiene la palabra el diputado Ale-
jandro Sánchez Camacho del grupo parlamentario del
PRD.

El diputado Alejandro Sánchez Camacho: Con su per-
miso, señor Presidente. Asistimos a esta tribuna para fijar
posición, una posición que está a favor de la salud pública,
posición a favor de las niñas y los niños de nuestro país,
posición a favor de los jóvenes y de los adultos, es decir, a
favor de todos.

Una encuesta de carácter nacional de salud y nutrición del
año 2006, de la Secretaría de Salud, nos señala que los ni-
ños de cinco años y también las niñas de esta edad, en un 3
por ciento padecen el problema de obesidad.

De los niños y las niñas de 8 años de edad 51 por ciento tie-
nen el problema de obesidad, y en los niños y las niñas de
11 años de edad la obesidad se incrementa a 62 por ciento.

Estamos hablando, sin duda, de un problema de salud pú-
blica, es importante señalar cómo en otros estados de la re-
pública, como en Coahuila, como en Jalisco, en Baja Cali-
fornia, se van tomando medidas para ayudar a este asunto
de salud pública.

Es importante subrayar que estudios en Estados Unidos,
Europa y América Latina revelan que en general los niños
y las niñas ven entre 20 y 30 horas de televisión por sema-
na, y el riesgo de obesidad por influencia de la televisión es
de 86 por ciento.

Por eso, el grupo parlamentario del PRD votamos en la Co-
misión de Economía a favor de la propuesta del senador Jo-
sé Antonio Hagenbeck del PAN, pero nos llama la aten-
ción, compañeras y compañeros, porque esta actitud del
PRI y del PAN no es gratuita, tampoco es casual.

El Consejo Mexicano de la Industria de Productores de
Consumo (Con México) empezó su oficio de cabildeo dos
semanas después de que fue aprobado el decreto por el Se-
nado y además aprobado por unanimidad para regular la
publicidad. Es decir, tenemos en nuestro poder un oficio de
Con México del 18 de mayo de 2006, firmado por Enrique
de la Madrid Cordero, presidente ejecutivo, en donde se
opone a lo establecido en el decreto en comento. Inclusive,
los cabilderos de Con México honraron a la Comisión de
Economía con su presencia el día que se votó este dictamen
en la Comisión de Economía.

Quiero recordarles que empresas que pertenecen a Con
México son precisamente Bimbo, Barcel, Coca-Cola, Gru-
po Gamesa, Jumex, Jugos del Valle, Nestlé de México, Sa-
britas, entre otros muchos productos. Sin duda alguna, éste
es el interés que mueve a los grupos parlamentarios del PRI
y del PAN.

Tan sólo en dos cuartillas, el dictamen desecha un proble-
ma que afecta a más de 40 por ciento de nuestros niños y
jóvenes; a 72 por ciento de las mujeres y a 67 por ciento de
los hombres adultos que tienen sobrepeso u obesidad. Por
eso no nos extraña que los grupos parlamentarios del PRI
y del PAN pongan sobre los intereses colectivos de la salud
pública los intereses privados de estas grandes empresas.
Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Sánchez Camacho. Tiene la palabra el dipu-
tado Fausto Fluvio Mendoza Maldonado.

El diputado Fausto Fluvio Mendoza Maldonado: Con
su permiso señor Presidente. A lo largo de la historia de
nuestro país se han desarrollado e implementado diversas
políticas y programas de alimentación y nutrición, desde
aquéllas con carácter asistencial hasta los programas con-
dicionados a la inversión y desarrollo de capital humano.

Diversos programas han recorrido distintas estrategias de
apoyo, incluyendo los subsidios a la producción de ali-
mentos, los subsidios al consumo de alimentos, la distribu-
ción directa de canastas de alimentos, la distribución de ali-
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mentos dirigidos a los grupos de edad vulnerable y a la
orientación alimentaria. Varias de estas estrategias se han
combinado en programas de coordinación intersectorial.

En México más de 40 por ciento de los hogares reciben al-
gún tipo de ayuda alimentaria. El sobrepeso y la obesidad
son problemas que afectan a cerca de 70 por ciento de la
población. En 71.9 son mujeres y hombres 66.7 por ciento,
entre los 30 y 60 años de edad en ambos sexos. El sobre-
peso y la obesidad son factores de riesgo importantes para
el desarrollo de enfermedades crónicas incluyendo las car-
diovasculares, diabetes y cáncer.

El jueves 22 de marzo, en esta tribuna, el diputado Efraín
Arizmendi Uribe lo menciona en su intervención. Textual-
mente en uno de los párrafos dice: hoy en día las enferme-
dades crónicas degenerativas —como aquí se ha dicho—
las enfermedades del corazón, la hipertensión arterial, la
diabetes mellitus, el cáncer, consumen gran cantidad de re-
cursos porque no se curan, nada más se controlan.

Voy a hacer referencia también a un documento que ya el
compañero Alejandro Sánchez hizo referencia; es de la or-
ganización de Con México, el Consejo Mexicano de la In-
dustria de la Producción de Consumo, Asociación Civil, fe-
chado el 18 de mayo de 2005, 2006 —perdón.

En uno de sus párrafos manifiesta, el presidente de esta or-
ganización, que coincide plenamente con los ciudadanos
senadores —de uno de ellos que había propuesto esta ini-
ciativa.

Dice: en la importancia de tomar medidas para responder a
los crecientes problemas de obesidad y sobrepeso que en-
frenta nuestro país. Ahí plenamente este organismo Con
México, acepta que es de importancia atender estos pro-
blemas.

Por eso es que nosotros, la fracción parlamentaria del Par-
tido de la Revolución Democrática, estamos por el sentido
como viene la minuta de la Cámara de Senadores: apoyar a
esa iniciativa. Y quiero hacerles mención de que el artícu-
lo 115, que se está proponiendo por la Comisión de Salud,
es nada más proponer la investigación sobre efectos del
consumo de productos de bajo contenido nutricional y alto
contenido de valor energético. Y también, el artículo 49 de
la Ley de Protección del Consumidor dice que no se podrán
hacer promociones y ofertas con productos de bajo conte-
nido nutricional y alto contenido de valor energético.

Entonces, compañeras diputadas, compañeros diputados,
nosotros les pedimos con toda responsabilidad que vote-
mos en favor de como viene la minuta propuesta por un se-
nador del PAN. Que no permitamos que las niñas y los ni-
ños de este país, a través de los programas televisivos y de
radio y donde promueven estos productos, puedan llegar a
tener un problema de obesidad y consecuentemente los
problemas que aquí mencionamos ya.

Entonces, muchas gracias por su atención y les pedimos
esa responsabilidad en su voto. Gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gracias
diputado Mendoza Maldonado. Tiene la palabra el diputa-
do Juan Guerra.

El diputado Juan Nicasio Guerra Ochoa: Gracias, ciu-
dadano Presidente. Compañeras, compañeros, yo quiero
hacer un llamado a la conciencia, a que le pongamos aten-
ción a este punto porque luego votamos aberraciones que
no vamos a saber cómo explicarlo. Les quiero decir lo que
estamos desechando.

Es una minuta que viene avalada por el Senado, por todos
los grupos parlamentarios y que lo que dice es muy con-
creto.

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo…

Fracción IX. Promover investigaciones sobre los efectos
del consumo de producto de bajo contenido nutricional y
alto valor energético, del abuso en el consumo de los mis-
mos y de las acciones para controlarlo.

Esto es necesario porque la obesidad es una epidemia, so-
mos el primer lugar en países con el porcentaje más alto de
obesidad; qué de malo tiene que la Secretaría investigue es-
to en materia de alimentación.

Segundo. Se adiciona el párrafo segundo al artículo 49 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor para quedar de
la siguiente forma:

Artículo 49. No se podrán realizar promociones y ofertas
sobre productos de bajo contenido nutricional y alto valor
energético.

Yo sí les llamo a la conciencia. ¿Estamos defendiendo a la
población y a las instituciones o a empresas que producen
productos de bajo contenido nutricional? O sea, a mí no me
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interesa si es Bimbo, si es Pepsico; lo que no podemos los
diputados es que pareciera que estamos siendo sobornados
por estos grupos para simple y sencillamente prohibirle a la
Secretaría de Salud que no investigue sobre el contenido
proteico de los alimentos y que no se prohíba la difusión de
aquellos alimentos que generan enfermedades que son de
las más graves que tenemos: las de desnutrición y de obe-
sidad en el país.

Yo sí les llamo, ¿de qué se trata? Y les pido que votemos
en conciencia. Cómo vamos a rechazar, a permitir que re-
chacemos una minuta que viene avalada por todos los gru-
pos, que está viendo una situación de salud, que está vien-
do una situación de protección y que de repente este
Congreso se coloque como cabildero de parte de algunos
grupos que venden alimentos chatarra, que no quiere que
se investigue nada, que no quiere que se prohíba la difusión
de alimentos que no son alimentos, sino que más bien son
daño a la salud.

¿De qué se trata? ¿Qué vamos a hacer como Congreso?,
¿ser empleados y cabilderos de grupos que no están contri-
buyendo a la salud? ¿O a defender a la población y a las
instituciones? Sí les pido, por favor, que no pasemos este
paquete y que tomemos en conciencia esta situación; o que
nos diga el área, la Comisión, quien quiera defenderlo, una
sola razón de por qué estamos desechando esto; que cuan-
do menos defiendan y den la cara, porque simple y senci-
llamente algo que ya viene de consenso: “Oye, vamos por-
que me habló Pepsico o me habló Bimbo y no quiere que
se investiguen sus alimentos y el daño que éstos ocasionan
a la salud”.

Yo digo nombres, pero aquí no vienen nombres. Aquí —
repito— lo único que se dice es que la Secretaría de Salud
investigue sobre productos de bajo contenido nutricional y
que no se podrán realizar promociones y ofertas sobre pro-
ductos sobre productos de bajo contenido nutricional y al-
to valor energético.

Mi pregunta es, si esta minuta la desechamos —que viene
del Senado—, ¿a quién estamos defendiendo ya como
Congreso? Por lo menos aclaren eso; ya no sé lo que esta-
mos haciendo. Aquí del lado de quién estamos y qué inte-
reses estamos defendiendo.

Ojalá votemos —les pido reflexionen—, votemos en con-
ciencia y no nos prestemos a que el Congreso sea utilizado
por algunos grupos económicos a quienes no les importa la

salud de México ni tampoco si las instituciones investigan
o no el contenido nutricional de los alimentos. Gracias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Juan Guerra. Ha solicitado la palabra tam-
bién el diputado Octavio Martínez, del grupo parlamenta-
rio del PRD y el diputado Samuel Aguilar, posteriormente.

El diputado Octavio Martínez Vargas: Gracias, Presi-
dente. Compañeras y compañeros, habría que remontarnos
al origen de esta iniciativa. Un senador de Acción Nacional
—senador de Acción Nacional— es quien estructura esta
modificación tan importante, hace un análisis profundo de
las consecuencias, las enfermedades de obesidad en nues-
tro país y da cauce a este trámite. Es aprobado por unani-
midad en el Senado de la República, llega a la Cámara la
minuta y queremos desecharla. Oh, sorpresa, cuando de-
biésemos estar ocupados por la salud de los mexicanos y de
las mexicanas y principalmente de la niñez.

Ocupamos el segundo lugar a nivel mundial en problemas
de obesidad, de sobrepeso, de diabetes, etcétera. Creo,
compañeras y compañeros diputados, que debemos hacer
una reflexión a este punto muy concreto, a efecto de no
desechar este punto.

Habría que estar muy atentos, ocuparnos de este tema que
es un tema de salud pública, que es un tema que tiene que
ver, sin duda, con el desarrollo de nuestro país, con el des-
arrollo de nuestras regiones.

Creo que había —más bien no creo—, había voces al inte-
rior de la Comisión de Economía del grupo parlamentario
del PRI y del PAN que tenían dudas sobre este tema. Hoy
debiésemos de estar atentos. Creo que es un tema muy im-
portante, es un tema quizá de los más destacados que este-
mos viendo en este período y que tenemos que ponerle
atención. Se trata de un problema de salud. Por su atención,
muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Martínez. Tiene la palabra el diputado Sa-
muel Aguilar Solís, del grupo parlamentario del PRI.

El diputado Samuel Aguilar Solís: Gracias, diputado Pre-
sidente. Amigas y amigos. En el mes de diciembre tuvi-
mos, tanto en la Comisión de Hacienda como aquí en el
pleno, una amplia discusión sobre el tema específico de los
refrescos. Seguramente todos lo recordaremos.
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Hoy lo traigo a colación porque efectivamente, los mismos
elementos que se dieron en aquella ocasión, siguen siendo
válidos para esta minuta en contra de la comida chatarra
que ha enviado el Senado de la República y que me parece
que debemos de respaldar plenamente.

Hemos hablado que las instituciones de salud se encuen-
tran en crisis en un punto específico que son los fondos de
salud y, uno de esos puntos específicos es justamente el
problema de las enfermedades crónico-degenerativas entre
las que se encuentra el problema de la diabetes.

El problema de la obesidad en nuestro país es un problema
de salud pública, compañeras y compañeros; y ese proble-
ma de salud pública está también desfinanciando los fon-
dos de las propias instituciones de salud.

Independientemente de los temas de carácter preventivo y
educacional que tenemos como mexicanos y como legisla-
dores que emprender, es importante también recuperar lo
que otros legisladores en la Cámara de Senadores han esta-
do presentando. Es cierto y puede ser que técnicamente no
esté especificado en esa iniciativa cuáles son los elementos
de contenido nutricional que deba de tener uno u otro pro-
ducto.

En el periodo pasado presenté una iniciativa justamente,
que señala de manera específica en la Ley de Salud cuáles
deben de ser los elementos para ser declarado que es un ali-
mento con contenido nutricional o no; y me parece que és-
te es el momento de que vayamos avanzando en ese senti-
do. Por lo mismo, me parece que también en términos de
técnica legislativa, la Comisión que ha dictaminado esto te-
nía que haber considerado que no solamente tenía una mi-
nuta de la Cámara de Senadores, sino que existía una ini-
ciativa de esta legislatura para poder haber dictaminado en
su conjunto.

Por eso mismo y porque el problema de la obesidad, el pro-
blema de la diabetes se convierten en un tema de salud pú-
blica y porque es justamente uno de los temas centrales del
desfinanciamiento de los fondos de salud de las institucio-
nes de seguridad social, es que debemos de apoyar la mi-
nuta de la Cámara de Senadores y avanzar en contra del
contenido de toda esta comida chatarra que día con día es-
tá generando los problemas de salud en nuestro país. Es
cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Samuel Aguilar. Tiene la palabra la diputada

Adriana Rodríguez Vizcarra Velázquez, del grupo parla-
mentario del PAN.

La diputada Adriana Rodríguez Vizcarra Velázquez:
Con su venia, señor Presidente. Compañeros, efectivamen-
te este dictamen surgió del PAN, pero yo considero —co-
mo consideramos todas y todos los que estamos aquí pre-
sentes— que tenemos una libertad de pensamiento.

Todos podemos ir a favor o en contra de tal o cual cosa y
aunque haya surgido como un proyecto por parte de Acción
Nacional, sabemos nosotros también que esto, a través del
estudio que ya se hizo del análisis de buscar todo el fondo
del problema, no está llegando a resolver. Muchos de uste-
des en lo personal y en lo particular me lo hicieron saber
inclusive.

Esto se los comento porque, de alguna manera, lo que nos-
otros tenemos que buscar en este claro problema es, ¿cómo
verdaderamente podemos atacar el problema de obesidad?
Hoy sabemos que el problema de obesidad en México exis-
te. No nos tapamos los ojos, tampoco decimos que no exis-
te, pero queremos encontrar soluciones que verdaderamen-
te resuelvan un problema sin ocasionarnos un siguiente
problema.

Desde el punto de vista económico todo mundo sabemos
que viendo toda la cadena productiva de cualquier sector,
hay que analizar cómo es como se afecta y desde el punto
final que la comercialización y desde el principio de origen
que es el campo, ahí puede haber una afectación.

No estamos de ninguna manera en desacuerdo ni en contra
de atacar el problema. Por supuesto que se tiene que aten-
der, pero consideramos que definitivamente el problema es
mucho más de fondo que el hecho de que un producto se
está consumiendo o dejando de consumir.

El problema tiene que ver muchísimo más con problemas
de tipo cultural. Hoy problemas muy de fondo a donde hay
que ir, ahí, en las familias y hay que ir ahí a verdadera-
mente resolver sin provocar un siguiente problema —uste-
des y yo lo sabemos— que el problema de generación de
empleos es uno de los principales problemas a los que es-
tamos tratando —entre todos— de encontrarle la solución.

Y a través de esta propuesta y de esta iniciativa que no iba
a resolver el problema, sí podía generar otro tipo de pro-
blemas, otro tipo de situaciones que habría que resolver
posteriormente. Realmente se quedaba corta no podía real-
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mente, no estaba aportando lo que se debía, necesitamos
encontrar y eso fue el acuerdo que tuvimos dentro de la Co-
misión de Economía misma y estoy seguro que también de
la Comisión de Salud, de encontrar un problema, una solu-
ción real del problema.

Yo les comento lo siguiente, simple y sencillamente, ha-
blando ahorita que se tomó lo de los refrescos, yo les co-
mento que nosotros vemos en todas las construcciones a
nuestros albañiles, a los hombres de trabajo, comiendo con
refresco, necesitan de esas calorías. Nada más que ninguno
de ellos está obeso por la cantidad de trabajo que está ha-
ciendo constantemente y el tipo de trabajo que hace, que es
duro, que es fuerte.

Sin embargo, nuestros niños están dentro de las escuelas
sin hacer ejercicio porque no hay realmente un programa
adecuado de deporte, y en las tardes se pasan todo el tiem-
po sentados viendo televisión. Ahí están los papás, en don-
de tienen que buscar también otras alternativas y no sola-
mente ir contra esta parte que estamos nosotros en este
momento debatiendo.

Los invito a que lo analicemos y que vayamos a construir
una verdadera iniciativa que nos dé la herramienta, no es-
temos debatiendo en este sentido cosas que no estamos ata-
cando, todas las aristas se deben atacar. Gracias, gracias se-
ñor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Rodríguez Vizcarra. Consulte la Secretaría a
la Asamblea, en votación económica, si este punto de
acuerdo en específico es de aprobarse…

El diputado Samuel Aguilar Solís (desde la curul): Presi-
dente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Sonido
a la curul del diputado Samuel Aguilar.

El diputado Samuel Aguilar Solís (desde la curul): Señor
Presidente, de manera respetuosa, le solicito consulte a es-
ta Asamblea si el dictamen de la Comisión se regresa a co-
misiones justamente por los argumentos aquí esgrimidos.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Consul-
te la Secretaría, como ha sido solicitado…

El diputado Tonatiuh Itzcóatl Bravo Padilla (desde la
curul): Diputado Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Sonido
a la curul del diputado Tonatiuh Bravo.

El diputado Tonatiuh Itzcóatl Bravo Padilla (desde la
curul): Sí Presidente, el grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática también solicita que este dicta-
men negativo, que proviene de una minuta del Senado, se
regrese a comisiones, en respaldo y en coincidencia con lo
que acaba de plantear el diputado Aguilar.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Sonido
a la curul de la diputada Rodríguez Vizcarra.

La diputada Adriana Rodríguez Vizcarra Velázquez
(desde la curul): Señor Presidente, me parece bien el que
regrese a comisiones. Quiero comentarles que tal cual co-
mo está en este momento, todos los miembros de la Comi-
sión —bueno, la mayoría de los miembros integrantes de la
Comisión de Economía— votaron a favor de que se dese-
chara por los términos en los que está. De hecho, ésa era
nuestra propuesta, trabajar en una nueva iniciativa. Pero es-
tamos de acuerdo en que en lugar de una nueva iniciativa,
pueda ser regresada a comisiones y volver a trabajar con
las modificaciones que se le tengan que hacer a este dicta-
men.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Consul-
te la Secretaría a la Asamblea si se regresa a comisiones el
punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se pregunta a la Asamblea si el dictamen se regresa a las
comisiones unidas. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Se de-
vuelve este punto de acuerdo a las comisiones unidas.
Sonido a la curul de la diputada Monreal.

La diputada Susana Monreal Ávila (desde la curul): Se-
ñor Presidente, nada más que quede en la versión que no es
cierto que la mayoría de los miembros de la Comisión vo-
tamos porque se desechara este dictamen. No fue así, para
que no quede asentado que fue por aprobación de todos los
integrantes; no fueron todos. La fracción del PRD estuvo
en contra de que se desechara ese dictamen.
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El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Está
asentado; pero está firmado por mayoría. Así llegó el dic-
tamen a la Mesa Directiva. Ya quedó en el Diario de los de-
bates.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación económi-
ca, si son de aprobarse todos los demás puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca, se pregunta a la Asamblea si se aprueban todos los de-
más puntos de acuerdo. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo.

Señor Presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Apro-
bados los puntos de acuerdo. Archívense los expedien-
tes como asuntos totalmente concluidos.

ERNESTINA ASCENSIO ROSARIO

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: El si-
guiente punto del orden del día es sobre la violencia de gé-
nero contra las mujeres en la zona de Zongolica, Veracruz.
Se han registrado para referirse al tema las siguientes dipu-
tadas y diputados: Aída Marina Arvizu Rivas, Blanca Luna
Becerril, Rosa Elia Romero Guzmán, María del Carmen
Salvatori Bronca, Pilar Guerrero Rubio, Pedro Montalvo
Gómez, Maricela Contreras Julián y María del Pilar Orte-
ga Martínez. Tiene la palabra la diputada Aída Marina Ar-
vizu Rivas, del grupo parlamentario de Alternativa.

La diputada Aída Marina Arvizu Rivas: Gracias, señor
Presidente. Si la Constitución no existe para una mujer po-
bre, anciana, indígena; no existe para nadie y que no nos
demos cuenta de esto es muy grave.

Para Ernestina Ascencio Rosario, su familia y sus vecinos
en su comunidad ésa es la realidad.

El artículo 17 de la Constitución que establece el derecho
a una justicia pronta, completa e imparcial, en este caso no
le hace sentido a nadie. Evidentemente me refiero a la ac-
tuación de las dependencias involucradas tanto a nivel fe-

deral como estatal en las investigaciones. A todas luces re-
sulta inaceptable el agravio generado a la ciudadanía de es-
te país con el tratamiento ligero, poco escrupuloso, en su-
ma irresponsable, que se ha dado hasta hoy en este asunto.

El caso nos refleja una nación donde para las instituciones
señaladas anteriormente, la procuración de justicia se redu-
ce a la mera emisión de boletines de prensa donde se incri-
minan y se exculpan con declaraciones que pretenden más
convencer a la opinión pública que alcanzar la verdad de
los hechos.

¿Y dónde está la transparencia tan llevada y tan traída de
las instituciones? No hay un solo elemento en ninguna de
las páginas Web de las instituciones involucradas, que dé
cuenta de las investigaciones que se están haciendo en el
caso.

En primera instancia el Gobierno de Veracruz y Subprocu-
raduría General de Justicia no sólo no concluyen sus pes-
quisas, sino que los procedimientos inicialmente realizados
han sido descalificados por la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos. De ser ciertas las afirmaciones de dicho ór-
gano autónomo, estamos ante un caso extremo de incom-
petencia e incapacidad.

Por su parte, la Secretaría de la Defensa Nacional emite co-
municados, en el mejor de los casos, que rayan en la inge-
nuidad, al afirmar el 6 de marzo que peritos especialistas
llevan a cabo dictámenes forenses consistentes en compa-
rar el líquido seminal recogido en el cuerpo de la occisa,
para afirmar un mes después, repito, un mes después, que
nunca se contó con las pruebas para realizar tal compara-
ción. ¿Acaso el secretario de la Defensa fue mal informa-
do o nos está mintiendo?

Cuando el 7 de marzo me entrevisté con él, me reiteró la
realización de dichas pruebas para demostrar si hubo o no
participación del personal militar en la violación de Ernes-
tina. ¿Debo dudar de su palabra? ¿Debo dudar entonces
también de su palabra empeñada en el caso de Castaños,
Coahuila, cuando me dijo que la Secretaría de la Defensa
Nacional no protege delincuentes?

En tercer lugar, la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos no es ajena a esta perversa forma de esclarecimiento de
los hechos, al emitir otros tantos comunicados de prensa
los días 14 y 29 de marzo, donde señala las ineficiencias de
la Procuraduría de Justicia de Veracruz. Pero se cuida a la
fecha, de presentar el informe final de la investigación por
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tratarse, según la propia visitadora, de una investigación
que sigue abierta. Si ése es el caso ¿qué sentido tiene que
haya hecho tales comunicados?

Finalmente el Presidente de la República emite el 13 de
marzo una declaración que no puede calificarse sino de li-
gera, en la que descalifica toda la posibilidad de muerte
violenta sin que ninguna instancia hubiera concluido sus
investigaciones.

Debo recordarles que en este momento la palabra del Pre-
sidente está en juego. La función de cualquier institución
es generar certeza. Y la actuación de la Procuraduría de Ve-
racruz, de la Secretaría de la Defensa Nacional, de la Co-
misión de los Derechos Humanos y de la Presidencia de la
República sólo ha generado duda e incredulidad. Lo diji-
mos y lo reiteramos, el mayor daño a las instituciones es el
que generan los responsables de las mismas al emitir men-
sajes contradictorios.

No han sido los pobladores de la sierra de Zongolica o los
medios de comunicación o los partidos opositores los que
atentan contra las instituciones y su credibilidad, son los
propios encargados de su conducción, que con tales men-
sajes sólo generan incertidumbre; pero sobre todo, dejan en
total indefensión a la ciudadanía. Ernestina, mujer anciana,
pobre e indígena, para ella no hay justicia, para su familia
no hay justicia y para su comunidad no hay justicia; pero
sobre todo, no hay consuelo a su dolor.

Por eso nosotros solicitamos que la Procuraduría General
de la República atraiga el caso y particularmente a través
de la Fiscalía Especializada en Delitos contra las Mujeres,
ya que la Procuraduría del estado ha sido incapaz de resol-
ver el asunto.

Al mismo tiempo propongo integrar una comisión de in-
vestigación conformada por legisladores de todos los gru-
pos parlamentarios que tengan por cometido aclarar la pro-
fundidad de los hechos que ahora debatimos; así como para
que conozca también los avances y la situación que guarda
el caso de las mujeres agredidas en la ciudad de Castaños,
Coahuila.

Reconozco que éste último no es el motivo que ahora nos
ocupa. Pero tanto en Zongolica como en Castaños se pre-
sentan al menos tres similitudes básicas que resultan por
demás preocupantes  son agresiones contra mujeres en las
que se presume la participación del personal militar y don-
de las instancias locales, por lo menos de manera eufemís-

tica lo digo, han tenido dificultades para resolver los casos.
Tal comisión deberá concluir sus trabajos y presentar sus
conclusiones en un plazo máximo de dos meses.

Compañeras y compañeros diputados, este caso es muy im-
portante y no podemos dejarlo de lado, no es un asunto
contra las mujeres, es un problema de justicia que no ha si-
do resuelto y que parece que no va a ser resuelto y que los
diputados tenemos que poner lo que toca de nuestra parte.

Le pido al Presidente de la Mesa que mi solicitud de Co-
misión Especial se turne a la Junta de Coordinación Políti-
ca. Gracias.

«Posicionamiento sobre la violencia de género contra las
mujeres en Zongolica, Veracruz, presentada por la diputa-
da Marina Arvizu Rivas, del Grupo Parlamentario de Al-
ternativa.

Si la Constitución no existe para una mujer anciana, pobre,
indígena, no existe para nadie. Y que no nos demos cuenta
de esto es muy grave. Para Ernestina Ascensio Rosario, su
familia y vecinos, en la comunidad de Tetlatzinga es esa su
realidad. El artículo 17 de la Constitución General de la
República que establece el derecho a una justicia pronta,
completa e imparcial en este caso no tiene sentido. Evi-
dentemente me refiero a la actuación de las dependencias
involucradas tanto a nivel federal como estatal en las in-
vestigaciones. A todas luces resulta inaceptable el agravio
generado a la ciudadanía del país con el tratamiento ligero,
poco escrupuloso, en suma, irresponsable, que se ha dado
hasta la fecha de tal asunto. Hoy, el caso nos refleja una na-
ción donde para las instituciones señaladas la procuración
de justicia se reduce a la mera emisión de boletines de
prensa, donde se incrimina o exculpa con declaraciones,
que pretenden más convencer a la opinión pública que al-
canzar la verdad de los hechos. ¿Y dónde está la tan lleva-
da y traída transparencia de las instituciones?

En primera instancia, el gobierno de Veracruz y su Procu-
raduría General de Justicia estatal no sólo no concluyen sus
pesquisas, sino que los procedimientos inicialmente reali-
zados han sido descalificados por la Comisión Nacional de
Derechos Humanos. De ser ciertas las afirmaciones de di-
cho organismo autónomo, estamos ante un caso extremo de
incompetencia e incapacidad.

Por su parte, la Secretaría de la Defensa Nacional emite co-
municados que, en el mejor de los casos, rayan en la inge-
nuidad al afirmar el 6 de marzo que “Peritos especialistas
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llevan a cabo dictámenes forenses, consistentes en compa-
rar el líquido seminal recogido en el cuerpo de la hoy occi-
sa” para afirmar un mes después, repito, un mes después,
que nunca se contó con las muestras para realizar tal com-
paración. ¿Acaso el secretario de la Defensa Nacional fue
mal informado o está mintiendo? Cuando el 7 de marzo me
entrevisté con él, me reiteró la realización de dichas prue-
bas para demostrar si hubo o no participación de personal
militar en la violación de Ernestina. ¿Debo dudar de su pa-
labra? ¿Debo dudar entonces también de su palabra empe-
ñada sobre el caso de Castaños, Coahuila cuando me dijo
que la Secretaría de la Defensa Nacional no protege delin-
cuentes?

En tercer lugar la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos no es ajena a esta perversa forma de esclarecimiento de
los hechos, al emitir otros tantos comunicados de prensa
los días 14 y 29 de marzo donde señala las ineficiencias de
la procuraduría de justicia de Veracruz pero se cuida, a la
fecha, de presentar el informe final de la investigación, por
tratarse, según la visitadora encargada “de una investiga-
ción que aún sigue abierta”. Si es el caso, ¿qué sentido tie-
nen tales comunicados?

Finalmente el Presidente de la República emite el 13 de
marzo una declaración que no puede calificarse sino de li-
gera, en la que descalifica toda posibilidad de muerte vio-
lenta, sin que ninguna instancia hubiera concluido sus in-
vestigaciones. La palabra del Presidente está en juego.

La función de cualquier institución es generar certeza. Y la
actuación de la Procuraduría de Veracruz, de la Secretaría
de la Defensa Nacional, de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos y de la propia Presidencia de la República
sólo genera duda e incredulidad. Lo dijimos al secretario
de Gobernación y lo reiteramos ahora: el mayor daño a las
instituciones es el que generan los responsables de las mis-
mas, al emitir mensajes contradictorios. No han sido los
pobladores de la Sierra de Zongolica o los medios, o los
partidos opositores los que atentan contra las instituciones
y su credibilidad. Son los encargados de su conducción
que, con tales mensajes, sólo generan incertidumbre, pero
sobre todo dejan en totalmente indefensa a la ciudadanía.

Ernestina era mujer, anciana e indígena. Para ella, su fami-
lia y su comunidad no hay justicia, y para su dolor no hay
consuelo. Esta Cámara de Diputados debe tomar cartas en
el asunto para impedir que los agravios cometidos contra
esta mujer queden en la impunidad. Solicitamos que la
PGR atraiga el caso, particularmente a través de la Fiscalía

Especializada en Delitos contra las Mujeres, ya que la Pro-
curaduría del estado se ha mostrado incapaz de resolverlo.

Asimismo, propongo integrar una comisión de investiga-
ción, conformada por legisladores de todos los grupos par-
lamentarios, que tenga por cometido aclarar a profundidad
los hechos que ahora debatimos, así como para que se co-
nozcan los avances y la situación que guarda el caso de las
mujeres agredidas en Castaños, Coahuila. Reconozco que
este último no es el motivo que ahora nos ocupa, pero tan-
to en Zongolica como en Castaños se presentan al menos
tres similitudes básicas que me resultan por demás preocu-
pantes: son agresiones contra mujeres, en el que se presu-
me la participación de personal militar, y en donde las ins-
tancias locales han tenido dificultades para resolverlo a la
brevedad. Tal comisión deberá concluir sus trabajos y pre-
sentar sus conclusiones en un plazo máximo de dos meses.
Compañeros legisladores. Lo anterior es lo mínimo que
podemos hacer. Mil gracias.

Diputada Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica).»

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Marina Arvizu. Tiene la palabra la diputada
Blanca Luna Becerril, del grupo parlamentario de Nueva
Alianza.

La diputada Blanca Luna Becerril: Con el permiso de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, una
de las más graves transgresiones a los derechos humanos
de las mujeres por su incidencia y repercusiones en la vida
familiar y social es la violencia.

El 47 por ciento de las mujeres mexicanas la padecen,
nuestro país se encuentra dentro de las 15 naciones del
mundo con más homicidios dolosos de mujeres y forma
parte de los 30 países con las tasas más altas de violación.

La violencia de género es, en México, un fenómeno que
afecta a las mujeres de todos los niveles educativos y de to-
das las clases y grupos sociales. Esta situación se agrava
cuando existen factores de vulnerabilidad como son: la po-
breza, la escasa educación, la falta de información y acce-
so a la misma. La trágica muerte de Ernestina Ascencio
Rosario, indígena nahuátl de 73 años de edad, ha estado
llena de contradicciones y declaraciones encontradas. Lo
que ha generado un clima de incertidumbre y desconfianza
sobre las investigaciones realizadas. Esta muerte, como la
de muchas otras mujeres debe ser esclarecida.
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El caso de Ernestina es un claro ejemplo de la condición de
marginación en la que viven muchas mujeres mexicanas.
Tenemos que incrementar los mecanismos de defensa y
promoción para que las mujeres mexicanas puedan vivir li-
bres de violencia y discriminación.

La actuación de las autoridades en los distintos ámbitos de
competencia debe estar apegada al estado de derecho. No
solamente con el fin de buscar la verdad y la justicia, sino
porque requerimos fortalecer a las instituciones encargadas
de la procuración de justicia en nuestro país.

Nueva Alianza, rechaza enfáticamente cualquier acto de
violencia contra las mujeres y exige el mayor esfuerzo de
las autoridades para prevenirla y castigarla. Su erradica-
ción debe ocupar un sitio prioritario en la agenda, como un
principio de convivencia básica.

Pedimos que las autoridades efectúen la investigación de
manera responsable, con objetividad y veracidad, para que
el resultado aumente la confianza en las instituciones. Por
su atención, muchas gracias.

Presidencia de la diputada 
Ruth Zavaleta Salgado

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada Blanca Luna Becerril. Tiene el uso
de la palabra la diputada Rosa Elia Romero Guzmán, del
grupo parlamentario del PT. Esta Presidencia da un saludo
a los alumnos de la escuela Preparatoria Cuatro de la dele-
gación Miguel Hidalgo, que se encuentran con nosotros.

La diputada Rosa Elia Romero Guzmán: Con la venia
de la Presidencia. Compañeras y compañeros diputados, es
del conocimiento nacional el fallecimiento de la señora Er-
nestina Ascencio Rosario, quien era una persona de edad
avanzada, originaria de la comunidad de Tetlazinga, perte-
neciente al municipio de Soledad Atzompa, enclavado en
la sierra de Zongolica, Veracruz, que es una región neta-
mente indígena.

La causa de ese fallecimiento ha sido señalado, por los fa-
miliares de la víctima y sus vecinos, como resultado de una
violación sexual multitudinaria ejecutada por varios milita-
res, pertenecientes al Cuartel Militar de San Antonio, del
63 Batallón de Infantería, con base en el municipio de Ori-
zaba, Veracruz.

Nos ha causado asombro e indignación haber escuchado, de
labios de Felipe Calderón, decir que la causa de ese deceso
fue por una gastritis. Porque, desde nuestra opinión, su obli-
gación no es exculpar al Ejército, sino instruir la realiza-
ción de una investigación a fondo en relación con las cau-
sas de la muerte de esta anciana y de la actuación de los
militares involucrados en este acto criminal.

También nos produce extrañeza y tristeza ver como el se-
ñor José Luis Soberanes, presidente de la Comisión Nacio-
nal de Derechos Humanos, tire por la calle el poco presti-
gio de esta institución para defender lo indefendible en este
asunto.

Queremos señalar que la muerte de esta anciana sólo es la
punta de lo que sucede realmente en la sierra de Zongoli-
ca, Veracruz, desde 1977 hasta nuestros días.

Con el pretexto de perseguir a guerrilleros, esa zona ha si-
do militarizada desde ese entonces y la violación a las ga-
rantías individuales y los derechos humanos de la pobla-
ción indígena asentada en esa región ha sido documentada
de manera amplia y profusa en toda la prensa nacional e in-
ternacional.

Por lo tanto, el caso que hoy nos ocupa es uno de cientos
de violaciones a los derechos humanos y de asesinatos de
indígenas en la región.

Desde esta tribuna retamos a quienes nieguen esta realidad,
a carearse con los habitantes de esas comunidades y com-
probar lo que aquí estamos aseverando.

Al gobierno de Calderón le debe quedar claro que los ha-
bitantes de esa región no quieren más presencia de los mi-
litares. Por esa razón han solicitado por escrito a los gobier-
nos estatal y federal, la salida inmediata de los militares y
han puesto como condición que jamás vuelvan a pisar un so-
lo pedazo de la sierra de Zongolica, Veracruz, porque en ese
lugar hay indígenas dedicados al trabajo para poder subsis-
tir, que no son guerrilleros.

Es más, el gobierno federal y estatal deberían de preocu-
parse por la situación de miseria extrema en la que vive ca-
si la totalidad de los habitantes de esa región y no andar
asesinando y violando a sus habitantes.

Por las consideraciones antes expuestas, el grupo parla-
mentario del Partido del Trabajo, apoyamos el punto de
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acuerdo en comento. Es cuanto, señora Presidenta. Muchas
gracias.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gra-
cias, diputada Rosa Elia Romero Guzmán. Tiene el uso de
la palabra la diputada María del Carmen Salvatori Bronca,
del grupo parlamentario de Convergencia.

La diputada María del Carmen Salvatori Bronca: Con
el permiso de la Presidencia. Compañeras y compañeros
legisladores, es imposible permanecer inertes ante hechos
tan penosos como el acaecido el pasado 26 de febrero en
Zongolica, Veracruz, de donde soy diputada.

Mantenerse pasivo cuando una de nuestras mujeres indíge-
nas veracruzanas, Ernestina Ascencio Rosario, de 73 años;
una persona de la tercera edad que merecía una vida digna
y muere a causa de complicaciones en diversos órganos vi-
tales provocados por una violación múltiple, según los tér-
minos del primer reporte médico.

El hecho fue perpetrado, presumiblemente, por soldados
del cuartel militar de San Antonio, asentados en diferentes
lugares de la sierra de Zongolica.

Como resultado de lo anterior, hemos debido escuchar de-
claraciones irresponsables que en nada ayudan, sino que
entorpecen y confunden los procedimientos; e incluso, qui-
zás han orientado el resultado de las investigaciones hacia
un determinado sentido, tal como la vertida por el Ejecuti-
vo federal cuando en entrevista concedida al periódico La
Jornada, el pasado mes de marzo, comentó que la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos intervino y que el
resultado de la necropsia fue que falleció de gastritis cróni-
ca no atendida.

El 29 de marzo, a un mes de lo sucedido, escuchamos las
declaraciones vertidas por el presidente de la CNDH, las
cuales resultan verdaderamente sorprendentes, al afirmar
que los estudios técnico-científicos efectuados hasta el mo-
mento, descartan muerte por violación; y por el contrario,
indican anemia provocada por úlceras gástricas, declara-
ción paradójicamente coincidente con lo antes manifestado
por el Ejecutivo, misma que a la luz, expresada por el pri-
mer visitador de la CNDH Raúl Plascencia el pasado 4 de
abril, refiere contrastes importantes, cuando afirmó que la
Comisión no había terminado su investigación y que no se
podía determinar aún si había violación o no, declaraciones
que nos conducen a preguntarnos:

¿Por qué Soberanes fue categórico en negar que hubo vio-
lación? Sobre todo cuando Plascencia también expresó que
aún no se habían tomado en cuenta las pruebas terminales
que el Ejército afirmó tener en su poder.

Por todo lo anteriormente expuesto, Convergencia se pro-
nuncia para que el presidente de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos comparezca ante el pleno de esta
Cámara de Diputados a explicar detalladamente los resul-
tados de la investigación realizadas sobre la muerte de es-
ta mujer indígena, que tanto ha lastimado a todas las muje-
res mexicanas, y que esto se haga antes de que realice la
opinión integral sobre el caso y emita la recomendación co-
rrespondiente.

Actualmente, señoras y señores diputados, nos encontra-
mos en un intenso debate entre el derecho a la vida de un
embrión y la despenalización plena del aborto, ¿pero qué
decidir de la vida cuando el homicidio y la violación la
truncan ante la insensibilidad de la propia autoridad?, ¿có-
mo se defiende el derecho a la vida en estos casos, señoras
y señores diputados?

Por lo anteriormente expuesto solicito respetuosamente a
la Presidencia someta a la consideración del pleno esta pe-
tición y muchísimas gracias por su atención.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada María del Carmen Salvatori.  Tiene el
uso de la palabra la diputada Pilar Guerrero Rubio del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

La diputada Pilar Guerrero Rubio: Con el permiso de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, la
violencia de género que se suscita en nuestro país es un la-
mentable ejemplo más de que la agresión hacia las mujeres
es una desgracia que permea en nuestra sociedad.

Recordemos la Declaración sobre la Eliminación de la Vio-
lencia contra la Mujer en 1993, que establece claramente
que la violencia contra las mujeres, es todo acto de brutali-
dad basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o
pueda tener un daño o sufrimiento físico, sexual o psicoló-
gico, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la
privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la
vida pública como en la vida privada.

Sin duda alguna el tema que hoy nos ocupa es determinan-
te, pues este tipo de violencia es desafortunadamente un
hecho nacional, que no respeta clases sociales, condición
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económica, nivel educativo, credo o raza, y peor aún, es un
acto que se consuma de manera encubierta.

Particularmente las mujeres indígenas son uno de los gru-
pos de la población que más sufren por la violencia y cuyo
número de casos va en aumento.  Son por mucho las más
vulnerables por su situación de pobreza, atraso que las si-
túa entre las mujeres más victimizadas por todo tipo de
maltrato.

También son víctimas de la delincuencia organizada, mu-
chas veces son esclavizadas a trabajos forzosos o abusadas
en nombre de usos y costumbres arraigados por prácticas
culturales.

Pero si el panorama es desolador y doloroso en las comu-
nidades rurales, las mujeres indígenas que tienen que emi-
grar hacia las ciudades difícilmente encuentran empleo
permanente y además reciben salarios inferiores a los hom-
bres, se ven forzadas a aceptar cualquier trabajo, así se tra-
te de la prostitución o de condiciones laborales deplora-
bles, pues en sus lugares de origen estarían peor.

En la mayoría de los casos tienen que vivir en la indigen-
cia, sin que sean atendidas por las autoridades, todo ello
constituye una violación contra su dignidad e integridad.
Las vejaciones que tienen que soportar no sólo las afectan
a ellas sino también a sus hijos pequeños, que muchas ve-
ces las acompañan, y la situación se agrava para quienes
son adultas mayores. Muchas mujeres indígenas están
conscientes de que para muchos no sólo son inexistentes si-
no que se no se les tiene aprecio.  Nadie sabe lo que pade-
cen en los campos de cultivo, en las calles o en los lugares
de trabajo, porque la indiferencia convierte su realidad en
algo muy parecido al limbo.

Por ello, los abusos que padecen nos obligan a pugnar por
la humanización de la procuración de justicia, pero no só-
lo eso, estamos obligados a luchar por acabar con la vio-
lencia del tipo que sea.

El caso de Ernestina exige una actuación enérgica y efecti-
va para que se conozca la verdad. Que este caso no acabe
en el abandono. Que se investiguen las causas reales y no
se hagan juicios breves en la prensa.

Aprovechemos la reciente conmemoración del Día Interna-
cional de las Mujeres para promover la protección irres-
tricta de los derechos humanos de las mujeres; para con-
cientizar a la población en general sobre el respeto y el

valor de las mujeres al interior de nuestra sociedad. Cada
día es más claro que el pleno desarrollo de México necesi-
ta tomar en cuenta a las mujeres, pues no sería posible pro-
yectar nuestro progreso sin dar a las mujeres el papel pre-
ponderante que posee.

Resulta ineludible que desde esta alta tribuna contribuya-
mos a reconocer las prerrogativas, a defender la dignidad y
a valorar la integridad de todas las mujeres pero en parti-
cular de las indígenas. Muchas gracias por su atención.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada Pilar Guerrero Rubio. Tiene el uso
de la palabra el diputado Pedro Montalvo Gómez, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Pedro Montalvo Gómez: Con su permiso,
Presidenta. Han transcurrido 44 días desde que la mañana
del domingo 25 de febrero del presente año fue hallada mo-
ribunda en la comunidad de Tetlanzingo, del municipio de
Soledad Atzompa, en la sierra de Zongolica, Veracruz, dis-
trito al que respetuosamente represento, la señora Ernesti-
na Ascensio Rosario siendo trasladada al hospital de Río
Blanco, en donde falleció al día siguiente, 26 de febrero del
año en curso. Durante este período, sin duda la justicia ha
sido puesta a prueba. La gravedad de este hecho ha llama-
do la atención local y nacional, convirtiéndose en un asun-
to que conmocionó al país entero, constituyendo un clamor
generalizado la demanda de justicia expedita y clara para
que se deslinden las responsabilidades correspondientes.

Sin embargo, a contracorriente de la necesidad de certeza
jurídica, este lamentable suceso ha desbordado cauces ins-
titucionales convirtiéndose en un escenario de supuestos
excesos de declaraciones e inclusive ejercicio extralimita-
do de facultades que lejos de aclarar la situación y darle
tranquilidad a la población acerca del debido funciona-
miento de los órganos de procuración de justicia, han pola-
rizado acerca del debido funcionamiento de los órganos de
procuración de justicia y necesariamente un problema para
el cual la ley tiene su curso adecuado.

Recordemos que tras el hallazgo de la señora Ascensión, la
Procuraduría de Veracruz abrió una investigación en la
agencia especializada en delitos sexuales en Ciudad Men-
doza. La Procuraduría del estado de Veracruz ha tenido co-
mo imperativo concluir una averiguación profesional y
profunda antes de emitir determinaciones, decisiones fina-
les o resoluciones que pudieran ser materia de duda o cues-
tionamiento.
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Por su parte, la Comisión Nacional de Derechos Humanos
envió visitadores a la zona y anunció la investigación de las
denuncias de los familiares de la fallecida y de diversos or-
ganismos civiles de derechos humanos.

Sin esperar al término de las investigaciones judiciales, a
los pocos días el titular de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos, doctor José Luis Soberanes, ofrece infor-
mación en donde emite conclusiones terminantes sobre las
razones del deceso de la víctima contenidas en un docu-
mento llamado Informe Final, aduciendo razones propias
de un médico legista.

Ante la reacción nacional, el primer visitador de dicha Co-
misión ha emprendido un esfuerzo mediático para negar lo
afirmado por el titular llegando a asegurar que sólo se le-
yeron los resultados de las dos necropsias y el primer dic-
tamen médico.

El apresuramiento de la Comisión y sus contradicciones
han motivado fuertes dudas sobre su desempeño, contravi-
niendo el trabajo de muchos años de la misma para acredi-
tar su seriedad y profesionalismo, que le ha ganado la con-
fianza ciudadana, generando el cumplimiento con el
espíritu del Constituyente Permanente que reformó el artí-
culo 102 de nuestra Carta Magna y crea el ombudsman que
insertó a México en las tendencias modernizadoras de las
democracias que salvaguardan los derechos humanos.

Todo este esfuerzo está hoy en tela de duda por una actua-
ción que causa sorpresa y que es atípica. Esta situación re-
quiere explicaciones tanto para los familiares de la señora
Ernestina  —que en paz descanse—, para el pueblo de Mé-
xico, así como para esta representación nacional.

Es preciso fortalecer la legalidad y la certeza, al tiempo que
se garantiza el respeto y la credibilidad en nuestras institu-
ciones fundamentales. Por ello, mi grupo parlamentario
considera que el titular de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos se extralimitó gravemente en sus faculta-
des.

Recordemos que el artículo 21 constitucional atribuye sólo
al Ministerio Público la investigación de los delitos y la
misma delegación jurídica realiza las constituciones loca-
les en sus propios ministerios públicos.

Por lo anterior, dada la seriedad de esta situación, nos pa-
rece necesario que esta representación popular intervenga,
con el afán de restablecer la certeza jurídica en dos senti-

dos. Por un lado, citando a comparecer al titular de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, para que explique
su actuación y las razones de las conclusiones que dio a co-
nocer públicamente.

En segundo lugar, para solicitar que en los términos, se
proponga incorporar como coadyuvante ante el Ministerio
Público, a un diputado por cada grupo parlamentario re-
presentado en este Congreso para el caso en comento. Mu-
chas gracias.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputado Pedro Montalvo Gómez. Tiene el
uso de la palabra la diputada Maricela Contreras Julián, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

La diputada Maricela Contreras Julián: Compañeras y
compañeros, el tema que nos convoca a fijar un posiciona-
miento en esta tribuna no es para denostar el papel que de-
sempeña el Ejército Mexicano, institución que goza de un
reconocimiento entre la sociedad; de lo que se trata es de
exigir el respeto al derecho que tenemos como mexicanas
y mexicanos, de contar con información fidedigna sobre
las conductas de las que presuntamente han participado al-
gunos efectivos militares, de exigir transparencia en las
instituciones para que exista credibilidad por parte de la
población.

Hemos sido testigos de la triste y lamentable muerte de Er-
nestina Ascencio Rosario. Ha dejado esto al descubierto el
trabajo sucio de algunos actores políticos, para cobijar con
el manto de la impunidad a los probables responsables del
vil y cruel asesinato en contra de una mujer indígena de 73
años de edad. Han existido una serie de denuncias por par-
te de familiares de Ernestina, de autoridades y pobladores
del municipio de Soledad Atzompa, en el sentido de que su
muerte fue a causa de una agresión física y sexual.

Derivado de ello las primeras pruebas periciales de las au-
toridades ministeriales del estado de Veracruz, el informe
médico forense, la primera necropsia firmada por tres mé-
dicos legistas, el dictamen del subprocurador estatal y las
declaraciones del procurador del estado, coincidieron con
que el cuerpo de Ernestina presentaba huellas evidentes de
una violación tumultuaria.

Sin embargo, por las irresponsables e inoportunas declara-
ciones de Felipe Calderón, afirmando que la muerte de Er-
nestina se debió a una gastritis crónica no atendida, los
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cauces de la investigación tomaron otro sentido y pusieron
en tela de juicio las investigaciones que estaban llevando a
cabo autoridades de la Defensa Nacional y del estado de
Veracruz.

Si la muerte fue  a causa de gastritis, señor Calderón, esta-
mos frente al fracaso de su Seguro Popular, programa del
que tanto alarde se hace.

Luego de estas torpes declaraciones se empezó a tejer un
entramado, fue entonces cuando el titular de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos, José Luis Soberanes, en
una actitud de subordinación se erigió en juzgador y seña-
ló que la muerte de Ernestina Ascencio se debió a una ane-
mia aguda ya que no había indicios de una violación, aun
cuando ahora sabemos que todas estas indagatorias aún no
han finalizado. Esto lo afirmó la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos a tan solo dos días de las declaraciones
hechas por Calderón, que se erigió con funciones de médi-
co forense.

Así lo sostuvo la franca contradicción con la que informa-
ba el 3 de marzo, pues mencionaba que había procedido a
realizar una queja de oficio sobre el caso de Ernestina,
quien según sus palabras, falleció a consecuencia de las le-
siones que le fueron infringidas.

La actitud —digamos— servil del titular de la Comisión
Nacional de Derechos Humanos, en este caso ha estado
marcada por una serie de imprecisiones y contradicciones
en la información que han proporcionado hasta el momen-
to, preocupados más por hacer valer lo dicho por Calderón
que por realmente resolver el asunto.

Aquí cabe preguntarse lo siguiente. Si no hubo violación,
¿por qué la Sedena mediante dos comunicados de prensa
del 19 y el 20, decía que especialistas llevaban a cabo el
dictamen pericial en materia forense, consistente en com-
probar el líquido seminal recogido del cuerpo de la hoy oc-
cisa y con muestras de sangre que se tomen del personal
militar,  ¿y por qué insistía en el semen encontrado en el
cuerpo de Ernestina en este segundo comunicado?

Si para la Comisión Nacional de Derechos Humanos no
hay ninguna evidencia de ataque físico a Ernestina y la
muerte se debió a una hemorragia interna, ¿por qué se ve
en una fotografía del cuerpo de Ernestina un charco de san-
gre junto a su cabeza?

La actitud de José Luis Soberanes en lugar de condenar la
violación de los derechos humanos de las mujeres, lo úni-
co que hizo fue continuar con el engaño que pretende ha-
cerse a la sociedad ante la verdadera causa de la muerte de
Ernestina, además, creemos que las amenazas de denunciar
a los médicos legistas y demás autoridades locales que han
sostenido que sí hubo violación en contra de Ernestina es
una medida de presión para que se retracten de su dicho y
modifiquen los resultados que arrojan la verdadera causa
de muerte de Ernestina.

Esto no excluye que se tendrá que presentar por parte de las
autoridades del estado de Veracruz toda la información ne-
cesaria para contribuir a esclarecer qué fue lo que realmen-
te sucedió.

Compañeros diputados y diputadas, manifestamos que la
violencia contra esta mujer es reflejo del atentado a los de-
rechos a la vida, a la seguridad, a la libertad, a la dignidad
y  a la integridad física y psicológica de la víctima y de las
mujeres, todo esto es en sí un obstáculo para el desarrollo
de las mujeres.

En el caso de la muerte de Ernestina Ascencio, la obliga-
ción de todas las autoridades involucradas debe ser el de
proporcionar información veraz sobre el curso de las in-
vestigaciones, sin emitir juicios a priori, sin que ninguna
dependencia o institución secunde o solape las declaracio-
nes irresponsables de Felipe Calderón.

Finalmente le solicitamos respetuosamente, diputada Presi-
denta de la Mesa Directiva y a todos los presentes en este
recinto legislativo, que brindemos un minuto de silencio a
la memoria de Ernestina Ascencio Rosario y de todas las
mujeres que han fallecido por la violencia que se ha ejerci-
do sobre ellas. Es cuanto, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Diputa-
da, para el minuto de silencio que está pidiendo usted,
¿ahorita o terminando todos los oradores? Vamos a tomar
un minuto de silencio, por favor.

(Minuto de silencio)

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Gracias
a todos. Esta Presidencia da un cordial saludo y bienveni-
da a los ciudadanos del Grupo de la Sierra Norte de Pue-
bla, que hoy nos acompañan.
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Tiene el uso de la palabra la diputada María del Pilar Orte-
ga Martínez, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez: Con su
permiso, Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Ade-
lante.

La diputada María del Pilar Ortega Martínez: Señoras
diputadas, señores diputados, no podemos iniciar un deba-
te serio, cuando de inicio se pretende desacreditar sin ma-
yores argumentos a las instituciones sólidas que tanto tra-
bajo le ha costado construir a este país.

Para Acción Nacional no pasa desapercibida la gran preo-
cupación en torno al fallecimiento de Ernestina Ascencio
Rosario y a las dudas causadas en torno a las investigacio-
nes sobre las causas de su deceso. Empero, debo manifes-
tar a ustedes el posicionamiento que en el tema tiene nues-
tro partido.

Los hechos: es importante señalar que la Secretaría de la
Defensa Nacional ha externado desde el inicio toda la dis-
posición y colaboración para que, con la Procuraduría es-
tatal, se esclarezca tan lamentable hecho.

Considero importante destacar que a instancia de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, previas las formali-
dades de ley, se realizó la exhumación del cadáver y se lle-
vó a cabo una nueva necropsia en la que participó personal
médico especializado de la Comisión Estatal de la Procu-
raduría General de la Justicia Militar. Participaron también
peritos de la Procuraduría estatal del estado de Veracruz,
sustentando el desarrollo de esta actividad pericial con las
actuaciones militares que al efecto se levantaron.

De los resultados preliminares de la nueva necropsia, don-
de intervinieron peritos, médicos y forenses de las procu-
radurías en comento, así como de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos, puede llegar a determinarse, de acuer-
do con lo que estos dictámenes señalaron, que la causa de
la muerte —de acuerdo con estos dictámenes, preciso— no
fue por violación y por traumatismo, sino por un problema
gastrointestinal mal tratado y nunca diagnosticado, en la
primera autopsia.

Señalamos, sin duda y como lo han venido manifestando,
que hay dudas todavía en torno a la investigación; y la po-

sición del Partido Acción Nacional es buscar que se inves-
tigue a fondo cualquier indicio para esclarecer de manera
plena y satisfactoria este lamentable deceso.

Sin embargo, no omito comentar que nuestra función como
legisladores es respetar por supuesto las leyes vigentes en
nuestro país. De esa manera es como debemos transitar ha-
cia la legalidad. No podemos, señores —entonces— seña-
lar juicios a priori.

Acción Nacional señala como inaceptable el que se diga en
esta tribuna que el Presidente Calderón ha absuelto o con-
denado a algún presunto responsable en los delitos que pre-
suntamente se cometieron.

Por supuesto que el Presidente Calderón no ha hecho estas
manifestaciones, antes bien, es preciso señalar que el Pre-
sidente Calderón ha sido categórico en el respeto al estado
de derecho y en garantizar que este respeto al estado de de-
recho se dará en nuestro país.

Ha sido categórico también en el combate hacia el crimen
organizado y esta posición del Presidente Calderón ha sido,
además, patente en las muestras que ha dado el gobierno
del Presidente Calderón.

Se dice también que las instituciones que están encargadas
del esclarecimiento han cometido irregularidades y, por
eso, Acción Nacional refrenda el compromiso para que se
investigue a fondo este lamentable deceso.

Por lo tanto, nos sumamos a la propuesta de que se genere
una comparecencia a las comisiones unidas con el Presi-
dente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, pa-
ra que dé informe pertinente y detallado sobre las investi-
gaciones en torno al caso, a esta Cámara de Diputados.

Estamos de acuerdo también, señora y señores diputados,
en que esta Cámara se pueda constituir como asesor en la
coadyuvancia de las investigaciones de la Procuraduría del
estado de Veracruz en torno a las investigaciones. No sin
recordar antes las limitaciones de la coadyuvancia que es-
tán precisadas por el artículo 20 constitucional, inciso b),
fracción II, que señala a la letra: Coadyuvar con el Minis-
terio Público a que se le reciban todos los datos o elemen-
tos de prueba con los que se cuente, tanto en la averigua-
ción previa como en el proceso, y a que se desahoguen las
diligencias correspondientes.
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Es decir, éste será el límite de la coadyuvancia con la que
nosotros, como órgano legislativo, pudiéramos intervenir,
siempre y cuando el ofendido estuviese de acuerdo, porque
por encima de cualquier cosa está nuestro respeto al estado
de derecho.

Quiero hacer patente, finalmente, nuestro respeto a las ins-
tituciones y pedir y exhortar a los órganos involucrados en
la investigación, que ésta se lleve de acuerdo con lo que se-
ñalan los preceptos legales. Éste es el compromiso de Ac-
ción Nacional, pero no venimos a cuestionar a priori insti-
tuciones.

Recordemos que la función del Poder Legislativo de nin-
guna manera es erigirse en tribunal para calificar, para de-
terminar, para absolver o para condenar cualquier conduc-
ta ilícita; para ello hay un órgano encargado de aplicar la
justicia y no es el Poder Legislativo. Es cuanto, Presidenta.

La Presidenta diputada Ruth Zavaleta Salgado: Mu-
chas gracias, diputada María del Pilar Ortega. Se han ins-
crito para rectificación de hechos, los diputados Alliet Ma-
riana Bautista Bravo, del grupo parlamentario del PRD, y
el diputado Juan José Rodríguez Prats, del grupo parla-
mentario del PAN.

Tiene el uso de la palabra la diputada Alliet Mariana Bau-
tista Bravo, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo: Y la pre-
gunta es, ¿cómo murió Ernestina Ascencio Rosario?

En primerísimo lugar, la verdad; la verdad sobre la muerte
de una persona que reunía los rasgos de mayor vulnerabili-
dad posibles en la sociedad mexicana: ser mujer, ser indí-
gena, ser mayor de edad.

En condiciones que deben quedar totalmente aclaradas y
también porque van de por medio la credibilidad —como
ya lo expresó aquí la diputada que me antecedió en la pa-
labra— de los sistemas de justicia estatal, federal y militar;
la credibilidad también de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos; la credibilidad, también, del señor Cal-
derón.

En este caso, el ombudsman nacional violó su propia nor-
matividad y emitió una opinión a los medios de comunica-
ción sobre la investigación abierta aún. ¿Por qué en la se-
gunda necropsia practicada a la víctima no se siguieron los

protocolos médicos y de criminalística establecidos especí-
ficamente para estos casos estando presente el personal pe-
ricial y de la visitaduría de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos? No se aplicaron los protocolos médi-
cos que se establecen en los estándares para llevar esos
asuntos de criminalidad hacia mujeres violadas que están
sometidos igual, internacionalmente.

Soberanes antes de opinar debió emitir una recomendación
confiable y sustentable en las evidencias y pruebas que ha-
ya podido recabar y que le hayan sido enviadas por la Pro-
curaduría. Sin embargo, ante la anticipación de Soberanes,
antes de haber concluido la investigación, hace pensar en la
ausencia de la imparcialidad y confiabilidad del represen-
tante de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

El dudoso desempeño de Soberanes en el caso de la mujer
indígena hace pensar que su permanencia en el cargo no sea
idónea, sobre todo por la ausencia de la principal caracterís-
tica que debe tener un ombudsman, que es la confiabilidad,
su imparcialidad y su veracidad en la realización de todas y
cada una de las actividades inherentes a su cargo.

También es indispensable que las tareas de investigación
de la Fiscalía Especial del caso, a cargo de la fiscal Ala-
triste, concluyan para poder conocer la resolución de la au-
toridad competente, ya que no está dentro de las facultades
ni del Presidente de la República ni de la Comisión Nacio-
nal de Derechos Humanos poder emitir un juicio a este
asunto.

De no llegarse pronto a los resultados que la sociedad es-
pera en este caso de la señora Ernestina, podría ser materia
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o, en
su defecto, de la PGR; que solicite la coadyuvancia de per-
sonal médico pericial que actualmente se desempeña en la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

No debe descartarse que ante la incapacidad de las institu-
ciones que debieran impartir justicia en México, el caso de
la señora Ernestina se trate en las instancias internaciona-
les, como la Comisión Interamericana o la Corte Penal In-
ternacional.

Esclarecer completamente el caso de la señora Ernestina,
en donde existe la presunta responsabilidad de algunos
miembros del Ejército, no debilita a las instituciones, com-
pañeros, al contrario, sancionar conforme a la ley a quienes
hayan tenido alguna responsabilidad en la institución cas-
trense la hace más confiable, más honorífica y contribuye
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realmente al fortalecimiento de un estado social y demo-
crático de derecho en México.

Por la memoria de esta mujer y por nuestro derecho a la
verdad, lo único que queremos saber es cómo murió Er-
nestina.

También les quiero decir que han sido sistemáticas y reite-
radas las acusaciones de violaciones del Ejército por orga-
nismos internacionales, como es el caso de Coahuila, don-
de reiteradamente se les ha podido documentar —Amnistía
Internacional tiene estos asuntos— y queremos que no
sea el tribunal castrense quien lo tenga que decidir; que-
remos también y tenemos propuestas para que el respeto
a los derechos humanos también se pueda cumplir en el
Ejército.

El equilibrio de poderes es uno de ellos y por ello estamos
aquí. No nos vamos a convertir en tribunal, compañeros,
pero sí vamos a estar a la altura de las circunstancias. Por
su atención, muchas gracias.

Presidencia del diputado
Jorge Zermeño Infante

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Bautista Bravo. Tiene la palabra el diputado
Juan José Rodríguez Prats, del grupo parlamentario del
PAN.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con su venia,
señor Presidente. Pedí la palabra en rectificación de hechos
para esclarecer algunos puntos que cierren el margen a la
duda o a la especulación.

En primer lugar, el Partido Acción Nacional, como partido
además, que está en el poder, en el Poder Ejecutivo federal,
ratifica su compromiso primero con los hechos. Vamos a
los hechos, cuáles son los hechos.

Podría decirse que la justicia es la verdad del derecho. Por
lo tanto, tenemos que precisar qué fue lo que sucedió, co-
mo aquí se ha dicho, y qué fue lo que aconteció. Y defini-
tivamente estamos de acuerdo en que venga el presidente
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos y que pue-
da explicar los trabajos que se hicieron para esclarecer es-
ta situación y este asunto que viene al caso.

De ninguna manera pretendemos ocultar o pretendemos
soslayar esta investigación y estas facultades. Pero sí quie-

ro llamar la atención de ustedes, señores diputados, de al-
gunos puntos que son sumamente delicados.

En primer lugar, nosotros hemos sido muy celosos de la di-
visión de poderes. Hemos sido muy celosos de la atribu-
ción de las Cámaras y del Congreso de la Unión. Y aquí,
para muchos de los oradores que me antecedieron en el uso
de la palabra ya se hizo la investigación, ya se hizo la acu-
sación, ya se hizo la condena y ya se ha dictado sentencia.
La institución de la Inquisición estaría envidiando estas fa-
cultades que aquí creo que se han ejercido, sin tener ningún
fundamento legal.

Tenemos una enfermiza tendencia hacia la autoflagelación
y lo primero que ponemos en duda muchas veces es a las
instituciones. Creo que ahí está una de las grandes tareas de
nuestra consolidación democrática: fortalecer a las institu-
ciones.

Yo quiero aquí recordarles que el testimonio más impor-
tante, la declaración de mayor trascendencia en este asun-
to, corresponde a la hija de la señora Ernestina Ascencio,
que declara que su madre antes de fallecer le dijo: fui ata-
cada por unos uniformados. ¿Y qué tan sólo en el Ejército
hay uniformados? ¿Qué no podría haber aquí una hipótesis
de trabajo de investigación en el sentido de que hay intere-
ses para que el Ejército salga de esta zona? ¿Por qué tene-
mos que condenar de inmediato a la institución? ¿Por qué
tenemos que negarle atribuciones a los que están haciendo
la investigación correspondiente?

Aquí se ha dicho que la Constitución es para todos. Desde
luego que es para todos. Pero hay ordenamientos legales,
hay instancias, hay instituciones. Y quiero pedirle a la Pre-
sidencia ordene la lectura del artículo 21 —y si se me per-
mite que sea suspendido el tiempo—, en su primer párrafo.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Adelan-
te. La Secretaría dé lectura al artículo 21, solicitado por el
diputado Rodríguez Prats.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
Artículo 21. La imposición de las penas es propia y exclu-
siva de la autoridad judicial. La investigación y persecu-
ción de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se
auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y
mando inmediato.

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de san-
ciones por las infracciones de los reglamentos gubernati-
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vos y de la policía, las que únicamente consistirán en mul-
ta o arresto hasta por 30 días y 6 horas. Pero si el infractor
no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permuta-
rá ésta por el arresto correspondiente que no excederá en
ningún caso de 36 horas.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: … es facultad
exclusiva del Ministerio Público investigar delitos. Pero si
no cumpliera el Ministerio Público, se reformó desde 1994
y 1995 la Constitución, para que pueda interponerse el am-
paro…

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Permí-
tame, diputado Rodríguez Prats. Sonido a la curul del di-
putado Raymundo Cárdenas. Es que está pidiendo la pala-
bra también el otro diputado. Adelante, diputado
Raymundo Cárdenas.

El diputado Raymundo Cárdenas Hernández: ¿Le po-
dría preguntar al orador si acepta una interpelación?

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: ¿Acep-
ta una interpelación del diputado Raymundo Cárdenas?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con muchísimo
gusto, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Adelan-
te, diputado Raymundo Cárdenas.

El diputado Raymundo Cárdenas Hernández (desde la
curul): Diputado Rodríguez Prats, de acuerdo con lo que
usted está señalando, ¿qué fue lo que hizo Felipe Calderón,
cuando señaló que la señora había fallecido por anemia o
por gastritis crónica?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Simplemente
repetir, a un interrogatorio al que fue sometido, lo que ya
había investigado la autoridad correspondiente. Bueno,
pues estamos respetando las instancias y las instituciones.

Miren ustedes, el Partido Acción Nacional no se niega a la
investigación. Quiero decirles que junto con el Partido Re-
volucionario Institucional vimos la posibilidad del 97, o
sea que atrajera la Suprema Corte de Justicia y nombrara a
un ministro o a un juez de distrito para que investigara el
asunto. Nos aclararon los abogados —y creo que es co-
rrecta la apreciación— que en materia de investigación de
delitos no le corresponde a la Suprema Corte de Justicia. Y
esto se decidió precisamente en el caso de Mario Marín, en

Puebla. Está para investigar violaciones a garantías indivi-
duales.

Buscamos en el 93 la creación de las comisiones especia-
les; tampoco se da el caso porque éste es para analizar las
políticas públicas de las Secretarías de Estado o de los de-
partamentos. Y hemos aceptado la asesoría en coadyuvan-
za y le voy a decir por qué, diputado Raymundo Cárdenas.
Porque Diego Valadés —que para mí es uno de los juristas
más importantes— habla de las facultades latentes que tie-
ne el Congreso y que podemos ejercer sin necesidad de
acuerdos y de puntos que sean aprobados por este pleno.

Marina Arvizu aquí señaló que acudió al secretario de De-
fensa y el secretario de Defensa la recibió. ¿Cuál es la li-
mitante para que vayan los diputados y se entrevisten con
el señor procurador de Justicia de Veracruz, o con el señor
Ministerio Público y que se le pregunte inclusive, cómo va
llevando la investigación. O sea, desde luego, que éstas son
facultades latentes que tiene el Congreso, el diputado de
ese distrito lo puede hacer.

Entonces, no nos limitemos, no nos amarremos, pero tam-
bién seamos respetuosos de las atribuciones y de las facul-
tades de cualquier órgano del poder, porque al rato yo pue-
do venir aquí para decir que en Tabasco se cree también
una comisión para investigar el atentado contra el secreta-
rio de Seguridad Pública y entonces, convertimos al Con-
greso en un asambleísmo muy peligroso que puede atentar
contra las instituciones.

Imagínense ustedes si una comisión declarará que el Ejér-
cito falló, que la Comisión Nacional de Derechos Humanos
falló, que el procurador de Justicia de Veracruz, falló. En-
tonces, estamos entrando en una seria confrontación y éste
es el temor y ésa es la inquietud y por eso me he permitido
subir a esta tribuna, para esclarecer perfectamente cuál es
la función de esta asesoría: la de la coadyuvancia; y defini-
tivamente tenemos que confiar en las instituciones.

El señor secretario de la Defensa lo dijo “no hay interés en
ocultar ni de proteger a nadie”. Y cuando ha sucedido —es-
toy respondiendo a la pregunta del diputado Raymundo
Cárdenas— díganme, díganme en qué artículo del Regla-
mento está que haya una limitación para contestar una pre-
gunta…

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Permí-
tame, permítame diputado. Les pido respeto para el orador.
¿Ya concluyó la respuesta, diputado?
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El diputado Juan José Rodríguez Prats: Ya la concluí,
señor Presidente, para satisfacción de mis atentos compa-
ñeros…

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: El di-
putado David Mendoza, sonido a su curul, por favor. Soni-
do a la curul del diputado David Mendoza. ¿Dígame, dipu-
tado? Sonido a su curul.

El diputado Victorio Rubén Montalvo Rojas (desde la
curul): Para hacer una pregunta al orador, si la acepta.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Desde luego, mi
estimado diputado Montalvo, a sus órdenes. 

El diputado Victorio Rubén Montalvo Rojas: Muchas
gracias. El hecho es que su intervención me parece un tan-
to fuera de lugar, en términos de que se invoca a la ley,
cuando fue el titular del Ejecutivo el que violó esa ley. Él
es el que juzgó, investigó, el que investigó y juzgó el he-
cho, sin que esta soberanía en ejercicio de sus facultades el
día de hoy, cree una Comisión que siga atentamente estas
investigaciones.

Me parece que está fuera de lugar su intervención en tér-
minos jurídicos y es por ello que le quiero preguntar el por-
qué la intención de Acción Nacional de doble filo. Por qué
por un lado validan el juicio que hizo el titular del Ejecuti-
vo, y por el otro, hoy vienen a decir que están profunda-
mente de acuerdo con que se lleve a cabo esta investiga-
ción, cuando ya la están descalificando de antemano.
Muchas gracias.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Tengo entendi-
do, señor diputado, y lo remitiría a las declaraciones tex-
tuales del señor Presidente electo, legal y de facto de Mé-
xico, el Presidente Felipe Calderón Hinojosa, y puede
usted remitirse a sus declaraciones, en el sentido de que se
investigara y se llegara a fondo.

Que él había recibido como Ejecutivo —y esto es obvio—
de la Secretaría de la Defensa en sus atribuciones, un in-
forme en donde se consignaba que la razón o la causa de la
muerte de Ernestina Ascencio era una gastritis aguda que le
provocó anemia.

Pero repito, no estamos hablando de nubes, no estamos ha-
blando de ilusiones; estamos hablando de hechos concre-
tos. Pueden hacerse las investigaciones que se quieran; no
nos estamos oponiendo. Simplemente he subido a la tribu-

na y por esa razón he pedido la palabra, diputado; ésta es la
razón de mi intervención, de que se deslinde perfectamen-
te, para que no haya duda de las funciones y de lo que es-
tamos aprobando.

El Partido Acción Nacional va a votar a favor, lo dijo aquí
la diputada Pilar Ortega, en el sentido de que se cite a com-
parecer a los funcionarios que sean y de que se pueda crear
una asesoría a la coadyuvancia, así ha firmado el punto de
acuerdo nuestro coordinador. Y en ese sentido estamos de
acuerdo. Vamos a investigar. No hay de ninguna manera la
decisión de ocultar, pero lo que pasa, diputado, y aquí está
el verdadero dilema del PRD, es que ustedes están con las
instituciones o se aprovecha el más mínimo asunto para
pegarle a las instituciones. Este es el dilema que ustedes
tienen, ese es el dilema que ustedes tienen que dilucidar.
Este es el dilema en el que se han debatido toda la vida. Si
caminan por el estado de derecho, por las instituciones, o si
están para agraviar y pegarle a las instituciones y deterio-
rar el estado de derecho.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Permí-
tame, diputado. Han levantado la mano algunos diputados.
La diputada Alliet Bautista. Dígame, diputada.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo (desde la cu-
rul): Sí, para saber si el diputado orador me acepta una pre-
gunta.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: ¿Acep-
ta una pregunta de la diputada Bautista?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con mi extre-
mada fascinación.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Adelan-
te, diputada.

La diputada Alliet Mariana Bautista Bravo (desde la cu-
rul): Sí, señor diputado. Si el día 3 de marzo la Comisión
Nacional de Derechos Humanos informó que había abierto
esta queja de oficio sobre el caso de la señora Ernestina y
el día 9 de marzo detectó omisiones e inconsistencias del
personal de la Procuraduría del estado de Veracruz, ¿por
qué el día lunes 12, antes que nadie, Felipe Calderón ya es-
taba al tanto de los resultados de la necropsia y atribuyó el
fallecimiento a una gastritis crónica no atendida?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Porque el se-
cretario de la Defensa se lo informó, o sea, se estaban ha-
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ciendo investigaciones paralelas. Pero repito, no negamos
la investigación. Vamos a abrir, hombre; no hay ningún
propósito de ocultar a nadie. Lo que el PAN sí quiere dejar
en claro, es que defendemos las instituciones.

Algún clásico ya dijo que “al diablo las instituciones”.
Nosotros estamos en contra de esa tesis porque definitiva-
mente las instituciones, que son los partidos políticos, que
es la Comisión Nacional de Derechos Humanos y que he-
mos estado de acuerdo, que se le dé seguimiento a lo que
la Comisión Nacional de Derechos Humanos resuelve, que
en muchísimos casos ha sido aprobado por este Congreso,
casos de Oaxaca, caso de Salvador Atenco, en otros casos
se han investigado y ha dado su declaración y hemos esta-
do de acuerdo.

Esa es nuestra defensa, nuestra defensa, del Poder Legisla-
tivo en sus atribuciones. Que no se convierta esta Asam-
blea en juez, que no esté invadiendo la función del Poder
Judicial, que no definitivamente sea una moderna Santa In-
quisición, como aquí se ha exigido y como aquí se ha ve-
nido a exponer.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Permí-
tame, diputado.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Sí, señor Presi-
dente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Sonido
en la curul de la diputada Arvizu.

La diputada Aída Marina Arvizu Rivas (desde la curul):
Señor Presidente, para ver si me acepta una pregunta el
orador.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: ¿Acep-
ta una pregunta de la diputada Arvizu, diputado?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con muchísimo
gusto, sobre todo viniendo de la diputada Marina Arvizu.

La diputada Aída Marina Arvizu Rivas (desde la curul):
Quisiera que me explicara, porque ya no entiendo, a ver,
aquí tenemos dos problemas. El primero es el más grave,
es un problema de procuración de justicia; el segundo es un
asunto de violación de derechos humanos. Entonces esta-
mos intentando crear una comisión plural de diputados pa-
ra apoyar, coadyuvar ¿con el Gobierno de Veracruz?

El Gobierno de Veracruz fue descalificado por la Comisión
Nacional de Derechos Humanos. Estamos pidiendo que
venga Soberanes aquí a darnos una explicación, la cual es-
tá muy bien, pero eso no resuelve el problema.

En Alternativa creemos en las instituciones. La Procuradu-
ría General de la República tiene una Fiscalía Especial con-
tra Delitos hacia las Mujeres. Pongamos a funcionar las
instituciones.

Mi pregunta es: ¿por qué no el PAN apoya que sea la PGR
a través de esta Fiscalía la que le dé seguimiento al caso?
Y esta comisión plural de diputados, atendamos y acompa-
ñemos a esta Fiscalía que fue creada para eso, ése es el pro-
blema que tenemos, creamos instituciones y luego no las
utilizamos.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con muchísimo
gusto, diputada. A ver, aclaremos un poco las cosas. Yo no
creo que haya sido violación de derechos humanos, es un
homicidio, en el peor de los casos; fue un homicidio que
hay que investigar como delito.

Ahora, yo recuerdo su intervención, la cual suscribimos, de
que haya la comparecencia del presidente de la Comisión y
que la Junta de Coordinación Política, me parece muy acer-
tado, pueda analizar con base en lo que opinen los aboga-
dos… Con mucho gusto les acepto otras interpelaciones,
no se desesperen, no se desesperen, estén tranquilos. En-
tonces usted misma sugiere que sea la Junta de Coordina-
ción Política la que pueda ser con los abogados, con sus-
tento, qué es lo que procedería.

Si vamos con el fiscal especial del instituto de la mujer
contra la violencia, adelante contra los feminicidios, ade-
lante. Hay instituciones, afortunadamente hay institucio-
nes, lo que no queremos es que se invadan esas institucio-
nes, no una comisión de aquí venga con el riesgo terrible
de confrontarse con otras instituciones y entonces estemos
deteriorando el estado de derecho, por eso permití que se
leyera el artículo 21 que deja muy claro y esclarece cuáles
son las funciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Le-
gislativo.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Rodríguez Prats. Sonido en la curul de la di-
putada Aurora Cervantes.

La diputada Aurora Cervantes Rodríguez (desde la cu-
rul): Gracias, Presidente, para pedirle atentamente que con
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todo respeto le solicite al diputado en tribuna que me res-
ponda a una pregunta.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: ¿Acep-
ta usted?

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con muchísimo
gusto, señor Presidente.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Adelan-
te, diputada Cervantes.

La diputada Aurora Cervantes Rodríguez (desde la cu-
rul): Diputado, en una de sus afirmaciones usted dijo que
en el Partido de la Revolución Democrática nos basamos
en las declaraciones de la hija de la señora, ahora defendi-
da por nosotros, y me parece que no es así, estoy segura de
que no es así, por una razón muy sencilla.

Primero, hubo declaraciones de la Procuraduría de Justicia
de Veracruz en las que la Procuraduría misma afirmaba que
fue una violación tumultuaria; luego hubo declaraciones de
la propia Secretaría de la Defensa Nacional, en las que se
comentaba en esas declaraciones, documentadas hoy en el
periódico Reforma, en un artículo de Miguel Ángel Grana-
dos Chapa, en donde se dice que el secretario afirmó que
había elementos extraños vestidos como militares que ha-
bían ejercido esa violación, entonces implícito reconoció la
violación, reconoció el delito.

Pero hubo otras declaraciones en contra, diciendo que no
había tal delito, que había muerto de gastritis, aquí por lo
menos tenemos una duda de cuál es la verdad.

Y creo otra cosa —y estoy perfectamente convencida—, la
primera, una de las funciones esenciales de un legislador,
es su función representativa; si tenemos una función repre-
sentativa estamos defendiendo el derecho de las y los me-
xicanos a un acceso a la justicia, a la justicia sin matices y
sin argumentos legales o legaloides. Entonces, ¿por qué —
me pregunto yo— usted dice que nos estamos erigiendo en
tribunal?

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Señora
diputada, con todo respeto le pediría que concrete su pre-
gunta al diputado Rodríguez Prats.

La diputada Aurora Cervantes Rodríguez (desde la cu-
rul): Si, señor, entonces le pregunto si ¿sabe usted en qué
consiste la función representativa y en qué consiste la de-

claración transparente de la justicia? ¿Y en qué consisten
además las funciones en general de la Cámara de Diputa-
dos y de los diputados en particular? Muchas gracias.

El diputado Juan José Rodríguez Prats: Con muchísimo
gusto señora diputada. En primer lugar, no me pareció que
me haya usted preguntado a mí, más bien se estaba usted
interrogando a sí misma, pero con mucho gusto le respon-
do.

En primer lugar, si vamos a la versión estenográfica —y
hasta donde recuerdo— dice que el testimonio más impor-
tante era la declaración de la hija, no dije que era el único
testimonio, me parece que así lo afirmé, pero repito pode-
mos irnos a la versión estenográfica.

Con mucho gusto le voy a enviar, y lo hago con todo res-
peto diputada, un libro que me editó el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas que se llama Desencuentro y parálisis en
el Congreso mexicano. Ahí analizó los principios y las fun-
ciones del Congreso mexicano, ahí está la primer función
que yo creo que es la de control, es la función más impor-
tante, la de control. ¿Dónde están los centavos? ¿Qué ha-
ces con los recursos que te damos Poder Ejecutivo? ¿A
dónde está la tarea que debes cumplir para los mexicanos?

La segunda función es la de representación, hemos traído
aquí el caso, yo no me he negado ni el PAN se ha negado a
que se discuta el caso. Lo que estamos viendo es a través
de qué instituciones vamos a esclarecer todas las dudas.

Y en tercer lugar la función legislativa, que para muchos
estudiosos es la menos importante de las funciones, fíjense
ustedes, no la de hacer leyes.

En los parlamentos europeos, por ejemplo, hay lo que es
delegación legislativa que casi todo le corresponde al Eje-
cutivo y la facultad de investigar está fundamentalmente en
el Poder Legislativo. Facultad de investigar, facultad de
control y facultad de representación.

Tiene usted toda la razón y dado que me preguntó que si las
conocía yo, con mucho gusto le mando este testimonio es-
crito que me va a dar mucha satisfacción, si usted me hace
el honor de leerlo.

Creo que he terminado, señor Presidente. No me parece ya
conveniente que en halago de mi vanidad siga yo respon-
diendo interpelaciones.
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El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputado Rodríguez Prats. Tiene la palabra la diputa-
da Valentina Batres Guadarrama, del grupo parlamentario
del PRD.

La diputada Valentina Valia Batres Guadarrama: Con
su permiso, señor Presidente. Quiero llamar la atención del
pleno. Es difícil entender la posición del PAN. Por un lado,
nos dicen que no se han negado al debate; sin embargo tu-
vimos que tomar la tribuna para presionar y se abriera este
debate.

Segundo, dicen que han sido celosísimos en la división de
poderes. ¿A quién le toca juzgar? Tuvimos aquí una expo-
sición muy amplia de a quién le toca juzgar y no vemos que
el señor Felipe Calderón esté en esa lógica. El dictaminó
anticipadamente por qué había muerto Ernestina Ascencio.
Compañeros, de verdad son incongruentes.

No, no vamos con su lógica. Aquí ha habido coincidencia
de todos los grupos parlamentarios en que la investigación
no puede darse por terminada y que falta mucha claridad en
esta investigación. Ha sido la posición de todos los grupos
parlamentarios.

Entonces, lo que hay en punto de acuerdo aquí es que ven-
ga a comparecer el titular de la CNDH para que nos expli-
que cómo es que la investigación dio un giro de 180 grados
y cómo esta declaración tan importante que es la de la hija
de Ernestina, no tiene cabida en el resultado que da a co-
nocer el titular de la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos.

Vaya. Necesitamos congruencia, necesitamos todos los hi-
los, necesitamos claridad. Están pecando de paranoia por-
que son ustedes los que adelantan los juicios de esta Cá-
mara de Diputados. Nosotros no hemos juzgado; nosotros
advertimos contradicción entre los comunicados del Ejér-
cito Nacional, de Sedena, donde ellos mismos en un comu-
nicado advierten que están haciendo la comparación de un
líquido seminal en la occisa con los supuestos militares in-
volucrados en la violación.

Después advierte en otro comunicado la Sedena, que a lo
mejor no fueron militares, sino fueron gente adversa al
Ejército Mexicano la que perpetró estos hechos para deni-
grar el papel del Ejército. No hay congruencia. Por fin, ¿se
dieron o no estos hechos? Lo que se merece este caso es
claridad. Estamos hablando de que Ernestina simboliza a
un grupo vulnerable de esta sociedad y merece justicia y

claridad su muerte. En eso estamos de acuerdo, compañe-
ros. Estamos hablando de los indígenas, estamos hablando
de la gente adulta mayor y estamos hablando de las muje-
res. En eso hay que meternos.

Quien no ha respetado los tiempos ha sido el señor Calde-
rón. Quien no respeta la congruencia ha sido la Sedena.
Demos tiempo para que termine esta investigación. Mucho
se lo merece Ernestina y por memoria de todas las mujeres
que han sido violentadas y violadas por elementos de la
fuerza pública, llámese Ejército o llámese policía. Démos-
le paso para que termine esta investigación con toda la cla-
ridad que merece.

Yo quiero terminar dándole la fortaleza al punto de acuer-
do. Hablamos de la comparecencia y será el mismo titular
Soberanes, el titular de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos quien nos venga a determinar si hacen falta más
comparecencias o no en el caso. Si está satisfecha o no la
investigación, toda vez que damos cuenta de todos los re-
portajes y pruebas que no vemos sustanciadas en el resul-
tado que dio a conocer el titular de la CNDH; y dos, que
nos hemos enterado que no hay resultado final.

Entonces, juicios a priori, no son los nuestros, compañeros,
no hemos sido la bancada del PRD ni las de los grupos
opositores las que hemos hecho juicios a priori, estamos
advirtiendo una bola de contradicciones en el informe.

Juzgamos todos y juzga la sociedad, y a ésa no le pueden
quitar ese papel y los juzgará a ustedes y nos juzgará a nos-
otros. Démosle fortaleza al punto de acuerdo para poder
pasar a esclarecer la muerte de Ernestina Ascencio. Mu-
chas gracias por su atención.

El Presidente diputado Jorge Zermeño Infante: Gra-
cias, diputada Batres. Tiene la palabra la diputada Adriana
Dávila Fernández del grupo parlamentario del PAN.

La diputada Adriana Dávila Fernández: Con su permi-
so, señor Presidente. Diputadas y diputados, con mucha ex-
trañeza veo que el Partido de la Revolución Democrática
señala respeto a un hecho que nos ha conmocionado a to-
dos. Pide además un debate serio y exige que aquí en tri-
buna se discuta un tema tan importante; pero también con
esa extrañeza veo que se ridiculiza a quien en este momen-
to merece todo nuestro respeto y que está muerta.

Las pancartas que permanentemente vemos en esta tribuna
origen del PRD y de Valentina Batres, permanentemente
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molestando, permanentemente descalificando, permanen-
temente haciendo uso de este recinto, cual si fuera cual-
quier recinto y no una institución que merece todo el res-
peto.

Se pidió aquí un minuto de silencio y ese minuto de silen-
cio no fue capaz de rebasar el respeto con estas caras que
vemos en las tribunas de los diputados del PRD. Vergüen-
za debería darles.

El lamentable deceso de la señora Ernestina Ascencio, en
la sierra de Zongolica, Veracruz, ha dejado evidenciado
efectivamente y coincidimos, lo vulnerable de los procedi-
mientos operativos en la impartición de justicia. Hoy en día
contamos con dos necropsias practicadas por la Procuradu-
ría de Justicia de Veracruz y la otra por la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos.

Los dos dictámenes legales afirman cosas distintas: una se-
ñala que el fallecimiento es producto de traumatismos y
violación; la otra, que murió por enfermedades mal atendi-
das. Alguien miente; sí es cierto. Debemos buscar la verdad
con evidencia científica y señalar además, y castigar a los
embusteros que ponen en duda a las instituciones del país.

El compromiso del grupo parlamentario de Acción Nacio-
nal para atender las recomendaciones de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos es irrenunciable. Somos sen-
sibles a las demandas sociales, en el sentido de castigar a
los que violentan los derechos humanos, pero también
siempre apegados a la búsqueda de la verdad, no haciendo
juicios a priori.

Como lo señalamos en la sesión última para que no quede
duda a los compañeros del PRD, este grupo parlamentario
no huye al debate, de lo que sí huimos, de lo que sí no que-
remos y no compartimos es que el objetivo de los debates
sea únicamente denostar a las instituciones que permanen-
temente han sido denostadas aquí en esta tribuna por parte
del PRD.

Por cierto, es importante decir que este caso lo investigó, lo
llevó a cabo la Procuraduría de Justicia Militar, la Procura-
duría también del estado de Veracruz. Es cierto, no se ha
terminado de investigar. No es, compañeras y compañeros
legisladores, con notas o reportes periodísticos, con inter-
pretaciones de terceros como vamos a llegar a la verdad.

Le recuerdo al Partido de la Revolución Democrática que
efectivamente el licenciado Calderón hizo una declaración

al periódico La Jornada, en una entrevista que le fue hecha,
pero también le recuerdo al PRD, para que señale perfecta-
mente lo que ocurrió en esa entrevista, que más adelante en
las notas —porque supongo que leen ese periódico— en
esa entrevista el Presidente señala e instruye para que se
haga una investigación permanente, exhaustiva y da ade-
más, no como un hecho ni como una circunstancia única y
de verdad, que haya algún culpable. No señaló culpables
como lo está haciendo el PRD. Todos, absolutamente to-
dos, el PAN, queremos justicia y para obtener justicia en
cualquier caso debemos tener conocimiento y certeza de
los hechos, tener claras las causas del lamentable deceso de
doña Ernestina.

El doctor José Luis Soberanes, titular de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos, en su desempeño profesio-
nal ha demostrado autonomía. O le pregunto a los compa-
ñeros del PRD, ¿acaso cuando la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos habló sobre los globalifóbicos y la vio-
lación en Guadalajara, o el caso Atenco, sí tenía razón y
por eso lo apoyaron? ¿Sólo la verdad que ustedes señalan
es la única verdad que existe, no hay otra verdad en este
país más que la que el PRD intenta siempre imponer?

Pregunto yo si el PRD tiene la calidad suficiente para se-
ñalar que sus verdades son verdades absolutas. Por supues-
to hay que investigar, nadie se ha negado, pero hay que ha-
cerlo con responsabilidad, señores diputados. Basta ya de
tomar esta tribuna permanentemente sólo como una bande-
ra política.

Yo sí quiero decirles, sí debo decirles que la investigación
se debe realizar con pruebas asociadas en medicina legal,
criminalística, peritos criminólogos, pero también es im-
portante esperar el informe correspondiente. Por supuesto
que queremos que el titular de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos comparezca, por supuesto que lo acep-
tamos, no nos negamos, pero queremos hacerlo con res-
ponsabilidad, queremos hacerlo también con la certeza de
que quienes van a venir aquí a comparecer no van a ser de-
nostados.

Presidencia de la diputada 
María Elena Álvarez Bernal

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Concluya, diputada, por favor.

La diputada Adriana Dávila Fernández: Una tercera ne-
cropsia sería prudente para dar respuesta a las inquietudes,
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dar certeza a los informes y para disipar dudas, pero debe-
mos tener muy claro el panorama. El resultado producto de
una investigación imparcial y expedita no necesariamente
dejará satisfechas a todas las partes, pero se contará con
elementos técnicos producto de las pruebas realizadas.

Quiero concluir diciéndole algo a algunos compañeros que
pertenecen a la Comisión de Derechos Humanos —espero
que a los compañeros del PRD no se les haya olvidado—.
Para este asunto que estamos tratando hoy en tribuna, la
Comisión de Derechos Humanos y esta Cámara de Diputa-
dos tuvieron dos reuniones, dos con el procurador de Justi-
cia Militar y el PRD estuvo presente.

El PRD también estuvo presente en la reunión especial con
el secretario de la Defensa Nacional, tuvieron su oportuni-
dad de preguntar. Los informes se les han dado permanen-
temente, no ha habido una sola información que las institu-
ciones hayan negado. Me pregunto yo, ¿sólo eso es lo que
cuenta, sólo lo que ustedes señalan es lo que cuenta? Yo só-
lo les digo que con la verdad y su reconocimiento es la úni-
ca forma de fortalecer a nuestras instituciones. Gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Tiene la palabra la diputada Valentina
Batres Guadarrama para responder alusiones personales.

La diputada Valentina Valia Batres Guadarrama: Mu-
chas gracias al PAN por regresarme aquí, a la tribuna, a ha-
blar.

Compañera diputada, ¿qué le molesta de estos rostros de
mujeres indígenas?, ¿cuál es su molestia? Éste no es un
templo, ésta es la casa del debate nacional y si se quieren
cerrar al debate y es necesario tomar la tribuna para regre-
sarle la esencia a esta casa del pueblo, lo vamos a hacer, di-
putada, una y otra vez.

Ahora le voy a decir más. No son las verdades del PRD lo
que venimos aquí a defender; estamos evidenciando las
contradicciones de la investigación. Y una —no lo decimos
en el PRD—, hay unos comunicados de la Sedena que dan
parte a una supuesta comparación de líquido seminal de
una prueba que obtuvieron del cuerpo de Ernestina, con
elementos del Ejército Mexicano. Está el comunicado, di-
putada. No lo dijimos en el PRD, lo dijo la Sedena.

Otra cosa que dijo la Sedena fue que estaban posiblemente
—es un comunicado incluso a la comunidad—, que proba-

blemente los hechos los había perpetrado gente que quería
denigrar al Ejército Mexicano.

Compañeros, compañeros del PAN, sobre todo: no se dejen
llevar por la paranoia. La rendición de cuentas no es una
denostación a ninguna institución. Hasta la propia Iglesia
ya nos puso ejemplo; ellos están haciendo juicios a sus cu-
ras, obispos, padres pederastas y no por eso están hablando
de que toda la institución católica es pederasta.

Entonces, si elementos del Ejército Mexicano cometieron
abusos, violaron derechos humanos, están violando muje-
res en las comunidades, que se deslinden responsabilida-
des, que se juzguen estos hechos porque necesitamos a un
Ejército fuerte, capaz de enfrentar no a las comunidades ni
a sus mujeres, compañeros; capaz de enfrentar a la delin-
cuencia organizada.

Somos los primeros interesados en que el Ejército no ten-
ga duda de sus acciones en comunidad. No se dejen llevar
por la paranoia. La rendición de cuentas es un acto repu-
blicano, una obligación. Acostúmbrense, el ejercicio del
poder necesita ser revisado, observado, vigilado para que
no se cometan abusos en nombre de la autoridad. Muchas
gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Tiene la palabra el diputado Tonatiuh
Bravo Padilla, del PRD.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla: Con su
permiso, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Adelante, diputado.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla: Solamente
deseo hacer algunos comentarios con relación a algunas
afirmaciones que se hicieron aquí en tribuna.

En primer lugar, es justamente un comunicado de la Secre-
taría de la Defensa Nacional el que afirma y cito —entre-
comillado— “peritos especialistas llevan a cabo un dicta-
men pericial en materia forense, consistente en comparar el
líquido seminal recogido del cuerpo de la hoy occisa, con
muestras de sangre que se tomen del personal militar”.

De manera posterior se dice en un nuevo comunicado: “…
junto con la muestra de semen obtenida del cuerpo de la
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extinta, serán trasladadas a la Ciudad de México, Distrito
Federal, para que con apoyo de los servicios periciales de
la Procuraduría General de la República se obtengan los
perfiles genéticos que permitan compararlos y arribar a re-
sultados contundentes para deslindar responsabilidades”.

Después de estos dos comunicados, simple y llanamente en
un tercero, se dice que la Secretaría de Defensa Nacional
no cuenta con muestra alguna de líquido seminal supuesta-
mente encontrado en el cuerpo de la señora Ernestina As-
cencio Rosario y jamás lo ha tenido.

Entonces, debe reconocer autocráticamente la Sedena que
cualquiera de los dos comunicados anteriores emitió co-
municados sin ningún sustento institucional y que no son
ciertas las afirmaciones que había hecho.

Pero señalar esto, diputados, no significa denostar a las
Fuerzas Armadas, todo lo contrario, fortalecer a las institu-
ciones es hacerlas transparentes, es hacerlas que rindan
cuentas y eso en lugar de debilitarlas, las fortalece.

Quiero decir de paso que los ejércitos y fuerzas armadas
modernas tienen mecanismos de control en sus acciones y
que justamente la interrelación de las fuerzas armadas con
la acción de las policías de las distintas corporaciones que
tienen que ver con el uso o el monopolio de la violencia le-
gal, tienen esos pesos y esos contrapesos.

Darle nuevas funciones a las fuerzas Armadas significa a la
par modernizar sus ordenamientos, sus reglamentos y pedir
que esto ocurra no significa sino ejercitar una función que
el Congreso tiene consignada claramente en el artículo 73
constitucional.

Por tanto, diputados, los equilibrios constitucionales no
afectan a las instituciones y quisiera referirme en forma di-
recta a la pregunta que aquí fue hecha, de si los diputados
del PRD caminamos o no con las instituciones y contesto
de manera directa: “Las revoluciones han ido paulatina-
mente erradicándose en la medida en que las democracias
permiten los cambios institucionales”.

La democracia significa precisamente el cambio, el redise-
ño, el reemplazo de las instituciones, y cuando las institu-
ciones se vuelven caducas debe haber los caminos demo-
cráticos para transformarlas. Por eso no estamos de
acuerdo, diputados, en que aquí se endiose a las institucio-
nes y se les eleve a un rango de inamovibles.

Debemos reconocer cuándo las instituciones se han vuelto
caducas, cuándo se han desgastado, cuándo esas institucio-
nes han sido degradadas y cuándo esas instituciones deben
ser replanteadas, reestructuradas y transformadas.

Por eso, yo les digo a ustedes, el Ejército mexicano y las
Fuerzas Armadas de nuestra República son instituciones
memorables, son instituciones respetables. Pero si hay ade-
cuaciones que hacerles por las nuevas funciones que han
asumido o hay errores que corregir, esto hay que realizarlo
en las funciones de contrapeso que tienen el Congreso me-
xicano, sin que eso signifique su denostación o sin que eso
represente una falta de reconocimiento a la labor que reali-
zan.

El esclarecimiento de estos hechos va a contribuir al forta-
lecimiento de las instituciones si se hace apegado a la ley y
si se hace respetando al Congreso mexicano. Muchas gra-
cias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Tiene la palabra la diputada Omeheira
López Reyna, del Partido Acción Nacional.

La diputada Omeheira López Reyna (desde la curul):
Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Sonido en la curul de la diputada Omeheira.

La diputada Omeheira López Reyna (desde la curul):
Gracias, señora Presidenta. Nada más para declinar. Creo
que el Partido Acción Nacional ha dejado clara su postura
en el sentido de la propuesta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputada. Se ha terminado el registro de oradores.
Se acaba de recibir una comunicación de la Junta de Coor-
dinación Política. Proceda la Secretaría a dar cuenta de
ella.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de Coordi-
nación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, relativo al
caso de la muerte de la señora Ernestina Ascencio Rosario
presuntamente por miembros del Ejercito mexicano
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La Junta de Coordinación política, con fundamento en lo
dispuesto por el inciso b), numeral, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en el artículo décimo cuarto del
Acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos relativo al orden del día
de las sesiones, las discusiones de los dictámenes y la ope-
ración del sistema electrónico de votación, hace suya la
proposición con punto de acuerdo de obvia y urgente reso-
lución relativo a la presunta violación y asesinato de la se-
ñora Ernestina Ascencio Rosario, por miembros del Ejerci-
to mexicano, que presenta el Grupo Parlamentario del
PRD, por lo que se somete a la consideración del Pleno de
esta Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados acuerda la compare-
cencia del C. Presidente de la Comisión de Derechos Hu-
manos ante Comisiones Unidas de Equidad y Género, de
Justicia y de Derechos Humanos, a fin de que informe so-
bre las investigaciones realizadas debido al fallecimiento
de la señora Ernestina Ascencio Rosario, y la agenda de un
calendario de comparecencias que se estimen necesarias
para el esclarecimiento del caso.

Segundo. Se propone la incorporación de asesores de la
“coadyuvancia” ante el Ministerio Público de una diputada
o diputado por cada partido representado ante esta LX Le-
gislatura, para fortalecer el esclarecimiento del caso en
concreto.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 10 de abril de 2007.—
Diputado Emilio Gamboa Patrón (rúbrica), Presidente de la Junta de
Coordinación Política y Coordinador del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional; Diputado Héctor Larios Córdova
(rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional; Diputado Javier González Garza (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; Dipu-
tada Gloria Lavara Mejía (rúbrica), Coordinadora del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México; Diputado Alejandro
Chanona Burguete (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de
Convergencia; Diputado Ricardo Cantú Garza (rúbrica), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Diputado Miguel Án-
gel Jiménez Godínez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza; Diputada Aída Marina Arvizu Rivas ( rúbrica p.a.),
Coordinadora del Grupo Parlamentario de Alternativa.»

«Proposición con punto de acuerdo, en relación a la viola-
ción y asesinato de Ernestina Rosario Ascencio, presunta-
mente por miembros del Ejército mexicano, a cargo de las
diputadas del Grupo Parlamentario del PRD

Las que suscriben, diputadas integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática de la
LX Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo,
con base en las siguientes

Consideraciones

Las agresiones sexuales y violencia contra mujeres y niñas
por parte de efectivos militares en nuestro país no son nue-
vas; es reprobable que el Ejército mexicano se encuentre
inmiscuido en este tipo de acusaciones.

Desde el año de 1994 existe una larga cadena de denuncias
públicas de vejaciones cometidas contra mujeres a manos
de efectivos militares.

Mencionaré algunas de ellas:

El 4 de junio de 1994 tres indígenas tzeltales denuncian
que fueron violadas por soldados en el municipio de Alta-
mirano, Chiapas; a casi 13 años de los acontecimientos, las
mujeres violadas siguen en espera de respuesta de las auto-
ridades.

En 1997, Delfina Flores Aguilar, de 28 años, y Aurelia
Méndez Ramírez, de 31, indígenas de la región de Zopilo-
tepec, Atlixtac de Álvarez, Guerrero, denunciaron haber si-
do violadas por 5 soldados. En ese mismo año, la Liga Me-
xicana por la Defensa de los Derechos Humanos de Oaxaca
recibió la denuncia de 12 mujeres que habían sido violadas
por soldados en la zona Loxicha.

El 21 de abril de 1999, Victoriana Vázquez Sánchez, de 50
años, y Francisca Santos Pablo, de 33, de la región de Tla-
coachixtlahuaca, en el mismo estado de Guerrero, denun-
cian que fueron interceptadas por miembros del Ejército y
conducidas a casas abandonadas donde sufrieron ataques
sexuales.

De nuevo cuenta en Guerrero, el 16 de febrero de 2002, Va-
lentina Rosendo Cantú denuncia una agresión sexual por 8
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soldados en Barranca Bejuco. El 22 de marzo de 2002, en
Barranca Tecuani, Ayutla de los Libres, otra vez en Gue-
rrero, Inés Fernández Ortega, de 27 años, denuncia la vio-
lación de la que fue víctima en su hogar por 11 soldados.

El 11 de ju1io de 2006, más de 20 efectivos del Ejército, en
el municipio de Castaños, Coahuila, violaron a 13 mujeres,
sin que hasta el momento se haya sancionado a los respon-
sables.

A estos salvajes actos se suman los abusos sexuales en con-
tra de mujeres de San Salvador Ateneo, con la incursión y
ocupación policíaca-militar que se hizo en mayo de 2006 y
las vejaciones contra mujeres durante la represión al movi-
miento social encabezado por la Asamblea Popular de Pue-
blos de Oaxaca.

A estas vejaciones contra mujeres, se suma el asesinato de
Ernestina Ascensión Rosario, mujer indígena de 73 años de
edad, ocurrido el 26 de febrero pasado en la sierra Zongo-
lica.

Sin embargo, y a pesar de la gravedad de estos hechos, to-
das las autoridades que han participado en la investigación
de este cruel asesinato, han minimizado la violencia que se
ejerce contra las mujeres en nuestro país. A ello se han su-
mado las irresponsables declaraciones de Felipe Calderón,
asumiendo un papel de médico forense y diagnosticando
con ignorancia total, la muerte de Ernestina por una gastri-
tis crónica no atendida y las reprobables declaraciones del
titular de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, Jo-
sé Luis Soberanes, diciendo primero que se debió a causas
naturales y ahora afirma que fue por una anemia aguda.

Hasta el momento, las investigaciones que se han realiza-
do, no permiten contar con elementos suficientes y confia-
bles que determinen la causa de muerte de Ernestina As-
cencio. Además, no demuestran que se haya practicado los
exámenes necesarios para determinar la causa de muerte.

Existe información de que se está ejerciendo presión sobre
los médicos encargados de realizar la primera autopsia pa-
ra que modifiquen los resultados que arrojan que la causa
de muerte de Ernestina fue por una violación tumultuaria y
ahora, con los supuestos estudios de las autoridades, pare-
ciera que se trata de un cadáver diferente.

El problema no sólo es la causa de muerte, sino el hecho de
que se estén violando de manera sistemática los derechos

humanos de las mujeres indígenas por parte de las autori-
dades y que éstas pretenden minimizar los hechos.

Además, el despliegue militar que se está llevando a cabo
en todo el país, hace que todas las mujeres nos encontre-
mos en un peligro inminente, ya que los efectivos militares
nos han tomado como un botín de guerra y, bajo el silencio
cómplice de las autoridades, actuando en completa impu-
nidad.

Para las diputadas y diputados del PRD, nos preocupa que
esta violencia de género se está suscitando en todas las re-
giones del país, donde el despliegue de efectivos militares
en los operativos que se están llevando a cabo, se ha des-
viado de la misión que se les ha encomendado y generado
un clima de represión y hostigamiento contra las personas,
especialmente las mujeres que se ven vulneradas en sus de-
rechos.

Manifestamos que la violencia contra las mujeres constitu-
ye un atentado contra el derecho a la vida, a la seguridad, a
la libertad, a la dignidad y a la integridad física y psicoló-
gica de la víctima, todo esto, es en sí, un obstáculo para el
desarrollo de las mujeres y también para el avance de una
sociedad igualitaria y democrática.

En el mismo municipio de Zongolica, en la comunidad de
Tepetitlanapa, está documentada la violación de una niña
de 12 años que resultó embarazada y el procedimiento fue
el mismo que ahora: encubrir a los militares en los delitos
que cometen.

Por estos motivos, es inaceptable que las autoridades sean
cómplices de militares violadores y vejadores de los dere-
chos humanos de las mujeres y que se pretenda ocultar la
repugnante agresión contra Ernestina Ascensio Rosario.

Por las consideraciones antes expuestas y para efecto de los
artículos 58, 59 y 60, primer párrafo, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente propues-
ta para considerarse como de urgente y obvia resolución:

Punto de Acuerdo

Primero. De conformidad con los artículos 24 y 25 de la
Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, se exhorta a la Secretaría de Gobernación que declare
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la alerta de violencia de género en la zona de Zongolica del
Estado de Veracruz.

Segundo. La Cámara de Diputados, solicita la compare-
cencia ante comisiones unidas de Equidad de Género, Jus-
ticia y de Derechos Humanos, del titular de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos a fin de que informe
sobre las investigaciones realizadas debido al fallecimien-
to de Ernestina Ascencio Rosario.

Tercero. Se integra un grupo plural de trabajo de diputadas
y diputados que investigue las vejaciones cometidas por
miembros de las Fuerzas Armadas contra las mujeres me-
xicanas.

Dip. Maricela Contreras Julián (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
En consecuencia, consulte la Secretaría a la Asamblea si se
aprueba el comunicado con las precisiones hechas por los
mismos coordinadores y que han sido leídas por la Secre-
taría.

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
En votación económica se consulta a la Asamblea si es de
aprobarse el punto de acuerdo. Los ciudadanos diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Los ciu-
dadanos diputados que estén por la negativa, sírvanse ma-
nifestarlo.

Señora Presidenta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Aprobado; comuníquese. Sírvase leer la Secretaría el co-
municado que ha llegado de la Junta de Coordinación Po-
lítica.

AMADO RAMIREZ  DILLANES

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Cámara de Diputados.— LX Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, con relación
al asesinato del periodista Amado Ramírez Dillanes, co-
rresponsal de Televisa

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en el artículo décimo cuarto del
acuerdo de la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos relativo al orden del día
de las sesiones, las discusiones de los dictámenes y la ope-
ración del sistema electrónico de votación, hace suya la
proposición con punto de acuerdo relativa a la materia ob-
jeto del presente, que presenta el diputado, del Grupo Par-
lamentario del PRI, por lo que se somete a la consideración
del Pleno de esta Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados condena el artero crimen
del corresponsal de televisión y de radio Amado Ramírez
Dillanes, ocurrido el pasado viernes 6 de abril, en Acapul-
co, Guerrero, y solicita que las autoridades competentes
realicen una investigación ágil y certera que impida que es-
te grave hecho quede impune. Asimismo, demanda que
tanto las autoridades como las empresas de comunicación
sumen esfuerzos para garantizar mejores condiciones para
la seguridad y el trabajo de los periodistas mexicanos.

Palacio Legislativo, México, Distrito Federal, a 10 de abril de 2007.—
Diputado Emilio Gamboa Patrón (rúbrica), Presidente y Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional; Di-
putado Héctor Larios Córdova (rúbrica), Coordinador del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Javier González
Garza (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática; Diputada Gloria Lavara Mejía (rúbrica),
Coordinadora del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México; Diputado Alejandro Chanona Burguete (rúbrica), Coordina-
dor del Grupo Parlamentario de Convergencia; Diputado Ricardo Can-
tú Garza (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo; Diputado Miguel Ángel Jiménez Godínez (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza; Di-
putada Aída Marina Arvizu Rivas (rúbrica), Coordinadora del Grupo
Parlamentario del Partido Alternativa Social Demócrata y Campesina.»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
En votación económica consulte la Secretaría a la Asam-
blea si es de modificarse el orden del día en los términos
solicitados por la Junta de Coordinación Política.

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: En votación económica se consulta a la Asamblea
si es de modificarse el orden del día en los términos solici-
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tados por la Junta de Coordinación Política. Los ciudada-
nos diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Los ciudadanos diputados que estén por la negati-
va sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Aprobado.

Para referirse al punto aprobado se han registrado los si-
guientes oradores: diputado Jacinto Gómez Pasillas, de
Nueva Alianza; diputado Humberto López Lena, de Con-
vergencia; diputado Sergio Augusto López Ramírez, del
Partido Verde; diputado Eduardo Sánchez Hernández, del
PRI; diputado Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, del PRD y
diputado Gerardo Priego Tapia, del PAN. Tiene la palabra
hasta por cinco minutos el diputado Jacinto Gómez Pasi-
llas, de Nueva Alianza.

El diputado Jacinto Gómez Pasillas: Con el permiso de
la Presidencia. Compañeras y compañeros diputados, la li-
bertad de prensa es uno de los indicadores principales del
nivel de democracia en un país.

Por ello en el Partido Nueva Alianza nos sumamos a la
condena de los censurables hechos que quitaron la vida al
periodista Amado Ramírez. Reprobamos los atentados en
contra de quienes ejercen la noble profesión del periodis-
mo y la tarea de informar a la sociedad.

En los últimos seis años han muerto un gran número de re-
porteros en el ejercicio de su profesión. Por ello, es urgen-
te reconocer que si no actuamos inmediatamente para im-
pedir que los criminales continúen atentando contra los
periodistas que denuncian los actos de corrupción y narco-
tráfico, la información se reducirá a hacer noticias frívolas
sin prestar servicio a la justicia y la democracia, que son
valores indisociables de la libertad de prensa e indispensa-
bles para una sociedad.

En el grupo parlamentario del Partido Nueva Alianza sos-
tenemos que el ejercicio de la libertad de prensa y la segu-
ridad de todos los ciudadanos y en particular de los perio-
distas, tienen que estar garantizados por el Estado, junto
con la participación de todos los actores políticos y socia-
les.

Y reiteramos que no podemos cerrar los ojos ante estos he-
chos porque estaríamos condenando nuestros propios dere-

chos y garantías individuales. Demandamos acciones efec-
tivas de las autoridades correspondientes para perseguir,
encontrar y juzgar a los delincuentes que han cometido és-
te y todos los asesinatos de periodistas, hasta ahora impu-
nes. Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Humberto
López Lena.

El diputado Humberto López Lena Cruz: Compañeras y
compañeros, comparezco ante esta tribuna para realizar un
posicionamiento personal y en representación del grupo
parlamentario de Convergencia, con relación a los lamen-
tables hechos acontecidos el pasado 6 de abril en el puerto
de Acapulco, Guerrero; lugar en donde una vez más la de-
lincuencia le arrancó la vida a un comunicador, Amado
Ramírez, el cual dejó de dar la noticia, para ser y conver-
tirse en ella.

Situación como la anterior que no se puede volver a per-
mitir, ya que no sólo se atentó en contra de la vida de una
persona, sino que se atentó en contra de la libertad de ex-
presión, el derecho a la información y el estado de derecho
en teoría, en todo el país.

El presente exhorto no sólo se debe de considerar como un
documento con buenos deseos para el esclarecimiento del
crimen, sino que se debe tomar como un repudio a la vio-
lencia, a la forma en que el Estado se ha visto rebasado por
la delincuencia, la cual se desenvuelve en una total impu-
nidad.

El asesinato del periodista Amado Ramírez pone de mani-
fiesto una vez más que las acciones que se han implemen-
tado para garantizar el respeto al gremio periodístico son
insuficientes para acabar con la problemática existente. Re-
cordando que lamentablemente México es considerado co-
mo el país latinoamericano con el mayor número de aten-
tados en contra de la libertad de expresión y segundo a
nivel mundial, sólo después de Irak.

Con relación a los atentados en contra de periodistas, es ne-
cesario recordar que el pasado 18 de marzo, la Sociedad
Interamericana de la Prensa publicó un informe de que los
últimos seis meses, han sido los peores, por lo que se re-
fiere a ataques a periodistas en México.

Entre octubre de 2006 y febrero del presente año, se han re-
gistrado los asesinatos de siete periodistas y la desaparición
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de dos más y ocho casos de amenazas, denuncias ante las
autoridades y organizaciones no gubernamentales.

Entre los casos de agresión a periodistas y comunicadores
encontramos los asesinatos de Raúl Giv Guerrero, director
general del diario Opinión en Veracruz; José Antonio García,
director de la revista Ecos de la Costa de Michoacán; Bra-
dley Roland Will, camarógrafo norteamericano fallecido en
Oaxaca; Misael Tamayo Hernández, director del diario El
Despertar; José Manuel Nava, ex director del periódico Ex-
célsior; Roberto Marcos García; Alfonso Sánchez Guz-
mán; así como las desapariciones de Rafael Ortiz Martínez
y Rodolfo Rincón Taracena del diario Tabasco Hoy.

Los casos anteriores sólo sirven de referencia y no son los
únicos, ya que las agresiones y atentados a periodistas si-
guen creciendo sin que a la fecha se hayan podido resolver
delitos cometidos en el sexenio anterior. Hechos violentos
a los que en esta ocasión se suma el asesinato de Amado
Ramírez.

Por lo manifestado es que exhorto de esta tribuna al Ejecu-
tivo federal, a efecto de que se sirva ordenar al titular de la
Procuraduría General de la República la atracción de la in-
vestigación, con el objetivo inmediato y fehaciente de es-
clarecer el asesinato de Amado Ramírez y en su momento,
el de todos los comunicadores asesinados. Señalamos que
en el caso de Amado Ramírez, la atracción es procedente,
en atención de que el asesinato se realizó con un arma de
uso exclusivo del Ejército. Al mismo tiempo es necesario
que se de intervención al fiscal especial para la Atención a
Delitos cometidos contra Periodistas, Octavio Alberto Ore-
llana Wiarco; el cual dentro de sus funciones debe de con-
tinuar con la investigación para resolver el presente asun-
to. Recordándole que este asesinato no es el único que
llevamos en el año, aunado a que los delitos de lesiones,
amenazas e investigaciones se continúan presentando a lo
largo y ancho del país.

Reitero que no basta con establecer en el papel que las ac-
ciones se realizarán para proteger a los periodistas y me-
dios de comunicación. Se necesitan hechos que lo reafir-
men. Por esto es que se exhorta al Presidente de la nación
para que actúe en conjunción con todos los niveles de go-
bierno para resolver los hechos delictivos en materia y se
realice la labor necesaria para evitar su propagación.

Por lo antes expuesto me permito someter a la considera-
ción de esta honorable Asamblea el siguiente punto de
acuerdo:

Primero. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados gi-
re atento oficio al Ejecutivo federal, a efecto de exhortarlo
para que ordene al titular de la Procuraduría General de la
República, la atracción de la investigación del homicidio
del reportero Amado Ramírez, turnado a su vez el asunto a
la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos contra Pe-
riodistas, en atención a la solicitud de un servidor, en re-
presentación del partido de Convergencia e integrante de la
Comisión de Seguimiento a Agresiones a Periodistas y co-
mo Secretario de la Comisión de Radio y Televisión;

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
gire atento oficio al titular de la Procuraduría General de la
República, para la atracción de la investigación del homi-
cidio del reportero Amado Ramírez, en atención que el ar-
ma calibre 38 súper, con la que se cometió el delito es de
uso exclusivo del Ejército, motivo por el cual es proceden-
te la atracción; y

Tercero. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados gi-
ra atento oficio al fiscal Octavio Alberto Orellana, a efecto
de exhortarlo para que rinda un informe del estado que
guardan las investigaciones a cargo de la Fiscalía Especial
de la Atención a Delitos a Periodistas. Es cuanto, señora
Presidenta. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por la que se solicita al
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
que exhorte al Ejecutivo federal a instruir al procurador ge-
neral de la República para que atraiga la investigación del
homicidio del reportero Amado Ramírez y la turne a la Fis-
calía Especial para la Atención de Delitos contra Periodis-
tas, presentada por el diputado Humberto López Lena
Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergencia, en la se-
sión del martes 10 de abril de 2007

El suscrito, Humberto López Lena Cruz, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Convergencia,
y secretario de la Comisión Especial de seguimiento a las
agresiones a periodistas y medios de comunicación, y de la
Comisión de Radio Televisión y Cinematografía de la LX
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, y en re-
presentación del grupo parlamentario al cual pertenezco,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 58 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, solicita al Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados que formule
un exhorto al Ejecutivo federal a efecto de que ordene al ti-
tular de la Procuraduría General de la República la atrac-
ción de la investigación del homicidio del reportero Ama-
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do Ramírez Dillanes; turnando a su vez el asunto a la Fis-
calía Especial para la Atención de Delitos contra Periodis-
tas, con base en las siguientes

Consideraciones

Comparezco ante ésta tribuna, a realizar un posiciona-
miento personal y en representación del Grupo Parlamen-
tario Convergencia, en relación con los lamentables hechos
acontecidos el pasado seis de abril en el puerto de Acapul-
co, Guerrero, lugar en donde una vez más la delincuencia
le arrancó la vida a un comunicador, el cual dejó de dar la
noticia para convertirse en ella. Situación la anterior que no
se puede volver a permitir, ya que no sólo se atentó contra
la vida de una persona, sino contra la libertad de expresión,
el derecho a la información y el estado de derecho que en
teoría existe en el país.

El presente exhorto no sólo se debe de considerar como un
documento con buenos deseos para el esclarecimiento del
crimen, sino que se debe de tomar como un repudio a la
violencia y la forma en que el Estado se ha visto rebasado
por la delincuencia, la cual se desenvuelve en una total im-
punidad.

El asesinato del periodista Amado Ramírez Dillanes pone
de manifiesto, una vez más, que las acciones que se han
implantado para garantizar el respeto al gremio periodísti-
co son insuficientes para acabar con la problemática exis-
tente, recordando que lamentablemente México es consi-
derado como el país latinoamericano con el mayor numero
de atentados en contra de la libertad de expresión y el se-
gundo a nivel mundial sólo después de Irak.

En relación con los atentados en contra de periodistas, es
necesario recordar que el pasado 18 de marzo la Sociedad
Interamericana de Prensa SIP publicó en un informe que
los últimos seis meses han sido los peores por lo que se re-
fiere a los ataques a periodistas en México. Entre octubre
de 2006 y febrero del presente año, se han registrado los
asesinatos de siete periodistas, la desaparición de dos más
y ocho casos de amenazas denunciadas ante las autoridades
y organizaciones no gubernamentales.

Entre los casos de agresión a periodistas y comunicadores
encontramos los asesinatos de Raúl Giv Guerrero, director
general del diario Opinión; José Antonio García Apac, di-
rector de la revista Ecos de la Costa, de Michoacán; Bra-
dley Roland Will, camarógrafo estadounidense; Misael Ta-

mayo Hernández, director del diario Despertar de la Cos-
ta, de Zihuatanejo; José Manuel Nava, ex director del pe-
riódico Excélsior; Roberto Marcos García, director de la
revista Testimonio, de Veracruz; Alfonso Sánchez Guzmán,
de Televisa Orizaba; Guevara Domínguez, hechos aconte-
cidos, en abril de 2005, 27 de octubre, 10 de noviembre, 15
de noviembre, 20 de noviembre, 30 de noviembre de 2006,
y 6 de enero de 2007, respectivamente. Así como las des-
apariciones de Rafael Ortiz Martínez y Rodolfo Rincón Ta-
racena, del diario regional Tabasco Hoy, el día 23 de enero
del presente año.

Los casos anteriores sólo sirven de referencia, y no son los
únicos, ya que las agresiones y atentados a periodistas si-
guen creciendo, sin que a la fecha se hayan podido resolver
delitos cometidos en el sexenio anterior, hechos violentos a
los que en esta ocasión se suma el asesinato del periodista
Amado Ramírez.

Por lo manifestado es que exhorto desde esta tribuna al
Ejecutivo federal, a efecto de que se sirva ordenar al titular
de la Procuraduría General de la República la atracción de
la investigación con el objetivo inmediato y fehaciente de
esclarecer el asesinato de Ramírez Dillanes y, en su mo-
mento, el de todos los comunicadores asesinados, señalan-
do que en el caso de Amado Ramírez, la atracción es pro-
cedente, en atención a que el asesinato se realizó con un
arma de uso exclusivo del Ejército.

Al mismo tiempo, es necesario que se dé intervención al
Fiscal Especial para la Atención de Delitos Cometidos con-
tra Periodistas, Octavio Alberto Orellana Wiarco, el cual
dentro de sus funciones debe de continuar con la investiga-
ción para resolver el presente asunto, recordándole que es-
te asesinato no es el único que llevamos en el año, aunado
a que los delitos de lesiones, amenazas, e intimidaciones se
continúan presentando a lo largo y ancho del país.

El reclamo que se hace en este exhorto atiende también a
las manifestaciones de todos los periodistas, tanto naciona-
les como internacionales, los cuales solicitan se ponga un
alto a todas las formas de violencia que atentan contra el
gremio periodístico y, en algunos casos, a sus familiares.
Hecho que los obliga a callar, permitiendo que la delin-
cuencia y la corrupción se sigan apoderando de la seguri-
dad de todos, sin que existan voces que lo pongan de ma-
nifiesto, en una sociedad en donde predomina el miedo.
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Reitero que no basta con establecer en el papel qué accio-
nes se realizarán para proteger a los periodistas y medios
de comunicación: se necesitan hechos que lo reafirmen;
por esto es que se exhorta al presidente de la nación a que
actué en conjunción con todos los niveles de gobierno pa-
ra resolver los hechos delictivos en la materia y se realicen
las labores necesarias para evitar su propagación.

Recordemos que, como legisladores, somos las voces de
todo el pueblo de México, el cual ve en nosotros a sus re-
presentantes y el contrapeso del Poder Ejecutivo, motivo
por el cual, tenemos la obligación de exigirle al presidente
Calderón que dé soluciones a la violencia que presenta el
país.

Por lo antes expuesto, me permito someter a la considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
gira atento oficio al Ejecutivo federal a efecto de exhortar-
lo para que ordene al titular de la Procuraduría General de
la República la atracción de la investigación del homicidio
del reportero Amado Ramírez Dillanes; turnando a su vez
el asunto a la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos
contra Periodistas, en atención a la solicitud de punto de
acuerdo presentado por el diputado Humberto López Lena,
en representación del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia, e integrante de la Comisión de Seguimiento a las Agre-
siones a Periodistas y Medios de Comunicación, y de la
Comisión de Radio Televisión y Cinematografía, en las
cuales funge como secretario.

Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
gira atento oficio al titular de la Procuraduría General de la
República para la atracción de la investigación del homici-
dio del reportero Amado Ramírez Dillanes; en atención a
que el arma calibre .38 súper, con la que se cometió el de-
lito es de uso exclusivo del Ejército, motivo por el cual es
procedente su atracción.

Tercero. La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados gi-
ra atento oficio al Fiscal Octavio Alberto Orellana Wiarco,
a efecto de exhortarlo para que rinda un informe del estado
que guardan las investigaciones a cargo de la Fiscalía Es-
pecial para la Atención de Delitos contra Periodistas.

Diputado Humberto López Lena Cruz (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Sergio Au-
gusto López Ramírez, del Partido Verde.

El diputado Sergio Augusto López Ramírez: Con su ve-
nia, diputada Presidenta. Estimadas colegisladoras, estima-
dos colegisladores, una mención especial a todos los que
trabajan los medios de comunicación, por el punto que hoy
se trata.

Y como bien se ha dicho, en este año 2006 que pasó 16 pe-
riodistas fueron asesinados. Y uno más el pasado viernes,
Amado Ramírez.

Desde 1983 ya suman cerca de 70 periodistas asesinados y
esto en nombre de la libertad de expresión ya atenta total-
mente contra ella.

Por ello nuestro país vive hoy una de sus épocas más san-
grientas y quizás una de las más violentas de su historia.

Los homicidios de ciudadanos mexicanos es noticia diaria,
es noticia cotidiana; la amenaza por teléfono y por diferen-
tes medios a los periodistas, ya era hasta cierto punto un te-
ma normal.

En ocasiones los nexos de estos con los grupos del crimen
organizado son claros, en otros son productos de arteras
venganzas de sujetos que claramente buscan el poder a to-
da costa.

Cierto es que cualquier homicidio es deleznable y atenta
contra la paz pública, pero el realizarse en contra de aque-
llos que ejercen una profesión determinada, es aún más
contrario a la razón y la seguridad del propio Estado mexi-
cano.

El artero asesinato de un profesional de la comunicación
bajo las circunstancias en que se haga, no pueden seguirse
dando en nuestro país.

La violencia atenta contra la seguridad no sólo de quien la
sufre, sino de todos los que vivimos y trabajamos honesta-
mente en este país.

México ha sido declarado como uno de los lugares más pe-
ligrosos del mundo para el ejercicio del periodismo y quien
atenta contra aquellos que han abrazado tan honrosa profe-
sión, atenta contra la libertad de expresión de toda la na-
ción, contra el orden mismo del Estado.
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El asesinato de Amado Ramírez es una muestra más del es-
tado que guarda la seguridad pública en México. Hoy más
que nunca debemos todos, desde nuestras posiciones ciu-
dadanas y políticas, redoblar esfuerzos y sumarnos a la lu-
cha en contra de la violencia y la inseguridad, debemos
apoyar las acciones que el gobierno federal viene haciendo
en esta materia.

Pero tampoco debemos congratularnos con los resultados
que se han venido dando. Es necesario que se actúe y que
se actúe desde esta Fiscalía Especial para la Atención de
Delitos cometidos contra Periodistas, que es algo increíble;
por un lado, no sabemos si honrarnos por tener esta Fisca-
lía o, por otro lado, avergonzarnos por la misma.

Y todos los homicidios que hay en contra del periodismo
también, que se abata el índice criminal que no permite el
desarrollo del país, que no permite la seguridad y certeza
de regresar a nuestros hogares.

Compañeras y compañeros diputados, los invito a que to-
dos, todos, independientemente de nuestras convicciones
partidistas, actuemos pronto a fin de dotar los instrumentos
legales al gobierno federal, a fin de abatir con mayor efi-
cacia y eficiencia la delincuencia en nuestro país. Por su
atención, muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Eduardo
Sánchez Hernández, del Partido Revolucionario Institucio-
nal.

El diputado Eduardo Sánchez Hernández: Gracias, di-
putada Presidenta. El pasado 6 de abril fue asesinado Ama-
do Ramírez, colaborador del Grupo Radiorama y Grupo
Televisa en el puerto de Acapulco, Guerrero. Su asesinato
adquiere una gran relevancia por el hecho de tratarse de un
trabajador, sin duda, destacado en los medios de comuni-
cación, y lamentamos mucho un asesinato más en el puer-
to de Acapulco, que se suma a la gran cantidad de personas
que son víctimas de la delincuencia en todo el territorio na-
cional.

Tan lamentable como la muerte de Amado, como la de
cualquier otro ciudadano que muere todos los días, víctima
—insisto— de la delincuencia y de la impunidad que se vi-
ve en nuestro país, porque lo más grave de todo es que la
gran mayoría de los asesinatos quedan impunes.

Los delincuentes hoy tienen la garantía, casi, de que come-
ter un asesinato no va a ser necesariamente juzgado y mu-
cho menos castigado a quien lo haya cometido.

Amado Ramírez deja un hueco en su familia como cual-
quier otro, y desde aquí estamos hablando de la muerte de
este hombre y en su casa están sintiendo la falta del padre
o la del esposo o la del hijo. La cantidad de muertes que
hay en México solamente es comparable con las muertes
que se realizan y que se registran en Irak, la muerte por
asesinato.

Acapulco parece ser que es la tierra de nadie. En Acapul-
co, en Guerrero, 96 por ciento de los delitos quedan impu-
nes; solamente cuatro de cada 100 delitos tienen castigo y
se encuentra a los culpables.

Ahora bien, si resultara que el crimen del señor Ramírez
tiene que ver con su quehacer de periodista, entonces el
problema se vuelve mayor, y no quiero entrar en especula-
ciones, pero el hecho es muy grave porque aparentemente
este trabajador del Grupo Radiorama y del Grupo Televisa
fue amenazado previamente a su asesinato.

Al parecer el crimen organizado, si es el caso, quiere silen-
ciar a quienes dan cuenta de la podredumbre en la que es-
tamos sumidos por culpa de ellos. El crimen organizado se
escuda en sus armas y en que al final son cobardes.

Nuestra solidaridad, de todos los diputados, estoy seguro,
con todos los periodistas de México que cubren las notas
que tengan que ver con el crimen organizado y que hoy se-
guramente estarán reflexionando acerca de su propia segu-
ridad. Un reconocimiento a su valentía y a su trabajo com-
prometido con nuestro país.

Más allá de todo, hay que reconocer que México está subi-
do en una ola de violencia sin precedentes. Todos de algu-
na manera hemos sido víctimas, todos somos sujetos de ser
víctimas de este lamentable problema de nuestro país, que
está mezclado con corrupción, con impunidad, porque tam-
bién hay que decirlo, quienes deberían de estar vigilando
por la seguridad de nuestro país, por la seguridad de nues-
tros ciudadanos, muchas veces están involucrados con los
delincuentes.

¿Cómo fue que perdimos el rumbo? ¿Cuándo fue que co-
mo sociedad nos habituamos a convivir con la impunidad
y a aceptarla como algo de todos los días como si se trata-
rá de un habitante más de nuestro país? ¿Qué más nos tie-
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ne que pasar? ¿No es suficiente con el hecho de que el cri-
men organizado tenga a nuestra nación como rehén de sus
caprichos?

Llegó la hora. Me parece que por encima de las diferencias
que podamos tener como partidos políticos, por encima de
todo está la seguridad de nuestros ciudadanos. Todos algu-
na vez hemos cantado el Himno Nacional diciendo que la
patria puede estar segura de que llegado el momento tiene
en cada uno de nosotros un soldado dispuesto a defender-
la. Pues llegó la hora. Llegó la hora porque todos los ciu-
dadanos, todos sin excepción tenemos que ver con este
problema y tenemos que hacer lo que nos corresponde.

Dejemos de ver hacia atrás y hagamos a un lado las recri-
minaciones. Veamos hacia delante y tengamos presente
qué es lo que tenemos qué hacer.

Al señor Presidente de la República lo exhorto, a los go-
bernadores de los estados, a ejecutar la ley, a hacerla cum-
plir. El problema de la delincuencia está principalmente en
el hecho de que la ley no se cumple y no se hace cumplir.
Abatir la corrupción, abatir la impunidad. El Poder Judicial
que de una vez por todas administre justicia expedita y no
—como en algunos casos— administren solamente dere-
cho.

Al Poder Legislativo, del que me honro formar parte, re-
forzar, modernizar y mejorar el marco legal vinculado con
este tema; a los ciudadanos, denunciar.

Esta guerra la tenemos que ganar. Somos más los ciudada-
nos que queremos vivir en paz y en armonía que los que se
esperan y se esmeran en que las cosas sucedan con violen-
cia en nuestro país.

Por lo que hace al Poder Legislativo, mucho celebro el he-
cho de que las Comisiones de Justicia y de Seguridad Pú-
blica sigan trabajando como hasta ahora y más todavía, sa-
ber que el receso que inicia en mayo tiene como propósito
dictaminar las iniciativas pendientes a efecto de regresar al
siguiente periodo con dictámenes y minutas que mejoren el
marco normativo.

En esto vamos juntos. Aquí no debe haber colores, ideologí-
as, filias y fobias que impidan ganar esta lucha. Es algo que
nos corresponde a todos y debemos estar por encima de
nuestras diferencias. Debemos buscar que la guerra contra el
crimen organizado se gane por parte de los ciudadanos.

Yo solicito con todo respeto a mis compañeras y compañe-
ros diputados, que guardemos un minuto de silencio por to-
das las víctimas de la impunidad, del crimen y del asesina-
to en nuestro país. Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Se pide guardar un minuto de silencio.

(Se guarda minuto de silencio)

El diputado Eduardo Sánchez Hernández: Muchas gra-
cias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Tiene la palabra el diputado Luis Sánchez Jiménez, del
Partido de la Revolución Democrática.

El diputado Venancio Luis Sánchez Jiménez: Muchas
gracias, señora Presidenta. Señoras diputadas, señores di-
putados, todos hemos reconocido el profesionalismo con el
que actuó siempre Amado Ramírez, corresponsal de Tele-
visa en el estado de Guerrero. Todos lamentamos su muer-
te; sin embargo, este atentado contra la libertad de expre-
sión no es un hecho aislado. Se circunscribe en el marco de
un riesgo creciente para el ejercicio de la libertad de ex-
presión.

Amado Ramírez se suma a una larga lista de comunicado-
res asesinados que desafortunadamente se ha acrecentado
en los últimos seis años. Se habla de estadísticas y se habla
de que en los últimos 30 años han perdido la vida 50 co-
municadores, hombres y mujeres valientes, pero hay que
revisarlo con detenimiento porque de ésos 50 en los últi-
mos 30 años, corresponden del 2001 a la fecha 28 muertes
y para decirlo más claro, es en este gobierno que se dijo del
cambio.

Se ha incrementado tremendamente esta acción de acallar,
de callar las voces de los comunicadores. En lo que lleva-
mos de este sexenio han caído dos y ha sido desaparecido
uno. Tenemos en estos últimos seis años y meses, 38 muer-
tes y lo peor es que una sola de ellas no ha sido esclareci-
da. No hay resultado ninguno en las investigaciones en es-
tos asesinatos.

Se percató la legislatura pasada de este fenómeno y se creó
un grupo de trabajo que viera, que investigara, que cono-
ciera de los atentados contra periodistas y se reconoció en
el gobierno de Fox este fenómeno y se creó una Fiscalía
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Especializada en Delitos Cometidos contra Periodistas y
Medios de Comunicación.

Al día de hoy, después de un mes de haber tomado pose-
sión del cargo el nuevo fiscal, Octavio Alberto Orellana
Wiarco, no conocemos absolutamente nada de él y hay que
decir que antes de su toma de posesión estuvo el espacio
acéfalo tres meses y el anterior fiscal se retiró sin decir si-
quiera porqué y se presume que fue porque le retiraron los
apoyos económicos con que contaba la Fiscalía.

Creo que aquí está el asunto; ¿hay o no hay voluntad de in-
vestigar las muertes hacia los periodistas?; ¿hay o no hay
voluntad de defender el derecho que tenemos a la libertad
de expresión? Esta es la situación grave que está viviendo
México en la actualidad.

La delincuencia organizada entonces, en una gran parte tie-
ne que ver con esto y no hay una política clara para que se
garantice en México la libertad de expresión. Es por eso
que la fracción parlamentaria del Partido de la Revolución
Democrática se pronuncia y exige al gobernador del estado
de Guerrero, a Zeferino Torreblanca, que investigue y se
llegue al esclarecimiento de este crimen artero, de acuerdo
con los principios que tiene nuestro partido y también exi-
gimos que haya una política clara para esclarecer la muer-
te de estos 38 comunicadores. Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Gerardo
Priego Tapia, del Partido Acción Nacional.

El diputado Gerardo Priego Tapia: Muy buenas tardes.
Como presidente de la Comisión Especial al Seguimiento
a las Agresiones a Periodistas y Medios de Comunicación
quiero sumarme a muchas de las consideraciones que se
han hecho antes por mis compañeros de otros partidos y
quisiera tratar de evitar los lamentables números de los ca-
sos de periodistas que han sido asesinados o desaparecidos
o todos aquellos que han sido agredidos, en lo general.

Pero sí quisiera compartir con ustedes una reflexión. La li-
bertad de expresión constituye, como todos sabemos, una
de las garantías más sólidas de la democracia y el desarro-
llo moderno de cualquier Estado. Esta libertad no sólo exi-
ge que los individuos sean libres de transmitir ideas e in-
formación, sino que también toda la sociedad pueda recibir
información lo más oportuna y objetiva posible.

La violación de la libertad de expresión y de prensa cons-
tituye una violación a la democracia, marco necesario para
la realización de los derechos humanos. La libertad de ex-
presión, pues, es un derecho humano fundamental recono-
cido en diversas declaraciones y tratados internacionales,
tales como la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, la Declaración Universal de Derechos Humanos y
el Pacto Internacional de Derechos Humanos, Civiles y Po-
líticos, todos ellos instrumentos internacionales de los que
México es, por supuesto, parte.

Hoy, en lo particular, condenamos el brutal y cobarde ase-
sinato del corresponsal de Televisa en Guerrero, de Amado
Ramírez, ocurrido el viernes pasado. Este asesinato se une
a una larga lista de agresiones cometidas en contra de pe-
riodistas en todo el país. ¿Cuántos asesinatos más tendrán
que darse para que, en conjunto, sociedad y gobiernos pon-
gamos finalmente término a esta ola de represión y de vio-
lencia en contra de la libertad de expresión y del derecho a
la información de todos los ciudadanos, en contra de pe-
riodistas y medios de comunicación?

Quiero comentarles que mañana estaremos en Guerrero
muy temprano un grupo plural de esta Cámara, de la Co-
misión para dar Seguimiento a Agresiones a Periodistas y
Medios de Comunicación. Quisimos hoy dejar muy claro,
por parte de todos los partidos, la indignación que nos ge-
neró este asesinato, pero que además se arrastra de una se-
rie de asesinatos, como ya hemos dicho, desde hace varios
años.

Mañana estaremos en toda una agenda de trabajo con dife-
rentes tipos de organizaciones de derechos humanos en
Guerrero, con medios de comunicación, por supuesto con
el gobierno del estado y las instituciones de procuración de
justicia en el estado de Guerrero.

En nuestro país la libertad de expresión se encuentra tute-
lada por el artículo 6o. —como todos recordamos— de la
Constitución, y establece que la manifestación de las ideas
no será objeto de ninguna inquisición judicial o adminis-
trativa, sino en el caso de que ataque la moral, los derechos
de terceros, provoque algún delito o perturbe el orden pú-
blico; y que el derecho a la información será garantizado
por el Estado.

Por otro lado, la libertad de prensa se encuentra también
garantizada en el 7o. de la Carta Magna. Es inviolable la li-
bertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier mate-
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ria. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa
censura ni exigir fianza a los autores e impresores ni coar-
tar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el
respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública.

En términos de nuestra Constitución, podemos decir que
existe definición sobre la función de los comunicadores en
nuestro país, partiendo de la base que toda persona tiene el
derecho a ser informado.

Aquí se ha hecho mucho énfasis en el derecho a la libertad
de expresión. Por supuesto que es importante, pero el dere-
cho a ser informados es precisamente con base en esa fuen-
te de información, de ese escrutinio público que hacen los
comunicadores todos los días, en que la sociedad puede to-
mar información y tomar decisiones, precisamente como
en el caso —desafortunadísimo caso— de Amado, en el es-
tado de Guerrero.

Existe además la libertad para comunicar pensamientos de
opiniones, incluso publicándolos, por supuesto. Resulta
evidente que la práctica del periodismo es una manifesta-
ción perfecta de la libertad de información y de prensa en
nuestro país. Todos aquellos periodistas comprometidos en
la corresponsabilidad social de conducir al país y el com-
promiso con la verdad, están en una manifestación perfec-
ta de la libertad de información.

En esa tesitura es irrebatible que los medios de comunica-
ción, los periodistas y demás comunicadores, tienen el de-
recho de informar a los habitantes y de manera correlativa
surge la obligación para que los órganos del Estado mexi-
cano tutelen ese derecho.

Los periodistas cumplen con una función clave, importan-
tísima, ya que ofrecen al público esa fuente de información
independiente que permite tener información clave para la
toma de decisiones. Es por eso que todo lo que se pueda ha-
cer para la prevención también en estos casos de delitos,
tiene que se realizado en México.

Cabe señalar pues y recordar que es deber del Estado pre-
venir, investigar y castigar a los responsables del asesinato
y otros actos de violencia perpetrados con objeto de acallar
el ejercicio del derecho a la libertad de expresión.

Las agresiones contra el ejercicio del periodismo y la li-
bertad de expresión restringen los derechos de los demás
ciudadanos también, ya que ven limitado su derecho a la

información. Se trata por consiguiente, de evidentes viola-
ciones, muchas veces manifestadas de manera grosera y
criminal como algunas de las que hemos comentado y otras
de forma sutil y disimulada, pero igualmente dañina.

En el PAN impulsamos fuertemente, firmemente, la crea-
ción de esta Fiscalía Especial de Seguimiento a Delitos
contra Periodistas y Medios de Comunicación que fue
constituida en el último año, como ustedes recuerdan, del
gobierno del Presidente Fox.

En adición resulta indispensable la adopción de mecanis-
mos que garanticen ––hablemos del futuro, todavía des-
afortunadamente esto puede seguir pasando–– la adopción
de mecanismos que garanticen la coordinación entre todas
las instancias federales competentes, para garantizar la se-
guridad y el pleno ejercicio del derecho a realizar activida-
des periodísticas para cumplir con su labor de informar a la
sociedad. No basta pues, no basta pues con que se escla-
rezcan los delitos, los asesinatos, los abusos ya cometidos;
se trata de que no existan más.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de
esta honorable soberanía el siguiente punto de acuerdo:

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal a través de la Se-
cretaría de Seguridad Pública y a la Procuraduría Federal,
implementen programas de prevención para la protección
de los periodistas en nuestro país.

Segundo. Se exhorta al gobierno del estado de Guerrero y
al gobierno federal a que profundicen en la investigación
del caso de Amado Ramírez, corresponsal de Televisa, en
Guerrero, y resuelva el caso lo antes posible.

Por su atención, muchísimas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Seguridad
Pública y la Procuraduría General de la República, a im-
plantar programas para la protección de los periodistas en
el país, presentada por el diputado Gerardo Priego Tapia,
del Grupo Parlamentario del PAN, en la sesión del martes
10 de abril de 2007

El suscrito, diputado federal de la LX Legislatura, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en los artículos 58 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
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los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente punto de acuerdo, ba-
jo las siguientes

Consideraciones

La libertad de expresión, constituye una de as garantías
más sólidas de la democracia y el desarrollo moderno de
los Estados. Esta libertad, no sólo exige que los individuos
sean libres de transmitir ideas e información, sino que tam-
bién toda la sociedad pueda recibir información lo más
oportuna y objetiva posible. La violación de la libertad de
expresión y de prensa constituye una violación a la demo-
cracia, marco necesario para la realización de los derechos
humanos.

La libertad de expresión es un derecho humano fundamen-
tal reconocido en diversas declaraciones y tratados interna-
cionales, tales como la Declaración Americana sobre Dere-
chos Humanos y Deberes del Hombre, la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, todos ellos instrumentos in-
ternacionales de los que México es parte.

El brutal asesinato de Amado Ramírez, corresponsal de Te-
levisa en Guerrero, ocurrido el viernes pasado en la ciudad
de Acapulco, se une a la larga lista de agresiones cometidas
en contra de periodistas en el país.

¿Cuántos asesinatos más tendrán que darse para que, en
conjunto, gobierno y sociedad, pongamos fin a esta ola de
represión y de violencia en contra de la libertad de expre-
sión, de los periodistas y de los medios de comunicación?

En México, la libertad de expresión se encuentra tutelada
por el artículo 6o. de la Constitución Política y establece
que “La manifestación de las ideas no será objeto de nin-
guna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso
de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provo-
que algún delito o perturbe el orden público y que el dere-
cho a la información será garantizado por el Estado”.

Por otro lado, la libertad de prensa se encuentra garantiza-
do por el artículo 7o. de la Carta Magna que establece que
“Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos
sobre cualquier materia. Ninguna ley ni autoridad pueden
establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores
o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tie-
ne más límites que el respeto a la vida privada, a la moral

y a la paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse la
imprenta como instrumento del delito”.

En términos de la Constitución, podemos decir que existe
definición sobre la función de los comunicadores, partien-
do de la base de que: toda persona tiene derecho a ser in-
formado; que existe además la libertad para comunicar
pensamientos y opiniones incluso publicándolos; y que se
considera que los comunicadores tiene como profesión re-
cabar datos, analizarlos y con base a ellos informar a los
demás sobre los temas que les interesan. Entonces resulta
evidente que la práctica del periodismo es una manifesta-
ción perfecta de la libertad de información y de prensa. En
esa tesitura es irrebatible que los medios de comunicación
masiva, los periodistas y demás comunicadores tienen el
derecho de informar a los habitantes, y de manera correla-
tiva surge la obligación para que los órganos del Estado tu-
telen dichos derechos.

Los periodistas cumplen con una función importante, ya
que ofrecen al público una fuente informativa indepen-
diente, por lo que deben brindárseles la mayor protección
posible. Cabe señalar que es deber del Estado prevenir, in-
vestigar y castigar a los responsables del asesinato y otros
actos de violencia perpetrados con el objeto de acallar el
ejercicio del derecho a la libertad de expresión.

Además, el principio 9 de la Declaración de Principios so-
bre Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos establece que el asesinato, secues-
tro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales,
así como la destrucción material de los medios de comuni-
cación, viola los derechos fundamentales de las personas y
coarta severamente la libertad de expresión, por lo que es
deber de los Estados prevenir e investigar estos hechos,
sancionar a sus autores y asegurar a las víctimas una repa-
ración del daño adecuada.

En este sentido, el asesinato, el secuestro, el abuso de au-
toridad, las amenazas, la prisión injusta de periodistas, el
robo y destrucción del material de los periodistas o de los
medios de comunicación, y en general la violencia de cual-
quier tipo, así como la impunidad de los agresores, coartan
severamente la libertad de expresión y de prensa, razón por
la cual, estos actos deben ser investigados y sancionados
con oportunidad.

Las agresiones contra el ejercicio del periodismo y la li-
bertad de expresión restringen los derechos de los demás
ciudadanos, ya que ven limitado su derecho a la informa-
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ción. Se trata, por consiguiente, de evidentes violaciones a
los derechos humanos que se manifiestan algunas veces de
manera grosera y criminal, y otras de forma sutil y disimu-
lada, pero igualmente dañina.

En nuestro país, es largo el recuento de las agresiones co-
metidas contra diversas personas en el ejercicio de la labor
periodística, con el objeto de acallar la información que
pretenden dar a conocer a la sociedad. No por nada la Fe-
deración Internacional de Periodistas (FIP) calificó a Mé-
xico como el país latinoamericano más peligroso para ejer-
cer el periodismo, especialmente en las investigaciones
dirigidas al crimen y la corrupción.

En su reporte anual, la FIP precisó que en el país se asesi-
naron a diez periodistas durante el 2006, quedando segun-
do en el listado de países más mortíferos para periodistas,
sólo por debajo de Irak y colocándose por encima de Co-
lombia y Venezuela, en donde murieron cinco.

Por su lado, la Sociedad Interamericana de Prensa durante
su reunión de medio año celebrada el pasado mes de mar-
zo de 2007 en Cartagena de Indias, Colombia, señala que
entre octubre del 2006 y febrero de este año se han regis-
trado los asesinatos de siete periodistas, la desaparición de
dos más y ocho casos de amenazas denunciadas ante las
autoridades y organizaciones no gubernamentales. El cri-
men organizado y los abusos de las autoridades en el poder
persisten como las amenazas principales, así como la im-
punidad de estas agresiones.

Reporteros sin Fronteras señala en su informe presentado
en marzo de este año que con nueve periodistas asesinados
y tres desaparecidos, el país arrastra el peor balance del
continente y se coloca detrás de Irak, por el número de pro-
fesionales de los medios de comunicación muertos en
2006.

En adición a lo anterior, resulta indispensable la adopción
de mecanismos que garanticen la coordinación entre todas
las instancias federales competentes para garantizar la se-
guridad y el pleno ejercicio del derecho a realizar activida-
des periodísticas para cumplir su labor de informar a la so-
ciedad.

No basta con buscar se esclarezcan los asesinatos y abusos
ya cometidos, se trata de que no existan más.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo de urgente y obvia resolución

Primero. Se exhorta al Ejecutivo federal, a través de la Se-
cretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría General de
la República, a que implante programas para la protección
de los periodistas en el país.

Segundo. Se exhorta al gobierno federal y al gobierno del
estado de Guerrero a fin de que se esclarezca de manera in-
mediata el asesinato de Amado Ramírez, corresponsal de
Noticieros Televisa en Guerrero, ocurrido el viernes 6 de
abril del presente año.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de abril de 2007.—
Diputado Gerardo Priego Tapia (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Hará uso de la palabra el diputado
José Manuel del Río Virgen.

El diputado José Manuel del Río Virgen: Con su permi-
so, señora Presidenta.

En los últimos 7 años 33 periodistas han sido asesinados,
por lo que es urgente exhortar no solamente al Ejecutivo
federal, sino particularmente a la Fiscalía que debe garan-
tizar la protección a los comunicadores. Es muy importan-
te que se proteja al gremio de comunicadores y que se in-
vestiguen hasta sus últimas consecuencias estos crímenes.

Lo que aquí se ha señalado en la tribuna por compañeros
diputados de diferentes partidos es muy cierto, la muerte
del reportero Amado Ramírez lastima a toda la sociedad y
por ello también se tiene que exhortar al procurador de Jus-
ticia del estado de Guerrero para que se llegue hasta sus úl-
timas consecuencias.

En el estado de Veracruz, en el norte del estado tenemos un
caso lamentabilísimo sin resolver. El 8 de abril del año
2005 fue masacrado un periodista que tenía como símbolo
la libertad de expresión, incansable luchador social y ade-
más, una persona con una gran calidad humana, se trata del
periodista Raúl Giv Guerrero, quien fue masacrado y hasta
la fecha las autoridades no han podido esclarecer este ase-
sinato que a todo el estado de Veracruz nos lastima y sin lu-
gar a dudas exigimos que rápidamente se pueda investigar
este caso de Raúl Giv Guerrero.
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Por otro lado, solamente señalar que la relatoría de la Or-
ganización de Estados Americanos, la OEA, señaló que el
número de asesinatos de periodistas en nuestro continente
creció en el año 2006 a un total de 19.

Por todo ello, compañeras y compañeros, nos hacemos eco
de las exhortaciones que aquí se han señalado y urgimos a
las autoridades competentes a tomar cuanto antes todas las
medidas a su alcance para investigar y hacer justicia en los
casos de asesinatos, agresiones y amenazas y diseñar polí-
ticas públicas de protección y fortalecimiento del derecho
a la libertad de expresión.

Muchísimas gracias y ojalá y estos exhortos lleguen a don-
de deben de llegar y pronto se puedan esclarecer los asesi-
natos del señor Amado Ramírez y el de Raúl Giv Guerre-
ro. Muchísimas gracias por su atención.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Gracias, señor diputado. Se ha agotado el registro de ora-
dores y se pide a la Secretaría que consulte a la Asamblea
si es de aprobarse el punto de acuerdo propuesto por la Jun-
ta de Coordinación Política.

El Secretario diputado Eduardo Sergio de la Torre Ja-
ramillo: En votación económica se consulta a la Asamblea
si es de aprobarse el punto de acuerdo. Los ciudadanos di-
putados que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.
Los ciudadanos diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Aprobado; comuníquese. 

ERNESTINA ASCENSIO ROSARIO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Respecto a la propuesta que hizo la diputada Aída Marina
Arvizu en el punto anterior, presentado durante el posicio-
namiento en el asunto de Zongolica, Veracruz, esta Presi-
dencia dicta el siguiente trámite: túrnese a la Junta de
Coordinación Política.

AMADO RAMIREZ DILLANES

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal:
Respecto a las propuestas que hicieron durante el posicio-
namiento del punto de acuerdo que acabamos de aprobar,
las que hizo el diputado Humberto López Lena se turnan
a la Mesa Directiva.

Y las que hizo el diputado Gerardo Priego Tapia se turnan
a la Comisión de Seguridad Pública.

Continúe la Secretaría.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza:
«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.— Primer Año de
Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 11 de abril de 2007.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Los asuntos no abordados en esta sesión, y los demás asun-
tos con los que la Mesa Directiva dé cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada María Elena Álvarez Bernal (a
las 15:42 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que
tendrá lugar mañana miércoles 11 de abril, a las 11:00 ho-
ras. Se les informa que el sistema electrónico estará abier-
to a partir de las 9:30 horas.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 4 horas 20 minutos

• Quórum a la apertura de sesión: 315 diputados

• Asistencia al cierre de registro: 397 diputados

• Acuerdos de la Junta de Coordinación Política, aprobados: 3

• Minutos de silencio: 2

• Proposiciones con punto de acuerdo: 3

• Diputados por grupo parlamentario que participaron durante la sesión: 40
PAN-6, PRD-20, PRI-4, PVEM-2, Convergencia-3, PT-1, Nueva Alianza-2, Alternativa-2

Se recibio:

• 1 comunicación de la Mesa Directiva, en relación a dictámenes negativos con los que se desechan
proposiciones de puntos de acuerdo;

• 4 oficios de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite solicitud de permiso para que el ciuda-
dano Francisco Eduardo Cue Pérez, pueda desempeñar el cargo de cónsul honorario de la República
de Filipinas en Monterrey, con circunscripción consular en los estados de Nuevo Léon, Coahuila, Ta-
maulipas, Durango y San Luis Potosí;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite solicitud de permiso para que el ciuda-
dano Edward Kurt Clancy Contreras, pueda desempeñar el cargo de agente consular honorario de los
Estados Unidos de América, en la ciudad de San Miguel de Allende, Guanajuato;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite solicitud de permiso para que los ciuda-
danos Salvador Suárez Moctezuma, Nora Laura Rivera Fernández y David Suárez Gómez, puedan
prestar servicios en diversas representaciones diplomáticas de los Estados Unidos de América en Mé-
xico;

• 4 oficios de la Secretaría de Gobernación, con los que remite solicitudes de permiso para que los
ciudadanos Emily Chávez Daumas, Tziratzin Patricia de la Lama Rebollo, Pedro Vega Juárez y Va-
lente Ojeda Vargas, puedan prestar servicios en diversas representaciones diplomáticas de distintos
gobiernos en México, respectivamente;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite la carpeta de resultados de la participa-
ción del Presidente de la República, licenciado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, en la XIX Reu-
nión de jefes de Estado y de gobierno del Grupo de Río, celebrada los días 2 y 3 de marzo de 2007
en la ciudad de Georgetown, Guyana;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite el VI Informe de Ejecución del Plan Na-
cional de Desarrollo 2001-2006;
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• 11 oficio de la Comisión de Gobernación, con los que remite contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores con el que remite del senador Juan Bueno Torio, solicitud pa-
ra que se dictamine la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artí-
culos 13 Bis, 14 Bis, 14 Ter y 15 de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 constitucional en el Ra-
mo del Petróleo; 253 y 368 Quáter del Código Penal Federal; y 194 del Código Federal de
Procedimientos Penales;

• 2 minutas con proyectos de ley

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Cultura, con el que se desechan proposiciones con punto de acuerdo pre-
sentadas en la LIX Legislatura;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Rural, con el que se desechan proposiciones con punto de acuer-
do presentadas en la LIX Legislatura;

• 1 de la Comisión de Economía, con el que se desechan proposiciones con punto de acuerdo pre-
sentadas durante la LIX Legislatura;

• 1 de las Comisiones Unidas de Economía, y de Reforma Agraria, con el que se desecha proposi-
ción con punto de acuerdo por las que se exhorta al gobierno federal a intervenir en el conflicto en-
tre Exportadora de Sal, SA de CV, y los pobladores de los ejidos Benito Juárez y Gustavo Díaz Or-
daz, en Mulegé, Baja California Sur, a investigar la situación financiera de dicha empresa y a
formar una comisión plural que apoye las pesquisas;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con el que se desechan 121 proposiciones con
punto de acuerdo presentadas durante la LIX Legislatura;

• 1 de la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, con el que se desecha proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a resolver el
juicio de revisión constitucional presentado por Infored, SA de CV, y José Gutiérrez Vivó;

• 1 de la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, con el que se desecha proposición con
punto de acuerdo por el que se cita al director del Canal 11 para que explique la línea editorial de
esa emisora y la censura aplicada al programa Diálogos en Confianza y el despido injustificado de
personal de éste;

• 1 de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con el que se desechan proposiciones con punto
de acuerdo presentadas durante la LIX Legislatura;

• 1 de la Comisión de Seguridad Pública, con el que se desechan proposiciones con punto de acuer-
do por el que se exhorta al procurador general de la República a investigar las posibles conductas
ilícitas de elementos de la Agencia Federal de Investigación, al recrear la captura de presuntos se-
cuestradores mediante la realización de un video;

• 1 de las Comisiones de Unidas de Vivienda, y de Seguridad Social, con el que se desechan pro-
posiciones con punto de acuerdo por la que se cita a comparecer al director del Infonavit para que
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informe sobre la efectividad de la ley de ese instituto en el conjunto La Margarita, en Puebla, y las uni-
dades habitacionales del país, y por la que se solicita al mismo funcionario que se presente ante dichos
órganos legislativos para aportar datos sobre las edificaciones correspondientes a la llamada Línea 1;

• 1 de la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto que concede permiso al ciudadano Fer-
nando Alberto Lázaro Serrano Migallón, para aceptar y usar la Condecoración Orden de Isabel la Ca-
tólica, en grado de Encomienda, que le otorga el Gobierno del Reino de España;

• 1 de la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto que concede permisos a cinco ciudada-
nos, para prestar servicios en las Embajadas de Austria y de los Estados Unidos de América en Méxi-
co y en sus Consulados en Monterrey, Nuevo León y Nuevo Laredo, Tamaulipas, respectivamente;

• 1 de la Función Pública, con punto de acuerdo a proposición para exhortar a la Secretaría de la Fun-
ción Pública investigue el proceso de enajenación de Compañía Mexicana de Aviación, Sociedad Anó-
nima de Capital Variable;

• 1 de la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, con punto de acuerdo para solicitar a la Di-
rección General de Radio, Televisión y Cinematografía de la Secretaría de Gobernación, cumpla con
las disposiciones de la Ley Federal de Radio y Televisión y su respectivo reglamento, en materia de
restricción a la transmisión de programas de radio y televisión con contenido sexual y violento en ho-
rarios para menores;

• 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, con punto de acuerdo a proposición para exhortar al titular
del Instituto de la Juventud del Distrito Federal a celebrar un convenio con el Instituto Mexicano de
la Juventud;

• 1 de la Comisión de Cultura, con punto de acuerdo a proposición para declarar como Zona de Mo-
numentos Arqueológicos a Tlatelolco;

• 1 de la Comisión de Cultura, con punto de acuerdo a proposición para exhortar al Ejecutivo federal
a realizar las gestiones necesarias para que se declare la ciudad de Lerdo, Durango, zona de monu-
mentos históricos;

• 1 de la Comisión de Cultura, con punto de acuerdo a proposición relativo al acceso de objetos cere-
moniales en zonas arqueológicas;

• 1 de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de acuerdo a proposición para exhortar al Eje-
cutivo federal y a los gobiernos de diversas entidades federativas, atiendan las recomendaciones del
Tribunal Latinoamericano del Agua emitidas en los veredictos del 20 de marzo de 2006;

• 1 de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de acuerdo a proposición para exhortar al ti-
tular de la Comisión Nacional del Agua a solucionar el problema de abasto de agua potable en diver-
sos poblados de los municipios de Apatzingan y Parácuaro en el estado de Michoacán;

• 1 de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de acuerdo a proposición para exhortar al ti-
tular de la Comisión Nacional del Agua para que explique las acciones operativas y administrativas
por las que se establecen los límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas de aguas
residuales en aguas y bienes nacionales en el trayecto de la cuenca Lerma-Chapala;
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• 1 de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de acuerdo a proposición por el que se exhor-
ta al Ejecutivo federal, al gobierno del estado de México y al municipio de Naucalpan a atender la si-
tuación del Río Hondo y de la población que habita en los márgenes de éste;

• 1 de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con punto de acuerdo a proposición para exhortar a la Co-
misión Nacional del Agua, en coordinación con la Comisión Federal de Electricidad, la Secretaría de
Turismo, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas y los municipios aledaños al Cañón del
Sumidero, en el estado de Chiapas, implementen un programa de saneamiento permanente de la zona,
que incluya el monitoreo y protección de especies en categoría de riesgo;

• 1 de la Comisión de Seguridad Pública, con punto de acuerdo a proposición relativo a la concesión
de beneficios de libertad anticipada a las personas que se encuentren en Centros de Readaptación So-
cial federales o estatales;

• 1 de la Comisión de Seguridad Pública, con punto de acuerdo a proposición relativo al inicio de ope-
raciones del Centro de Readaptación Social de Guasave, del estado de Sinaloa;

• 1 de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con punto de acuerdo a proposición para ex-
hortar al Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores a iniciar una campaña de difusión na-
cional de los derechos de las personas adultas mayores;

• 1 de la Comisión de Reforma Agraria, con punto de acuerdo por el que se desechan iniciativas con
proyecto de decreto que reforma el artículo 17 de la Ley Agraria;

• 1 de la Comisión de Vivienda, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Vivienda;

• 1 de la Comisión de Vivienda, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Vivienda;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 17 de la Ley Orgánica del Banco
Nacional de Obras y Servicios Públicos;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4 de la Ley Federal de Institucio-
nes de Fianzas;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 26 de la Ley del Banco de México;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 74 Bis de la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 5 de la Ley Orgánica de Nacional
Financiera;
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• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desechan ini-
ciativas con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con punto de acuerdo por el que se desechan ini-
ciativas con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios;

• 1 de las Comisiones Unidas de Juventud y Deporte y de Salud, con punto de acuerdo por el que se
desecha minuta que reforma la Ley General de Salud y la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud;

• 1 de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social, con punto de acuer-
do por el que se desecha iniciativa que adiciona un artículo décimo sexto transitorio al decreto por el
que se reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores;

• 1 de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con punto de acuerdo por el que se desecha ini-
ciativa que adiciona el artículo 9 de la Ley de los Derechos de los Adultos Mayores;

• 1 de la Comisión de Seguridad Pública, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que
adiciona reforma y adiciona el artículo 11 de la Ley General que Establece las Normas Mínimas so-
bre Readaptación Social de los Sentenciados;

• 1 de la Comisión de Seguridad Pública, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que
adiciona reforma y adiciona el artículo 12 de la Ley de la Policía Federal Preventiva;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Rural, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que ex-
pide la Ley Federal de Protección al Maguey;

• 1 de la Comisión de Desarrollo Rural, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que ex-
pide la Ley de Investigación de Desarrollo Biotecnológico y Bioseguridad;

• 1 de la Comisión de Economía, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Comercio Exterior;

• 1 de la Comisión de Economía, con punto de acuerdo por el que se desecha iniciativa que reforma
los artículos 62 y 89 de la Ley General de Sociedades Mercantiles;

• 1 de las Comisiones Unidas de Salud y de Economía, con punto de acuerdo por el que se desecha
minuta que reforma los artículos 115 de la Ley General de Salud y 49 de la Ley Federal de Protección
al Consumidor.
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• Aguilar Solís, Samuel (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Almonte Borja, Ramón (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Arvizu Rivas, Aída Marina (Alternativa).  . . . . . . . . .

• Batres Guadarrama, Valentina Valia (PRD).  . . . . . . .

• Bautista Bravo, Alliet Mariana (PRD).  . . . . . . . . . . .

• Bravo Padilla, Itzcóatl Tonatiuh (PRD).  . . . . . . . . . .

• Bravo Padilla, Itzcóatl Tonatiuh (PRD).  . . . . . . . . . .

• Cárdenas Hernández, Raymundo (PRD).  . . . . . . . . .

• Cervantes Rodríguez, Aurora (PRD).  . . . . . . . . . . . .

• Contreras Julián, Maricela (PRD).  . . . . . . . . . . . . . .

• Dávila Fernández, Adriana (PAN).  . . . . . . . . . . . . . .

• Del Río Virgen, José Manuel (Convergencia).  . . . . .

• Gómez Pasillas, Jacinto (Nueva Alianza).  . . . . . . . . .

• Guerra Ochoa, Juan Nicasio (PRD).  . . . . . . . . . . . . .

• Guerrero Rubio, Pilar (PVEM).  . . . . . . . . . . . . . . . .

• López Lena Cruz, Humberto (Convergencia).  . . . . . .

• López Ramírez, Sergio Augusto (PVEM).  . . . . . . . .

• Luna Becerril, Blanca (Nueva Alianza).  . . . . . . . . . .

• Martínez Vargas, Octavio (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . .

• Mendoza Maldonado, Fausto Fluvio (PRD). . . . . . . .

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 299, 301

Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores: 269

Ernestina Ascensio Rosario: 302, 315

Ernestina Ascensio Rosario: 317, 319

Ernestina Ascensio Rosario: 311, 314

Ernestina Ascensio Rosario: 319

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 301

Ernestina Ascensio Rosario: 313

Ernestina Ascensio Rosario: 315

Ernestina Ascensio Rosario: 308

Ernestina Ascensio Rosario: 317

Amado Ramírez Dillanes: 333

Amado Ramírez Dillanes: 324

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 298

Ernestina Ascensio Rosario: 306

Amado Ramírez Dillanes: 324

Amado Ramírez Dillanes: 327

Ernestina Ascensio Rosario: 304

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 299

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 297

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 10 de abril de 2007341

• Monreal Ávila, Susana (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Montalvo Gómez, Pedro (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . .

• Montalvo Rojas, Victorio Rubén (PRD). . . . . . . . . . .

• Navarro Quintero, Miguel Ángel (PRD).  . . . . . . . . .

• Ortega Martínez, María del Pilar (PAN). . . . . . . . . . .

• Ortiz Magallón, Rosario Ignacia (PRD).  . . . . . . . . . .

• Priego Tapia, Gerardo (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Rodríguez Prats, Juan José (PAN).  . . . . . . . . . . . . . .

• Rodríguez Vizcarra Velázquez, Adriana (PAN).  . . . .

• Romero Guzmán, Rosa Elia (PT). . . . . . . . . . . . . . . .

• Salvatori Bronca, María del Carmen (Convergencia).

• Sánchez Camacho, Alejandro (PRD).  . . . . . . . . . . . .

• Sánchez Hernández, Eduardo (PRI).  . . . . . . . . . . . . .

• Sánchez Jiménez, Venancio Luis (PRD).  . . . . . . . . .

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 296, 301

Ernestina Ascensio Rosario: 307

Ernestina Ascensio Rosario: 314

Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores: 270

Ernestina Ascensio Rosario: 310

Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores: 269

Amado Ramírez Dillanes: 330

Ernestina Ascensio Rosario: 312

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 300, 301

Ernestina Ascensio Rosario: 305

Ernestina Ascensio Rosario: 306

Ley General de Salud - Ley Federal de
Protección al Consumidor: 297

Amado Ramírez Dillanes: 328

Amado Ramírez Dillanes: 329
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PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Acosta Dávila Constantino  ASISTENCIA
2 Aguilar López José Alejandro  ASISTENCIA
3 Alcalde Virgen Moisés  ASISTENCIA
4 Alcaraz Hernández Alma Edwviges  CÉDULA
5 Alcocer y Gazca Teresa de Jesús  ASISTENCIA
6 Álvarez Bernal María Elena  ASISTENCIA
7 Amezola Fonceca Gerardo  ASISTENCIA
8 Aranda Orozco Gerardo  ASISTENCIA
9 Arellano Arellano Joel  CÉDULA
10 Arenas Guzmán Margarita  ASISTENCIA
11 Arizméndi Uribe Efraín  ASISTENCIA
12 Armendáriz García Pedro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Arredondo Ibarra Salvador  ASISTENCIA
14 Arredondo Velázquez Jesús  ASISTENCIA
15 Ávila Mayo Obdulio  ASISTENCIA
16 Barradas Miravete Gregorio  ASISTENCIA
17 Barrios Rodríguez Juan Enrique  ASISTENCIA
18 Bello Pérez Alfonso Othón  ASISTENCIA
19 Berber Martínez Antonio  CÉDULA
20 Bermúdez Viramontes Andrés  INASISTENCIA
21 Bolaños Aguilar Edmundo Javier  INASISTENCIA

22 Borboa Becerra Omar Antonio  ASISTENCIA
23 Borrego Estrada Felipe  ASISTENCIA
24 Bracho González Carlos Augusto  ASISTENCIA
25 Buganza Salmerón Gerardo  INASISTENCIA
26 Caballero Chávez Claudia Gabriela  INASISTENCIA
27 Campos Galván María Eugenia  INASISTENCIA
28 Carbajal Méndez Liliana  ASISTENCIA
29 Carbajal Tejada Rogelio  ASISTENCIA
30 Cárdenas Sánchez Esmeralda  ASISTENCIA
31 Carrasco Altamirano Diódoro Humberto  ASISTENCIA
32 Castaño Contreras Cristián  ASISTENCIA
33 Castro De la Rosa Osiel  ASISTENCIA
34 Castro Muñoz Juan de Dios  ASISTENCIA
35 Castro Romero Ma. Sofía   ASISTENCIA
36 Ceja Romero Ramón  ASISTENCIA
37 Chávez García Daniel  ASISTENCIA
38 Collado Lara Beatriz  ASISTENCIA
39 Contreras Coeto José Luis  ASISTENCIA
40 Corral Aguilar María Mercedes  ASISTENCIA
41 Cuen Garibi Marcela  ASISTENCIA
42 Curiel Preciado Leobardo  ASISTENCIA
43 Dávila Fernández Adriana  ASISTENCIA
44 Dávila García Francisco  ASISTENCIA
45 De León Tello Jesús  ASISTENCIA

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS TOTAL
PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA

OFICIAL DIRECTIVA

PAN 170 13 0 2 0 21 206
PRD 96 11 1 14 0 5 127
PRI 84 4 0 13 0 5 106
PVEM 8 7 0 0 0 2 17
CONV 15 2 0 0 0 0 17
PT 11 1 0 0 0 0 12
NA 8 0 0 1 0 0 9
ALT 5 0 0 0 0 0 5
SP 1 0 0 0 0 0 1
TOTAL 398 38 1 30 0 33 500



Año I, Segundo Periodo, 10 de abril de 2007 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados344

46 Degante Romero Silvia Emilia  ASISTENCIA
47 Del Toro del Villar Tomás  ASISTENCIA
48 Del Valle Toca Antonio  ASISTENCIA
49 Delgado Oscoy Alejandro Enrique  ASISTENCIA
50 Deschamps Falcón Ángel Rafael  ASISTENCIA
51 Díaz García José Antonio  ASISTENCIA
52 Díaz Garibay Felipe  ASISTENCIA
53 Díaz Gordillo Martha Cecilia  ASISTENCIA
54 Díaz de León Torres Leticia  INASISTENCIA
55 Domínguez Servién Francisco  ASISTENCIA
56 Duck Núñez Edgar Mauricio  CÉDULA
57 Enríquez Flores Armando  ASISTENCIA
58 Enríquez Martínez Luis Rodolfo  ASISTENCIA
59 Escaroz Soler Gerardo Antonio  ASISTENCIA
60 Escobar Jardinez Adolfo  INASISTENCIA
61 Espinosa Piña José Luis  ASISTENCIA
62 Félix Holguín Armando Jesús  ASISTENCIA
63 Felton González Carlos Eduardo  ASISTENCIA
64 Fernández Cabrera Adrián  ASISTENCIA
65 Figueroa Ortega David  ASISTENCIA
66 Flores Domínguez Emilio Ramón Ramiro  ASISTENCIA
67 Flores Grande Arturo  ASISTENCIA
68 Flores Morfín Jesús Vicente  ASISTENCIA
69 Fraile García Francisco Antonio  ASISTENCIA
70 Franco Cazarez Ricardo  ASISTENCIA
71 Fuentes Ortíz José Guillermo  ASISTENCIA
72 García González Carlos Alberto  INASISTENCIA
73 García Müller Martha Margarita  ASISTENCIA
74 García Reyes Ángel Humberto  ASISTENCIA
75 García Reyes Beatriz Eugenia  ASISTENCIA
76 García Vivián Raúl  INASISTENCIA
77 Garmendia Hernández Yolanda Mercedes  CÉDULA
78 Gómez Leyva Silvio  ASISTENCIA
79 González Betancourt Jorge Justiniano  ASISTENCIA
80 González Martínez María Gabriela  CÉDULA
81 González Morán Martín Oscar  ASISTENCIA
82 González Roaro Benjamín Ernesto  ASISTENCIA
83 González Ruiz Felipe  ASISTENCIA
84 González Sánchez Ma. Dolores  ASISTENCIA
85 Gudiño Ortíz Francisco Javier  ASISTENCIA
86 Guerrero Torres José Gildardo  INASISTENCIA
87 Gutiérrez Lagunes María Victoria  ASISTENCIA
88 Hernández Núñez Elia  ASISTENCIA
89 Hurtado Pérez Nelly Asunción  ASISTENCIA
90 Iragorri Durán Enrique  INASISTENCIA
91 Jiménez del Castillo Ma. de los Ángeles  ASISTENCIA
92 Jiménez Ramos María Esther  ASISTENCIA
93 Joaquín Coldwell Addy Cecilia  CÉDULA
94 Lagunes Viveros Violeta del Pilar  ASISTENCIA
95 Landero Gutiérrez Alejandro  ASISTENCIA
96 Landeros González Ramón  ASISTENCIA
97 Lara Compeán David  ASISTENCIA
98 Larios Córdova Héctor  ASISTENCIA
99 Laviada Hernández Iñigo Antonio  ASISTENCIA
100 Lemus Muñoz Ledo Ramón Ignacio  ASISTENCIA
101 Leura González Agustín  ASISTENCIA
102 Lezama Aradillas René  ASISTENCIA
103 Limas Frescas María Soledad  ASISTENCIA
104 Lizaola de la Torre Alonso Manuel  ASISTENCIA
105 López Cisneros José Martín  INASISTENCIA

106 López Reyna Omeheira  INASISTENCIA
107 López Silva Rubí Laura  ASISTENCIA
108 Ludlow Kuri Lorenzo Daniel  ASISTENCIA
109 Lujano Nicolás Christian Martín  INASISTENCIA
110 Maawad Robert Luis Xavier  ASISTENCIA
111 Macías Zambrano Gustavo  ASISTENCIA
112 Madrazo Limón Carlos  CÉDULA
113 Magallón Arceo Leonardo Melesio de J.  ASISTENCIA
114 Malagón Ríos Martín  ASISTENCIA
115 Maldonado González David  ASISTENCIA
116 Manuell-Gómez Angulo Dolores De María  ASISTENCIA
117 Martínez Díaz María de Jesús  ASISTENCIA
118 Martínez Valero Dora Alicia  ASISTENCIA
119 Medellín Varela Antonio  ASISTENCIA
120 Medina Macias Alma Hilda  PERMISO

MESA DIRECTIVA
121 Medina Rodríguez Delber  INASISTENCIA
122 Medina Rodríguez Lizbeth Evelia  ASISTENCIA
123 Mejía García Luis Alonso  ASISTENCIA
124 Méndez Meneses Apolonio  ASISTENCIA
125 Mendoza Morales Lucía Susana  ASISTENCIA
126 Minjares Jiménez José Manuel  ASISTENCIA
127 Mohamar Dainitin Oscar Miguel  ASISTENCIA
128 Mollinedo Hernández Agustín  ASISTENCIA
129 Monraz Ibarra Miguel Ángel  ASISTENCIA
130 Montes Sánchez Fabián Fernando  ASISTENCIA
131 Mora Cuevas Marisol  INASISTENCIA
132 Morales Ramos José Nicolás  ASISTENCIA
133 Morelos Borja María Esperanza  ASISTENCIA
134 Moreno Álvarez Mario Eduardo  ASISTENCIA
135 Morgan Franco Rocío del Carmen  INASISTENCIA
136 Muñoz Serrano José Antonio  ASISTENCIA
137 Murillo Flores Francisco Javier  ASISTENCIA
138 Murillo Torres José Luis  ASISTENCIA
139 Navarro Sugich Carlos Alberto  ASISTENCIA
140 Nordhausen González Jorge Rubén  INASISTENCIA
141 Noriega Blanco Vigil María Elena  ASISTENCIA
142 Ochoa López Nabor  ASISTENCIA
143 Olvera Higuera Edgar Armando  CÉDULA
144 Ortega Martínez Ma. del Pilar  ASISTENCIA
145 Ortíz Hernández Eduardo  ASISTENCIA
146 Oviedo Oviedo Ernesto  ASISTENCIA
147 Padilla Orozco Raúl Alejandro  ASISTENCIA
148 Palafox Núñez José Inés  INASISTENCIA
149 Paredes Rodríguez Francisco Javier  ASISTENCIA
150 Parra Jiménez Dolores María del Carmen  ASISTENCIA
151 Parra Noriega Luis Gustavo  ASISTENCIA
152 Pérez Cuéllar Cruz  ASISTENCIA
153 Peyrot Solís Marco Antonio  ASISTENCIA
154 Plascencia Alonso Francisco Javier  ASISTENCIA
155 Priego Tapia Gerardo  ASISTENCIA
156 Pulido Pecero Pedro  ASISTENCIA
157 Quintero Bello Jorge  ASISTENCIA
158 Ramírez Barba Ector Jaime  ASISTENCIA
159 Ramírez Pech Edgar Martín  ASISTENCIA
160 Ramírez Villarreal Gustavo  ASISTENCIA
161 Ramos Covarrubias Héctor Manuel  ASISTENCIA
162 Reyes López Carlos Armando  ASISTENCIA
163 Rincón Vargas Mirna Cecilia  ASISTENCIA
164 Rivera Rivera José Guadalupe  ASISTENCIA
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165 Rivero Rivero Rolando  ASISTENCIA
166 Rodríguez Ahumada Luis Fernando  ASISTENCIA
167 Rodríguez Jiménez Ricardo  ASISTENCIA
168 Rodríguez Prats Juan José  ASISTENCIA
169 Rodríguez Uresti Enrique  ASISTENCIA
170 Rodríguez Vizcarra Velázquez Adriana  ASISTENCIA
171 Rojas Hernández Laura Angélica  ASISTENCIA
172 Román Isidoro Demetrio  ASISTENCIA
173 Romo Jiménez Martha Angélica  CÉDULA
174 Rubio Chávez José Ignacio Alberto  ASISTENCIA
175 Rueda Gómez Francisco  ASISTENCIA
176 Ruiz Velasco de Lira Ernesto  INASISTENCIA
177 Salas Contreras Marcos  ASISTENCIA
178 Salazar Madera Mario Alberto  ASISTENCIA
179 Salum del Palacio Jorge Alejandro  ASISTENCIA
180 Sánchez Díaz de Rivera Antonio  ASISTENCIA
181 Sánchez Domínguez Alejandro  CÉDULA
182 Sánchez Gil Carlos René  ASISTENCIA
183 Sánchez Juárez Claudia  CÉDULA
184 Sánchez Trujillo José Víctor  INASISTENCIA
185 Sandoval Munguia Juan Manuel  ASISTENCIA
186 Serrato Castell Luis Gerardo  ASISTENCIA
187 Shej Guzmán Sara  ASISTENCIA
188 Solano Muñoz José de Jesús  ASISTENCIA
189 Stefanonni Mazzocco Martín  ASISTENCIA
190 Tamayo Herrera Yadhira Yvette  ASISTENCIA
191 Torres Gómez Artemio  ASISTENCIA
192 Torres Herrera Víctor Manuel  ASISTENCIA
193 Torres Torres Carlos Alberto  ASISTENCIA
194 Valenzuela García María Gloria Guadalupe  ASISTENCIA
195 Valladolid Rodríguez Antonio  ASISTENCIA
196 Vasconcelos Rueda Antonio  ASISTENCIA
197 Vázquez Martínez Alberto  CÉDULA
198 Vega Corona Antonio  ASISTENCIA
199 Velázquez Gutiérrez José Guillermo  ASISTENCIA
200 Verástegui Ostos César Augusto  ASISTENCIA
201 Verdín Saldaña Jaime  ASISTENCIA
202 Victoria Alva Juan  ASISTENCIA
203 Vieyra Olivares Adriana Rebeca  ASISTENCIA
204 Villanueva Arjona Juan Manuel  ASISTENCIA
205 Zambrano Elizondo Javier Martín  ASISTENCIA
206 Zermeño Infante Jorge  ASISTENCIA

Asistencias: 170
Asistencias por cédula: 13
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 21
Total diputados: 206

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Aguirre Alcaide Victor  ASISTENCIA
2 Alavez Ruiz Aleida  ASISTENCIA
3 Almazán González José Antonio  ASISTENCIA
4 Almonte Borja Ramón  ASISTENCIA
5 Alonso Flores Lourdes  ASISTENCIA
6 Alonso Razo Humberto Wilfrido  ASISTENCIA
7 Altamirano Toledo Carlos  INASISTENCIA
8 Alva Olvera Maribel Luisa  ASISTENCIA
9 Álvarez Ramón Silbestre  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Amaro Corona Alberto  ASISTENCIA
11 Aragón Castillo Irene  PERMISO

MESA DIRECTIVA
12 Arellano Pulido Miguel Ángel  ASISTENCIA
13 Arreola Calderón Juan Dario  ASISTENCIA
14 Barreiro Pérez Armando  ASISTENCIA
15 Batres Guadarrama Valentina Valia  ASISTENCIA
16 Bautista Bravo Alliet Mariana  ASISTENCIA
17 Bravo Padilla Itzcóatl Tonatiuh  ASISTENCIA
18 Brito González Modesto  ASISTENCIA
19 Calzada Vázquez Francisco Javier  ASISTENCIA
20 Campos Aburto Amador  ASISTENCIA
21 Cárdenas Hernández Raymundo  ASISTENCIA
22 Cervantes Rodríguez Aurora  ASISTENCIA
23 Chávez García Higinio  ASISTENCIA
24 Condado Escamilla Cuitlahuac  ASISTENCIA
25 Contreras Julián Maricela  ASISTENCIA
26 Cruz Santiago Claudia Lilia  ASISTENCIA
27 Cuevas Córdova Othón  ASISTENCIA
28 Dagdug Lützow Moisés Félix  ASISTENCIA
29 De la Rosa García Juan Hugo  ASISTENCIA
30 De los Santos Molina Joaquín Conrado  ASISTENCIA
31 Dehesa Mora Daniel  ASISTENCIA
32 Del Toro Mario Enrique  ASISTENCIA
33 Díaz Contreras Adriana  CÉDULA
34 Escandón Cadenas Rutilio Cruz  ASISTENCIA
35 Espejel Lazcano Jaime  ASISTENCIA
36 Fernández Balboa Mónica  ASISTENCIA
37 Flores Maldonado César  PERMISO

MESA DIRECTIVA
38 Flores Salazar Guadalupe Socorro  ASISTENCIA
39 Franco Melgarejo Rafael  PERMISO

MESA DIRECTIVA
40 Gálvez Rodríguez Fernel Arturo  ASISTENCIA
41 García Rodríguez Víctor Hugo  ASISTENCIA
42 Garzón Contreras Neftalí  ASISTENCIA
43 González Garza Javier  INASISTENCIA
44 Guerra Ochoa Juan Nicasio  ASISTENCIA
45 Gutiérrez Calzadilla José Luis  ASISTENCIA
46 Hernández Gaytán Daisy Selene  ASISTENCIA
47 Hernández Hernández Sergio  ASISTENCIA
48 Hernández Manzanares Javier  ASISTENCIA
49 Hernández Silva Benjamín  ASISTENCIA
50 Ibarra Franquez Sonia Nohelia  ASISTENCIA
51 Jacques y Medina José  ASISTENCIA
52 Jiménez Valenzuela María Eugenia  ASISTENCIA
53 Landero López Pedro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
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54 Lemarroy Martínez Juan Darío  CÉDULA
55 Leyva Piñón Ana Yurixi  ASISTENCIA
56 Lizárraga Peraza Víctor Manuel  ASISTENCIA
57 López Barriga Erick  ASISTENCIA
58 López Becerra Santiago  ASISTENCIA
59 López Rojas Alberto  INASISTENCIA
60 López Torres Ma. Soledad  ASISTENCIA
61 Lozano Lozano Andrés  ASISTENCIA
62 Luna Munguía Alma Lilia  ASISTENCIA
63 Márquez Madrid Camerino Eleazar  CÉDULA
64 Márquez Tinoco Francisco  ASISTENCIA
65 Martínez Hernández Alejandro  ASISTENCIA
66 Martínez Martínez Carlos Roberto  ASISTENCIA
67 Martínez Martínez Francisco  ASISTENCIA
68 Martínez Padilla Hugo Eduardo  ASISTENCIA
69 Martínez Vargas Octavio  CÉDULA
70 Matías Alonso Marcos  ASISTENCIA
71 Matus Toledo Holly  ASISTENCIA
72 Mayans Canabal Fernando Enrique  ASISTENCIA
73 Mendoza Arellano David  ASISTENCIA
74 Mendoza Flores Roberto  ASISTENCIA
75 Mendoza Maldonado Fausto Fluvio  ASISTENCIA
76 Mendoza Mendoza Irineo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
77 Monreal Ávila Susana  ASISTENCIA
78 Montalvo Rojas Victorio Rubén  ASISTENCIA
79 Morales Sánchez Efraín  INASISTENCIA
80 Morales Vázquez Carlos Orsoe  ASISTENCIA
81 Narcía Álvarez Héctor  ASISTENCIA
82 Navarro López Carlos Ernesto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
83 Navarro Quintero Miguel Ángel  ASISTENCIA
84 Ojeda Hernández Concepción  ASISTENCIA
85 Oliva Fragoso Silvia  ASISTENCIA
86 Orcí Martínez Juan Adolfo  ASISTENCIA
87 Ortega Martínez Antonio  ASISTENCIA
88 Ortiz Magallón Rosario Ignacia  ASISTENCIA
89 Pacheco LLanes Ramón Félix  ASISTENCIA
90 Pedraza Chávez Isidro  ASISTENCIA
91 Pedrozo Castillo Adrián  ASISTENCIA
92 Peña Sánchez Miguel Ángel  ASISTENCIA
93 Pérez Cruz Raciel  ASISTENCIA
94 Pulido Santiago Celso David  ASISTENCIA
95 Ramos Becerril Rafael Plácido  ASISTENCIA
96 Ramos Castellanos Martín  OFICIAL COMISIÓN
97 Rasgado Corsi Gloria  PERMISO

MESA DIRECTIVA
98 Ríos Gamboa Raúl  ASISTENCIA
99 Romero Gutiérrez Odilón  CÉDULA
100 Ruíz Sánchez Salvador  CÉDULA
101 Saavedra Coronel José Antonio  ASISTENCIA
102 San Martín Hernández Juan Manuel  ASISTENCIA
103 Sánchez Barrios Carlos  ASISTENCIA
104 Sánchez Cabrales Rafael Elías  ASISTENCIA
105 Sánchez Camacho Alejandro  ASISTENCIA
106 Sánchez Camacho David  ASISTENCIA
107 Sánchez Jiménez V. Luis  ASISTENCIA
108 Sánchez Ramos Francisco  PERMISO

MESA DIRECTIVA
109 Sandoval Ramírez Cuauhtémoc  CÉDULA

110 Santos Arreola Francisco Javier  CÉDULA
111 Solares Chávez Miguel Ángel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
112 Soriano Sánchez Rosa Elva  PERMISO

MESA DIRECTIVA
113 Soto Ramos Faustino  CÉDULA
114 Soto Sánchez Antonio  INASISTENCIA
115 Suárez del Real y Aguilera José Alfonso  PERMISO

MESA DIRECTIVA

116 Torres Baltazar María Elena  PERMISO
MESA DIRECTIVA

117 Torres García Daniel  PERMISO
MESA DIRECTIVA

118 Trejo Pérez Pablo  ASISTENCIA
119 Ulloa Pérez Emilio  ASISTENCIA
120 Vallejo Estevez Mario  ASISTENCIA
121 Varela López Víctor Gabriel  ASISTENCIA
122 Velázquez Aguirre Jesús Evodio  CÉDULA
123 Villanueva Albarrán Gerardo  ASISTENCIA
124 Villicaña García Rafael  ASISTENCIA
125 Zavaleta Salgado Ruth  ASISTENCIA
126 Zazueta Aguilar Jesús Humberto  CÉDULA
127 Zepeda Hernández Martín  ASISTENCIA

Asistencias: 96
Asistencias por cédula: 11
Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 14
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 5
Total diputados: 127

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abramo Masso Yerico  ASISTENCIA
2 Aguilar Diego  ASISTENCIA
3 Aguilar Solís Samuel  ASISTENCIA
4 Aispuro Torres José Rosas  ASISTENCIA
5 Alcántara Núñez Jesús Sergio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
6 Aldana Prieto Luis Ricardo  ASISTENCIA
7 Amador Gaxiola Daniel  ASISTENCIA
8 Amador Leal Narcizo Alberto  ASISTENCIA
9 Ayala Almeida Joel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Badillo Martínez Roberto  ASISTENCIA
11 Barajas Del Toro Salvador  ASISTENCIA
12 Barajas López Ramón  ASISTENCIA
13 Barba Hernández Alfredo  ASISTENCIA
14 Beltrán Montes Israel  ASISTENCIA
15 Benítez Ojeda Luis Enrique  ASISTENCIA
16 Bernal Gutiérrez Andrés Marco Antonio  ASISTENCIA
17 Biebrich Torres Carlos Armando  ASISTENCIA
18 Blanco Pajón José Luis  ASISTENCIA
19 Caballero Camargo Gustavo Fernando  ASISTENCIA
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20 Camacho Quiroz César Octavio  ASISTENCIA
21 Canavati Tafich Jesús Ricardo  ASISTENCIA
22 Carballo Bustamante Andrés  INASISTENCIA
23 Cárdenas Del Avellano Enrique  ASISTENCIA
24 Cárdenas Monroy Oscar Gustavo  ASISTENCIA
25 Cervantes Andrade Raúl  ASISTENCIA
26 Chaurand Arzate Carlos  ASISTENCIA
27 Colín Guadarrama María Mercedes  ASISTENCIA
28 Cordero Alfonzo Arnulfo Elías  ASISTENCIA
29 Díaz Athié Antonio de Jesús  ASISTENCIA
30 Díaz Solorzano Elmar Darinel  ASISTENCIA
31 Domínguez Domínguez Nemesio  ASISTENCIA
32 Duarte Jáquez César Horacio  CÉDULA
33 Escajeda Jiménez José Rubén  ASISTENCIA
34 Escalante Jasso Aracely  INASISTENCIA
35 Espinosa Abuxapqui Eduardo Elías  ASISTENCIA
36 Estefan Chidiac Charbel Jorge  ASISTENCIA
37 Flores Sandoval Patricio  ASISTENCIA
38 Fuentes Téllez Octavio  INASISTENCIA
39 Gamboa Patrón Emilio  ASISTENCIA
40 Garza Garza Horacio Emigdio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
41 Gebhardt Garduza Yary del Carmen  ASISTENCIA
42 Gloria Requena Tomás  CÉDULA
43 Gómez Lugo Elda  ASISTENCIA
44 González Calderón Martha Hilda  CÉDULA
45 González García Sergio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
46 González Salum Miguel Ángel  ASISTENCIA
47 González Zarur Mariano  ASISTENCIA
48 Guerrero García Javier  ASISTENCIA
49 Guerrero Juárez Joel  ASISTENCIA
50 Herrera Ale Juana Leticia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
51 Herrera Coyac Wenceslao  PERMISO

MESA DIRECTIVA
52 Izquierdo Bustamante Alfonso Rolando  ASISTENCIA
53 Lagunes Gallina Gerardo  ASISTENCIA
54 Lescieur Talavera Jorge Mario  ASISTENCIA
55 Madrid Tovilla Arely  PERMISO

MESA DIRECTIVA
56 Martínez Rocha Arturo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
57 Martínez Rodríguez Lorena  ASISTENCIA
58 Medina De la Cruz Rodrigo  ASISTENCIA
59 Méndez Lanz Víctor Manuel  INASISTENCIA
60 Mendívil Amparán Gustavo Ildefonso  ASISTENCIA
61 Mendoza Cortés Mario  ASISTENCIA
62 Merodio Reza Lilia Guadalupe  ASISTENCIA
63 Moctezuma Pereda Fernando Quetzalcoatl  ASISTENCIA
64 Montalvo Gómez Pedro  ASISTENCIA
65 Morales García Elizabeth  ASISTENCIA
66 Mota Hernández Adolfo  ASISTENCIA
67 Muñoz Serna Rogelio  CÉDULA
68 Murat José  ASISTENCIA
69 Ochoa González Arnoldo  ASISTENCIA
70 Ojeda Camacho Gilberto  ASISTENCIA
71 Olivares Monterrubio Alejandro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
72 Olivares Ventura Héctor Hugo  ASISTENCIA

73 Ordaz Jiménez Ismael  ASISTENCIA
74 Orihuela Bárcenas José Ascención  PERMISO

MESA DIRECTIVA
75 Orihuela Trejo José Amado  ASISTENCIA
76 Ortiz Del Carpio Víctor  ASISTENCIA
77 Ortiz Proal Mauricio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
78 Padilla Gutiérrez Héctor  ASISTENCIA
79 Pagés Llergo Rebollar María Beatriz  ASISTENCIA
80 Palma César Víctor Samuel  ASISTENCIA
81 Parás González Juan Manuel  ASISTENCIA
82 Patrón Montalvo Jesús Manuel  ASISTENCIA
83 Peñuelas Acuña Mayra Gisela  ASISTENCIA
84 Pérez Valdés Daniel  ASISTENCIA
85 Pinete Vargas María del Carmen  ASISTENCIA
86 Quiñones Canales Lourdes  INASISTENCIA
87 Ramírez Martínez José Edmundo  ASISTENCIA
88 Ramírez Stabros Jesús  ASISTENCIA
89 Reyna García José Jesús  ASISTENCIA
90 Ríos Camarena Alfredo Adolfo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
91 Rivera Bedoya Juan Francisco  ASISTENCIA
92 Rodríguez Ramírez Bertha Yolanda  ASISTENCIA
93 Rojas Gutiérrez Carlos  ASISTENCIA
94 Ruíz Chávez Sara Latife  ASISTENCIA
95 Salas López Ramón  PERMISO

MESA DIRECTIVA
96 Sánchez Hernández Eduardo  ASISTENCIA
97 Sandoval Paredes Sergio  ASISTENCIA
98 Serrano Escobar Enrique  ASISTENCIA
99 Sosa Castelán Gerardo  ASISTENCIA
100 Toledo Luis Jorge  ASISTENCIA
101 Vargas Landeros Gerardo Octavio  ASISTENCIA
102 Vega Ortíz María Oralia  ASISTENCIA
103 Velasco Pérez Juan Carlos  ASISTENCIA
104 Villa Villa Isael  ASISTENCIA
105 Villanueva Abraján Patricia  ASISTENCIA
106 Zatarain González Carlos Ernesto  ASISTENCIA

Asistencias: 84
Asistencias por cédula: 4
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 13
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 5
Total diputados: 106

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Arévalo González José Antonio  ASISTENCIA
2 Castellanos Cortés Sara Isabel  ASISTENCIA
3 Chozas y Chozas Olga Patricia  INASISTENCIA
4 Cobo Terrazas Diego  CÉDULA
5 Elizondo Garrido Francisco  ASISTENCIA
6 Estrada González Faustino Javier  ASISTENCIA
7 García Noriega Ma. Guadalupe Josefina  ASISTENCIA
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8 González Macías Jesús  CÉDULA
9 González Martínez Jorge Emilio  CÉDULA
10 Guerrero Rubio Pilar  ASISTENCIA
11 Larregui Nagel Erika  ASISTENCIA
12 Lavara Mejía Gloria  CÉDULA
13 López Adame Antonio Xavier  CÉDULA
14 López Ramírez Sergio Augusto  ASISTENCIA
15 Notholt Guerrero Alan  INASISTENCIA
16 Puente Salas Carlos Alberto  CÉDULA
17 Velasco Rodríguez Verónica  CÉDULA

Asistencias: 8
Asistencias por cédula: 7
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 2
Total diputados: 17

CONVERGENCIA

1 Abad De Jesús Juan  ASISTENCIA
2 Aguilera Rico José Luis  ASISTENCIA
3 Cárdenas Márquez Elías  ASISTENCIA
4 Castillo Romero Patricia Obdulia de Jesús  ASISTENCIA
5 Chanona Burguete Alejandro  ASISTENCIA
6 Del Río Virgen José Manuel  ASISTENCIA
7 Esteva Salinas Alberto  ASISTENCIA
8 Godoy Cárdenas Jorge  ASISTENCIA
9 López Lena Cruz Humberto  ASISTENCIA
10 Salvatori Bronca María del Carmen  CÉDULA
11 Samperio Montaño Juan Ignacio  ASISTENCIA
12 Sansores San Román Layda Elena  ASISTENCIA
13 Tagle Martínez Martha Angélica  ASISTENCIA
14 Uscanga Cruz Robinson  CÉDULA
15 Valdés Chávez Ramón  ASISTENCIA
16 Varela Lagunas Tomás José Luis  ASISTENCIA
17 Velasco Oliva Jesús Cuauhtémoc  ASISTENCIA

Asistencias: 15
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 17

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Jiménez Rubén  ASISTENCIA
2 Arreola Ortega Pablo Leopoldo  ASISTENCIA
3 Cantú Garza Ricardo  ASISTENCIA
4 Cervantes Rivera Jaime  ASISTENCIA
5 Garay Ulloa Silvano  ASISTENCIA
6 Herrera Solís Anuario Luis  ASISTENCIA

7 Maciel Ortiz Ma. Mercedes  ASISTENCIA
8 Pedro Cortés Santiago Gustavo  CÉDULA
9 Peregrino García Abundio  ASISTENCIA
10 Romero Guzmán Rosa Elia  ASISTENCIA
11 Solís Parga Rodolfo  ASISTENCIA
12 Vela González Joaquín Humberto  ASISTENCIA

Asistencias: 11
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 12

NUEVA ALIANZA

1 Arriola G. Mónica T.  PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Cárdenas Fonseca Manuel  ASISTENCIA
3 Castillo Nájera Ariel  ASISTENCIA
4 Dávila Esquivel Humberto  ASISTENCIA
5 Gómez Pasillas Jacinto  ASISTENCIA
6 Jiménez Godínez Miguel Ángel  ASISTENCIA
7 Luna Becerril Blanca  ASISTENCIA
8 Luna Rodríguez Silvia  ASISTENCIA
9 Piñeyro Arias Irma  ASISTENCIA

Asistencias: 8
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 9

ALTERNATIVA

1 Arvizu Rivas Aida Marina  ASISTENCIA
2 Conde Rodríguez Elsa de Guadalupe  ASISTENCIA
3 De la Torre Jaramillo Eduardo Sergio  ASISTENCIA
4 García Méndez Armando  ASISTENCIA
5 Hernández Valadés Delio  ASISTENCIA

Asistencias: 5
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 5
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DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Castellanos Hernández Félix  ASISTENCIA

Asistencias: 1
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
Total diputados: 1
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SECRETARÍA GENERAL
REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado
1 Bermúdez Viramontes Andrés
2 Bolaños Aguilar Edmundo Javier
3 Buganza Salmerón Gerardo
4 Caballero Chávez Claudia Gabriela
5 Campos Galván María Eugenia
6 Díaz de León Torres Leticia
7 Escobar Jardinez Adolfo
8 García González Carlos Alberto
9 García Vivián Raúl
10 Guerrero Torres José Gildardo
11 Iragorri Durán Enrique
12 López Cisneros José Martín
13 López Reyna Omeheira
14 Lujano Nicolás Christian Martín
15 Medina Rodríguez Delber
16 Mora Cuevas Marisol
17 Morgan Franco Rocío del Carmen
18 Nordhausen González Jorge Rubén
19 Palafox Núñez José Inés
20 Ruiz Velasco de Lira Ernesto
21 Sánchez Trujillo José Víctor

Faltas por grupo 21

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado
1 Altamirano Toledo Carlos
2 González Garza Javier
3 López Rojas Alberto
4 Morales Sánchez Efraín
5 Soto Sánchez Antonio

Faltas por grupo 5

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado
1 Carballo Bustamante Andrés
2 Escalante Jasso Aracely
3 Fuentes Téllez Octavio
4 Méndez Lanz Víctor Manuel
5 Quiñones Canales Lourdes

Faltas por grupo 5

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado
1 Chozas y Chozas Olga Patricia
2 Notholt Guerrero Alan

Faltas por grupo 2


